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Resumen  IX 

 

Resumen 

 

Libertad y objeción de conciencia. Parámetros jurídicos, conceptuales y 
contextuales tendientes a maximizar su reconocimiento y protección 

supranacional y nacional 
 

El presente trabajo condensa los principales planteamientos y resultados derivados de la 

propuesta investigativa cuyo eje central indaga por los parámetros jurídicos, conceptuales 

y contextuales acordes con el propósito de maximizar el reconocimiento y la eficacia de 

los derechos a la libertad de conciencia y la objeción de conciencia en los ámbitos nacional 

e interamericano. Tomando como referencia los principales aspectos doctrinales, los 

desarrollos normativos y jurisprudenciales en el ordenamiento jurídico nacional y los 

sistemas europeo e interamericano de protección de los derechos humanos, así como las 

fuentes de interpretación más extendidas en la órbita del Derecho Internacional de los 

Derechos Humanos, se fueron auscultando los elementos centrales en torno al contenido 

esencial, el concepto y la fundamentación de los derechos aludidos, así como los casos 

emblemáticos, supuestos y puntos críticos frente al reconocimiento de la libertad de 

conciencia y la objeción de conciencia. Descartada la posibilidad o la pertinencia lógica y 

práctica de formular recetas unívocas, definitivas o unánimes sobre el tema, el valor de la 

conciencia como atributo universal e inalienable sigue siendo materia fundamental para la 

protección y salvaguarda de la dignidad humana, que aboca procesos complementarios 

entre los diferentes sujetos del derecho internacional a partir de una concepción 

consensualista, sedimentada en una interpretación evolutiva que acoge los desarrollos 

más profusos en los ordenamientos internos, los acuerdos alcanzados en los foros de 

decisión intergubernamentales y los parámetros mejor acoplados al principio pro persona, 

en función de ampliar la comprensión y recomposición progresiva de los marcos 

normativos, doctrinales y contextuales tendientes a un mayor grado de reconocimiento y 

ejercicio efectivo de los derechos a la libertad de conciencia y la objeción de conciencia. 
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Palabras clave: libertad conciencia – objeción de conciencia – Sistema Interamericano de 

Derechos Humanos – Corte Constitucional Colombiana – interpretación evolutiva – 

concepción consensualista – principio pro persona – margen de apreciación nacional.  
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Abstract 

 

Freedom and conscientious objection. Legal parameters, conceptual and 
contextual aimed to maximize their acknowledgement and supranational and 

national protection 
 

This paper condenses the main finding and results derived from the investigative proposal 

which central axis inquires for legal parameters, conceptual and contextual in accordance 

with the aim of maximizing the acknowledgement and efficacy of the right to freedom of 

conscience and the conscientious objection in inter-american an national ambit. Taking as 

a reference the main doctrinal aspects, the normative developments and jurisprudence in 

the national legal system and the european and inter-american human rights protection 

system, as well as the most extended interpretation sources in the orbit of International 

Law of Human Rights, the main elements were examined around the essential content, the 

concept and the legal basis of a aforementioned rights, as well as emblematic cases, 

assumptions and critical items around freedom of conscience and conscientious objection 

acknowledgement. Dismissed the possibility or the logic and practical appropriateness of 

formulating univocal récipes, definitive or unanimous about the topic, the awareness value 

as universal and inalienable attribute is still essential for the protection and safeguard of 

human dignity which heads towards complementary processes among the different 

international law subjects from a approach consensualism, this one established on a 

evolutive interpretation that embraces the most profuse developments in the inner law, the 

agreements achieved in intergovernmental decision forums and the best parameters to the 

pro personae  principle, in order to increase the comprehension and progressive recover 

of the normative, doctrinal and contextual frames tending towards a greater degree of 

acknowledgement and effective practice of freedom of conscience and conscientious 

objection rights. 
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Introducción 

Los derechos humanos se han perfilado como el plexo ético-normativo del que disponen 

las sociedades contemporáneas en orden a afirmar el valor supremo de la dignidad 

humana, su imperiosa protección y garantía en cualquier tiempo y contexto, vale decir, con 

un carácter universal que se propone trascender fronteras territoriales, ideológicas, 

políticas y culturales para fijar un horizonte compartido de entendimiento frente a los bienes 

prevalentes comunes a la humanidad.  

 

Entre ellos, la libertad de conciencia ha sido concebida como el primer derecho en sentido 

moderno, al reivindicar la naturaleza plenamente libre y autónoma de la voluntad subjetiva 

sin sujeción alguna a autoridad externa, cuyos orígenes se sitúan, según la perspectiva, 

en la Reforma protestante o al interior del movimiento humanista bajo la forma germinal de 

tolerancia, ambos rasgos fundantes de la era moderna. A su turno, la objeción de 

conciencia se ha ido bosquejando al talle de una figura jurídica progresivamente más 

visible y reconocida por diferentes marcos normativos, en principio como concesión 

discrecional de las autoridades públicas a través de medidas administrativas o legales de 

carácter coyuntural, o como excepciones circunstanciales para favorecer a ciertos círculos 

de inspiración religiosa, hasta decantar en parte sustancial del ámbito de protección de la 

libertad de conciencia, o en otros casos derecho autónomo de rango fundamental.  

 

Aun con raigambre histórica y filosófica considerable (o quizá por causa de ella), la libertad 

de conciencia y la objeción de conciencia siguen siendo foco de debate jurídico y teórico 

en torno a su contenido, alcance y aplicación en los sistemas políticos y normativos 

contemporáneos, por lo que su vigencia como objeto de investigación científico y empírico 

está lejos de considerarse extinta para las ciencias sociales. Son variadas las aristas y 

matices desde las cuales puede abordarse su examen y análisis; este trabajo se propone 

acometer dicha tarea a partir del siguiente problema de investigación: 
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La interpretación, protección y aplicación de la libertad de conciencia y la objeción de 

conciencia implica una compleja sobreposición de órdenes normativos que van desde la 

moralidad subjetiva individual y los ordenamientos jurídicos nacionales, hasta los sistemas 

regionales y universal de protección de los derechos humanos. Entre ellos no es 

perceptible un conjunto unitario de parámetros de carácter jurídico, conceptual y contextual 

que demarque a los sujetos de derecho internacional un contenido esencial y un estándar 

proclives a maximizar el reconocimiento formal y la eficacia material de la libertad de 

conciencia y la objeción de conciencia, sobre una vía conciliatoria entre el principio pro 

persona, la autonomía estatal en la producción del derecho y la universalidad predicable 

de todo derecho humano. Desprende de allí el siguiente interrogante: 

 

¿qué parámetros jurídicos, conceptuales y contextuales son acordes a un contenido 

esencial y un estándar tendientes a maximizar el reconocimiento y eficacia de la libertad 

de conciencia y la objeción de conciencia desde los ámbitos nacional e interamericano? 

 

La hipótesis construida en torno a su abordaje se enuncia en estos términos: 

 

Para maximizar su nivel de reconocimiento y eficacia, los derechos a la libertad de 

conciencia y la objeción de conciencia deben dotarse de un contenido esencial acorde a 

una interpretación evolutiva y abierta que contemple los diferentes supuestos (reconocidos 

y eventuales), además de un estándar en cuyo interior el margen de apreciación nacional 

encuentre límites en favor del sistema interamericano de derechos humanos, que sin 

desconocer la especificidad de los contextos jurídicos y socioculturales, evite una 

discrecionalidad estatal restrictiva o regresiva en la garantía de los derechos aludidos. 

 

El objetivo general que alienta esta travesía investigativa se propone delimitar un conjunto 

de parámetros de orden jurídico, conceptual y contextual acordes a un contenido esencial 

y un estándar tendientes a maximizar el reconocimiento y eficacia de la libertad y la 

objeción de conciencia desde los ámbitos nacional e interamericano. Tal empeño se 

desglosa en tres objetivos específicos: i) Identificar las nociones y enfoques centrales en 

torno al concepto y fundamentación de la libertad y la objeción de conciencia; ii) Distinguir 

los ejes y puntos críticos de análisis en torno al reconocimiento y protección de la libertad 

y la objeción de conciencia en los ámbitos nacional y supranacional; y iii) Definir 

limitaciones y posibilidades, desde los aspectos jurídico, conceptual y contextual, frente al 
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máximo reconocimiento y protección de la libertad y la objeción de conciencia en los 

ámbitos nacional e interamericano. 

 

La ruta metodológica transitada abarcó una revisión bibliográfica en torno a la evolución 

histórica, concepto y fundamentación de los derechos a la libertad de conciencia y a la 

objeción de conciencia, el examen de referentes normativos y jurisprudenciales en el 

ordenamiento jurídico colombiano y los sistemas europeo e interamericano de derechos 

humanos, así como los pronunciamientos de diversos órganos de interpretación y 

monitoreo en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos. Incluyó además la 

revisión de estudios en la materia adelantados por distintos autores desde la perspectiva 

del derecho internacional. De igual modo fueron consultadas algunas experiencias y 

percepciones provenientes de diferentes organizaciones civiles y entidades públicas del 

ámbito distrital y nacional con trayectoria en la promoción, defensa y protección de la 

libertad de conciencia y la objeción de conciencia.  

 

Sin la pretensión fatua de proveer fórmulas inequívocas e infalibles, el resultado que aquí 

se expone es un muy modesto y limitado intento de búsqueda entre los intersticios del 

extenso y sinuoso campo de los derechos humanos, para proseguir la tarea ardua de 

despejar el brumoso horizonte de entendimiento de los derechos a la libertad de conciencia 

y la objeción de conciencia, bajo el doble convencimiento sobre su importancia indiscutible 

para la plena realización de la existencia humana y su configuración como campo cuya  

compresión y eficacia siguen siendo terrenos en disputa. 

 

 





 

 
 

1. Aspectos históricos y conceptuales. 
Origen, evolución y desarrollo histórico del 
concepto de libertad de conciencia y 
objeción de conciencia en la modernidad 
occidental 

1.1 Aproximación histórica 

En el relato histórico moderno, la génesis de la libertad de conciencia brotó de las 

circunstancias bélicas que azotaban Europa con recrudecida intensidad en el siglo XVI, 

por cuenta de enfrentamientos entre facciones religiosas emergentes y las estructuras de 

poder político y confesional sobre las cuales se asentaba el orden social heredado del 

periodo feudal. 

 

La Edad Media había consolidado en la práctica un modelo bifronte que regía inapelable 

todos los aspectos vitales del ser humano, desde los asuntos más puramente individuales 

hasta aquellos ligados con las vivencias y relaciones al interior de las comunidades. De 

acuerdo a la caracterización de Von Martin:  

 

A la voluntad de poder feudal va unida la del poder de la Iglesia, expresión del otro 

estamento dominante en la Edad Media. Ambos cooperan estrechamente en la 

formación de un sistema de imperio, que iniciado externa y originariamente de una 

manera formal, por la fuerza militar, se justifica tradicionalmente, en lo interno, por 

ser reflejo de la influencia, dirección y ordenación de la vida conforme a la religión. 

(1996, p. 40) 

 

De este modo, la forma de la sociedad medieval y el poder regio eran expresiones 

inobjetables e inmutables del designio proveniente de Dios y la naturaleza, cuya 
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preservación era propósito primordial del clero y la nobleza, uno y otro constitutivos de las 

capas sociales entonces predominantes. La ruptura con aquel orden feudal quedaría 

signada, como discierne el pensamiento hegeliano, a partir de tres hechos fundantes de la 

era moderna: el descubrimiento del nuevo mundo, la Reforma y el Renacimiento 

(Habermas, 1989, p. 15).    

 

Más que un acontecimiento concreto, el nuevo mundo representó una concepción 

emergente de la vida y el tiempo histórico como progreso, con la mirada fija en el futuro 

que solo depara un espiral de renovación continua, lejos del anquilosado destino material 

y espiritual prestablecido en el medioevo. A su turno, la Reforma protestante impulsó la 

subjetividad como principio de la edad moderna, desatando una reconfiguración con 

respecto al sistema moral tradicional: 

 

Los conceptos morales de la Edad Moderna están cortados al talle del 

reconocimiento de la libertad subjetiva de los individuos. Se fundan, por una parte, 

en el derecho del individuo a inteligir la validez de aquello que debe hacer; por otra, 

en la exigencia de que cada uno sólo puede perseguir los objetivos de su bienestar 

particular en consonancia con el bienestar de todos los otros. La voluntad subjetiva 

cobra autonomía bajo leyes generales. (Habermas, 1989, p. 30) 

 

En efecto, la publicación de las 95 tesis de Martín Lutero a las puertas de la Catedral de 

Wittenberg en 1517 desencadenó consecuencias entonces insospechadas desde dos 

puntos de vista mutuamente incidentes: i) la doctrina religiosa y ii) las relaciones entre 

autoridades religiosas y civiles, y de estas con los pobladores de los territorios imperiales. 

 

En el primer aspecto, la doctrina luterana del libre examen de las escrituras circunscribió 

la fe al ámbito particular de la conciencia personal, receptáculo intangible de la relación 

entre el ser humano y la divinidad (Alvear, 2010, p. 782 y Segovia, 2018, p. 51). En su 

interior, no hay cabida para intermediación alguna de autoridad o imposición externas, 

pues es la propia subjetividad la que cobra celosa primacía en el desarrollo de la 

experiencia espiritual de cada cual. 

 

En segundo término, la ruptura de la unidad confesional ocasionada por el protestantismo 

fue el caldo de cultivo para las guerras de religión que asolaron diferentes territorios del 
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continente europeo desde el siglo XVI, como ocurrió en Francia, Inglaterra, Alemania y 

Países Bajos. Sus repercusiones alcanzaron la mayor trascendencia social, política y 

jurídica: 

 

Cuando se empiezan a comprender los daños que estas guerras producían, con la 

pérdida de vidas humanas, con el enfrentamiento civil e incluso familiar y con el 

daño consiguiente para el comercio, empiezan a aparecer doctrinas que defienden 

el respeto a la conciencia y el derecho individual a adorar a Dios, de acuerdo con 

los criterios de cada uno, sin intervención del poder en esas materias. La defensa 

de la tolerancia y más tarde de la distinción entre Derecho y moral (…), será el 

cauce para la defensa de la conciencia frente a las imposiciones en materia 

religiosa. (Peces-Barba, 1993, p. 331) 

 

Bajo aquella noción primigenia de tolerancia, la conciencia adquiere un lugar preminente, 

autónomo e inmune frente al dominio normativo y coactivo del poder político, sobre todo 

en la esfera espiritual, donde la libre creencia se reclama potestad exclusiva del individuo 

al margen de cualquier fuerza externa ajena a la voluntad personal. Tal como señala 

Peces-Barba (1993, p. 329): 

 

No es casual que la tolerancia, precursora de la libertad de conciencia y de religión, 

sea el primer derecho fundamental que se formulara con carácter moderno. Ya en 

1598, en un texto positivo, “El Edicto de Nantes”, aparecerá, en sus artículos 

secretos, la referencia a la libertad de conciencia.  

 

Junto al advenimiento del nuevo mundo y la Reforma protestante, el humanismo 

renacentista también aportaría su cuota a esta renovada concepción de la vida personal y 

social, que se fue decantando hasta penetrar diferentes ámbitos de la experiencia humana: 

 

El humanismo, que se iniciará sobre todo en Italia ya a partir del siglo XVI (…) 

supone una nueva visión del mundo, de la naturaleza, del arte, de la moral, en 

oposición a la visión totalizadora, dominada por la filosofía escolástica, del mundo 

medieval, y es signo y también impulsa los primeros rasgos de la sociedad secular 

individualista. Desde Pico de la Mirandola hasta Erasmo o Tomás Moro, pasando 

por Budé, Rabelais, Montaigne, entre otros, se produce una exaltación del 



8 Libertad y objeción de conciencia 

 
individuo, se reivindica la libertad del hombre, su competencia y su capacidad para 

construir con autonomía en el arte, en la literatura, en la cultura. La afirmación de 

la dignidad y del valor propio del hombre llevará a una ética de la libertad apoyada 

en los sofistas, en los epicúreos y en los estoicos, con un gran componente 

escéptico o relativista. Esta ética de la iniciativa humana impulsó en la organización 

de la sociedad, en las reglas sociales y especialmente en el Derecho, la creación 

de un ámbito de autonomía, de lo que se ha llamado después la libertad negativa 

o libertad como no interferencia, raíz de los primeros derechos fundamentales. 

(Peces-Barba, 1993, p. 329)   

 

Estas renovadoras concepciones sobre el carácter y el fundamento de la existencia 

humana, así como su relación con la trascendencia, que interpelan las premisas 

instauradas y asentadas durante siglos por el régimen medieval, tardarían poco en producir 

consecuencias palpables tras enfrentamientos bélicos determinantes en el ámbito político 

y social europeo y occidental. La confrontación entre católicos y luteranos por los intentos 

del emperador Carlos V para restablecer en territorio germánico la unidad religiosa 

resquebrajada a raíz de las corrientes reformistas, culminó con la Paz de Augsburgo (1555) 

a partir de la cual se reconocería a los principados del imperio la prerrogativa de adoptar 

libremente su propia confesión. Este suceso retrata uno de los pasos más significativos en 

favor de la tolerancia religiosa moderna. Mencionado líneas arriba, el Edicto de Nantes de 

1598 puso término a las guerras de religión entre hugonotes y católicos en territorio francés 

y marcó un nuevo precedente en torno a la coexistencia de credos, aunque fuera de modo 

transitorio. En uno y otro caso, puede certificarse el efecto de la inusitada pluralidad 

confesional en el viejo continente, como ilustra Segovia (2018, p. 28): 

 

Comienzan así a adoptarse políticas de tolerancia resultantes de la fractura del 

viejo orden religioso-político que, en países “confesionales”, resultaron una praxis 

por lo general administrativa, es decir, una tolerancia práctica de carácter civil. De 

esta práctica se puede tomar lo central de la tolerancia religiosa: es una decisión 

gubernamental que rige primero para las confesiones, no para los individuos; para 

los príncipes, no para los súbditos; para las iglesias, no para las personas, aunque 

estas quedan indirectamente protegidas por la garantía concedida a aquellas.  
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A su turno, la Paz de Westfalia (1648) dio fin a la Guerra de los Treinta Años entre católicos 

y protestantes, que involucró además a diferentes centros de poder que rivalizaban por la 

hegemonía continental, entre ellos Suecia, Francia, España y el imperio germánico. Con 

los tratados de Munster y Osnabrück, en los que se plasmarían los acuerdos entre las 

partes contendientes, la tolerancia en materia de fe va a traducirse de forma patente en 

libertad de conciencia, constituyendo un hito histórico en su reconocimiento como derecho.  

  

Las libertades religiosas consignadas en Westfalia impulsaron la evolución de 

Europa. Por primera vez en un texto jurídico acordado por los poderes reales del 

viejo continente y suscrito por cerca de dos centenares de plenipotenciarios, 

representantes de Estados, grandes y pequeños, o instituciones de diversa índole, 

se consagraron derechos fundamentales en el ámbito de la libertad de conciencia. 

Se prohibió la discriminación por razones religiosas en la vida económica y social 

en las nacientes empresas comerciales y financieras, en los gremios, en las 

comunidades civiles, en los hospitales, en las leyes de sucesión y en los 

cementerios. (Bremer, 2013, p. 15) 

 

Aun considerando sus limitados alcances en términos territoriales y poblacionales, pues 

sus efectos se extendieron tan solo a ciertas doctrinas religiosas presentes en los 

márgenes del Sacro Imperio Romano Germánico, Westfalia es precursora de una 

concepción que abrió el camino al reconocimiento y protección de la libertad de conciencia, 

con influjo directo sobre la consolidación secular propia del Estado moderno:   

 

Al delimitarse con la Paz de Westfalia los campos católico, protestante y calvinista, 

el factor religioso retrocedió como causa central de los conflictos de poder, y 

emergieron nuevos paradigmas: la tolerancia en las relaciones interpersonales, la 

razón de Estado y el equilibrio de poderes en las relaciones interestatales. La 

tolerancia, que en un principio sería aplicada únicamente en los Estados no 

unitarios, en donde coexistían diversas religiones, se convertiría en la avanzada de 

la libertad de conciencia en las décadas subsecuentes (…) (Bremer, 2013, pp. 26-

27) 

 

En estos acontecimientos queda signado el origen dual de la libertad de conciencia en su 

forma embrionaria de tolerancia, gestado a la vez en la eclosión de credos resultante de la 
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Reforma y en los intereses políticos animados por la intención de mitigar la amenaza 

apremiante que las guerras de religión interponían al ejercicio y la estabilidad del poder 

civil. Como enfatiza Segovia (2018), aspectos teológicos y políticos artífices de una 

coyuntura histórica de transición, configuran factores decisivos que irrumpen para labrar el 

camino de la libertad de conciencia en la modernidad temprana: 

 

Los conflictos religiosos entrañaban guerras que amenazaban la paz y ponían en 

cuestión la supremacía estatal puesto que la pertenencia religiosa decidía también 

la obediencia al Soberano. De modo que, junto a la inicial preocupación religiosa, 

se agregó la inquietud política: la tolerancia de los cultos, en sus varias 

modalidades, devino interés central del Estado (…) se la concibió como un 

instrumento capital en la relación del Estado con las iglesias, facilitando el control 

estatal creciente sobre estas y la garantía del Estado de la no coerción de las 

conciencias. Todo lo cual demarca los primeros momentos de la secularización 

religiosa (…) 

No se puede ver un solo platillo de la balanza si se quiere hacer historia: falso es 

considerar únicamente la preocupación por la libertad de conciencia y religión, 

como lo es también atender a un poder absoluto que busca la paz y sostiene el 

orden público, como si la libertad no ameritara un orden o la paz no requiriera de la 

libertad. (p. 17) 

 

Esta concepción de tolerancia, manifiesta en primer término bajo la forma de concesión o 

privilegio emanado del poder político por razones de Estado (siglos XVI y XVII), luego 

expresión reivindicativa de la libertad como valor universal (desde la Ilustración a la 

actualidad), extendió sus repercusiones hasta incidir sobre el contenido de varias de las 

libertades modernas, encumbradas hoy al rango de derechos fundamentales: 

 

(…) [la tolerancia] incuba ya al menos tres cuestiones centrales: la de la libertad de 

conciencia, es decir, no se puede coaccionar la creencia que el individuo sostiene 

en su intimidad y que el Estado tolera; la de la libertad de pensamiento en materia 

de religión, esto es, la verdadera fe, que es asunto personal, debe buscarse en 

forma libre y no debe imponerse ni forzarse por un poder extraño; y la de la libertad 

religiosa de las iglesias como libertad política, que abarca no solo la exención de 

persecución del credo no ortodoxo –la igualdad de las religiones– sino, también, la 
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relación entre el culto privado y el culto público. Por eso, es posible que todas estas 

modalidades se engloben dentro del concepto de tolerancia, aunque estrictamente 

no lo sean. (Segovia, 2018, p. 40) 

 

Planteamientos formulados desde el individualismo liberal por filósofos como Thomas 

Hobbes y John Locke, y desde el escepticismo en Pierre Bayle, traspasan el rasgo 

germinal eminentemente religioso de la libertad de conciencia para definir horizontes más 

amplios que la vinculan a un dictamen de la razón cuyas fuentes pueden brotar de ideas y 

valores morales de naturaleza laica, por tanto no sujetas necesariamente a la confesión de 

fe (Alvear, 2014, p. 782 y Segovia, 2018, pp. 42-43). Elementos que antes se asumían 

indisolubles por su parentesco originario, encuentran un camino de disección sin perder 

por ello la relación interna a la cual responden: 

 

Conciencia y religión son difícilmente separables, salvo que aquella se desgaje de 

Dios y quede asemejada al parecer en materia moral (…) 

En esa conciencia libre se columbran las concepciones religiosas que, por 

tener tal origen, han de ser también libres. La libertad religiosa se conformaría, 

entonces, a la libre profesión de una creencia que la conciencia del individuo 

entiende religiosa, aunque no lo sea, ya que en este ámbito el Derecho y la 

sociedad han de reconocer a cada individuo como autoridad única válida para 

decidir acerca de sus propias creencias. 

La libertad de conciencia sería la potencia que engendra la libertad de 

pensamiento e implica una primaria libertad de expresión, libertad de pensamiento 

que incuba creencias de cualquier naturaleza entre las que cuentan las relativas a 

la religión. (Segovia, 2018, p. 44) 

 

En su sentido más ampliamente considerado, la libertad de conciencia empieza a 

asimilarse entonces a la facultad individual de acatar, sin impedimento o coacción, el 

dictamen moral que se desprende de las más íntimas convicciones y creencias anidadas 

en el íntimo fuero personal. Se asume además como presupuesto ético, político y jurídico 

que determina la existencia y la defensa de otras libertades fundamentales:  

 

Ante los derechos de la conciencia debe detenerse la intolerancia, tanto la religiosa 

como la civil. La libertad de conciencia es, pues, la base fundamental no sólo de la 
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defensa de la tolerancia, sino también de la libertad religiosa y de la libertad de 

pensamiento (Bello, 2004, p. 132). 

 

El tratado de Osnabrück de 1648, la Declaración de Derechos del Buen Pueblo de Virginia 

en 1776 y la Declaración de Derechos de Pennsilvania el mismo año son muestra palmaria 

de la manera como las libertades para adoptar un credo religioso y exteriorizarlo a través 

del culto se consagraron con base en un expreso reconocimiento de la libertad de 

conciencia , iniciando un proceso de positivización jurídica cuyas resonancias se extienden 

hasta el presente.  

 

La objeción de conciencia también acumula un acervo histórico particular, aunque 

inevitablemente ligado a la libertad de conciencia por raíces ideológicas y sociológicas 

comunes. Es en la filosofía griega antigua hasta donde pueden rastrearse intentos por 

reivindicar la aplicación de un criterio subjetivo para apreciar el mundo, conducirse en él y 

discernir sobre su sentido y significado, aun contra la concepción predominante que 

atribuía a la voluntad de los dioses la determinación sobre todo asunto referido a la 

existencia terrenal. Tal como precisa Morales Reynoso: 

 

En la mayoría de las sociedades del mundo antiguo, no se estimaba que la 

individualidad mereciera consideración alguna frente al interés general. La 

conciencia de sí y su reconocimiento por otros no necesariamente implicaba tener 

derecho a actuar conforme a sus dictados. Esta situación no era vista, además, 

como una restricción o desventaja. En el contexto de la época, el instinto que hacía 

seguir al más fuerte primero y después, al más sabio (o anciano) prevalecía sobre 

todo lo que no fuera indispensable para sobrevivir. La voluntad de los dioses debía 

cumplirse antes que cualquier cosa, porque de ellos dependía la vida, primero de 

la comunidad o la aldea y después, de la ciudad. No hubo en esta etapa de la 

historia conflicto alguno que resolver entre las leyes de los dioses y de los hombres, 

puesto que eran una sola y tenían por cabeza a los primeros. (2013, p. 23) 

 

Los sofistas serían los precursores de un entendimiento que destaca la virtud personal 

como objetivo al alcance del esfuerzo humano, sin dependencia alguna del designio o 

predestinación concedida por las sagradas autoridades ultraterrenas. La ética entonces se 

humaniza al descender y colocarse al acceso de todo aquel dispuesto a aprenderla. Con 
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base en esta idea, Protágoras postuló la capacidad de cada persona para fijar una 

representación propia de la realidad, sin dar cabida a cuestionamientos sobre su veracidad 

respecto a las demás, pues unas y otras se entienden válidas por igual. Únicamente al 

juicio de la colectividad compete determinar la conveniencia de las múltiples apreciaciones 

procedentes de los individuos. Bajo este enfoque filosófico, la moral compone un conjunto 

de reglas que cada grupo social dispone e imparte a través de la enseñanza y el 

aprendizaje, pero cuya validez no puede dilatarse más allá de sus confines (Barrio 

Gutiérrez referido por Morales Reynoso, 2013, pp. 28-30). 

 

La perspectiva de Gorgias, también perteneciente a la escuela sofística, se ubica en un 

ángulo más radicalmente solipsista, en el que la moral no logra un alcance mayor al 

delimitado por las fronteras de la propia subjetividad individual, de modo que la valoración 

de cada circunstancia específica no puede pretenderse válida ni siquiera para un grupo 

plural de personas (Barrio Gutiérrez referido por Morales Reynoso, 2013, p. 30).  

 

Los estoicos recogerían parte del legado sofista al reconocer en el individuo una conciencia 

moral, de la cual se encuentra dotado en su condición de ser racional. Es gracias a la 

conciencia que puede discernir entre lo justo y lo injusto, de esta suerte, cada quien detenta 

la libertad de adecuar su conducta externa a los preceptos interiormente acogidos. Tal 

como detalla Morales Reynoso (2013), en estas tradiciones filosóficas hay un sustrato de 

indudable valor que se preserva y ratifica hasta nuestros días: 

 

Si los sofistas sentaron las bases de la dignidad humana, los estoicos fueron los 

primeros en reivindicar la libertad. La libertad exterior no sería posible sin la idea 

de que el hombre se debía en primer término a la integridad de su conciencia (…) 

Solo él es responsable de la congruencia que ha de existir entre el interior y el 

exterior de su espíritu. Los estoicos son los primeros en reivindicar la ética en el 

ámbito público. (p. 37) 

 

El cristianismo primitivo beberá de la concepción estoica sobre el ejercicio libre de la 

voluntad individual, para realzar la relación con Dios como un acto de libertad espiritual 

que se eleva sobre un plano superior, más allá de las constricciones, reglas e imposiciones 

de los poderes civiles temporales. En torno a este ideario los cristianos proclamaron su 

emancipación moral, que a la postre fue el sustento para rechazar tanto el culto obligatorio 
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a la figura de autoridad imperial como la incorporación en los ejércitos romanos con base 

en fundamentos bíblicos en los cuales se proscriben los actos violentos contra el prójimo.   

 

Aun así, el rehusamiento a la vinculación en cuerpos armados oficiales resultó solo 

transitorio, pues se fue apaciguando por efecto del mayor reconocimiento concedido al 

cristianismo en el Edicto de Milán en el año 313, hasta su declaración como religión oficial 

del imperio en épocas de Teodosio hacia el año 380, con lo cual la oposición originaria a 

prestar servicios armados se convirtió en decidido apoyo a la guerra justa. Las reservas de 

conciencia en esta materia mutaron así en actos heréticos que amenazaban la cohesión 

eclesiástica. Solo con el Concilio Vaticano II en la década del 60 del siglo XX la institución 

católica recobraría la vocación pacifista que inspiró a los primeros cristianos (Morales 

Reynoso, 2013, p. 45).  

 

La ruptura (comentada líneas arriba) que generó el movimiento reformista del siglo XVI con 

el inveterado poder hegemónico del catolicismo en los ámbitos civil, político y religioso, 

también configuró un acontecimiento fundacional para la objeción de conciencia en 

Occidente: 

 

(…) solo a partir de la reforma se efectuó una reivindicación de la libertad de 

conciencia diferente a la del estado y la iglesia predominantes, por lo que la historia 

de la objeción de conciencia comienza con ella (…)  

La pretensión de prevalencia normativa de las convicciones de la persona 

frente a un deber jurídico, no solo surgió de la sensibilización de los ciudadanos 

frente a las convicciones de otros, ni de la concepción de la dignidad del hombre 

como fundamento de los derechos humanos. Ante todo, requirió que la legitimación 

del sistema jurídico dejase de descansar en el binomio estado-iglesia. Dado que en 

occidente ambas instituciones –y por ende la normatividad emanada de estas- 

estuvieron inevitablemente relacionadas hasta el siglo XVI, es en esta unidad y 

posteriormente en su separación (o diversificación) en donde se encuentran las 

bases de los derechos relacionados con la objeción de conciencia. (Morales 

Reynoso, 2013, p. 49) 
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Desde entonces, el rechazo a la prestación del servicio en fuerzas armadas ha reclamado 

un lugar icónico y fundante entre los diferentes supuestos aplicables a la objeción de 

conciencia: 

 

La lucha contra la conscripción ha sido el emblema de los objetores y es por ello la 

modalidad de objeción más documentada. Los registros históricos más antiguos 

hacen referencia fundamentalmente a ella y el desarrollo teórico de la objeción de 

conciencia ha partido de esta para extenderse a otras áreas. (Morales Reynoso, 

2013, p. 54) 

 

Las colonias inglesas en América y la experiencia revolucionaria en Francia se disputan la 

primacía histórica en la instauración de medidas para exceptuar la conscripción por 

razones de conciencia. Estas experiencias pioneras constituyen precedentes de relevancia 

para la consagración normativa de la objeción de conciencia, sin embargo su alcance era 

de hecho limitado tratándose de medidas con carácter coyuntural, fácilmente removibles o 

revocables conforme los apremios de reclutamiento dictados por la necesidad militar de 

sumar efectivos a las filas. Aunado a ello, su ámbito de aplicación solo se encauzó sobre 

integrantes de comunidades de inspiración religiosa. Con el tiempo, 

 

A lo largo de siglo XIX, se comenzaron a generar instrumentos jurídicos más 

complejos (administrativos primero, y legislativos después), para permitir a aquellos 

ciudadanos cuyas convicciones religiosas les impedían tomar las armas, realizar 

otro tipo de tareas no armadas. Los países que albergaban grupos protestantes de 

diversa filiación fueron los primeros en desarrollar este tipo de normativa. (Morales 

Reynoso, 2013, p. 57)  

 

Efectivamente, el elevado aprecio por la vocación laboriosa de amish y menonitas, conllevó 

a países como Estados Unidos y Canadá a honrar el férreo talante pacifista de estas 

comunidades consagrando la objeción de conciencia al interior de su ordenamiento 

jurídico, ratificada en el último caso por vía legislativa en el Militia Act de 1883, cuya 

vigencia fue derogada en 1914 ante el inicio de la Primera Guerra Mundial. El 

reconocimiento de la objeción de conciencia a título de derecho, en lugar de una deferencia 

concedida excepcionalmente por las autoridades políticas, vendría a materializarse en 

rigor hasta principios de siglo XX, como reflejan en latitudes diversas los casos de Suecia 
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(1902), Australia (1903), la Unión Sudafricana (1912) y posteriormente Estados Unidos y 

Canadá, a los que se unieron Dinamarca y Nueva Zelandia (1917) cuando ya la 

confrontación bélica planetaria había trasegado su mayor parte. El turno llegaría años 

después para otras naciones, entre ellas Paraguay (1921), Finlandia y Noruega (1922) y 

Holanda (1923), sumados a la República Federal Alemana (1949), Finlandia (1959), 

Francia y Luxemburgo (1963), Bélgica (1964), Italia (1972), Austria (1974), Portugal (1976), 

Grecia (1977) y España (1978), que adhirieron a la consagración positiva de la objeción 

de conciencia como reacción antibelicista a la catastrófica devastación dejada por la 

Segunda Guerra Mundial a su paso (Morales Reynoso, 2013, p. 58). 

 

En sus expresiones contemporáneas, la objeción de conciencia ha adquirido matices más 

acordes y afines al modelo de un Estado Laico, que además de emparentarla con los 

derechos de religión y culto, amplía su margen de interacción a otros derechos como la 

libertad de pensamiento y la libertad de conciencia, en cuyo núcleo yace la dignidad 

humana como supremo valor ético y jurídico universal. En uno y otro caso el impacto ha 

alcanzado progresivamente una relevancia decisiva en el campo normativo: 

 

La libertad de conciencia y la objeción de conciencia no son más una situación de 

hecho al margen del derecho, ni una graciosa concesión de los gobernantes que 

puede ser retirada en cualquier momento, sino un derecho que la gran mayoría de 

los estados constitucionales reconocen y protegen ya sea mediante su 

incorporación a la Constitución y la normatividad de esta derivada, o mediante la 

jurisprudencia sustentándola en los derechos de libertad consagrados en los 

tratados internacionales. (Morales Reynoso, 2013, p. 59) 

1.2 Aspectos conceptuales 

Comprender en su acepción más precisa la libertad de conciencia aboca una aproximación 

a la noción misma de conciencia, que sin agotar sus profundas connotaciones y tensiones 

filosóficas, históricas y jurídicas, recoja el sentido priorizado en este trabajo dentro del 

campo disciplinar de los derechos humanos. Hervada (1993) ofrece una definición 

iniciática que ubica de inmediato sus efectos en el terreno de la vivencia cotidiana:  

 
La conciencia se refiere a la práctica –a lo que debemos hacer o debemos evitar-, 

pero no en un sentido teorético, sino práctico: lo que hie et nune, aquí y ahora, 
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debemos hacer o evitar. Es la experiencia común; la conciencia aparece en relación 

con la acción concreta, con la conducta, dictando el deber del momento o 

enjuiciando la acción cometida. Se refiere, pues, a la moralidad (bien y mal morales 

que debemos hacer o evitar) de una acción que el sujeto desea realizar o ha 

realizado. La conciencia es un juicio de moralidad de la acción concreta, de la praxis 

(p. 110). 

 
Bajo este entendimiento, la conciencia es emanación directa de la razón, que se concreta 

en un dictamen a partir del cual los actos eventuales o reales reciben una valoración 

personal con arreglo a un parámetro ético o moral de referencia. Este juicio interior no se 

circunscribe a un criterio nudamente confesional, como ya se apreciaba desde los 

postulados liberales y escépticos en el siglo XVII. De este modo, aquellos imperativos 

personales de conducta sobre los cuales se erige la conciencia no descienden 

necesariamente de un fundamento religioso, pues su atributo distintivo reside en el rango 

superior que adquieren para el individuo sobre cualquier otro orden normativo (González, 

2015, p. 86).  

 
En su contenido, la libertad de conciencia comporta dos factores, uno positivo (acción) y 

otro negativo (abstención), pues condensa “la doble libertad de obrar según los dictados 

de la conciencia y (…) no verse obligado o compelido a obrar contra conciencia” (Hervada, 

1993, p. 122). También se advierten su naturaleza introspectiva e intangible como su 

proyección externa, según precisan Aparisi y López (2006): 

 
(…) la libertad de conciencia no remite solo a la libertad de cada persona para 

escoger una determinada actitud filosófica, axiológica o religiosa ante la vida, sino 

que incluye, necesariamente, el derecho a adecuar el comportamiento personal a 

las propias convicciones, en la medida en que no se lesione ningún bien 

socialmente protegido. (p. 38) 

 
Jurídicamente, configura un derecho fundamental con ascendencia variada y extensa en 

el corpus del derecho internacional y repercusiones indefectibles sobre los ordenamientos 

internos, perfilando un carácter normativo específico: 

 
Así, la libertad de conciencia integra aquel núcleo duro de derechos fundamentales, 

inalienables, inderogables, imprescriptibles, que se imponen por sobre los 
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ordenamientos jurídicos de los Estados, aunque estos no los reconocieran, aún en 

tiempos de emergencia pública; aplicándose por encima de la Constitución, en la 

hipótesis de que esta no lo recogiera.  

Como libertad y derecho fundamental es considerada parte del Derecho 

Consuetudinario Internacional, estando plasmada en los principales instrumentos 

internacionales de Derechos Humanos, siendo estas normas de aplicación directa 

en el orden interno. (González, 2015, p. 87)  

 
En suma, la libertad de conciencia enmarca un derecho orientado esencialmente a la 

protección de aquel conjunto de convicciones, principios, valores, preceptos y creencias a 

partir de los cuales se compone una esfera íntima que define un carácter moral propio de 

la subjetividad individual y su aplicación en la experiencia práctica. La importancia ética y 

jurídica que reviste obedece a su relación directa e inescindible con el sustrato más hondo 

y medular de la dignidad humana.  

 
En su concepción sobre el contenido de la libertad de conciencia, Hervada anuncia de 

manera implícita los contornos de la objeción de conciencia, al contemplar circunstancias 

en que una persona puede verse sujeta a proceder en dirección contrapuesta a los 

dictámenes de su fuero interior, derivando de ello el acto propio del objetor y el sentido 

específico de la objeción, que entrañan 

 
(…) el rechazo absoluto, por coherencia con las convicciones y principios de la 

propia conciencia, a una orden particular y directa, hacia todo o parte del 

ordenamiento jurídico, o a una práctica establecida que exige a la persona (en 

términos de obligación), una determinada conducta, que le puede ser impuesta en 

forma individual o colectivamente. (Javier, 2015, p. 195) 

 
De lo anterior se sigue la primigenia naturaleza conflictiva y la vocación abiertamente 

disidente de la objeción de conciencia, en tanto “forma de resistencia hacia una norma 

legal, siempre que esta reserva se produzca por la aparición de un conflicto entre las 

obligaciones morales, religiosas o de justicia de la persona y el cumplimiento de un 

precepto legal” (Fernández citado por Aparisi y López, 2006, p. 36). 

 
Araujo (1993) ensancha el marco de aplicación sobre el cual recae la objeción de 

conciencia, no limitado a taxativas disposiciones normativas, pues se entiende más 

ampliamente como “la negativa a cumplir un mandato de la autoridad o una norma 
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jurídica, invocando la existencia, en el fuero de la conciencia, de un imperativo que prohíbe 

dicho cumplimiento” (citado por Morales Reynoso, 2013, p. 87) [resaltado añadido]. Lo 

propio constata Javier (2015), al considerar entre los casos de objeción la renuencia a 

“realizar y dar cumplimiento a una exigencia revestida de fundamento legal, por razones 

religiosas, éticas, ideológicas, intelectuales, humanitarias o morales” (p. 195) [resaltado 

añadido]. Este entendimiento dilata los márgenes interpretativos y prácticos de la objeción, 

al incluir como objeto de impugnación mandatos originados en alguna instancia investida 

de autoridad, sin agotarse en las disposiciones legales consagradas en el ordenamiento 

jurídico, como podría ilustrarlo la objeción ante una orden o directriz institucional impartida 

por superiores jerárquicos en un contexto laboral determinado.  

 
A partir de su naturaleza semántica y jurídica, la objeción de conciencia entraña una 

contienda que enfrenta las creencias o convicciones de arraigo más personal e íntimo con 

obligaciones y mandatos cuya validez desprende de un orden legal al cual se ciñen normas 

de carácter vinculante para las partes involucradas. Ante la disyuntiva entre el dictamen 

moral subjetivo y la obligación normativa, la opción preferencial que materializa la objeción 

de conciencia se inclina de modo indubitable por la inobservancia excepcional del deber 

jurídico, dado su efecto previsible, insalvable y altamente impactante sobre la integridad y 

dignidad del objetor.  

 
La objeción de conciencia coexiste junto a otros mecanismos que también interpelan el 

orden jurídico imperante, sin embargo son varios los puntos de divergencia que le confieren 

un lugar característico y singular: 

 
En primer término, no se conduce al empeño de transformar parcial o totalmente el 

ordenamiento impugnado (contrario a la esencia propia de la desobediencia civil), pues su 

propósito no sobrepasa la exención al acatamiento de una disposición normativa por el 

conflicto inconciliable que representa a la conciencia del obligado. Por otro lado, la objeción 

de conciencia responde a un carácter privado, dado que no busca deliberadamente la 

atención pública en el entorno social dentro del cual se inscribe. También se contrae a un 

talante estrictamente individual, afincado en una aspiración que se invoca a título personal 

y no como parte de una causa colectiva, aun cuando las motivaciones que la alientan 

puedan replicarse en circunstancias y agentes variados (Morales Reynoso, 2013, p. 83-92 

y ss). 
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De acuerdo al examen de Aparisi y López (2006), otros rasgos específicos se suman a la 

caracterización de la objeción de conciencia: responde a un origen plural de razones que 

abarcan el ámbito religioso, ético, axiológico, moral o de justicia, cuya prevalencia vital 

para la persona relega el cumplimiento de la norma a un propósito exiguo; es una figura 

por definición pacífica, ajena a cualquier método violento que lesione física o moralmente 

la integridad propia o la de terceros; no incluye entre sus pretensiones la revocación o 

eliminación de las normas que impugna, únicamente la excepción a su cumplimiento ante 

las consecuencias drásticas que acarrea sobre la autonomía moral de quien objeta. Se 

entiende por ello que la objeción de conciencia no adopta una impronta estrictamente 

política; por último, se asimila a una alternativa excepcional y armónica para la resolución 

de conflictos, realzando la posibilidad de disenso como valor fundante de los sistemas 

democráticos, donde el poder político encuentra un límite inclaudicable en la libertad y la 

dignidad humanas a cuyo amparo anida la conciencia personal (pp. 39-40).  

 
La figura de objeción de conciencia se presenta bajo dos formas según la connotación del 

mandato impugnado: “la denominada objeción de conciencia contra legem y la objeción de 

conciencia secundum legem o impropia”. La primera de ellas alude a casos en los que el 

rechazo recae contra una norma legal que no ofrece alternativa posible y cuyo 

incumplimiento acarrea sanción, mientras la segunda aplica a normas cuyo contenido 

contempla una alternativa distinta al mandato objetado o exime de su acatamiento cuando 

median razones suficientemente consolidadas (Capodiferro, 2013, p. 80).  

 
Ante posturas según las cuales la objeción de conciencia impropia no constituye, en rigor, 

una modalidad de objeción por tratarse realmente de la adopción de una alternativa que el 

propio ordenamiento jurídico dispone, Capodiferro interpela al señalar que en tales casos 

la persona no cuenta con plena y absoluta potestad para una elección libre sobre el 

cumplimiento de la exigencia legal, pues debe mediar una justificación significativa que 

habilite acogerse a la medida alternativa, lo que no extingue de suyo la obligación 

cuestionada: 

 
El deber jurídico consiste en realizar la opción principal, y solamente en el caso de 

que ésta no se ajuste a sus convicciones, se le permitirá decantarse por la 

alternativa. Mantener la calificación de objeción de conciencia para los casos 

expresamente reconocidos no es una contradicción: el reconocimiento normativo 

está presuponiendo la existencia de un deber jurídico, obligatorio, objetable, que 
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puede entrar en conflicto con la conciencia de algunos de sus destinatarios, y la 

posibilidad de eludir su cumplimiento, que no la libertad para cumplirlo o no. Que 

un supuesto de objeción de conciencia sea incluido expresamente en una norma 

no supone un cambio en su calificación, sino el reconocimiento por parte del 

Derecho de una realidad, anticipándose a un conflicto que puede aparecer. 

(Capodiferro, 2013, pp. 82-83) 

 
Javier (2015) delimita las razones que fundan la objeción de conciencia: religiosas, éticas, 

morales o axiológicas (p. 198), y sitúa como sus manifestaciones más importantes “la 

objeción de conciencia académica, científica, farmacéutica, fiscal, al juramento, 

jurisdiccional, laboral, médica y militar” (p. 199), cada cual dentro de un ámbito específico 

y delimitado. 

 
La objeción académica o educativa parte de la obligación, tanto de autoridades públicas 

como de los padres o responsables legales en proveer un mínimo de educación a los 

menores de edad. En esta confluencia pueden suscitarse conflictos entre ley y conciencia, 

comúnmente desde dos ámbitos: 

 
(…) uno de ellos, referido a aquellos casos en que la conciencia de los menores o 

de sus padres se opone a determinados contenidos didácticos que son 

regularmente impartidos como parte de la curricula escolar; y el otro, referido a la 

negativa a aceptar algunas normas que rigen la vida de la institución docente, como 

por ejemplo, la participación obligada en ciertas actividades escolares no 

estrictamente docentes o las reglas de vestimenta escolar, cuando son opuestas a 

preceptos religiosos que imponen portar determinadas prendas. (Javier, 2015, p. 

200) 

 
Allí se hace manifiesta la pugna entre los contenidos y métodos impartidos por los 

establecimientos educativos, aunado a sus directrices institucionales, de un lado, y los 

preceptos religiosos o morales de los educandos o sus padres, por otro.  

 
La objeción de conciencia al juramento supone un rechazo a la invocación de alguna 

deidad específica como manera de certificar compromiso o verdad en una circunstancia o 

trámite que lo exige. Puede presentarse bajo dos tipos de motivaciones: 
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(…) por un lado, una que deriva de la “conciencia laica”, que impide jurar con una 

fórmula que obligue ante Dios (objeción en el juramento) y por otro lado, la 

proveniente de la obediencia a preceptos confesionales que prohíben jurar de 

manera absoluta (objeción al juramento) (Javier, 2015, p. 216). 

 
Cobija también casos en que el objetor considera el juramento como acto inocuo al no 

profesar creencia en un Dios, o cuando su rechazo se funda en una desconfianza en el 

sistema jurídico o político vigente. 

 
La objeción de conciencia científica es la practicada por personal médico cuando razones 

de orden primordialmente moral llevan a negarse a participar en investigaciones o 

experimentos que se estiman contrarios a los principios éticos del objetor. Los casos más 

frecuentes se relacionan con la experimentación animal o genética. 

 
La objeción de conciencia farmacéutica se presenta en virtud de fundamentos morales, 

jurídicos, deontológicos o científicos con base en los cuales un profesional de esta área se 

opone a la obligación respecto a una conducta prescrita en leyes, reglamentos o protocolos 

institucionales, entre ellos la dispensación de fármacos que pueda tornarse éticamente 

dudosa. La distribución sin fórmula médica de la “píldora del día después” ejemplifica uno 

de los casos emblemáticos, sumado a las controversias sobre su efecto abortivo que ha 

suscitado recurrentes discusiones éticas. 

 
De igual modo, puede configurarse cuando el farmaceuta se niega a “dispensar un fármaco 

que, según su criterio profesional o creencias, no procura la curación deseada por el 

paciente” (Javier, 2015, p. 218). Debates del mismo carácter se han presentado frente a la 

distribución medicinal de la marihuana, tal como lo devela el caso uruguayo tras su 

reglamentación normativa. 

 
La objeción de conciencia fiscal remite a una omisión directa frente a la obligación de pagar 

tributos, mientras el destino de tales recursos sea el sostenimiento o financiación de 

programas estatales o gubernamentales que a juicio del objetor transgreden lo moralmente 

admisible o resultan cuestionables desde el punto de vista humano. 

 
No se trata de evasión tributaria, sino de una renuencia a pagar fondos que periódicamente 

son cobrados en calidad de carga impositiva para ser dirigidos a causas contrarias a la 

conciencia, como los gastos militares o de defensa, en unos casos, las subvenciones 
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públicas a los abortos voluntarios legalmente autorizados, o la aplicación de la pena de 

muerte, en otros. 

 
En la objeción fiscal pueden identificarse dos momentos. El primero de ellos, de 

connotación política, aglutina las reivindicaciones de sectores sociales en favor de 

alternativas legales para impedir que sus contribuciones al gasto público se encaucen en 

propósitos militaristas. En el segundo momento, se hace manifiesto el conflicto entre 

conciencia individual y norma jurídica, que se dirime en favor de la primera por 

considerarse un mandato prevalentemente superior. 

 
En esta modalidad –como cabría predicarse de otras-, la voluntad del objetor tiene una 

doble motivación: primero, la congruencia con su conciencia individual, que repele una 

imposición coadyuvante de una actuación inmoral; segundo la oposición a tal actuación 

inmoral, al caso agenciada por el Estado. Con frecuencia la objeción fiscal está fundada 

en convicciones religiosas o filosóficas de raigambre pacifista, que las emparenta con otros 

supuestos de objeción como la del servicio militar obligatorio. 

 
La objeción de conciencia jurisdiccional enfrenta dos principios fundamentales: libertad de 

conciencia y administración de justicia. La disputa tiene lugar cuando un juez aduce 

creencias personales para sustraerse a un determinado asunto puesto bajo su cargo de 

manera legítima. En tal circunstancia “lo que hay en juego son dos intereses públicos: el 

de que la ley se cumpla y el de que el derecho fundamental a la libertad de conciencia sea 

respetado” (Javier, 2015, p. 222). La celebración de matrimonios entre personas del mismo 

sexo representa el caso paradigmático en torno al cual se presenta este tipo de objeción. 

 
La objeción de conciencia laboral se materializa cuando una persona se niega a cumplir 

una tarea o actividad, si bien enmarcada dentro del vínculo laboral suscrito, contraria a su 

conciencia o sus principios morales. Suele ocurrir entre trabajadores que rehúsan 

desempeñar labores en días de descanso o celebraciones de carácter religioso, o en 

sentido análogo pugnan por superar restricciones que impiden el desarrollo de rituales o 

prácticas acordes a sus creencias en su lugar de trabajo. 

 

Esta modalidad ha mostrado una creciente ocurrencia por los procesos de globalización y 

circulación internacional de la fuerza de trabajo, que lleva consigo el intercambio con 
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modos de vida, creencias, cosmovisiones, culturas y costumbres diversas, en una 

interacción que fluctúa entre el conflicto y el entendimiento armónico. 

 
La objeción de conciencia médica se encuentra entre las más extendidas y registradas. 

Está vinculada a la prestación de servicios sanitarios y comprende generalmente dos 

circunstancias: la invocada por el paciente o la alegada por parte del personal médico. La 

asociada al paciente tiene lugar ante su negativa a recibir un tratamiento médico 

determinado, pues compromete su integridad moral o su libertad de conciencia. La atinente 

al personal médico comporta una oposición a la práctica de un procedimiento o 

intervención específica que contraviene principios, creencias o convicciones personales. 

El aborto se encuentra entre los casos más asiduamente divulgados, debatidos y regulados 

al interior de los marcos jurídicos y políticos nacionales. 

 

Por último, la más renombrada y precursora de todas las modalidades, la objeción de 

conciencia militar, implica la resistencia a prestar servicio en fuerzas armadas oficiales, por 

derivar en actividades incongruentes con los postulados morales y religiosos del objetor. 

Incluye también rehusar individualmente la participación en una guerra a través de 

reclutamiento forzoso. 

 

Junto a la objeción común, que es la relativa al servicio militar obligatorio, coexiste la 

sobrevenida, la cual se interpone luego que la persona se ha incorporado libremente a 

filas, o aquella que se invoca sobre las actividades armadas y no estrictamente al servicio 

militar en conjunto, como recurrentemente la ejercen adeptos del credo adventista. 

 

Otras tipologías dentro de esta misma modalidad señalan la objeción de conciencia total, 

que no consiente ni aun la prestación de un servicio sustitutorio o alternativo de carácter 

civil. La objeción relativa, introducida por la jurisprudencia norteamericana, admite la 

prestación del servicio, pero no el manejo de armas (Javier, 2015, p. 239). 

 

Este recorrido por los diferentes supuestos de la objeción de conciencia en modo alguno 

constituye una lista cerrada y concluida, más bien pretende ilustrar las formas bajo las 

cuales se ha perfilado la objeción de conciencia, documentada paulatinamente a partir de 

la experiencia práctica y las controversias que han sido objeto de abordaje desde 

diferentes órdenes normativos o instancias administrativas, legislativas y judiciales. 
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A manera de cierre, las líneas que finalizan el presente capítulo pretenden hacer manifiesto 

lo que ha rondado de forma apenas implícita los pasajes precedentes: la relación que 

entretejen hoy libertad de conciencia y objeción de conciencia. Al respecto, valga señalar 

que, junto con su vínculo histórico y filosófico, el nexo jurídico entre libertad de conciencia 

y objeción de conciencia se ha reiterado asiduamente. Estrada-Vélez (2009, p. 77) 

identifica en la objeción de conciencia el “más inmediato mecanismo de protección” de la 

libertad de conciencia, por tanto, una figura cuyo ejercicio adquiere plena vigencia aun 

prescindiendo de reglamentación expresa. González dirá lo propio al considerar la objeción 

de conciencia “el instituto idóneo para la protección y el ejercicio de dicha libertad de 

conciencia” (2015, p. 87). A su turno, Prieto reconoce la objeción de conciencia como parte 

del contenido esencial de la libertad de conciencia, bajo un inequívoco amparo 

constitucional en el caso colombiano (Prieto, 2013, p. 3). Este vínculo ha sido reafirmado 

en el ámbito del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, sus órganos y fuentes 

de interpretación, como se refleja en el capítulo 2 del presente trabajo. Nuevos cauces 

interpretativos en torno a esta relación se esbozan en los desarrollos más recientes de la 

jurisprudencia constitucional colombiana, a los cuales se dedica un repaso en el capítulo 

3. 





 

 
 

2. Libertad y objeción de conciencia en el 
Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos. Instrumentos internacionales y 
jurisprudencia relevantes emanados de los 
sistemas universal, europeo e 
interamericano de derechos humanos 

El Derecho Internacional de los Derechos Humanos ha consagrado un reconocimiento 

explícito a la libertad de conciencia, y por extensión, a la objeción de conciencia como su 

corolario más concreto e inmediato. Solo hasta el siglo XX su positivización logró 

sedimentarse en instrumentos internacionales de alcance universal, pues anteriormente 

se asimilaban a reivindicaciones desde vertientes religiosas o filosóficas que en algunos 

casos reducidos se incluyeron en tratados de paz o en ordenamientos jurídicos nacionales 

a la manera de concesiones o prerrogativas circunstanciales dirigidas a determinados 

segmentos o sectores particulares de la sociedad, como se abordó en el capítulo 

precedente. 

 

En el marco del derecho internacional, libertad de conciencia y objeción de conciencia 

tienen un vínculo primigenio que progresivamente ha delineado una expresión y contorno 

propios, cuya formulación se ha ido decantando dentro del sistema universal de derechos 

humanos. Al respecto, Martínez Torrón (1998) enfatiza: 

 
(…) la libertad de conciencia –marco jurídico y conceptual en el que se insertan las 

objeciones de conciencia- forma parte del derecho positivo, en la medida de su 

reconocimiento y protección constitucional e internacional. 

(…) 

La libertad de conciencia es el marco propio en el que deben insertarse esos 

conflictos individuales entre exigencia jurídica y exigencia moral que llamamos 
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objeciones de conciencia. Ello nos reconduce, siguiendo la terminología 

consolidada en el plano internacional, a ese derecho humano que se ha 

denominado “libertad de religión, de pensamiento y de conciencia”, y que constituye 

el enfoque adecuado para considerar esta materia. (pp. 112-113) 

 
Esta primera aproximación deja en claro que libertad y objeción de conciencia se inscriben 

inescindiblemente dentro del margen amplio que enmarca los derechos humanos, bajo una 

designación taxativa y específica, como ratifican a su turno Londoño y Acosta (2016): “La 

objeción de conciencia es hoy en día reconocida en los principales pactos y declaraciones 

de derechos humanos como un derecho contenido dentro de la libertad de pensamiento, 

conciencia y religión” (p. 235). Para las autoras la identificación de una a otra en el plano 

jurídico y normativo sigue siendo inequívoco: 

 
En el entendido de que la objeción de conciencia preserva el derecho a no ser 

obligado a actuar –conforme a un deber jurídico- contra las convicciones más 

arraigadas del fuero interior o la propia conciencia, se trata de un corolario de la 

libertad de conciencia, por lo que las disposiciones convencionales referidas son 

suficientes para reconocer y desarrollar tal derecho. (p. 237) 

 
El artículo 18 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948) constituye su 

más notable consagración normativa en el último tiempo, aunque no es la única. El Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP) de 1966 también lo contempla en su 

artículo 18 en los siguientes términos:  

 
1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de 

religión; este derecho incluye la libertad de tener y adoptar la religión o las creencias 

de su elección, así como la libertad de manifestar su religión o sus creencias, 

individual o colectivamente, tanto en público como en privado, mediante el culto, la 

celebración de los ritos, las prácticas y la enseñanza. 

2. Nadie será objeto de medidas coercitivas que puedan menoscabar su libertad 

de tener o de adoptar la religión o las creencias de su elección. 

3. La libertad de manifestar la propia religión o las propias creencias estará sujeta 

únicamente a las limitaciones prescritas por la ley que sean necesarias para 

proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos, o los derechos y 

libertades fundamentales de los demás. 
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4. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la libertad 

de los padres y, en su caso, de los tutores legales, para garantizar que los hijos 

reciban la educación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias 

convicciones. (ONU, 1966) 

 
En uno de sus más tempranos pronunciamientos expresos sobre la materia, mediante la 

Resolución 33/165 proferida durante la 90ª sesión plenaria que tuvo lugar el 20 de 

diciembre de 1978, la Asamblea General de las Naciones Unidas: 

 
1. Reconoce el derecho de todas las personas a negarse a prestar servicios en 

fuerzas militares o policiales que se empleen para imponer el apartheid. 

2. Exhorta a los Estado miembros a conceder asilo o tránsito seguro a otro Estado, 

en el espíritu de la Declaración sobre el Asilo Territorial, a las personas que se vean 

obligadas a salir del país de su nacionalidad sólo por razón de una objeción de 

conciencia a la colaboración en la imposición del apartheid mediante el servicio en 

fuerzas militares o policiales. (ONU, 1978, p. 162) [cursiva en Fuente original] 

 
La Declaración sobre la eliminación de todas las formas de intolerancia y discriminación 

fundadas en la religión y en las convicciones proclamada por la Asamblea General de 

Naciones Unidas en noviembre de 1981, recoge lo estipulado en la materia por el PIDCP, 

y avanza en identificar las facultades comprendidas dentro del ejercicio de las libertades 

de pensamiento, conciencia y religión: 

 
a) La de practicar el culto o de celebrar reuniones en relación con la religión o las 

convicciones, y de fundar y mantener lugares para esos fines; 

b) La de fundar y mantener instituciones de beneficencia o humanitarias 

adecuadas; 

c) La de confeccionar, adquirir y utilizar en cantidad suficiente los artículos y 

materiales necesarios para los ritos o costumbres de una religión o convicción; 

d) La de escribir, publicar y difundir publicaciones pertinentes en esas esferas; 

e) La de enseñar la religión o las convicciones en lugares aptos para esos fines; 

f) La de solicitar y recibir contribuciones voluntarias financieras y de otro tipo de 

particulares e instituciones; 

g) La de capacitar, nombrar, elegir y designar por sucesión los dirigentes que 

correspondan según las necesidades y normas de cualquier religión o convicción; 
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h) La de observar y mantener comunicaciones con individuos y comunidades 

acerca de cuestiones de religión o convicciones en el ámbito nacional y en el 

internacional. (ONU, 1981) 

 
Adicionalmente, la Declaración insta a los Estados a adecuar sus marcos jurídicos internos 

y adoptar medidas eficaces para favorecer el goce de estos derechos, así como a combatir 

la discriminación e intolerancia en razón de la religión o las convicciones. 

 
En 1987 la Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas expidió la Resolución 

No. 46, en la cual reconoce que  

 

(…) la objeción de conciencia al servicio militar se deriva de principios y razones de 

conciencia, incluso de convicciones profundas, basados en motivos religiosos, 

éticos, morales o de índole similar. 

Hace un llamamiento a los Estados para que reconozcan que la objeción de 

conciencia al servicio militar debe ser considerada como un ejercicio legítimo del 

derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión reconocido en la 

Declaración Universal de Derechos Humanos y en el Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos. (ONU, 1987, p. 115) 

 
La resolución incluye entre sus recomendaciones a los Estados la adopción de un sistema 

de servicio militar obligatorio que contemple varias modalidades alternativas que no riñan 

con las razones esgrimidas por los objetores de conciencia y que se constituyan en 

opciones plausibles para ellos. Recomienda además evitar el encarcelamiento de 

objetores y la aplicación de procedimientos reglados imparciales para determinar la validez 

de las objeciones de conciencia interpuestas. 

 

No es casual ni gratuito que los primeros desarrollos específicos frente a la libertad y la 

objeción de conciencia en el campo del derecho internacional versen en torno al servicio 

militar obligatorio. Como se ilustró en el capítulo precedente y cabe sintetizar en voz de 

Morales Reynoso (2013, p. 22) “La objeción de conciencia nació como objeción al servicio 

militar (…) no debe extrañar, por ende, que sus historias sean paralelas”. Este hecho 

explica en buena medida el razonamiento propuesto por Martínez Torrón (1998, p. 116): 

“Hay una manifestación de la libertad de conciencia que ha adquirido virtualmente carta de 

naturaleza en el derecho internacional: la objeción al servicio militar”. 
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El mismo autor hace una sugerente interpretación acerca de la manera singular en que la 

objeción de conciencia al servicio militar obligatorio se ha reconocido y preconizado en el 

derecho internacional: 

 
Eso no ha sucedido, sin embargo, por vía de su inclusión en los pactos 

internacionales de protección de derechos humanos, sino por otros medios. Los 

pactos o convenios –que obligan jurídicamente a los Estados, al contrario que las 

simples declaraciones-  han rehuido tradicionalmente la cuestión. El motivo es que, 

para que tales pactos puedan prosperar, se intenta lograr el mayor consenso 

internacional posible durante el proceso de elaboración, y muchos Estados 

rechazarían vincularse en ese extremo, pues consideran la exención del servicio 

militar por razones de conciencia como una concesión graciosa del legislador, y no 

como algo debido y exigible por el individuo. Es más, a veces –como en el Convenio 

Europeo o en el Pacto de Derechos Civiles y Políticos- se indica expresamente que 

el servicio militar, o en su caso la prestación sustitutoria, no pueden considerarse 

“trabajo forzado”. 

No obstante, la presión ejercida en el plano internacional por otros medios 

ha desembocado en una extensa aceptación de la objeción de conciencia al 

servicio militar por la legislación nacional de muchos países occidentales. (Martínez 

Torrón, 1998, pp. 116-117) 

 
Tal omisión patente en los instrumentos internacionales es corroborada por Montano, 

quien afirma: (…) “los documentos internacionales sobre derechos humanos no reconocen 

expresamente a la objeción de conciencia como un derecho” (2017, p. 128). Aun así, el 

llamado derecho blando ha suplido asiduamente esta ausencia con sucesivos y 

continuados pronunciamientos en la materia por parte de organismos internacionales inter 

y supranacionales. A los mencionados con anterioridad pueden sumarse los señalados por 

Londoño y Acosta: 

 
La Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas profirió una serie de 

resoluciones para promover el derecho a la objeción de conciencia al servicio militar 

obligatorio. En efecto, en las resoluciones 1989/59, 1995/83, 1992/84, 1998/77, 

2000/34, 2002/45 y 2004/35, entre otras cuestiones, la Comisión reconoce el 

derecho de toda persona a objetar conciencia al servicio militar, como ejercicio 
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legítimo del derecho a la libertad de pensamiento, conciencia y religión reconocido 

en el artículo 18 de la Declaración Universal de Derechos Humanos (DUDH) y en 

el artículo 18 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP). Así 

mismo, hace un llamado a los Estados para que promulguen leyes y adopten 

medidas destinadas a eximir del servicio militar sobre la base de una auténtica 

objeción de conciencia al servicio armado; recomienda adoptar posibilidades de 

servicio civil alternativo y resalta que no debe existir discriminación entre creencias, 

para efectos de objetar conciencia. (2016, pp. 259-260) 

 

En dirección similar se ha expresado el Comité de Derechos Humanos, órgano encargado 

del seguimiento y monitoreo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. En su 

Observación General No. 22 de 1993 sobre el derecho a la libertad de pensamiento, 

conciencia y religión (artículo 18 PIDCP), el Comité resalta aspectos que ayudan a dilucidar 

tanto el contenido como el sentido y alcance inherentes a la disposición señalada. El 

numeral 2 enfatiza en que estas libertades incluyen la protección de “las creencias teístas, 

no teístas y ateas, así como el derecho a no profesar ninguna religión. Los términos 

´creencias´ y ´religión´ deben entenderse en sentido amplio” (Comité de Derechos 

Humanos, 1993). 

 

De esta forma, el ámbito de protección de estos derechos no se limita a las religiones y 

creencias tradicionales, mayoritarias o predominantes, pues la alusión del Comité incluye 

una expresa preocupación por actos hostiles o discriminatorios contra grupos minoritarios 

o de reciente aparición. A su turno, el numeral 5 de la Observación General clarifica que la 

protección dispensada por el artículo 18 del PIDCP refiere a cualquier clase de creencias, 

sin agotarse en aquellas de carácter religioso. 

 

Frente a las restricciones que válidamente pueden interponerse al ejercicio del derecho, el 

Comité señala la seguridad, el orden, la salud y moral públicos sumados a los derechos y 

libertades de los demás, mientras se encuentren estipuladas legalmente y cumplan el 

criterio de estricta necesidad, tal como el mismo artículo prescribe. Al respecto, el numeral 

8 de la Observación 22 precisa que el concepto de moral en este caso es abierto e 

inclusivo, dado que integra necesariamente múltiples tradiciones filosóficas, sociales y 

religiosas, por tanto se separa de una concepción unívoca o unidimensional asentada en 

una tendencia predominante o hegemónica. 
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La única mención relativa a la objeción de conciencia estipulada en la Observación se 

encuentra en el numeral 11, en el que el Comité le reconoce un carácter real y vinculante 

por su indefectible nexo con las disposiciones del PIDCP. Su planteamiento es directo: 

 

(…) un creciente número de estados, en sus leyes internas, han eximido del servicio 

militar obligatorio a los ciudadanos que auténticamente profesan creencias 

religiosas y otras creencias que les prohíben realizar el servicio militar y lo han 

sustituido por un servicio nacional alternativo. En el Pacto no se menciona 

explícitamente el derecho a la objeción de conciencia pero el Comité cree que ese 

derecho puede derivarse del artículo 18, en la medida en que la obligación de 

utilizar la fuerza mortífera puede entrar en grave conflicto con la libertad de 

conciencia y el derecho a manifestar y expresar creencias religiosas u otras 

creencias. (Comité de Derechos Humanos, 1993) [negrilla fuera del original] 

 

El mismo numeral recalca que los objetores no deben ser objeto de discriminación ni el 

carácter de sus creencias motivo de diferenciación, e insta a los Estados a informar las 

condiciones en que opera la exención al servicio militar en virtud del artículo 18 del PIDCP, 

además de las alternativas de servicio sustitutorio. 

 

El informe preliminar sobre la eliminación de toda forma de intolerancia religiosa, a cargo 

del Relator Especial de la Comisión de Derechos Humanos en 1997, al igual que el informe 

provisional de la Relatora Especial sobre libertad de religión o de creencias de agosto de 

2007, reafirman la asociación de la objeción de conciencia con el servicio militar obligatorio 

y su vínculo indisociable con el artículo 18 del PIDCP. En el segundo caso se exhorta a los 

Estados a brindar asistencia a los refugiados por causa de su acto de objeción y se 

reconoce la eventualidad de transformarse en objetor aun bajo la condición y el ejercicio 

de reclutado (Londoño y Acosta, 2016, pp. 260-261).  

 

En su Observación General No. 32 de 2007 sobre el derecho a un juicio imparcial y la 

igualdad ante los tribunales y cortes de justicia, el Comité de Derechos Humanos advierte 

que los castigos aplicados a objetores de conciencia por desacatar en variadas ocasiones 

la incorporación a filas pueden configurar sanciones repetidas por un único delito, en el 
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caso en que la renuencia se sustente en la misma determinación bajo razones de 

conciencia (vid. consideración general 55). 

 

El Alto Comisionado de Naciones Unidas también se ha pronunciado al respecto. En su 

informe analítico de 2013 sobre la objeción de conciencia al servicio militar reiteró los 

planteamientos emitidos en la materia por los comités a cargo del seguimiento a los pactos 

internacionales, en el sentido de asumir esta figura como parte del derecho a la libertad de 

pensamiento, conciencia y religión. Recordó que a tal título, no puede ser anulada ni 

siquiera en estados de excepción y que el encarcelamiento por causa de su ejercicio es 

contrario a los postulados del PIDCP (Londoño y Acosta, 2016, pp. 261-262). 

 

Controversias particulares también han dado ocasión al Comité de Derechos Humanos 

para interpretar el alcance del derecho a la objeción de conciencia. En 1991 el caso J.P 

vs. Canadá abordó el alegato en conciencia de un ciudadano frente al pago de impuestos 

con destinación a actividades militares fundado en sus creencias religiosas. El Comité 

señaló en esa oportunidad que “si bien el Pacto [Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos] reconocía la objeción de conciencia al servicio militar, la objeción al pago de los 

impuestos destinados a actividades militares se escapaba del ámbito de protección del 

derecho a la libertad de conciencia y de religión” (Londoño y Acosta, 2016, p. 262). 

 

En el caso Brinkof vs. Holanda de 1993 el Comité resolvió el caso de un condenado 

penalmente por rehusar la prestación del servicio militar con base en convicciones 

pacifistas. A juicio del demandante su circunstancia entrañaba un trato discriminatorio por 

cuanto personas arraigadas en otras creencias eran tratadas por legítimos objetores, como 

los testigos de Jehová. En su dictamen el Comité no encontró razonable el hecho de aplicar 

a unos grupos y negar a otros la exención al servicio militar por motivos de conciencia, 

pues en la Observación General No. 22 de 1993 el mismo órgano había indicado la 

improcedencia de ejercer distinciones entre objetores en virtud de la naturaleza de las 

convicciones particulares invocadas. Al margen de esta ratificación, el Comité estimó que 

el ciudadano no demostró una incompatibilidad real entre las convicciones expresadas y 

el servicio sustitutivo dispuesto en su país de origen, ni la manera en que el trato 

dispensado a los testigos de Jehová afectaba su derecho a la objeción de conciencia 

(Londoño y Acosta, 2016, p. 262). 
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Otro caso permitió al Comité reafirmar la prohibición de todo tipo de discriminación con 

base en el origen de las convicciones profesadas por los objetores. Foin vs. Francia 

examinó en 1999 la situación de un ciudadano que alegó ser discriminado por aplicarse al 

objetor de conciencia un servicio civil sustitutivo por el doble del tiempo estipulado para el 

servicio militar ordinario. El Comité no negó la posibilidad de instaurar diferencias de trato 

entre el servicio militar y la modalidad alternativa siempre que sean sustentadas en criterios 

razonables y objetivos, condición que estima insatisfecha por el Estado parte en el caso 

analizado dado que la distinción en tiempos se justificó como medida para “probar la 

sinceridad de las convicciones del individuo”. De tal suerte, encontró que el ciudadano fue 

objeto de discriminación por su convicción de conciencia (Londoño y Acosta, 2016, p. 263). 

 

Los casos Yoon y Choi vs. La República de Corea (2007), Jung y otros vs. La República 

de Corea y Jeong y otros vs. La República de Corea (2011) reconfirman la postura del 

Comité sobre el derecho a la objeción de conciencia como derivación y materia directa del 

artículo 18 del PIDCP, independientemente de que no se haya estipulado de forma taxativa 

en su contenido y al margen del artículo 8 a cuyo tenor el servicio militar o su análogo en 

los países donde se aplica por disposición legal para objetores de conciencia no pueden 

considerarse trabajo forzoso u obligatorio. Esta decisión marca un contraste con otras 

anteriores como la asumida en el caso LTK vs. Finlandia de 1985, según la cual el 

contenido del Pacto no entrañaba un reconocimiento de la objeción de conciencia y que 

en los términos del artículo 8° los Estados no se hallaban obligados a garantizar la objeción 

al servicio militar (Londoño y Acosta, 2016, pp. 263-264). 

 

Un tratamiento mucho menos profuso ha prodigado el Sistema Universal de Derechos 

Humanos a la objeción de conciencia en otros supuestos como el aborto, sin embargo 

cabe la alusión a algunos aspectos destacables. El Comité para la Eliminación de la 

Discriminación contra la Mujer (CEDAW) se ha pronunciado sobre los impactos generados 

en la salud sexual y reproductiva de las mujeres por la falta de regulación estatal en torno 

a la objeción de conciencia de los profesionales de la salud, tal como reflejan sus 

observaciones finales de Eslovaquia y Hungría de 2008 y 2013 respectivamente (Londoño 

y Acosta, 2016, p. 265). 

 

Este organismo ha instado a los Estados para garantizar el procedimiento de aborto legal 

sin que la figura de objeción de conciencia constituya un obstáculo a su acceso                                             
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-Observaciones finales de Polonia, 2017-. Su llamado propugna además por la adopción 

de marcos regulatorios idóneos y la disposición de mecanismos de seguimiento al ejercicio 

de la objeción de conciencia por parte de los profesionales de la salud, así como el 

suministro oportuno de información sobre las alternativas disponibles para las mujeres, de 

modo que la práctica de la objeción se preserve como decisión personal y no devenga 

práctica institucionalizada al punto de limitar el derecho a la salud reproductiva – 

Observaciones finales de Polonia en 2007 y de Hungría en 2008-. Al respecto, la CEDAW 

no ha ocultado su preocupación frente a la vulneración a los derechos reproductivos de las 

mujeres por cuenta de la negativa interpuesta en hospitales para practicar abortos con 

base en la objeción de conciencia, como quedó plasmado en la Observación final de 

Croacia de 1998 (Londoño y Acosta, 2016, pp. 264-265). 

 

Finalmente, el mismo Comité en la Recomendación General 24 de 1999 resaltó la 

necesidad de implantar medidas que faciliten la remisión de las mujeres a entidades de 

salud pertinentes en los casos en que personal médico invoque motivos de conciencia para 

negarse a la realización del procedimiento quirúrgico de aborto (Londoño y Acosta, 2016, 

p. 265).  

 

El paulatino desarrollo de la libertad y la objeción de conciencia ha tenido diferenciadas y 

singulares resonancias en los sistemas regionales de protección de derechos humanos, 

desde su consagración en instrumentos normativos de derecho internacional hasta su 

abordaje jurisprudencial en una gama de casos que sin ser la más numerosa va develando 

una lenta expansión desde el ámbito del servicio militar obligatorio a otros supuestos de 

interés emergente.   

 

El Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y las libertades 

Fundamentales (1950) en su artículo 9° inscribe la libertad de conciencia en un marco más 

amplio de derechos bajo los siguientes términos:  

 

ARTÍCULO 9  

Libertad de pensamiento, de conciencia y de religión 

 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de 

religión; este derecho implica la libertad de cambiar de religión o de convicciones, 



Capítulo 2 37 

 

así como la libertad de manifestar su religión o sus convicciones individual o 

colectivamente, en público o en privado, por medio del culto, la enseñanza, las 

prácticas y la observancia de los ritos.  

2. La libertad de manifestar su religión o sus convicciones no puede ser objeto de 

más restricciones que las que, previstas por la ley, constituyan medidas necesarias, 

en una sociedad democrática, para la seguridad pública, la protección del orden, 

de la salud o de la moral públicas, o la protección de los derechos o las libertades 

de los demás. (Consejo de Europa, 1950) 

 

De manera semejante el artículo 12 de la Convención Americana de Derechos Humanos 

hace lo propio: 

 

Artículo 12.  Libertad de Conciencia y de Religión 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de conciencia y de religión. Este 

derecho implica la libertad de conservar su religión o sus creencias, o de cambiar 

de religión o de creencias, así como la libertad de profesar y divulgar su religión o 

sus creencias, individual o colectivamente, tanto en público como en privado. 

 2. Nadie puede ser objeto de medidas restrictivas que puedan menoscabar la 

libertad de conservar su religión o sus creencias o de cambiar de religión o de 

creencias. 

 3. La libertad de manifestar la propia religión y las propias creencias está sujeta 

únicamente a las limitaciones prescritas por la ley y que sean necesarias para 

proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos o los derechos o 

libertades de los demás. 

 4. Los padres, y en su caso los tutores, tienen derecho a que sus hijos o pupilos 

reciban la educación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias 

convicciones. (Organización de Estados Americanos, 1969) 

 

Por su parte, la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos consagra la 

libertad de conciencia en la siguiente enunciación: 
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Artículo 8 

La libertad de conciencia y profesión, y la libre práctica de la religión estarán 

garantizadas. Nadie que respete la ley y el orden puede ser sometido a medidas 

que restrinjan el ejercicio de esas libertades. (Organización de la Unidad Africana, 

1981) 

 

Entre estas cartas continentales de derechos, en dos de ellas hay una alusión específica 

a la objeción de conciencia pero “si bien se reconoce de modo manifiesto la libertad de 

conciencia, no hay expresa referencia a la objeción de conciencia como derecho protegido” 

(Londoño y Acosta, 2016, p. 236). Justamente, el artículo 6° de la Convención Americana 

y el artículo 4° del Convenio Europeo mencionan la objeción de conciencia como figura de 

exención al servicio militar obligatorio aplicada en algunos países que da lugar a un servicio 

sustitutivo, cuya naturaleza no debe entenderse trabajo forzoso u obligatorio. 

  

Según ha identificado Montano (2017, p. 129) “El único reconocimiento de la objeción de 

conciencia como derecho fundamental lo encontramos en la Carta de Derechos 

Fundamentales de la Unión Europea”, cuyo contenido indica: 

 

Artículo 10 

Libertad de pensamiento, de conciencia y de religión 

 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de 

religión. Este derecho implica la libertad de cambiar de religión o de convicciones, 

así como la libertad de manifestar su religión o sus convicciones individual o 

colectivamente, en público o en privado, a través del culto, la enseñanza, las 

prácticas y la observancia de los ritos. 

2. Se reconoce el derecho a la objeción de conciencia de acuerdo con las leyes 

nacionales que regulen su ejercicio. (Unión Europea, 2000) 

 

De los sistemas regionales de protección, el europeo cuenta con un bagaje de mayor 

tradición en materia de libertad de conciencia, reflejado en el reconocimiento y garantía de 

la objeción de conciencia a través de diferentes foros políticos y decisiones tanto de la 

Comisión como del Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Dicho por Cañamares:  
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El silencio del Convenio [Europeo de DDHH] sobre este fenómeno ha sido 

compensado por la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa que, a través 

de Resoluciones y Recomendaciones, ha puesto de manifiesto que la objeción de 

conciencia no constituye un instituto autónomo desligado de los derechos 

fundamentales reconocidos en el Convenio, sino que es consecuencia de la libertad 

religiosa e ideológica reconocida en su artículo 9. (2014, p. 39) 

 

De manera específica, a partir de la Resolución 337 de 1967 la Asamblea Parlamentaria 

ha defendido el derecho personal de los objetores a no ser obligados a la prestación del 

servicio militar, como efecto del amparo concedido por el artículo 9 del Convenio Europeo. 

Este mismo órgano ha recomendado al Comité de Ministros exhortar a los Estados sobre 

el reconocimiento de la objeción de conciencia al servicio militar como expresión de la 

libertad religiosa, lo cual se materializó en la Recomendación R (87) de 1987 del 

mencionado Comité y en épocas más recientes en su Recomendación 1518 de 2001, que 

reforzó tal garantía al asumirla como componente fundamental de la libertad de 

pensamiento, conciencia y religión (Cañamares, 2014, pp. 39-40).  

 

Aunada a las anteriores, la Recomendación 1742 de 2006 sobre derechos humanos de los 

miembros de las fuerzas armadas dejó sentado el respaldo de la Asamblea Parlamentaria 

frente al reconocimiento de la objeción de conciencia en favor de los militares como parte 

de su derecho a la libertad de pensamiento, conciencia y religión. A su turno el Comité de 

Ministros mediante la Recomendación 2010 (4) motiva a los Estados a garantizar que las 

restricciones de estas libertades sobre los integrantes de las fuerzas armadas no 

sobrepasen los criterios estipulados por el artículo 9.2 del Convenio Europeo, y que la 

posibilidad de objetar no les sea suspendida ni coartada, sin descartar su sustitución por 

un servicio alternativo. Llama también a impedir toda acción discriminatoria o punitiva sobre 

los miembros del ejército que sean desacuartelados por razones de conciencia 

(Cañamares, 2014, p. 43). 

 

Puede advertirse con Londoño y Acosta (2016, p. 245) que el servicio militar obligatorio ha 

concedido los primeros y más denodados despliegues en el terreno de la objeción de 

conciencia al interior del Sistema Europeo de Derechos Humanos. Su primacía no es solo 

histórica, si se atiende a la perspectiva según la cual “la objeción de conciencia al servicio 

militar es la modalidad que mejor permite constatar la evolución de la posición de 
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Estrasburgo en relación con el reconocimiento y fundamentación jurídica de la objeción de 

conciencia en general” (Cañamares, 2014, p. 42). Bajo esta concepción, las líneas 

siguientes esbozarán sintéticamente los casos y aspectos centrales que el Sistema 

Europeo ha analizado en este terreno. 

 

El desarrollo del derecho a la objeción de conciencia en el servicio militar obligatorio ha 

transitado tres etapas en la doctrina y jurisprudencia emanadas del Sistema Europeo de 

Derechos Humanos: 

 

En una primera etapa (1966-2000), la extinta Comisión Europea fue muy deferente 

al margen de apreciación nacional de los Estados para decidir si reconocer o no la 

objeción de conciencia al servicio militar obligatorio, margen que incluía la 

posibilidad de establecer sanciones penales a los renuentes. En una segunda etapa 

(2000-2011), el TEDH [Tribunal Europeo de Derechos Humanos] mantuvo el 

respeto al margen de apreciación de los Estados, pero impuso límites a la 

proporcionalidad de las sanciones de los renuentes. En una tercera etapa (2011 en 

adelante), el TEDH cambió la doctrina de la antigua Comisión e impuso mayores 

restricciones al margen de apreciación de los Estados en esta materia. (Londoño y 

Acosta, 2016, p. 246) 

 

El caso Grandrath vs. Alemania de 1966 es ilustrativo de la primera etapa mencionada. En 

éste la Comisión Europea atendió la situación de un ministro de los testigos de Jehová que 

objetó en su totalidad tanto el servicio militar como el servicio civil sustitutivo, lo que le 

acarreó una condena penal por las autoridades judiciales de su país. Entre sus alegatos 

consideró discriminatorio que tal recurso fuera admitido para fieles católicos y protestantes. 

La decisión, adoptada en virtud del artículo 9° del Convenio Europeo, consideró que 

Alemania no había incurrido en las violaciones objeto de reclamación dada la 

discrecionalidad que asiste a los Estados para conceder el derecho a la objeción de 

conciencia al servicio militar y exigir un servicio sustitutivo. Otro tanto ocurrió en los casos 

G.Z. vs. Austria y X. vs. Alemania de 1973 y 1977 respectivamente, en que la Comisión 

declaró inadmisibilidad al no considerar vulnerados los derechos a la libertad de conciencia 

y religión de un católico y un testigo de Jehová tras ser encarcelados por objetar el 

cumplimiento del servicio militar. Como en el precedente, se privilegió la autonomía estatal 

en el reconocimiento de los objetores de conciencia a la luz del artículo 4.3.b del Convenio, 
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además de la facultad de las autoridades nacionales para aplicar sanciones a quienes se 

rehúsen injustificadamente a prestar el servicio militar, que en ningún caso se ve 

menguada o anulada por el contenido del artículo 9° sobre libertad de pensamiento, 

conciencia y religión (Londoño y Acosta, 2016, pp. 247-248). 

 

Otro fallo de inadmisibilidad se impuso en el caso N. v. Suecia de 1984, en el que la 

Comisión resolvió la demanda interpuesta por un pacifista que se consideró discriminado 

frente a miembros de grupos religiosos a los cuales sí les fue concedida la exoneración del 

servicio militar por motivos de conciencia, mientras sus convicciones filosóficas fueron 

desvirtuadas a ese efecto. La Comisión estimó que la diferencia de trato era razonable y 

objetiva, toda vez que la militancia en organizaciones pacifistas podía obedecer a un fin 

oportunista y evasivo, mientras que lo atinente a las confesiones religiosas provenía de un 

genuino conflicto de conciencia (Cañamares, 2014, p. 45). 

 

 La inadmisibilidad también imperó en el caso Peters vs. Holanda de 1994, en el que un 

estudiante de filosofía vio vulnerado su derecho a no ser discriminado cuando su condición 

reconocida de objetor de conciencia no se extendió hasta la exoneración del servicio 

sustitutivo, como se aplicaba a los estudiantes de teología. Para la Comisión el caso estaba 

comprendido dentro de la libertad de pensamiento, conciencia y religión conforme lo 

dispuesto por el artículo 9° del Convenio, sin embargo no consideró asimilables las 

situaciones comparadas por el demandante y por consiguiente no halló una transgresión 

del principio de no discriminación (Londoño y Acosta, 2016, p. 248). 

 

La segunda etapa de la objeción al servicio militar obligatorio en el Sistema Europeo de 

Derechos Humanos la inicia el caso Thlimmenos vs. Grecia en el año 2000, protagonizado 

por un testigo de Jehová que pagó dos años de cárcel por insubordinación al negarse a 

prestar el servicio militar. Años más tarde se denegó su nombramiento en el cargo de 

auditor de cuentas obtenido por concurso público, pues conforme a la ley nacional no podía 

ejercerlo dada la condena penal impuesta. El TEDH declaró la violación a la prohibición de 

discriminación (artículo 14 del Convenio) en relación con la libertad de pensamiento, 

conciencia y religión (artículo 9°), entendiendo que el impedimento de acceso al cargo 

obtenido por el demandante mediante concurso derivaba en una medida desproporcionada 

frente al propósito de garantizar el castigo a quienes evaden la obligación del servicio, más 

aún cuando ya se había pagado una pena en prisión por el hecho. Aunque el Tribunal no 
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se pronunció en favor de la garantía universal de la objeción de conciencia al servicio militar 

y la dejó librada al margen de apreciación de los Estados, se inclinó por postular el principio 

de igualdad como criterio que limita la discrecionalidad estatal al momento de dirimir los 

casos suscitados (Londoño y Acosta, 2016, pp. 248-249). 

 

En 2006 el Tribunal conoció el caso Ülke vs. Turquía, cuyo fallo incorporó un nuevo límite 

al margen de apreciación estatal frente a la objeción de conciencia: la prohibición de tratos 

crueles y degradantes. Con base en sus creencias pacifistas un ciudadano turco objetó en 

conciencia la prestación del servicio militar, por tal razón fue condenado a prisión en nueve 

ocasiones y encarcelado en ocho de ellas. Ante los hechos y la posibilidad real de quedar 

sometido a una serie indefinida de procesos penales permitidos por la legislación de su 

país de origen, el TEDH estimó violada la prohibición de tratos inhumanos o degradantes, 

que se materializaron en un castigo incesante y abiertamente desproporcionado con 

relación al objetivo de asegurar el cumplimiento de un deber legal. Sin embargo, preservó 

para los Estados la facultad de imponer sanciones a los infractores de la obligación con el 

servicio militar (Londoño y Acosta, 2016, pp. 249-250).  

 

Una tercera etapa tuvo comienzo con el caso Bayatyan vs. Armenia en 2011, considerado 

“un hito en relación con el derecho a la objeción de conciencia” (Londoño y Acosta, 2016, 

p. 250). Se trata de un testigo de Jehová que objetó la prestación del servicio militar y en 

su lugar optó por un servicio civil alterno, posibilidad que le fue negada al no estar 

contemplada en la legislación nacional. Ello acarreó condena a prisión por evasión del 

servicio. El demandante alegó una vulneración de los derechos contemplados por el 

artículo 9° del Convenio y solicitó al Tribunal “que analizara su caso a la luz del principio 

de interpretación evolutiva de los tratados, esto es, atendiendo a las condiciones actuales, 

normas y estándares regionales vigentes” (Londoño y Acosta, 2016, p. 250). 

 

La primera decisión del Tribunal falló contra las pretensiones del demandante; dos años 

después, en 2011, la Gran Cámara  

 

(…) acoge el argumento según el cual el Convenio Europeo es un “instrumento 

vivo” y, por lo tanto, los desarrollos regionales en favor de la tutela a la objeción de 

conciencia cobraron suficiente peso como para hacer un cambio jurisprudencial de 

mayor envergadura. 
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La Gran Cámara del TEDH sostuvo que, si bien el artículo 9° CEDH [Convenio 

Europeo de Derechos Humanos] no se refiere de manera explícita al derecho a la 

objeción de conciencia, este es un derecho autónomo que se desprende de 

la libertad de conciencia, por lo que debe garantizarse –como cualquier libertad 

del Convenio- de la injerencia arbitraria del Estado. (Londoño y Acosta, 2016, p. 

250) [resaltado fuera de texto original]. 

 

Esta nueva concepción eleva el rango de la objeción de conciencia al atribuirle un carácter 

autónomo que encuentra en el derecho a la libertad de conciencia su raíz originaria, por lo 

cual su limitación debe obedecer estrictamente al criterio de proporcionalidad y orientarse 

por un fin necesario y democráticamente legítimo. Con esta apertura el Tribunal anuda 

invariablemente la protección de la objeción de conciencia al artículo 9° del Convenio, 

superando con ello los reiterados dictámenes del pasado centrados en el artículo 4° sobre 

la exclusión del servicio militar como trabajo forzado y avanzando en el grado de protección 

de la libertad personal en los casos de conflicto entre las genuinas convicciones de una 

persona y la obligación legal de incorporarse en el servicio militar. 

 

La ruptura con aquella interpretación anquilosada en torno a la objeción de conciencia 

quedó patentada y ratificada en casos como Erçep vs. Turquía (2011), Savda vs. Turquía 

(2012), Tarhan vs. Turquía (2012), Feti Demitras vs. Turquía (2012) y Buldu vs. Turquía 

(2014), que a juicio de Londoño y Acosta revelan conjuntamente notables consideraciones: 

 

En primer lugar, el tribunal estableció que las sucesivas condenas impuestas a la 

víctima (testigo de Jehová) por negarse a prestar el servicio militar podían 

asimilarse a una ¨muerte civil¨ y, por lo tanto, resultaban desproporcionadas e 

incompatibles con el derecho a un juicio justo (artículo 6° CEDH). En segundo lugar, 

el TEDH expresó que Turquía debía regular en su legislación la posibilidad de 

prestar un servicio civil alternativo al servicio militar. En tercer lugar, se dejó expreso 

que la objeción de conciencia alegada por las víctimas respondía a un conflicto 

suficientemente serio entre su obligación de prestar el servicio militar y sus 

creencias religiosas. Por lo tanto, el Estado también fue hallado responsable de 

violar el derecho a la libertad de conciencia y de religión (artículo 9° CEDH).  En 

algunos de los casos, el TEDH también encontró que las víctimas habían sido 

maltratadas durante su detención y, por lo tanto, declaró adicionalmente la violación 
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a la prohibición de tratos crueles, inhumanos y degradantes (artículo 3° CEDH). 

(2016, pp. 251-252) 

 

Como se ha reseñado, la libertad de conciencia y la objeción de conciencia tomaron sus 

impulsos originarios en la esfera ya clásica del servicio militar, y su interpretación fue 

ensanchándose hasta abarcar la correlación con otros derechos consagrados en los 

ámbitos de protección europeo y universal. Paulatinamente fueron emergiendo otras 

modalidades con un moderado vigor. 

 

En realidad, la cobertura jurídica de la objeción de conciencia en el marco del 

Convenio no se agota en supuesto del cumplimiento del servicio militar sino que, al 

tratarse de un derivado de la libertad religiosa e ideológica, abarca cualquier 

conflicto de conciencia frente al cumplimiento de obligaciones generales. De esta 

manera, la objeción puede encontrar apoyatura en otros artículos del Convenio. 

Así, por ejemplo, cuando el conflicto de conciencia se sustancia en el ámbito 

educativo, entra en juego el artículo 2 del Primer Protocolo adicional al Convenio, 

donde se garantiza el derecho de los padres a proporcionar a sus hijos la educación 

que esté de acuerdo con sus propias convicciones. (Cañamares, 2014, p. 40) 

 

Precisamente en el terreno de la educación se ha producido uno de los fallos emblemáticos 

del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH) en materia de objeción de conciencia. 

El caso Kjeldsen, Busk Madsen y Pedersen vs. Dinamarca de 1976 es pionero en abocarse 

a resolver la presunta vulneración del derecho de los padres a educar a sus hijos conforme 

a sus convicciones filosóficas y religiosas (artículo 2 del Protocolo Adicional del Convenio 

Europeo), luego que tres parejas solicitaran infructuosamente, por motivos religiosos y de 

conciencia, la dispensa de sus hijos de la asignatura de educación sexual, cuyo contenido 

impactaba sus creencias cristianas. El dictamen del Tribunal invocó tanto los deberes 

naturales de los padres con la educación y enseñanza de los hijos como el respeto exigible 

al Estado frente a sus convicciones, que superan opiniones o ideas someras para abarcar 

aquellas de carácter serio, importante y coherente. Resalta también la facultad que asiste 

a los Estados para impartir enseñanza, educación, información y conocimiento, aún con 

connotaciones religiosas o filosóficas, de ahí que el derecho consagrado en el Protocolo 

adicional no habilita a los padres a negarse a tal enseñanza como parte del programa 

escolar, más bien implica que aquella facultad del Estado debe ejercerse de forma crítica, 
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pluralista y objetiva, ajena a cualquier intención de adoctrinamiento y con el respeto debido 

a las convicciones profesadas por los padres.  

 

Bajo tales premisas, el fallo del Tribunal resolvió que la legislación atacada cumplía las 

condiciones definidas para el adecuado ejercicio de la función educativa del Estado, por 

tanto no implicaba afectación alguna sobre los derechos de los padres en relación con la 

educación de sus hijos. Resaltó el deber de las autoridades públicas con la salvaguarda 

de las convicciones religiosas y filosóficas de los padres en el ámbito escolar, proscribiendo 

cualquier actividad proselitista que pueda ponerlas en amenaza de vulneración 

(Cañamares, 2014, pp. 47-48). 

 

Acorde a la postura propuesta por Martínez Torrón (1998, p. 126), 

 

(…) la sentencia Kjeldsen parece haber consolidado una interpretación restrictiva 

de las obligaciones estatales a tenor del artículo 2 del primer protocolo, según la 

cual el Convenio no exige necesariamente una plena adecuación a las creencias 

de los padres, sino que únicamente prohíbe al Estado perseguir un fin de 

indoctrination o adoctrinamiento en la organización del sistema educativo (tema en 

el que, como acabamos de ver, se reconoce además a las autoridades nacionales 

un amplio margen de discrecionalidad, al ser la regulación de la enseñanza una de 

sus competencias indiscutibles)”. 

 

Habría que esperar hasta el año 2007 un viraje en la materia por parte del TEDH. En la 

sentencia Folgerø vs. Noruega, la Gran Sala del Tribunal se ocupó del caso de unos padres 

que se oponían a la obligación impuesta sobre sus hijos para cursar una asignatura sobre 

el hecho social religioso, por advertir en sus contenidos una falta de neutralidad y riesgo 

de adoctrinamiento en favor del credo cristiano que atentarían contra sus convicciones 

filosóficas. La legislación educativa noruega contempló la posibilidad de una exoneración 

parcial de las actividades prácticas incluidas en la asignatura por razón de las convicciones 

a aquellos estudiantes pertenecientes a otras confesiones religiosas, mientras que para 

los aspectos teóricos, exigía la presentación de una solicitud motivada por parte de los 

padres en la que se especificara los contenidos concretos impugnados, circunstancia en 

la cual la enseñanza impartida al estudiante era reorientada de manera particular en 

consonancia con sus creencias y convicciones.  
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La pretensión de los demandantes consistía en la exoneración total y no parcial, como 

estaba contemplado en el ordenamiento jurídico de su país de procedencia, pues solo así 

estimaban a salvo su libertad religiosa y su derecho a escoger la educación de sus hijos 

conforme sus convicciones propias. Tras valorar el contenido de la asignatura en discordia, 

el Tribunal concluyó que sobre ésta pesaba una notoria carga adoctrinadora, cuyo efecto 

se intensifica por el gravoso trabajo impuesto a los padres de develar convicciones 

personales mediante una solicitud motivada para lograr la exoneración deseada. Por estas 

razones, la decisión del Tribunal se encaminó a establecer que Noruega no garantizó 

eficazmente el derecho de los padres consagrado en el artículo 2 del Protocolo Adicional, 

a raíz de un incumplimiento a la exigencia de una enseñanza objetiva, pluralista y crítica 

que no representara menoscabo a las convicciones religiosas y filosóficas de los 

educandos y sus progenitores. La doctrina asumida en este fallo se reiteró en la sentencia 

Zengin vs. Turquía de 2007 (Cañamares, 2014, pp. 49-50). 

 

El contraste de los dos casos anteriormente reseñados se torna elocuente, como se 

advierte en las palabras de Cañamares: 

 

Si comparamos Kjeldsen con Folgerø, a efectos de poner de manifiesto la evolución 

de doctrina Estrasburgo sobre la objeción de conciencia educativa, se aprecia que, 

en ambos casos, se trata de asignaturas en las que se mezclan junto a contenidos 

objetivos otros de carácter valorativo, que en un caso vienen referidos a conductas 

sexuales y en el otro a planteamientos religiosos propiamente cristianos. 

Contrariamente a la posición mantenida en Kjeldsen, donde ni siquiera se admite 

una dispensa parcial de la asignatura, en Folgerø nos encontramos con una amplia 

protección de conciencia que lleva a considerar que ni siquiera una dispensa de 

ese tipo –traducida en una adaptación curricular de la asignatura que tuviera en 

cuenta las convicciones de los padres- respetaría su derecho reconocido en el 

artículo 2 del Primer Protocolo adicional, en tanto, supondría someterles a la 

pesada carga de tener que identificar qué partes exactamente del programa son 

contrarias a sus propias convicciones, y de explicar los detalles de sus 

planteamientos más íntimos ante el centro educativo. (Cañamares, 2014, p. 50) 
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Junto con el supuesto de servicio militar, la objeción de conciencia educativa ha mostrado 

gestos de mayor apertura interpretativa y garantista al interior del Sistema Europeo de 

Derechos Humanos. En otras modalidades de objeción conocidas por la misma jurisdicción 

prevaleció una postura más restrictiva, según el recuento de Martínez Torrón (1998) 

sintetizado a continuación: 

 

En 1983 la Comisión Europea declaró la inadmisibilidad de la objeción de conciencia fiscal 

presentada por un miembro de la comunidad cuáquera, cuyas convicciones pacifistas 

pugnaban con el pago del 40% del impuesto de renta a su cargo que era destinado por el 

gobierno británico a gastos de defensa. El argumento de la Comisión se centró en la 

estricta neutralidad propia del deber tributario, que no transgrede ni involucra dimensiones 

de la conciencia, aunado a la imposibilidad del contribuyente para decidir sobre el uso de 

los aportes sufragados (p. 129). 

 

Tres casos más fueron igualmente declarados inadmisibles en la misma instancia. El 

primero de ellos en 1983 versó en torno a la negativa de un médico cuyos principios 

antroposóficos le impedían adscribir al sistema pensional público; el segundo se ocupó de 

la exigencia interpuesta por un ciudadano francés en 1988, para descontar de su cuota de 

impuesto sobre la renta la proporción destinada a subvencionar abortos legales; el último 

decidió sobre dos arquitectos franceses que en 1988 se opusieron a la obligación de 

inscribirse en el correspondiente colegio profesional, pues tal acto suponía cohonestar con 

una orientación ideológica y política institucional lesiva para su conciencia. Los tres casos 

compartieron el dictamen de inadmisibilidad por cuanto en todos ellos el Comité invocó la 

neutralidad de la legislación cuestionada y la ausencia de creencias que recayeran bajo la 

esfera de protección del Convenio Europeo (Martínez Torrón, 1998, p. 129).  

 

La inadmisibilidad se replicó en un caso de objeción al juramento presentado en 1985 por 

un diputado regional español que se negó a jurar fidelidad a la Constitución y al estatuto 

de autonomía de la comunidad de Galicia, provocando la suspensión de sus derechos 

parlamentarios. Para la Comisión, en la circunstancia examinada la restricción a la libertad 

de pensamiento, conciencia y religión está plenamente justificada por el propio Convenio 

bajo los términos del artículo 9° que consagra el derecho concernido, por cuanto la 

exigencia de juramento deviene legítima máxime si se asume adecuadamente como 
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manifestación simbólica de respeto al orden constitucional (Martínez Torrón, 1998, pp. 131-

132).  

 

El caso Chauhan deja entrever una ocasional sensibilidad de la Comisión Europea frente 

a la objeción de conciencia ejercida por miembros de una minoría religiosa, en este caso, 

un trabajador hindú de la secta Radhaswa-mi, despedido por retirar su afiliación al sindicato 

de la empresa empleadora con base en los dictados de su conciencia religiosa respecto a 

la prohibición de pertenecer a organizaciones proclives a actitudes violentas y prácticas 

coactivas sobre sus integrantes. Los tribunales ingleses dictaminaron la legalidad del 

despido, pues la convención colectiva de la empresa que obligaba a la afiliación sindical 

estaba amparada normativamente y a su juicio el demandante no probó con suficiencia la 

existencia genuina de una objeción de conciencia. La Comisión declaró admisible la 

demanda, sin embargo, la resolución del caso finalmente se obtuvo por conciliación y 

arreglo amistoso entre las partes (Martínez Torrón, 1998, pp. 132-133). 

 

La tesis de la neutralidad fue retomada por el TEDH en el caso Efstratiou vs. Grecia de 

1996, referido a la demanda de algunos testigos de Jehová que solicitaban la exoneración 

de unos niños de asistir a un desfile militar incluido como parte de las actividades escolares. 

Para el Tribunal el artículo 9° del Convenio no confiere derecho a ser dispensado del 

cumplimiento de normas que gozan de un carácter neutral y objetivo (Martínez Torrón, 

1998, p. 134). 

 

La simbología religiosa ha sido otra vertiente reconocible en la jurisprudencia del TEDH 

sobre libertad de conciencia y objeción de conciencia. Leyla Sahin vs. Turquía de 2004, 

Dogru vs. Francia en 2008 y Kervanci v. Francia de 2008, así como Eweida vs. Reino Unido 

en 2013 lo ejemplifican fehacientemente. Los tres primeros casos abordaron el uso del 

pañuelo musulmán en contextos educativos mientras el último se refirió a conflictos 

suscitados en el ámbito laboral por el porte de un crucifijo. 

 

El fallo del Tribunal en el caso Leyla Sahin favoreció la tesis según la cual el uso del velo 

es inconveniente para la práctica del deporte por razones de seguridad y salud, que 

pueden verse afectados por un uso ostentoso, provocador o proselitista de los atuendos y 

símbolos religiosos. Destaca además el principio de laicidad como valor nacional que debe 

ser enarbolado por la ciudadanía con asiduo énfasis en el colegio. Una actitud irrespetuosa 
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con aquel principio no puede entenderse cobijada bajo el amparo de la libertad religiosa o 

de conciencia consagradas en el artículo 9° del Convenio (Cañamares, 2014, p. 52). 

 

En los casos Kervanci y Dogru contra Francia el sentido de las decisiones no varió, pues 

la objeción interpuesta por un grupo de estudiantes musulmanas al ser obligadas a 

retirarse el velo islámico durante las clases de educación física fue denegada. El Tribunal 

no estimó vulnerado el derecho a la libertad religiosa ni el derecho a la educación, pues la 

medida contaba entonces con sustento legal y respondía a la necesidad democrática de 

proteger el orden público y los derechos de los demás (Cañamares, 2014, pp. 51-52). 

 

En contraste con los anteriores, el caso Eweida vs. Reino Unido ofrece un derrotero 

tímidamente más favorable, al constituirse en “la primera decisión en que Estrasburgo ha 

respaldado el uso de símbolos religiosos” (Cañamares, p. 53). Allí se recogen cuatro 

recursos interpuestos por trabajadoras británicas. Eweida era empleada de una aerolínea 

que la suspendió de su empleo y su sueldo por negarse a dejar de utilizar una cruz colgante 

cuyo uso constituía una contravención al reglamento corporativo. El Tribunal consideró 

vulnerado el derecho de la demandante a la manifestación religiosa. Otro de los recursos, 

en cabeza de Ms. Chaplin, fue desestimado por advertirse legítima la restricción impuesta 

a una trabajadora en los servicios geriátricos de un hospital público frente al uso de un 

collar con crucifijo, que eventualmente podía comprometer los propósitos y cuidados 

sanitarios en el contexto aludido (Cañamares, 2014, p. 53).  

 

El tercero de los casos agrupados, Ladele, correspondía a una notaria encargada de 

registrar matrimonios, nacimientos y defunciones, que se negó a cumplir su función en el 

caso de uniones de parejas del mismo sexo por ser contrario a sus creencias religiosas, lo 

que a la postre desembocó en un proceso disciplinario y la amenaza de despido. El cuarto, 

Mc Farlane, se abocó a resolver la situación de una consejera de pareja sometida a 

sanción por rehusarse a desempeñar su oficio con parejas homosexuales en razón de sus 

convicciones cristianas (Londoño y Acosta, 2016, p. 246). 

 

El saldo definitivo resultante del caso Eweida vs. Reino Unido puede condensarse como 

sigue:  
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El Tribunal de Estrasburgo declaró que se violó la libertad de conciencia y religión 

frente a la primera peticionaria, pero no frente a las tres restantes. En su sentencia 

reiteró que la libertad religiosa abarca la libertad de manifestar las creencias de 

manera privada, pero también engloba su práctica en comunidad con otros y en 

público. (…) Como la manifestación de las creencias religiosas de la persona puede 

tener impacto en otros, sus restricciones deben estar prescritas en la ley, ser 

necesarias en una sociedad democrática y perseguir un interés legítimo. A su vez, 

para contar como ¨manifestación¨ en el sentido del artículo 9° CADH, el acto en 

cuestión debe estar íntimamente relacionado con la religión o creencia. Pero la 

existencia de un nexo lo suficientemente cercano y directo entre la conducta y la 

creencia detrás debe ser determinada conforme a los hechos del caso y no es 

necesario probar que se trata de un mandato preciso de la religión en cuestión. 

(Londoño y Acosta, 2016, pp. 254-255) 

 

Los casos reseñados permiten entrever un panorama general en la interpretación y 

alcances otorgados a la libertad y objeción de conciencia en el Sistema Europeo de 

Derechos Humanos:  

 

En esta materia, la jurisprudencia [del TEDH] se caracteriza por una clara reserva 

a admitir el uso de símbolos religiosos basada en el margen de apreciación de los 

estados. Debe tenerse en cuenta que la mayoría de las demandas se han 

planteado en relación con el velo musulmán en Turquía y Francia, donde la laicidad 

se viene interpretando en su acepción más estricta. (Cañamares, 2014, p. 51) 

 

La tendencia a favorecer el margen de apreciación estatal se ratifica en el caso Lautsi vs. 

Italia de 2009, referido a la presencia de símbolos religiosos estáticos en establecimientos 

públicos. La demanda impugnaba la disposición del crucifijo en aulas escolares del sistema 

público. La Sala consideró que la medida vulneraba el derecho de los padres de dar 

educación a sus hijos conforme a sus propias convicciones así como la libertad religiosa 

de estudiantes y sus progenitores, por cuanto el símbolo en cuestión connota un carácter 

adoctrinador que imposibilita la educación crítica, pluralista y objetiva, además de 

obstaculizar la diversidad religiosa en el ámbito escolar. Dos años después, en 2011, la 

Gran Sala falló en sentido opuesto, al concebir en el crucifijo un símbolo religioso pasivo 

sin impacto adoctrinador y con una incidencia mucho menor a la de actividades como la 
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oración o los actos cúlticos. Adicionalmente reivindicó el margen de apreciación nacional 

que al caso ampara la determinación de colocar crucifijos en las aulas escolares por parte 

del gobierno italiano, y reafirmó que la protección garantizada por el artículo 9° del 

Convenio y el artículo 2° de su Protocolo adicional no alude a percepciones subjetivas sino 

a convicciones de un nivel superior de seriedad, importancia y obligatoriedad, cuya 

afectación no fue probada a satisfacción por la demandante (Cañamares, 2014, pp. 54-

55). 

 

La objeción farmacéutica también ha tenido su lugar en la jurisprudencia del Tribunal 

Europeo. El caso Pichon y Sajous vs. Francia de 2001 abordó la controversia en torno a 

dos propietarios de farmacia que fueron condenados penalmente por las autoridades 

nacionales tras negarse a vender anticonceptivos en virtud de sus creencias religiosas. El 

TEDH señaló que la protección de las convicciones contemplada por el artículo 9° del 

Convenio abarca generalmente la esfera individual y personal, pero no siempre incluye el 

comportamiento público de manera irrestricta. De esta suerte, la venta de anticonceptivos 

es un acto legal sustentado en una prescripción médica, que no puede subordinarse ni 

restringirse discrecionalmente bajo la imposición de creencias religiosas a los demás. 

Añadió que las convicciones pueden manifestarse en diversas formas distintas al campo 

profesional. Por estas razones, el Tribunal no consideró vulnerados los derechos alegados 

por las víctimas con la imposición de la condena referida (Londoño y Acosta, 2016, p. 252).   

 

El caso Herrmann vs. Alemania de 2012 permitió al Tribunal conceder la objeción contra 

la caza de animales a la que un propietario se vio sometido al interior de su predio por 

cuenta de una disposición legal. Su reparo de conciencia se fundó en convicciones 

pacifistas, que fueron amparadas al considerarse la obligación impuesta como una carga 

desproporcionada, vulneratoria de su derecho de propiedad y abiertamente inconciliable 

con sus convicciones éticas (Londoño y Acosta, 2016, p. 253).  

 

La interrupción del embarazo también ha dado ocasión dentro del sistema de protección 

europeo para referirse a la objeción de conciencia en el terreno de los tratamientos 

médicos. En casos como A, B, C vs. Irlanda de 2010, R.R. vs. Polonia de 2011, P. y S. vs. 

Polonia de 2012 el TEDH ha reiterado la obligación de los Estados frente la práctica de 

abortos en los casos autorizados legalmente, garantizando su efectiva implementación en 

las instituciones de salud.  
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En ese sentido, la Corte reconoce y admite la legislación nacional referida a la 

objeción de conciencia de personal médico, sin embargo, se cuestiona al Estado 

que aun contando con dicha regulación no se asegure de que la práctica se ajuste 

a lo previsto legalmente, de tal suerte que resulten ineficaces los derechos de los 

pacientes. (Londoño y Acosta, 2016, p. 257) 

 

Al respecto, la Resolución 1763 de 2010 proferida por la Asamblea Parlamentaria del 

Consejo de Europa afirmó el derecho a la objeción de conciencia junto a la responsabilidad 

estatal de asegurar el acceso de los pacientes a una atención adecuada. En el marco del 

ejercicio del mencionado derecho, la persona, hospital o institución que rechace participar, 

autorizar, asistir o realizar prácticas de aborto, eutanasia o cualquier otro procedimiento 

que cause muerte a feto o embrión no podrá ser objeto de responsabilidad civil, coacción 

o discriminación. La Asamblea reitera el deber del Estado de garantizar la prestación 

efectiva de los servicios sanitarios autorizados por ley que materialicen el derecho a la 

salud, así como el respeto a la libertad ideológica, de conciencia y religión de los 

profesionales sanitarios. A tales efectos los marcos legales nacionales deben contemplar 

las adecuaciones y ajustes atientes (Londoño y Acosta, 2016, p. 258). 

 

De manera mucho menos prolija y reiterada el Sistema Interamericano de Derechos 

Humanos (SIDH) ha abordado la libertad de conciencia y la objeción de conciencia. Como 

fue mencionado líneas arriba, en similitud con el Convenio Europeo la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos contempla la objeción de conciencia en tanto figura 

aplicada optativamente en ciertos países como eximente del servicio militar (artículo 6º), 

mientras la libertad de conciencia se expresa taxativamente en el artículo 12 en una diada 

complementada por la libertad de religión. 

 

La sentencia icónica de la Corte Interamericana de Derechos Humanos referida 

explícitamente a la libertad de conciencia remite al caso Olmedo Bustos y otros vs. Chile, 

también conocido como “La Última Tentación de Cristo”, de 2001. Giró en torno a la 

demanda de un grupo de ciudadanos contra la censura impuesta a la película del mismo 

nombre por decisión de la Corte de Apelaciones de Santiago, confirmada por la Corte 

Suprema de Justicia en 1997 con base en lo dispuesto en la Constitución chilena sobre 

censura previa en la producción cinematográfica. Para la Corte esta medida, enmarcada 
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en una disposición de rango constitucional, configuró una violación a la libertad de 

pensamiento y expresión consagrada en el artículo 13 de la Convención Americana de 

Derechos Humanos, al coartar indebidamente un medio para la difusión y recepción libre 

de información e ideas. Por los hechos el tribunal exhorta al Estado chileno a modificar su 

ordenamiento jurídico a efecto de eliminar la censura previa. Sobre la vulneración a libertad 

de conciencia alegada, el fallo señala: 

 

79. Según el artículo 12 de la Convención, el derecho a la libertad de conciencia y 

de religión permite que las personas conserven, cambien, profesen y divulguen su 

religión o sus creencias. Este derecho es uno de los cimientos de la sociedad 

democrática. En su dimensión religiosa, constituye un elemento trascendental en 

la protección de las convicciones de los creyentes y en su forma de vida. En el 

presente caso, sin embargo, no existe prueba alguna que acredite la violación de 

ninguna de las libertades consagradas en el artículo 12 de la Convención. En 

efecto, entiende la Corte que la prohibición de la exhibición de la película “La Última 

Tentación de Cristo” no privó o menoscabó a ninguna persona su derecho de 

conservar, cambiar, profesar o divulgar, con absoluta libertad, su religión o sus 

creencias. 

80. Por todo lo expuesto, la Corte concluye que el Estado no violó el derecho a la 

libertad de conciencia y de religión consagrado en el artículo 12 de la Convención 

Americana. (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2001) 

 

Salvada esta excepción y como podría preverse, los casos más asiduos (aún reducidos) 

que la Comisión y la Corte Interamericana de Derechos Humanos han conocido en la 

materia se relacionan con la objeción al servicio militar obligatorio. La situación de tres 

jóvenes que solicitaron a las autoridades militares chilenas su exención del servicio por 

razones de conciencia fue analizada por la Comisión en la decisión Sahli Vera vs. Chile de 

2005. La solicitud nunca obtuvo respuesta y los objetores no se incorporaron pese a que 

fueron enlistados en el llamamiento ordinario; tampoco fueron objeto de juzgamiento ni 

condena por los hechos en su país. Tras hacer una lectura conjunta de los artículos 6 y 12 

de la Convención, la posición tomada por la Comisión enfatizó en que este instrumento no 

prohíbe el servicio militar obligatorio, y que el hecho de no reconocer la objeción de 

conciencia dentro de su legislación ni conceder a los peticionarios la calidad de objetores 
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no implica del Estado chileno interferencia alguna en su libertad de conciencia. Para 

Londoño y Acosta la resolución del caso avizora una dirección determinada: 

 

Como puede colegirse de la decisión, parecería que en esta materia el SIDH se 

inclina por aceptar un cierto tipo de margen nacional de apreciación a favor de los 

Estados, en relación con la posibilidad de reconocer y regular la objeción de 

conciencia en el servicio militar. (2016, pp. 238-239) 

 

Del mismo año que el precedente, el caso Alfredo Díaz Bustos vs. Bolivia examinó la 

objeción al servicio militar de un testigo de Jehová, cuya intención era lograr una 

equiparación igualitaria respecto a los miembros de la fe católica, a quienes se aplicaba 

de manera efectiva la exención por razones de conciencia gracias a la Ley del Servicio 

Nacional de Defensa Boliviano. Además de las libertades de conciencia y de religión, el 

demandante encuentra vulnerados sus derechos a la igualdad y a la protección judicial. 

Mediante solución amistosa, Bolivia se comprometió a emitir gratuitamente la libreta militar 

al demandante, formalizar su exención del servicio mediante resolución ministerial y 

promover legislación sobre objeción de conciencia al servicio militar (Londoño y Acosta, 

2016, p. 239). 

 

En 2006 el caso Xavier Alejandro León Vega vs. Ecuador atendió la demanda de un 

ciudadano que alegaba el perjuicio causado por la no expedición de una cédula a título de 

constancia de su condición de objetor, condición legalmente reconocida como derecho por 

la legislación ecuatoriana. La ausencia de tal acreditación interponía limitaciones al 

ejercicio de los derechos al trabajo, a la libre movilidad y la educación, a la libertad de 

conciencia y de religión, entre otros. La Comisión esgrimió que el derecho a la objeción de 

conciencia frente al servicio militar obligatorio puede desprenderse de los derechos a la 

honra y la dignidad (artículo 11 Convención Americana) y el derecho a la libertad de 

conciencia y de religión (artículo 12), sumados a lo expresado por el artículo 6.3.b sobre la 

exención al servicio, siempre que medie un reconocimiento expreso en la legislación 

nacional. Con base en este razonamiento, la Comisión estimó vulnerados los derechos 

reclamados por el demandante (Londoño y Acosta, 2016, pp. 239-240). 

 

El caso Luis Gabriel Caldas vs. Colombia de 2010 versa sobre la objeción de conciencia 

al servicio militar que un ciudadano presentó con base en sus convicciones morales 
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pacifistas. Pese a manifestar disposición a prestar un servicio alternativo, su solicitud fue 

negada y ante la insistencia de su rechazo fue condenado a siete meses de arresto por la 

justicia penal militar colombiana. La Comisión finalmente archivó el expediente por falta de 

información del peticionario (Londoño y Acosta, 2016, p. 240). 

 

En su informe El acceso a la información en materia reproductiva desde una perspectiva 

de derechos humanos, la Comisión Interamericana (2010, p. 31) reconoce expresamente 

que los profesionales de la salud tienen derecho a la libertad de conciencia, con el deber 

correlativo de respetar el derecho equivalente de sus pacientes. Así, un equilibrio entre las 

partes comporta que ante la objeción de un profesional a la práctica de un procedimiento 

o formulación de un tratamiento de carácter médico debe acudirse a la referencia, que 

permita al paciente el acceso oportuno y expedito al servicio bajo la atención de otro 

profesional en capacidad de proceder en consecuencia, sin interponer restricciones al goce 

efectivo del derecho a la salud y a la información. 

 

Finalmente, de acuerdo con Londoño y Acosta (2016, p. 235) el Sistema Africano de 

Derechos Humanos no cuenta en su acervo con casos en materia de objeción de 

conciencia: 

  

De manera excepcional, una breve referencia a la objeción de conciencia en 

relación con la práctica del aborto puede verse en la Observación General 2 de la 

Comisión Africana de Derechos Humanos, sobre los artículos 14(1)(a), (b), (c), (f) 

y 14(2) (a) y (c) del Protocolo a la Carta Africana sobre Derechos Humanos y de 

los Pueblos en relación con los derechos de las mujeres en África, observación 

adoptada en la sesión ordinaria 55, que tuvo lugar entre el 28 de abril y 12 de mayo 

de 2014, en Angola. 

 

De este sucinto repaso por los sistemas de protección de los derechos humanos pueden 

extraerse algunas conclusiones de carácter preliminar: La primera y más evidente de ellas, 

en el derecho internacional de los derechos humanos la libertad de conciencia se ha 

desarrollado mayoritariamente a través de la aplicación jurisprudencial, por vía de la 

atención y resolución de controversias en torno a la objeción de conciencia. En ninguno de 

los casos puestos en conocimiento de los tribunales regionales se advierte la libertad de 

conciencia como problema jurídico exclusivo o independiente, pues de modo reiterado 
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termina emparentándose inescindiblemente con la libertad de religión, la libertad de 

pensamiento o el derecho a la educación. A su turno, la objeción de conciencia encuentra 

en el servicio militar obligatorio su terreno más abonado y fértil, considerando el tratamiento 

que ha recibido en los tribunales regionales como en los pronunciamientos de los órganos 

de monitoreo, seguimiento e interpretación normativa propios del Sistema Universal. 

 

También puede advertirse una paulatina y aún tenue incorporación de supuestos 

diferentes a la objeción al servicio militar, entre ellos la objeción médica, educativa, laboral, 

a la prohibición del porte de simbología religiosa y de modo mucho más esporádico y 

excepcional la objeción fiscal y farmacéutica.  

 

En la perspectiva de Cañamares, cabe referir del Sistema Europeo: 

 

A pesar de los cambios detectados en la jurisprudencia del Tribunal de Estrasburgo 

en materia de objeción de conciencia puede afirmarse que, en líneas generales, la 

posición del Tribunal no resulta todavía todo lo tuitiva que se podría esperar en 

materia de objeción de conciencia. 

(…) no parece arriesgado afirmar que el Tribunal Europeo de Derechos 

Humanos ha venido asumiendo, en un buen número de casos, una concepción 

ciertamente temerosa de la objeción de conciencia. En el fondo de este 

posicionamiento late el conocido argumento de que el incumplimiento de 

obligaciones de general aplicación por parte de los objetores de conciencia puede 

llevar consigo el desmantelamiento y la negación de la idea misma de Estado. 

(2014, pp. 56-57) 

 

El dictamen de Londoño y Acosta sobre el Sistema Interamericano de Protección de 

Derechos Humanos se torna todavía menos alentador que en el caso europeo: “el 

reconocimiento de la objeción de conciencia en el SIDH es todavía muy incipiente en 

comparación con el alcance que ha ido ganando en el TEDH” (2016, p. 241). Añaden como 

agravante el amplio margen de apreciación que supedita el reconocimiento de la objeción 

de conciencia al arbitrio de los estados (p. 245, 246 y 267). 

 



 

 
 

3. Libertad y objeción de conciencia en el 
ordenamiento jurídico colombiano. 
Normatividad y desarrollos 
jurisprudenciales en la materia 

La consagración y evolución normativa de la libertad de conciencia en Colombia discurre 

al compás de los sucesos históricos y políticos sobre los cuales se ha erigido la república, 

desde sus orígenes decimonónicos hasta sus más recientes alcances político-jurídicos 

bajo la forma de Estado Social de Derecho.  

 

En el contexto de las contiendas independentistas, los grupos insurreccionales eran a 

menudo señalados peyorativamente como luteranos y masones, sin embargo, tal 

identificación llevaba adherido el reconocimiento de aspiraciones emergentes con impronta 

eminentemente moderna, entre ellas la libertad y la conciencia individuales (Arboleda, 

2011, p. 111). La primera mitad del siglo XIX fue abonando estas reivindicaciones con el 

germen religioso bajo el cual se concibieron en épocas de la Reforma protestante, hasta 

decantar en la libertad de cultos proclamada por la Constitución liberal de 1853 (artículo 

5.5) que dio lugar a la separación –transitoria- iglesia y Estado, con el efecto correlativo 

sobre el predominio hasta entonces detentado por la confesión católica.  

 

La afluencia de múltiples vertientes religiosas al país encontró en esta nueva disposición 

constitucional el mayor acicate, pero con una contrapartida altamente gravosa que signaría 

los años venideros. Las hostilidades ya fermentadas entre bloques de poder se vieron 

atizadas e intensificadas por las pugnas interreligiosas, de modo que conservadores y 

católicos, de un bando, y liberales proclives al laicismo, de otro, protagonizarían 

recurrentes sucesos bélicos en la segunda mitad del siglo XIX en Colombia (Rodríguez, 

2004, p. 319). 
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La Constitución de 1886 condensó el hecho político y jurídico que ratificó la balanza en 

favor del lado católico-conservador, con una carta política que consagra la nación a la 

religión católica (artículo 38) hasta encumbrar su órgano eclesial a la condición de 

autoridad espiritual autónoma (artículo 53), cobijada bajo la protección de las autoridades 

públicas. En una somera enunciación plasmada en su artículo 39, estipula: “nadie será 

molestado por razón de sus opiniones religiosas, ni compelido por las autoridades a 

profesar creencias ni a observar prácticas contrarias a su conciencia”, lo cual prefiguraría 

un reconocimiento incipiente y tangencial a la libertad de conciencia dentro del 

ordenamiento jurídico colombiano.  

 

Es en el marco de la hegemonía liberal instaurada en el año treinta del siglo XX que la 

libertad de conciencia alcanza su proclamación constitucional en la Carta de 1886 de 

manera taxativa, aunque sin superar idéntica alusión marginal y supeditada a la esfera 

religiosa. Así quedaría integrada en el Acto legislativo No. 1 del 5 de agosto de 1936: 

 

Artículo 13. El Estado garantiza la libertad de conciencia. 

Nadie será molestado por razón de sus opiniones religiosas, ni compelido a 

profesar creencias ni a observar prácticas contrarias a su conciencia. 

Se garantiza la libertad de todos los cultos que no sean contrarios a la moral 

cristiana ni a las leyes. Los actos contrarios a la moral cristiana subversivos del 

orden público, que se ejecuten con ocasión o pretexto del ejercicio de un culto, 

quedan sometidos al derecho común. 

El Gobierno podrá celebrar con la Santa Sede convenios sujetos a la 

posterior aprobación del Congreso para regular, sobre bases de recíproca 

deferencia y mutuo respeto, las relaciones entre el Estado y la Iglesia Católica. 

 

Aunque la libertad de conciencia alcanzó reconocimiento formal, no escapó al peso robusto 

que sobre ella ejercieron el factor religioso y la jerarquía católica, sin embargo, un elemento 

exógeno como el Concilio Vaticano II (1962-1965) introdujo un matiz atenuante y de 

apertura doctrinal, al decir de Vigil (2015, pp. 1764-1765): 

   

Sólo con el Concilio Vaticano II la Iglesia Católica se reconcilió finalmente con esas 

“libertades modernas” y con la secularización del Estado moderno, aceptándolas 
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sin reticencias e incorporándolas a su propia visión de la sociedad. En el Concilio1 

la Iglesia aceptó concretamente la libertad religiosa, la individual y la colectiva, la 

secularización del Estado moderno, la convivencia en igualdad social con otras 

religiones y hasta con el ateísmo. (…) aceptó esta nueva visión (..) para la sociedad 

civil, no para la Iglesia misma. 

Es lo que ocurre con todo el conjunto de las libertades modernas: libertad 

de conciencia, libertad de pensamiento, libertad de expresión, libertad de 

asociación, igualdad de la mujer, sociedad igualitaria sin clases ni estamentos 

discriminatorios…: la Iglesia católica acepta que estén en vigencia en la sociedad, 

y piensa sinceramente que ése es el mejor orden social posible en esta etapa de 

la historia, pero solo en la sociedad civil (…) 

 

El concilio tuvo repercusión jurídico-política pronta y directa en el país. En julio de 1973 el 

Estado colombiano y la Santa Sede renovaron el Concordato suscrito en 1887, y aunque 

guardó ciertas prerrogativas antaño concedidas a la iglesia católica en ámbitos como la 

educación pública (artículos XI, XII y XIII), la celebración, disolución y nulidad de 

matrimonios con plenos efectos civiles (artículos VII y VIII) o la exención de algunas cargas 

impositivas (artículo XXIV), también hace expreso reconocimiento de la libertad religiosa 

para todas las confesiones y ciudadanos desde su artículo inicial. Así se configuró una 

antesala que desde el plano confesional y laico abonó terreno fértil a la evolución 

constitucional de la libertad de conciencia, plasmada en el artículo 18 de la Carta de 1991 

con un sentido extenso y emancipado de ataduras a un dogma dominante: 

 

Artículo 18. Se garantiza la libertad de conciencia. Nadie será molestado por razón 

de sus convicciones o creencias ni compelido a revelarlas ni obligado a actuar 

contra su conciencia. 

 

El carácter abierto, plural y garantista conferido a este derecho no tardaría en ser objeto 

de análisis e interpretación por la Corte Constitucional desde sus primeros años de 

                                                
 

1 Concretamente en los documentos Dignitatis Humanae, sobre la libertad religiosa, Nostra Aetate, 
sobre las religiones no cristianas, y también en la Declaración Pastoral Gaudium et Spes sobre la 
Iglesia en el mundo actual. 
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creación. En la sentencia T-403 de 1992 se abordó el caso de un ciudadano que alegó 

vulnerados sus derechos fundamentales a la libertad de cultos, de expresión, de opinión y 

pensamiento, luego de que las autoridades municipales de Barbosa (Santander) le 

impidieran proseguir la difusión de mensajes religiosos por medio de altoparlantes desde 

su lugar de residencia, bajo la causal de perturbación del orden y la tranquilidad públicas. 

En aquella ocasión, la Corte reconocía a la libertad de conciencia “un valor esencial por su 

relación íntima con la dignidad humana, a su vez fundamento del Estado colombiano” 

(Corte Constitucional República de Colombia, 1992a). De igual modo destacaría su rango 

fundamental, en virtual del cual deviene un derecho de aplicación inmediata sin requerir 

desarrollo legal previo, conforme lo estipulado en el artículo 85 de la Carta. Precisaría 

además que la divulgación de mensajes a través de instrumentos de amplificación de 

sonido en ámbitos destinados para el descanso, la intimidad y el reposo –como 

corresponde a las zonas residenciales- convierte un escenario de naturaleza privada en 

foro público, y mientras tal transformación se efectúe sin consentimiento de los co-

residentes, sometiéndolos a la condición de audiencia forzada y cautiva, sin alternativas 

para elegir voluntariamente sobre la recepción del mensaje, su libertad de conciencia se 

ve menoscabada, dada la flagrante trasgresión del “derecho a no ser forzado a escuchar 

o a ver lo que no se desea escuchar o ver” (Corte Constitucional República de Colombia, 

1992a). Especifica el fallo que, de presentarse hechos similares en sitios destinados al foro 

público (plazas públicas, parques, calles), escenario por antonomasia para el intercambio, 

circulación y comunicación de ideas, creencias o pensamientos, la divulgación de 

mensajes con apoyo de artefactos técnicos de amplificación como micrófonos o 

altoparlantes no requiere aprobación previa de los receptores, pues en tal caso configuraría 

una restricción injustificada de las libertades de expresión, de reunión o de religión. En 

otros términos, el derecho a no ser forzado a escuchar o a ver lo que no se desea escuchar 

o ver es ajeno a los territorios que abarca el foro público. Aunque no encontró cierta la 

vulneración alegada, la Corte reconoció al demandante “su derecho a iniciar un proceso 

de comunicación religiosa” (Corte Constitucional República de Colombia, 1992a), proceso 

cuya continuación solo es plausible bajo aceptación libre y voluntaria de la potencial 

audiencia. 

 

Por su parte, la sentencia T-409 de 1992 se ocupó de la acción de tutela interpuesta contra 

la Fuerzas Militares por vulneración de la libertad de conciencia sobre dos jóvenes y del 

derecho de los padres a escoger la educación para sus hijos, a causa del reclutamiento 



Capítulo 3 61 

 

para prestar servicio militar al cual se oponen los menores en su condición de miembros 

de la iglesia “Dios es amor” de los hermanos menonitas, cuyos preceptos disienten del 

ejercicio de la fuerza, la violencia y las acciones letales. En tales términos, la vinculación a 

las fuerzas militares representa para los accionantes un acto contrario a sus creencias y 

su libertad de conciencia. En esta providencia, la Corte negó el amparo solicitado al 

considerar que lejos de vulnerar los principios de conciencia, el servicio militar es un 

escenario que inculca disciplina y fortalece las calidades personales. Tampoco encuentra 

justificable evadir un deber constitucionalmente estipulado con base en fundamentos 

“bíblicos”. Frente al derecho de escoger la educación de los hijos, esgrimió que los padres 

han podido ejercerlo pues al momento de interponer la tutela los menores ya habían 

culminado estudios secundarios y luego del servicio tendrían posibilidad de proveer acceso 

a estudios superiores.  

 

La sentencia atribuye a la libertad de conciencia dos efectos precisos: (1) cada individuo 

tiene derecho a regular su vida acorde a sus creencias; (2) el Estado no tiene facultad para 

imponérselas, debe considerarlas parte del ejercicio de la libertad individual. Lo anterior 

por cuanto el fuero interno de las personas se estima inalienable, permitiendo a cada cual 

“actuar o abstenerse de hacerlo en virtud de su razón práctica, de su pensamiento y de su 

íntima convicción” (Corte Constitucional República de Colombia, 1992b) con la única 

limitación que imponen los derechos de los demás y el orden público, la tranquilidad, la 

salubridad y la seguridad colectivas.  

 

Ubicándose en el contexto de las relaciones de mando y obediencia en el ámbito 

castrense, dilucida la Corte (1992b) en su análisis: 

 

(…) la disposición del artículo 18, que no admite excepciones, favorece la libertad 

de conciencia del subordinado y se constituye en límite a la discrecionalidad de 

quien manda, la cual no es absoluta, conciliando así el sano criterio de la disciplina 

inherente a los cuerpos armados con la real aplicación de los derechos. 

 

De esta manera, todo subalterno cuenta con la salvaguarda de no ser obligado a actuar 

en contra de su conciencia, lo que permite distinguir entre la necesaria disciplina al interior 

de las instituciones militares y un reprochable “seguimiento ciego” de las órdenes emitidas.  
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La Corte resalta el atributo individual que recae sobre la libertad de conciencia, en virtud 

del cual cada persona se asume como ser libre de coacciones y actos arbitrarios que 

menoscaben la expresión de sus convicciones íntimas.  

 

Con Venditti, el tribunal constitucional define la objeción de conciencia como la “resistencia 

a obedecer un imperativo jurídico invocando la existencia de un dictamen de conciencia 

que impide sujetarse al comportamiento prescrito” (Corte Constitucional República de 

Colombia, 1992b). Finalmente, aclara que el ejercicio válido de la objeción de conciencia 

requiere su consagración expresa al interior del ordenamiento jurídico, pues en otro caso 

las autoridades no podrán admitirla ni considerarla practicable mientras no se encuentre 

instituida por norma vigente.  

 

La sentencia T-421 de 1992 resolvió la acción de amparo instaurada contra un colegio 

público de Manizales que obliga a un estudiante a cursar la asignatura de educación 

religiosa en contra de la voluntad de sus padres, quienes consideran, por tal circunstancia, 

vulnerado su derecho a escoger la educación para su hijo (inciso 4° art. 68 Constitucional). 

El fallo se inclinó por la protección del derecho, pero no únicamente el reclamado por los 

demandantes, pues a juicio de la Corte los derechos fundamentales comprometidos en el 

caso, además del invocado, son el libre desarrollo de la personalidad, la libertad de 

conciencia, libertad de cultos y religión y los derechos fundamentales del niño (art. 44 

Constitucional). Precisaría entonces el tribunal:  

 

El último soporte constitucional de la libertad de cultos, desde luego, es la libertad 

de conciencia, como quiera que aquélla es una manifestación o especie de ésta. 

(…) 

La libertad de conciencia subsume a una subespecie de ella: La libertad de 

cultos, esto es, la libertad para profesar o no una cierta religión. (Corte 

Constitucional República de Colombia, 1992c) 

   

La sentencia T-547 de 1993 resolvió una acción de tutela instaurada contra la Policía 

Judicial en Riohacha, cuyo jefe se negó a recibir la denuncia de un ciudadano por cuanto 

se abstuvo de prestar juramento en virtud de sus creencias religiosas adscritas a la doctrina 

cristiana, motivo que llevó al denunciante a considerar vulnerado su derecho a la libertad 

de conciencia. El fallo se decantó por el amparo del derecho, bajo la consideración de que 
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el funcionario tuvo posibilidad de disponer un procedimiento alterno para tramitar la 

denuncia del ciudadano sin obligarlo a prestar juramento, exigencia que le imponía la carga 

de actuar contra los dictámenes de su conciencia, en este caso, arraigados en una 

creencia religiosa.   

 

La Corte destaca que la impronta garantista explícitamente plasmada en el artículo 18 de 

la Constitución, además de reconocer el derecho a creer en lo que quiera y obrar 

libremente acorde a su convicción, asegura a la persona defensa y protección en esta 

materia por parte del Estado. A su turno, no ser molestado por causa de las creencias o 

convicciones alude a la salvaguarda respecto a cualquier hecho de perturbación, 

persecución u hostilidad proveniente de particulares o del Estado, que atente contra la 

integridad física, mental o emocional. Bajo esta perspectiva:  

 

La libertad de conciencia es uno de los derechos más sagrados de la persona, que 

consiste en creer en lo que quiera. La libertad de conciencia tiene un refuerzo 

universal, pues no puede darse una democracia política, ni cualquier otra forma de 

democracia, si no existe un reconocimiento expreso de la libertad de conciencia.  

(…) 

La ratio iuris de la libertad de conciencia es la inmunidad de toda fuerza 

externa que obligue a actuar contra las propias convicciones y que impida la 

realización de aquellas acciones que la conciencia ordena sin estorbo o 

impedimento. 

El derecho a la libertad de conciencia tiene un doble destinatario: de un lado 

la persona que pretende actuar conforme a su fuero interno y el deber de los demás 

de respetarle. No existiría una protección integral en la medida en que no se obligue 

a las demás personas a respetar las opiniones diferentes. (Corte Constitucional 

República de Colombia, 1993) 

 

La relevancia que concede la Corte al derecho aludido no puede ser mayor, tras situar la 

libertad de actuar según la conciencia como condición imprescindible de la dignidad 

humana. Frente a las circunstancias fácticas del caso bajo examen, precisa que los 

juramentos exigibles constitucionalmente (posesión del presidente de la República –art. 

192- y posesión de funcionario público –art. 122-) están sometidos “a la ritualidad 

textualmente en razón al compromiso que [la persona] adquiere y no puede negarse a 
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cumplirlo argumentando objeción de conciencia” (Corte Constitucional República de 

Colombia, 1993). 

 

De esta suerte, la formalidad del juramento es imperativa mientras constituya una 

exigencia legal. Solo excepcionalmente la objeción de conciencia puede ser invocada 

cuando el obligado rechaza prestarlo en razón de la previsible afectación a sus creencias, 

caso en el cual la figura de la objeción posibilita la coexistencia del derecho fundamental a 

la libertad de conciencia y el derecho fundamental al debido proceso. En tal virtud, 

gestiones como rendir testimonio, presentar denuncia penal, actuar como perito,  

 

(…) no deben requerir la exigencia de la manifestación externa del juramento, sino 

que la persona puede utilizar a cambio del juramento –si su conciencia se lo impide, 

otra palabra similar que contenga el valor suficiente para que en caso de ser 

contrario a la verdad lo manifestado, la persona se pueda ver comprometida en los 

delitos contra la administración de justicia, consagrados en el ordenamiento penal. 

(Corte Constitucional República de Colombia, 1993) 

 

Hasta este punto, la jurisprudencia deja entrever en la libertad de conciencia un derecho 

fundamental de aplicación inmediata, encaminado a proteger como bien jurídico las 

convicciones y creencias que anidan en el fuero íntimo de toda persona, así como las 

actuaciones que se emprenden en consonancia con ellas. Por su parte, un primer abordaje 

desde la esfera del servicio militar obligatorio lleva a la Corte a negar la existencia de un 

derecho a la objeción de conciencia mientras no se encuentre taxativamente incorporado 

al ordenamiento jurídico colombiano. Sin embargo, en casos de presentación de juramento 

en el curso de procedimientos judiciales y administrativos, la Corte va a hacer alusión 

expresa a la objeción de conciencia como figura excepcionalmente permitida, cuya 

aplicación en tales eventos armoniza el derecho a la libertad de conciencia y el derecho al 

debido proceso.  

 

La sentencia C-133 de 1994 tratará marginalmente la libertad de conciencia desde la 

perspectiva de un nuevo supuesto, al atender una demanda de inconstitucionalidad sobre 

el artículo 343 del Decreto 100 de 1980 - Código Penal que sanciona el aborto, por 

considerarlo vulneratorio del derecho de los padres a escoger el número de hijos, la libertad 

de creencias, la libertad de conciencia y religión y el libre desarrollo de la personalidad. En 
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esa ocasión, el fallo negó las pretensiones del demandante, pues en virtud de lo 

consagrado en el Decreto 2732 de 1989 - Código del Menor y la Convención de los 

Derechos del Niño aprobada por la Ley 12 de 1991, aunado a otras normas del 

ordenamiento interno y de instrumentos internacionales ratificados por el Estado 

Colombiano, la titularidad del derecho a la vida se adquiere desde el momento de la 

concepción, derecho cuya protección prevalece y constituye un límite al ejercicio de otros 

derechos como la libertad de conciencia detentada por terceros (Corte Constitucional 

República de Colombia, 1994a).  

 

A su turno, la sentencia C-350 de 1994 se ocupó de resolver una demanda de 

inconstitucionalidad sobre el Decreto 820 de 1902 y las leyes 33 de 1927 y 1 de 1952, que 

estipulan la consagración de la nación al sagrado corazón de Jesús, la contribución con 

cargo a las arcas estatales para la terminación de la iglesia de El Voto Nacional, la 

declaración de utilidad pública de la misma y la renovación de la consagración mediante 

ceremonia anual dirigida por el presidente de la República, lo que a juicio de los 

demandantes vulnera la libertad e igualdad religiosa (Corte Constitucional República de 

Colombia, 1994b). La Corte declaró inexequible el mandato sobre la consagración al 

sagrado corazón de Jesús, pues amenaza la libertad religiosa y de conciencia del 

presidente sometiéndolo a la obligación de revelar sus creencias o actuar eventualmente 

en contra de estas, al tiempo que socava la igualdad religiosa, el carácter laico y pluralista 

característicos del Estado colombiano. 

 

La sentencia C-511 de 1994 aborda una demanda de inconstitucionalidad sobre varios 

artículos de la Ley 48 de 1993 “Por la cual se reglamenta el servicio de Reclutamiento y 

Movilización” al considerar vulnerado el artículo 216 de la Constitución en el que se 

determina la composición exclusiva de la fuerza pública por la Policía Nacional y las 

Fuerzas Militares, y la obligación de todos los colombianos a tomar las armas cuando las 

necesidades públicas lo exijan para defender la independencia nacional y las instituciones 

públicas. Según la demanda, esta disposición no impone un deber sobre los ciudadanos 

de definir una situación militar o de pertenecer a la fuerza pública, aunado a que el mandato 

de tomar las armas solo opera excepcionalmente y en circunstancias de necesidad 

imperiosa. Vulnera además la libertad de conciencia, el derecho a la paz, la protección y 

formación integral del adolescente y otros derechos que se hallan truncados a falta de la 

libreta militar (movilidad, educación, matrimonio). En aquella oportunidad la Corte declaró 
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exequibles los artículos demandados, fundada en las siguientes consideraciones: la 

Constitución faculta a la ley para reglamentar la concurrencia de los colombianos a la 

prestación del servicio militar (artículo 216), y en virtud de la medida legislativa 

correspondiente (Ley 48 de 1993) sí existe una situación militar que cada colombiano está 

obligado a definir. En el caso no hay lugar a la formulación de objeción de conciencia, pues 

no se encuentra contemplada por el sistema jurídico interno. La alegada limitación de 

derechos no puede entenderse como vulneración, dado que el cumplimiento de una 

obligación constitucional es justamente un elemento correlativo de los derechos (Corte 

Constitucional República de Colombia, 1994c).   

 

En la sentencia T-075 de 1995 la Corte revisa la acción de tutela instaurada contra un 

colegio ubicado en el departamento del Meta por la vulneración de los derechos a la 

igualdad, la libertad de conciencia y el debido proceso a una estudiante que recibió sanción 

disciplinaria debido a su inasistencia a evento conmemorativo el 20 de julio, ausencia para 

la cual previamente solicitó permiso a las autoridades escolares en razón de su confesión 

religiosa -testigo de Jehová- que le obliga rendir veneración únicamente a Dios. La 

respuesta del establecimiento educativo fue tardía (agosto) y la sanción se estableció sin 

haberse brindado oportunidad de defensa a la demandante, además otros estudiantes que 

tampoco se presentaron al evento no fueron amonestados. La decisión final optó por tutelar 

los derechos a la igualdad y al debido proceso de la demandante, pues constató, en primer 

término, que hubo trato dispar al imponer sanción únicamente a la estudiante mientras los 

demás casos de ausencia en el evento no recibieron igual tratamiento, y que la instancia 

escolar que tomó la decisión sobre la sanción (Consejo de profesores) no dio posibilidad 

de defensa a aquella, ni incluye dentro de su conformación la representación estudiantil, 

lo que es ilegal e inconstitucional. Sin embargo, la Corte no consideró vulnerada la libertad 

de conciencia dado que el evento impugnado no implica ningún acto de adoración, y por 

lo tanto no contraviene los preceptos religiosos cuya vulneración invoca la estudiante, pues 

acoge con mayor proximidad el carácter de un acto cívico y patriótico ceñido al deber de 

todo colombiano consagrado en el artículo 2 y el numeral 5 del artículo 95 de la 

Constitución (Corte Constitucional República de Colombia, 1995a). 

 

La sentencia T-363 de 1995 retornará al ámbito del servicio militar obligatorio con la tutela 

instaurada por padre que alega vulnerada la libertad de conciencia y el libre desarrollo de 

la personalidad de su hijo por la prestación del servicio militar, que lo obliga a desempeñar 
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actividades contrarias a los cánones religiosos y creencias profesadas por el menor, quien 

también oficia como ministro al interior de su comunidad (testigos de Jehová), condición 

que además lo ubicaría dentro de las causales que eximen de la prestación del servicio 

conforme la Ley 48 de 1993. Reiterando los precedentes jurisprudenciales, la Corte no 

advierte vulneración de la libertad de conciencia en el caso estudiado, pues la objeción de 

conciencia no se encuentra contemplada por el ordenamiento constitucional y legal 

colombiano como eximente del servicio militar. Resalta como límite a la libertad de 

conciencia el interés general, en cuya virtud los ciudadanos se obligan al cumplimiento de 

deberes como la vinculación a filas, sin que ello implique violación de derecho fundamental 

alguno o que tales deberes de rango constitucional se supediten a la voluntad de los 

obligados. Los honores prodigados a los símbolos patrios no son equivalentes a prácticas 

de adoración o culto, ni los enaltece al nivel de divinidades, lo cual resta peso y veracidad 

a los argumentos aducidos en la demanda. Finalmente, la Corte constata que en el caso 

concreto no se ha demostrado adecuadamente la condición de ministro alegada en favor 

del menor, pues no se acreditan los estudios aprobados suficientes que corresponden a 

tal dignidad, para lo cual se toma como referente el ciclo formativo que opera en los 

jerarcas católicos. Tampoco se logra demostrar la ocupación a tiempo completo del menor 

en las labores ministeriales. En tal medida, no se suple el cumplimiento de los requisitos 

establecidos que eximen de la prestación del servicio militar (Corte Constitucional 

República de Colombia, 1995b). 

 

La sentencia C-561 de 1995 se encargaría de una nueva demanda de inconstitucionalidad 

contra la Ley 48 de 1993, específicamente el artículo 3, en el que se establece para todos 

los colombianos la obligación de tomar las armas cuando las necesidades públicas lo 

exijan, en orden a defender la independencia nacional y las instituciones públicas, bajo las 

exenciones y prerrogativas establecidas por ley. Entre los cargos invocados, el 

demandante señala que la disposición impugnada vulnera el derecho fundamental a la 

libertad de conciencia consagrado en el artículo 18 de la Constitución, el cual incluye a su 

juicio la posibilidad de objeción de conciencia. En el caso la Corte declara exequible la 

norma demandada, resaltando que la misma es un reflejo exacto de la obligación 

constitucional plasmada en el artículo 216 superior. De igual modo, tal disposición se halla 

en plena consonancia con el deber que recae sobre los nacionales de apoyar a las 

autoridades democráticas legítimamente constituidas para mantener la independencia y la 

integridad nacionales, como establece el artículo 95 de la Carta. La Corte ratifica el 
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precedente estipulado en la sentencia T-409 de 1992, en la cual se precisa que los 

derechos y libertades garantizados por el Estado mediante la Constitución conllevan unos 

deberes correlativos, cuyo cumplimiento traduce en la consecuente y justa contribución 

personal al interés colectivo, por demás prevalente sobre el interés privado. Añade que la 

obligación consagrada en el artículo 216 constitucional y reproducida por la norma bajo 

examen, está directamente emparentada con los fines misionales fijados a la fuerza 

pública, sin que ningún ciudadano pueda sustraerse a aquella salvo en los casos de 

exención que la misma Constitución en el artículo señalado difiere a la ley (Corte 

Constitucional República de Colombia, 1995c). 

 

La sentencia C-578 de 1995 aborda la acción de inconstitucionalidad presentada contra el 

artículo 15 del Decreto 0085 de 1989 “Por el cual se reforma el Reglamento de Régimen 

Disciplinario para las Fuerzas Militares”, en el que se atribuye la responsabilidad de toda 

orden militar a quien la emite, con la obligación de cumplirla por parte del subalterno aun 

cuando advierta en ella la eventual comisión de delito, falta al honor militar o mala 

conducta, siempre que el superior confirme por medio escrito la orden impartida. Para el 

demandante (Defensor del Pueblo), el principio de obediencia debida no tiene un alcance 

ilimitado o absoluto, pues frente a las órdenes militares “ilegítimas” -las que implican la 

comisión de actos delictivos, inmorales, antiéticos o deliberadamente opuestos a principios 

de justicia y moralidad universalmente reconocidos-, dicho principio no opera, y la 

responsabilidad por los actos perpetrados se extiende tanto al superior como al subalterno 

o agente que los realizó. El acatamiento irrestricto de órdenes de este tipo configuraría, 

según la demanda, una violación a la libertad de conciencia del subalterno a quien se 

imparten. En tales términos, le asiste la posibilidad y el deber de oponer resistencia a la 

orden ilegítima con base en su libertad de conciencia, de conformidad con el artículo 18 

constitucional. La Corte declara la exequibilidad del artículo impugnado, bajo el entendido 

de que las órdenes militares violatorias de los derechos fundamentales intangibles e 

inescindibles de la dignidad humana (Ley 137 de 1994, artículo 4º), no deben ser 

ejecutadas y que, en caso de serlo, tales órdenes no podrán ser alegadas como eximentes 

de responsabilidad. En consonancia con la Sentencia T-409 de 1992, reitera que el 

derecho a la libertad de conciencia habilita a un subalterno para negarse a obedecer una 

orden superior cuyo cumplimiento represente vulneración de derechos humanos, normas 

o principios constitucionales. Como parte del deber de advertencia, bajo tal circunstancia 

el militar está facultado para comunicar su reparo, en el propósito legítimo de hallar 
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congruencia entre sus actuaciones y sus propias convicciones, ceñidas unas y otras a los 

preceptos legales y constitucionales (Corte Constitucional República de Colombia, 1995d). 

 

La sentencia T-474 de 1996 resuelve la acción de tutela interpuesta por un ciudadano para 

proteger los derechos fundamentales a la vida, honra y salud de su hijo de 16 años de 

edad, que estima vulnerados por dos personas que firmaron en calidad de testigos el 

rechazo del menor a someterse a un procedimiento de quimioterapia ordenado por el 

médico tratante luego de la amputación practicada para tratar el cáncer de rodilla padecido 

por el adolescente. La razón del rehusamiento se fundamenta en el credo profesado por 

el paciente –testigos de Jehová-, que prohíbe expresamente la práctica de transfusiones 

de sangre a sus fieles. A juicio del padre demandante, las personas que fungieron como 

testigos, sin ningún derecho para asumir tal atribución, ejercieron sobre su hijo una presión 

indebida, que pone en peligro su vida. Resalta que es él, como titular de la patria potestad 

del menor, quien puede tomar las decisiones atinentes al caso. Ante la negativa expresada, 

el oncólogo a cargo decidió no practicar el procedimiento y dar el alta al paciente, 

advirtiendo al padre sobre el carácter imprescindible de la intervención rehusada, cuya 

omisión pondría en elevado riesgo la vida del menor. Tal como ocurrió en la decisión de 

instancia, la Corte declaró improcedente la acción de tutela, pues en el caso no se instaura 

contra un particular prestador de servicio público o frente al cual el agraviado se encuentre 

en situación de subordinación o indefensión, tampoco configura una circunstancia que 

lesiona gravemente el interés colectivo, como prescribe el artículo 42 del Decreto 2591 de 

1991 respecto a los requisitos para interponer tal recurso contra particulares. En su 

análisis, establece que la adopción de una confesión religiosa es efecto del ejercicio 

simultáneo de distintos derechos fundamentales, entre ellos la libertad de conciencia. Con 

base en el grado de capacidad restringida que reconoce la legislación a los denominados 

menores adultos (personas entre los 12 y los 18 años de edad en las mujeres, y entre los 

14 y 18 en los hombres según lo dispuesto en el artículo 60 del Decreto 2820 de 1974, 

modificatorio del Código Civil), la Corte resalta en esta franja etaria una posibilidad efectiva 

de ejercer sus derechos a la libertad de pensamiento, conciencia y religión, tal cual han 

sido consagrados en el artículo 14 de la Convención sobre los Derechos del Niño 

(aprobada por el Estado colombiano mediante la Ley 12 de 1991), que conlleva facultad 

suficiente para determinar unos parámetros morales propios. En el caso de los líderes o 

ministros de una determinada religión opera una conclusión semejante, pues su actividad 

referida a la divulgación de los principios y fundamentos constitutivos de su fe para sumar 
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nuevos creyentes, incluso cuando se dirigen a menores adultos, no puede tenerse por una 

conducta ilegítima. En sentido opuesto, “dicha labor materializa algunos de los derechos 

fundamentales de esas personas, entre ellos el derecho a elegir, practicar y difundir su 

religión, el derecho a la libertad de conciencia y de cultos y el derecho a la libertad de 

expresión” (Corte Constitucional República de Colombia, 1996a). Por su parte, el 

consentimiento expreso del menor adulto frente a un tratamiento que sus creencias y 

religión prohíben, en tanto ejercicio efectivo de los derechos a la libertad de religión y culto, 

al libre desarrollo de la personalidad y a la libertad de conciencia, debe tener lugar 

acompañado del consentimiento de los padres cuando la vida del paciente está en riesgo, 

de modo que se priorice la garantía del derecho fundamental a la vida. De este modo:  

 

(…) se concluye que menor adulto, próximo a cumplir los dieciocho años, que 

decidió por voluntad propia acoger una determinada religión y cumplir con los 

preceptos que ella le impone, tiene derecho a cumplir las obligaciones de carácter 

moral que asumió; ahora bien, si tales preceptos interfieren decisiones sobre su 

salud e integridad física, afectando incluso sus expectativas de vida, tendrá 

derecho, no a decidir por sí solo, sino a  participar en las decisiones que tengan 

que ver con su salud y con los tratamientos médicos que se le recomiendan, 

expresando libremente su opinión, dado que es un asunto que lo afecta 

directamente. (Corte Constitucional República de Colombia, 1996a) [negrilla en 

fuente original].   

 

De conformidad con el artículo 12 de la Convención sobre los Derechos del Niño, tal 

opinión debe ser valorada y tomada en cuenta bajo la perspectiva de garantizar la 

coexistencia y ejercicio pleno de los derechos fundamentales. Al identificar la situación 

como un caso extremo, la Corte encuentra que la prevalencia de la decisión paterna sobre 

la determinación del hijo constituye la vía legítima, acorde y consecuente con la primacía 

que detenta el derecho fundamental a la vida, sin por ello estimar menoscabada o 

usurpada la autonomía del menor (Corte Constitucional República de Colombia, 1996a). 

 

La sentencia T-602 de 1996 se ocupó de una tutela contra la Cooperativa de Trabajo 

Asociado de Servicios Funerarios Cootransfun, que impidió a un ministro de la iglesia 

católica anglicana utilizar las capillas del cementerio Central y del Sur en Bogotá, disponer 

elementos para ejercer los oficios religiosos y celebrar misas, lo que a juicio del 
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demandante configuró una vulneración de la libertad religiosa y de cultos, el derecho al 

trabajo, la igualdad y la propiedad privada (este último por el impedimento a feligreses para 

visitar mausoleos). En esta ocasión, la Corte amparó el derecho a la libertad de cultos del 

demandante, bajo la consideración según la cual el ejercicio efectivo de dicha libertad 

incluye la posibilidad de su realización en el foro público, bajo la única limitación que 

interponen los derechos de los demás, la salud, la seguridad, el orden y la moralidad 

públicas. Al respecto precisa: 

 

(…) el derecho a escoger libremente las opciones espirituales de cada uno se 

deriva directamente de la libertad de conciencia, es fundamental e inalienable y 

tiene por consecuencia la función estatal de tutelar la libre práctica de los actos 

externos en los cuales se refleja la convicción religiosa. (Corte Constitucional 

República de Colombia, 1996b) 

 

La sentencia T-393 de 1997 revisó un cúmulo de fallos de instancia que se pronunciaron 

frente al impedimento de continuar y finalizar los estudios de educación secundaria, 

impuesto por instituciones educativas a estudiantes en estado de embarazo o en condición 

de madres, por lo cual alegaron vulnerados sus derechos al libre desarrollo de la 

personalidad, a la educación, a la intimidad, a la igualdad, entre otros. La Corte revocó los 

fallos por las siguientes consideraciones: la reglamentación contenida en manuales de 

convivencia escolar está sujeta a los límites que fijan los derechos fundamentales de los 

estudiantes, como es el caso de la libertad de conciencia. Es en virtud de esta libertad que 

cualquier estudiante puede optar autónomamente por la maternidad o el matrimonio, sin 

que la función educativa esté habilitada para imponer convicciones o creencias sobre tal 

decisión, pues corresponden exclusivamente al fuero íntimo y libre del educando, inmune 

a la coacción de agentes externos. En tales casos, la libertad de conciencia de los 

estudiantes no debe encontrar restricciones “Mientras se trate apenas de la profesión de 

sus ideas o de prácticas acordes con el libre ejercicio de aquella, y en tanto con su 

conducta no cause daño a la comunidad estudiantil” (Corte Constitucional República de 

Colombia, 1997a). La maternidad es digna de protección, por tanto no procede concebirla 

como falta disciplinaria ni circunstancia que deba ocultarse o deba impedir el goce del 

derecho a la educación, lo contrario vulnera el libre desarrollo de la personalidad, la 

dignidad humana, y al dar tratamiento discriminatorio a las madres, el derecho a la 

igualdad. La libertad de enseñanza no es absoluta, pues debe allanarse al respeto por los 
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derechos humanos. La autonomía personal e intimidad familiar de las estudiantes se hallan 

vulneradas cuando las autoridades escolares les impiden decidir libremente la alternativa 

que se ajusta a su voluntad frente a asuntos de trascendencia personal como la maternidad 

o el matrimonio (Corte Constitucional República de Colombia, 1997a). 

 

La sentencia C-616 de 1997 resolvió una demanda de inconstitucionalidad que impugna 

múltiples mandatos legales sobre la exigencia de juramento en trámites judiciales y 

administrativos, que se estiman lesivos de las libertades de religión y conciencia, el libre 

desarrollo de la personalidad, la libertad de opinión y la igualdad. El fallo de la Corte declaró 

exequibles las normas demandadas, al considerar que en el momento actual la institución 

del juramento está desprovista de cualquier connotación o significado religioso o moral. Se 

concibe mejor como un acto civil formal por el cual el declarante suscribe el compromiso 

solemne y expreso con la verdad y se atiene a los efectos penales que se derivan de faltar 

a ella, lo que dota de mayores garantías en orden a obtener una declaración fidedigna y 

veraz. En tal perspectiva, en nada trastoca ni contraviene el juramento cualquier creencia 

religiosa o dictamen de conciencia profesados o practicados por quien deba someterse a 

tal acto, más aún cuando en su contenido paulatinamente se viene suprimiendo la 

invocación a una deidad o divinidad específica. La objeción de conciencia como recurso 

para rehusar el juramento trasgrede el principio de igualdad que estipula el artículo 13 de 

la Constitución, pues en caso de ser admitida el objetor quedaría librado de la 

responsabilidad penal a la cual se vería sometido en caso de faltar a la verdad cuando 

media la exigencia de juramento, responsabilidad cuya aplicación persistiría sobre quienes 

acogieran el requisito.  

 

Desde su comprensión nudamente jurídica, la Corte define la conciencia como “el propio 

e íntimo discernimiento sobre lo que está bien y lo que está mal” (Corte Constitucional 

República de Colombia, 1997b). Esta acepción es el punto de partida para identificar 

contornos más precisos y contrastables frente al derecho a la libertad de conciencia: 

 

En efecto, la libertad de conciencia se ha distinguido de las libertades de 

pensamiento y opinión, y también de la libertad religiosa, considerándose que ella 

no tiene por objeto un sistema de ideas, ni tampoco la protección de una 

determinada forma de relación con Dios, sino la facultad del entendimiento de 

formular juicios prácticos en relación con lo que resulta ser una acción correcta 
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frente a una situación concreta que se presenta de facto. En otras palabras, es la 

facultad de discernir entre lo que resulta ser el bien o el mal moral, pero en relación 

con lo que concretamente, en determinada situación, debemos hacer o no hacer. 

Por eso se dice que es un conocimiento práctico. (Corte Constitucional República 

de Colombia, 1997b) 

 

A las anteriores se suma una diferencia frente a las libertades de opinión y religión, dada 

la condición que recae sobre la libertad de conciencia como prerrogativa personal, en virtud 

de la cual su ejercicio se presenta únicamente de manera individual. En tales términos, la 

conciencia de la cual se predica el derecho mencionado alude a “la conciencia subjetiva, 

o mejor, la regla subjetiva de moralidad. No se trata pues de la protección abstracta de un 

sistema moral determinado, o de una regla objetiva de moralidad” (Corte Constitucional 

República de Colombia, 1997b). 

 

Como aspecto común que emparenta a la libertad de conciencia con las libertades de 

religión, opinión y pensamiento, la Corte destaca 

 

(…) una doble significación: de una parte implican la autonomía jurídica del 

individuo en lo referente al objeto jurídico que amparan, y de otro, conllevan la 

inmunidad de coacción con respecto al mismo objeto. Es decir, se reconoce la 

facultad de autodeterminarse que compete a cada individuo en estos aspectos y 

también se impide el que el individuo sea forzado o presionado en torno a ellos. 

(Corte Constitucional República de Colombia, 1997b) 

 

La autonomía jurídica refiere entonces a la libertad interior que faculta la elección personal, 

así como la proyección exterior de aquello que resulta del juicio moral propio. Entre tanto, 

la inmunidad de coacción alude a la ilegitimidad que signa a cualquier fuerza externa por 

cuyo conducto la persona se vea forzada a actuar en sentido opuesto a sus convicciones 

o creencias.  

 

Hasta este momento la jurisprudencia permite vislumbrar la relación de la libertad de 

conciencia con otros derechos fundamentales y con deberes de rango constitucional. Por 

un lado, la Corte privilegia el derecho a la vida como razón suficiente para penalizar el 

aborto e impedir la interrupción del embarazo por motivos de conciencia. Similar 
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prevalencia es aplicable a los casos en que pacientes menores adultos ven comprometida 

ostensiblemente su salud o su vida cuando se niegan a recibir ciertos tratamientos médicos 

en razón de una creencia o convicción personal. En un notorio viraje frente al precedente, 

la Corte también subordina la libertad de conciencia al principio de igualdad que obliga a 

toda persona a someterse a la misma exigencia del juramento como medio de preservar 

la responsabilidad penal derivada de faltar a la verdad en el curso de determinados trámites 

administrativos o judiciales. A lo anterior se suma el servicio militar obligatorio como deber 

constitucional frente al cual el derecho a la libertad de conciencia está obligado a ceder, 

máxime considerando que la objeción no se encuentra incluida en el ordenamiento jurídico 

colombiano entre las causales de exención.  

 

En circunstancias relacionadas con los derechos fundamentales en el entorno escolar, la 

libertad de conciencia cobra primacía sobre la libertad de enseñanza, en aras de 

salvaguardar la integridad de las creencias y convicciones de los estudiantes al igual que 

su autonomía e intimidad, mientras el bienestar de la comunidad educativa no resulte 

afectado.  Frente a las libertades de religión, pensamiento y opinión, la Corte logra precisar 

y deslindar su contenido respecto a la libertad de conciencia. En el primer caso, la libertad 

de religión tiene como bien jurídico protegido la relación personal con Dios y la 

trascendencia, cuyas manifestaciones externas encuentran cobijo en la libertad de cultos. 

A su turno, la libertad de pensamiento resguarda las concepciones e ideas incubadas, 

gestadas o adquiridas por la persona, que encuentran un conducto de manifestación 

externa gracias a la libertad de opinión. Entre tanto, la libertad de conciencia protege la 

capacidad racional de discernir, a través de juicios prácticos y autónomos, el parámetro 

moral bajo el cual se ha de orientar la conducta en una situación concreta. Aún así, todas 

estas libertades encuentran en la inmunidad de coacción y la autonomía jurídica puntos de 

intersección que realzan la facultad personal e intransferible de elección, junto a la censura 

de fuerzas externas que sometan la voluntad a designios contrarios a las creencias y 

convicciones de cada cual.  

 

La sentencia SU-510 de 1998 revisó la tutela interpuesta por la Iglesia Pentecostal Unida 

de Colombia - IPUC contra varias autoridades indígenas de la comunidad Arhuaca (Ika) 

por diversos sucesos que los demandantes consideran arbitrariedades y atropellos 

(prohibición de actividades de culto bajo amenazas de detención, despojo de biblias y 

objetos personales, sellamiento y desalojo del templo, detención y encarcelamiento 
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arbitrario a pastor y miembros de la iglesia , castigos físicos, expulsión, restricciones para 

acceso a territorios), cometidos desde 15 años atrás contra indígenas y líderes no 

indígenas pertenecientes a la IPUC asentados en la Sierra Nevada de Santa Marta, iglesia 

cuya presencia en la Sierra data de hace 39 años. Lo anterior por cuanto tales conductas 

vulneran a indígenas y no indígenas de la IPUC, entre otros, el derecho fundamental a la 

libertad de conciencia. Desvirtuando las razones esgrimidas por los demandantes, el fallo 

de la Corte considera que son las actividades y prácticas religiosas de la IPUC -

construcción de templos, proselitismo- los que vulneran intereses y derechos colectivos de 

la comunidad arhuaca, en este caso su autonomía en el manejo y determinación de los 

asuntos al interior de su territorio (amparada constitucionalmente). Los derechos 

fundamentales a la integridad étnica y cultural de la comunidad arhuaca se tornan 

prevalentes desde el punto de vista constitucional, de modo que ante ellos deben ceder 

los derechos invocados por la iglesia accionante (Corte Constitucional República de 

Colombia, 1998a). 

 

La sentencia T-588 de 1998 abordó la acción de amparo interpuesta por un grupo de 

padres en representación de sus hijos contra el colegio en el cual se encontraban 

matriculados y el profesor encargado de la asignatura educación física, por encontrar 

vulnerados los derechos de los estudiantes a la libertad de conciencia y al libre desarrollo 

de la personalidad. Ello por cuanto el docente exigió la ejecución de danzas y bailes como 

parte del cumplimiento del logro “ejecución de ritmos”, a lo cual los estudiantes se negaron 

dado que tal actividad riñe con el credo que profesan en su condición de integrantes de la 

Iglesia Pentecostal Unida de Colombia. El profesor se negó a concertar con los padres y 

alumnos involucrados una solución a la situación presentada, esgrimiendo que su 

actuación está enmarcada dentro de lo estipulado en la materia por la Ley 115 de 1994, la 

regulación expedida por el Ministerio de Educación Nacional sobre programas curriculares 

de educación física, además de la Resolución 2343 de 1996 y el manual de convivencia 

del plantel al cual padres y estudiantes se suscriben y comprometen a cumplir con el acto 

de matrícula. La negativa de los estudiantes al desarrollo de los ejercicios exigidos les ha 

acarreado la reprobación de la asignatura y la imposibilidad de matricularse al siguiente 

año escolar, sin poder acceder a una alternativa de recuperación distinta a la ejecución de 

bailes que justamente configura el objeto de rechazo emanado de los alumnos. Para la 

Corte, en el caso se revela una colisión entre el derecho a la libertad de cátedra del docente 

y el derecho a la libertad religiosa y de conciencia de los estudiantes. Frente a estas últimas 
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precisa que la coherencia entre la creencia religiosa y la práctica alcanza tal relevancia 

para el creyente al punto de producir un grado elevado de complacencia como de 

sufrimiento en caso de no hallar correspondencia entre una y otra.  

 

Si esto es así sería incongruente que el ordenamiento de una parte garantizase la 

libertad religiosa, pero de otra parte, se negase a proteger las manifestaciones más 

valiosas de la experiencia religiosa, como la relativa a la aspiración de coherencia 

a la que apunta el creyente entre lo que profesa y lo que practica. Este elemento 

que pertenece al núcleo esencial de la libertad religiosa, define igualmente una 

facultad que es central a la libertad de conciencia, que refuerza si se quiere aún 

más la defensa constitucional de los modos de vida que sean la expresión cabal de 

las convicciones personales más arraigadas. (Corte Constitucional República de 

Colombia, 1998b) 

 

Como ocurre en el caso examinado, en presencia de una “objeción de conciencia o 

religiosa” contra una práctica escolar, y existiendo medios distintos para alcanzar el 

objetivo pedagógico trazado, la Corte privilegia el principio constitucional de armonización 

concreta para una solución encaminada al ejercicio simultáneo de los derechos hallados 

en conflicto, lo que permitiría ajustar el método empleado sin alterar la meta didáctica 

propuesta. Las probabilidades de una armonización del mismo tipo se reducen cuando las 

políticas y acciones concebidas para el desarrollo integral del estudiante, como los 

métodos empleados en su aplicación se estiman necesarios e insustituibles en perspectiva 

de satisfacer en el mayor grado el interés del educando. La labor del juez constitucional en 

esta clase de tensiones se remite a verificar la existencia de una objeción genuina y 

sincera, aducida de manera seria y ajena a un uso oportunista para librar el cumplimiento 

de un mandato o deber legítimos. Para la Corte la instrucción impartida por el profesor 

enajena al estudiante respecto a sí mismo y le obliga a actuar contra sus convicciones 

religiosas más profundas. Resulta carente de justificación pedagógica disponer el cuerpo 

a un acto rechazado por la conciencia religiosa del alumno, considerando la existencia 

comprobada de alternativas distintas para el logro del fin curricular propuesto sin provocar 

tal conflicto al fuero interno del alumno, ni menoscabar su dignidad. Estima que la objeción 

invocada por los estudiantes tiene fundamento en convicciones religiosas profundas y 

serias, carentes de intención acomodaticia, pues se ciñen a ellas incluso al costo de 

reprobar la asignatura y perder el cupo escolar. Precisa el fallo: 
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(…) en este caso, la objeción de conciencia que, con fundamento en sus 

convicciones religiosas, han opuesto padres y alumnos al profesor está llamada a 

prosperar parcialmente, en lo que toca con la ejecución de los temas musicales 

escogidos por éste y que por los motivos expresados han sido rechazados por los 

primeros (…) la protección de los derechos conculcados - de religión y libertad de 

conciencia -, reclama que el docente se abstenga de reiterar su conocida exigencia 

para impartir su aprobación al curso de educación física y, de otra parte, proceda a 

determinar otra forma de prueba que no lesione tales derechos, para lo cual deberá 

agotar las instancias del diálogo constructivo con los padres y los estudiantes 

involucrados en la situación analizada. (Corte Constitucional República de 

Colombia, 1998b) 

 

La sentencia T-877 de 1999 atendió la acción de tutela presentada por un grupo de 

estudiantes de un colegio ubicado en el municipio de Villa de Leyva, luego de que el comité 

directivo del plantel cancelara el cupo de los educandos por su inasistencia reiterada a 

izadas de bandera y actos cívicos relacionados con homenajes a símbolos patrios o 

desfiles convocados en el contexto escolar. La renuencia a participar en tales eventos 

obedece a las creencias religiosas profesadas por los demandantes en tanto integrantes 

de la iglesia de los testigos de Jehová, cuyas normas contemplan que todo acto de 

adoración solo podrá tener como destinatario exclusivo a Dios, de tal suerte que rendir 

veneración a objetos o símbolos en jornadas cívicas o escolares como las convocadas 

resulta contrario a los preceptos religiosos que practican. La determinación sobre la 

cancelación del cupo escolar fue adoptada por el comité directivo por considerar que la 

conducta de los estudiantes transgrede el manual de convivencia vigente, y estuvo 

precedida por notificaciones a estudiantes y padres de familia involucrados sobre las 

implicaciones de la situación irregular. Los accionantes solicitan el amparo de sus derechos 

al libre desarrollo de la personalidad, a la igualdad, al buen nombre, a la libertad de 

conciencia, a la libertad de cultos y al debido proceso, que encuentran conculcados por las 

acciones y determinaciones del rector y el consejo directivo de la institución educativa en 

la cual se encontraban matriculados. Solicitan por ende el reintegro del cupo escolar para 

el año lectivo 1999 y la nivelación académica correspondiente. 
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La Corte retoma las disposiciones de la sentencia T-075 de 1995, providencia según la 

cual las órdenes impartidas para participar en desfiles cívicos no pueden asumirse como 

ataques o vulneraciones a la libertad de conciencia, pues responden consecuentemente 

al cumplimiento de un deber que el numeral 5 del artículo 95 constitucional asigna a todo 

ciudadano colombiano. Tampoco encuentra asimilable el acto patriótico con un acto de 

adoración, pues son de naturaleza diferente dado que el primero está despojado de 

cualquier carácter religioso o cúltico, más bien alude a la manifestación de un sentimiento 

de pertenencia a la nación, como también señalaría la sentencia T-363 de 1995. 

 

Al estimar en los mencionados actos una parte constitutiva de la formación integral del 

educando, la Corte no halla acreditadas las razones invocadas por los estudiantes para 

rehusarse al cumplimiento de los deberes fijados, por tanto su conducta se torna en 

auténtica muestra de indisciplina intolerable al interior del plantel educativo. Por esta vía 

concluye al respecto: 

 

Los demandantes pueden desarrollar su personalidad profesando la religión que 

han escogido y practicando los cultos propios de ella, sin que tales libertades ni la 

de conciencia se vean menoscabadas por la imposición de los aludidos deberes, a 

través del manual de convivencia, que son legítimos desde el punto de vista 

constitucional. (Corte Constitucional República de Colombia, 1999) 

 

La sentencia C-660 de 2000 se ocupó de una demanda de inconstitucionalidad sobre el 

numeral 1 del artículo 6 de la Ley 25 de 1992, en el cual se incluye como causal de divorcio 

las relaciones sexuales extramatrimoniales, a menos que hayan sido consentidas por el 

demandante, o de otro modo, las haya facilitado o perdonado. Para el accionante, tal 

disposición lesiona la dignidad humana, independencia, autonomía y autorrespeto del 

cónyuge que recibe el agravio. En este caso, la Corte realza la familia como institución 

donde cobran primacía los derechos fundamentales al libre desarrollo de la personalidad, 

la libertad de conciencia y el derecho a la intimidad, en virtud de lo cual, en su interior está 

proscrito cualquier mecanismo coactivo tendiente a imponer la permanencia de la pareja. 

En tales términos, perdonar, consentir o facilitar relaciones extramatrimoniales, como actos 

del más íntimo fuero personal, no pueden traducirse en culpabilidad para justificar la 

excepción a las relaciones extramatrimoniales como causal de divorcio. En tanto la norma 

demandada invade aspectos individuales y personales de tal naturaleza y relevancia, la 
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excepción impugnada se declara inexequible en vista del efecto lesivo que puede 

ocasionar sobre los derechos a la libertad de conciencia y el libre desarrollo de la 

personalidad de la pareja (Corte Constitucional República de Colombia, 2000). 

 

La sentencia C-740 de 2001, que declaró exequibles diversos artículos de la Ley 522 de 

1999 “por medio de la cual se expide el Código Penal Militar”, enfatizó en la obligatoriedad 

constitucional de prestar el servicio militar, en modo alguno eludible por la figura de la 

objeción de conciencia, conforme lo dictaminado en la Sentencia T-409 de 1992 (Corte 

Constitucional República de Colombia, 2001a). 

 

La sentencia T-982 de 2001, dirimió la tutela interpuesta por una empleada de la Caja de 

Compensación del Amazonas Cafamaz tras la decisión del director administrativo de la 

entidad de aumentar tres horas al horario laboral establecido, para ser cumplidas los días 

sábados en la mañana. Con esta decisión la demandante considera vulnerado su derecho 

a la libertad religiosa por cuanto el credo que profesa -adventista del séptimo día- no le 

permite dedicar el tiempo correspondiente al sabath (6:00 pm del viernes a 6:00 pm del 

sábado) a actividades distintas a la adoración de Dios. También estima violado su derecho 

al trabajo, así como los derechos a la salud, la educación, la subsistencia y la vida de su 

hija y su madre, a quienes provee el sustento. La entidad demandada negó la solicitud 

elevada por la funcionaria para definir días distintos al sábado a efecto de cumplir con las 

tres horas adicionales de trabajo. Entre las razones de tal negativa se adujo que la nueva 

medida, además de acorde con la normatividad vigente en materia laboral, respondía al 

propósito de elevar la decaída productividad de la entidad y estimular el trabajo en grupo, 

sumado a la consideración según la cual disponer un horario diferente para uno de los 

empleados supone un trato desigual que altera el orden pretendido al interior de la 

empresa. Luego de ausentarse por tercera vez para cumplir con la nueva disposición, y los 

llamados de atención remitidos por la dirección administrativa en cada ocasión, la 

empleada fue notificada de la finalización de su contrato sin justa causa, con la liquidación 

correspondiente. Aunque el recurso de amparo solicitó en un inicio la aplicación del horario 

anteriormente vigente o la posibilidad de compensar las horas adicionales en días distintos 

al sábado, tras el despido de la demandante su petición se centró en el reintegro a su 

trabajo bajo las condiciones horarias previamente establecidas. Para la Corte, a pesar de 

efectuarse en el marco de la facultad que la legislación laboral otorga al empleador para 

fijar el horario de sus trabajadores, la medida adoptada por la caja de compensación 
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configura una afectación grave a la libertad religiosa de la demandante, tras ponerla frente 

al gravoso dilema de obedecer las reglas patronales o los imperativos del ser superior del 

cual es devota. El Código Sustantivo del Trabajo en su artículo 23 prescribe que el ejercicio 

de tal facultad no puede afectar el honor, la dignidad y los derechos del trabajador, en 

consonancia con los tratados y convenios internacionales de derechos humanos 

vinculantes para el Estado colombiano. “También advierte la Sala que la limitación es grave 

si se tiene en cuenta que desconoce un ámbito de protección específicamente 

contemplado por la Constitución, a saber, exigir a alguien que realice actos en contra de 

su conciencia (artículo 18, C.P.)” (Corte Constitucional República de Colombia, 2001b). 

Desde esta perspectiva, resulta más razonable limitar leve y parcialmente la facultad que 

asiste al empleador de fijar los horarios de trabajo, en favor del derecho de la accionante 

a obrar conforme a sus profundas convicciones religiosas. 

 

La sentencia T-1059 de 2001 abordó el caso de una docente que participó en un paro 

nacional por espacio de tres días en los meses de junio y agosto del año 2000, lo que le 

acarreó como sanción el descuento salarial de las jornadas no laboradas. Ante la medida 

que le fue impuesta, interpuso acción de tutela contra el Ministerio de Educación, el 

secretario de educación y el gobernador de Antioquia por estimar vulnerados, entre otros, 

sus derechos a la libertad de conciencia, al trabajo y el derecho de libre asociación, 

máxime considerando que el tiempo no laborado fue repuesto y el paro no fue declarado 

ilegal en ningún momento, según invoca la accionante. Para la Corte, a la luz de lo 

estipulado por el Código Sustantivo del Trabajo (art. 430), los paros en los que participó 

la demandante son ilegales, en tanto no cumplen los requisitos normativamente 

establecidos para configurar una huelga en los términos autorizados por la ley. Ello por 

tratarse de uno de los sectores que presta un servicio público (a los cuales les está 

expresamente prohibida la huelga). Tampoco las causas invocadas se ajustan a las 

autorizadas para adelantarla (artículo 379 del C. S. T.), pues no se trató de cesación 

colectiva de trabajo tendiente a obtener mejoría laboral u ocasionada por incumplimiento 

del patrono de sus obligaciones convencionales o legales, sino como protesta por 

inconformidad con políticas gubernamentales. En tal circunstancia, que el paro no haya 

sido declarado ilegal en nada incide o justifica la ausencia en el trabajo de la docente, 

pues no se configuró una declaración de huelga como está autorizada legalmente. En los 

términos de la sentencia,   
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El derecho a la libertad de conciencia comprende de acuerdo a la norma en 

mención [artículo 18 Constitución Política]: el derecho a la autonomía del individuo 

para discernir y apreciar el valor moral de los actos humanos y la libre observancia 

de sus propias convicciones; el derecho a no ser perturbado por causa de ellas, 

sea que se manifiesten o se mantengan bajo reserva; el derecho al silencio para 

no descubrir o manifestar a otros sus creencias o convicciones y el derecho a no 

ser obligado a actuar en contra de éstas. (Corte Constitucional República de 

Colombia, 2001c)  

 

Aun cuando la accionante es ciertamente titular del derecho aludido, ejercerlo no le 

descarga de sus obligaciones laborales, por tanto sumarse a las actividades de paro como 

forma de proceder en consonancia con los dictámenes de su conciencia no es óbice para 

faltar a sus deberes contractualmente suscritos. Resalta la Corte que la libertad de 

conciencia no es en modo alguno incondicional ni absoluto, pues “sólo puede ejercerse 

legítimamente cuando no afecta a otras personas, o no se causa un daño. En el presente 

caso, se ha visto afectado el servicio público de la educación, causando daño a quienes 

debían recibirla” (Corte Constitucional República de Colombia, 2001c). Finalmente, la 

Corte desestima la vulneración de derechos alegada en la demanda.   

 

La sentencia C-1287 de 2001 se ocupó de la demanda interpuesta contra algunas normas 

consagradas en la Ley 522 de 1999 “Código Penal Militar”, el Decreto 2700 de 1991 

“Código de Procedimiento Penal” y la Ley 600 de 2000 “Nuevo Código de Procedimiento 

Penal”, en las que se prohíbe imponer obligación a cualquier ciudadano de declarar contra 

sí mismo o su cónyuge, compañero(a) permanente, parientes dentro del cuarto grado de 

consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil. Según los accionantes, aunque la 

distinción de grado que aplica la excepción es tomada de modo literal del artículo 33 de la 

Constitución, introduce un elemento discriminatorio que afecta a quienes han contraído la 

calidad de parientes mediante adopción, con lo cual encuentran una vulneración directa 

del artículo 42 de la Carta en virtud del cual hijos adoptivos e hijos procreados de forma 

natural ostentan iguales derechos y deberes. A juicio de la Corte, el principio de no 

incriminación de familiares encuentra su base axiológica en otra serie de principios y 

valores como la dignidad humana, la autonomía, la libertad de conciencia, la unidad y la 

intimidad de la familia, lo que explica la disposición contenida en el artículo 33 superior. 

Añade: “La libertad moral o libertad de conciencia a que alude el artículo 18 de la 
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Constitución, encuentra una garantía complementaria en el principio de no incriminación, 

impidiendo presiones sobre la conciencia de los individuos llamados a deponer en esas 

circunstancias” (Corte Constitucional República de Colombia, 2001d). 

  

Para la Corte es claro que la disposición del artículo 33 constitucional, respecto a los hijos 

adoptivos, restringe el alcance de los principios de igualdad, no discriminación de 

familiares, respeto a la intimidad familiar, de protección a la familia y respeto a la dignidad 

humana, privilegiando la obligación de colaborar con la administración de justicia (C.P 

artículo 95). Al tiempo, el artículo 42 extiende al nivel más garantista el derecho a la 

igualdad, al prescribir que en todos casos los hijos adoptivos tendrán iguales derechos que 

los demás. Allí ubica la Corte el problema jurídico que enfrenta a las dos normas 

constitucionales implicadas en las disposiciones legales demandadas. La sentencia 

enfatiza en que el artículo 33 no puede comprenderse aisladamente, pues debe ser 

armonizado con el principio y valor de la igualdad, específicamente en el sentido de 

proscribir diferencias de trato por origen familiar (artículo 42 C.P), lo cual conlleva el efecto 

jurídico de extender, en las normas que la contemplen, el alcance de la excepción al deber 

de declarar, de manera que cobije a los parientes adoptivos hasta el cuarto grado. Esta 

interpretación armónica (que supera la nuda asimilación literal de las normas superiores), 

obra en consonancia directa con el derecho que reconoce el inciso 4° del artículo 42 de la 

Constitución Política (derecho a la igualdad en el ámbito de las relaciones familiares).  

 

Por lo anterior, la Corte determina la exequibilidad de las normas demandadas, fijando 

para ellas una interpretación sistémica integrada con lo previsto en el inciso 4° del artículo 

42 de la Constitución Política, de modo que la aplicación eficaz del principio de igualdad 

no sea menoscabada (Corte Constitucional República de Colombia, 2001d). 

 

La sentencia T-345 de 2002 revisó el fallo de tutela presentada por un estudiante contra la 

Universidad Católica Popular de Risaralda, institución que contempla como obligatorio un 

seminario de ética dentro del programa curricular cursado por el demandante, quien 

considera agredidos sus derechos fundamentales a la libertad de conciencia y a la libertad 

de religión y cultos por la imposición de una asignatura con preminencia confesional 

netamente cristiana, incompatible con sus creencias y convicciones personales. En primer 

término, la Corte no encuentra vulnerado el derecho a la libertad de religión y cultos, por 

cuanto se constató que ni la universidad demandada ni el docente involucrado ejercieron 
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persecución sobre el estudiante, ni se interpuso impedimento para difundir o practicar 

religión o culto alguno, ni obligación de compartir determinado credo. 

 

En tal perspectiva, la Corte asume que el abordaje de sus creencias religiosas dentro del 

ámbito académico por parte de un profesor, en términos tolerantes y respetuosos, y el 

hecho de que el estudiante discrepe de las mismas, no supone una presión para este, más 

bien constituye una confrontación con visiones contrarias, lo que hace parte de las 

vivencias propias de la universidad.    

 

Óptica diferente asume frente a la libertad de conciencia. Respecto a este derecho, la Corte 

establece:   

 

(…) el ámbito de protección de la libertad de conciencia contempla no sólo la 

posibilidad de abstenerse de llevar a cabo acciones que contraríen profundamente 

las propias convicciones, sino que también protege a las personas de tener que 

revelar cuáles son sus creencias, estableciéndose así un alto umbral de tolerancia, 

conforme al principio pro libertatis. (Corte Constitucional República de Colombia, 

2002a).  

 

Tanto particulares como jueces de tutela encuentran en la libertad de conciencia un límite 

infranqueable que les impide exigencia alguna sobre terceros orientada a revelar las 

creencias personales o derivar de su reserva alguna consecuencia jurídica. Por lo anterior, 

la autonomía universitaria que recae sobre la entidad demandada, como su libertad de 

religión y su derecho a impartir enseñanza y educación religiosa se hallan limitados por las 

prescripciones legales, los derechos de los demás y los principios sobre los cuales se 

asienta toda sociedad democrática. La consecuencia directa de ello en el caso examinado 

conduce a que la autonomía de la universidad para impartir asignaturas de contenido 

confesional no incluye libertad para aplicar metodologías que en desmedro de la libertad 

de conciencia obliguen a los estudiantes a develar las creencias que profesan. En tal 

sentido concluye la Corte:  

 

Una universidad no puede, pretender, mediante una clase de ética: (i) conducir a 

que una persona, contra su voluntad, cambie sus convicciones religiosas; (ii) 
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calificar las creencias religiosas de los estudiantes; ni (iii) presionar a los 

estudiantes a revelar “sus convicciones o creencias” (art. 18, C.P.) 

(…) constituye una amenaza grave y real a la libertad de conciencia, exigirle 

a un estudiante universitario que curse una asignatura que por su contenido, 

finalidad y metodología, lo lleva a revelar sus creencias y convicciones. (Corte 

Constitucional República de Colombia, 2002a) [cursivas en texto original] 

 

Si bien declara la carencia actual de objeto por cuanto el estudiante ya había obtenido su 

título profesional al momento de la decisión, la Corte ampara el derecho a la libertad de 

conciencia invocado en la demanda.  

 

La sentencia T-659 de 2002 examinó la acción de tutela presentada por un ciudadano con 

la intención de que se ordenara una transfusión de sangre a la que su esposa se negó 

expresamente por medio escrito debido a sus creencias religiosas como integrante de la 

comunidad de los testigos de Jehová. De acuerdo al dictamen del médico tratante, el 

procedimiento rehusado era necesario para salvar la vida de la paciente tras ser sometida 

a una intervención quirúrgica, por tanto el demandante invocó la prevalencia del derecho 

a la vida sobre las creencias religiosas profesadas por ella. La paciente ya se encontraba 

bajo un procedimiento alterno iniciado por su médico tratante, consistente en una 

medicación específica en lugar del suministro de sangre.  

 

Ante el fallecimiento de la paciente implicada, la Corte niega el amparo solicitado y declara 

la carencia actual de objeto. Aun así, señala que la decisión de oponerse a la transfusión 

de sangre emana de una mujer mayor y “plenamente capaz”, por lo que cabe reafirmar lo 

estipulado en la sentencia T-474 de 1996 sobre el atributo libre y autónomo del que goza 

toda persona en el Estado Social de Derecho, convirtiéndola en fin y no medio del quehacer 

estatal. Desde esta óptica el consentimiento del paciente materializa su condición de ser 

razonable, cuyo entendimiento posibilita el ejercicio de su propia libertad. Es únicamente 

por conducto de su razón que puede legítimamente definir su aceptación respecto a un 

determinado tratamiento o intervención médica, contando para ello con información sobre 

las características y eventuales consecuencias que del mismo se desprenden. Tal decisión 

deviene legítima y constitucional mientras sea tomada por persona plenamente capaz y su 

adopción no implique transgredir la obligación de autocuidado sobre la integridad propia, 

o desencadene perjuicios sobre terceros. 
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La imposición del médico en contra del criterio del paciente despoja a este último de su 

autonomía por cuenta de la calificación profesional que asiste al primero, eventualidad 

inadmisible e incompatible con la concepción de ser humano que preconiza el Estado 

Social de Derecho. La Corte concluye que la paciente: 

 

(..) era titular de los derechos fundamentales a la libertad de conciencia, al libre 

desarrollo de la personalidad y a la libertad de cultos y, según la fe que profesaba, 

debía rehusarse a que se le practicaran transfusiones de sangre, de modo que, 

siendo plenamente capaz, no era dable que a través de una orden impartida por el 

juez constitucional de tutela se contrariara su voluntad, manifestada por demás en 

forma consciente y reiterada y habiendo optado por la opción de que se le aplicara 

un tratamiento médico alternativo que a su juicio no contrariaba su fe. (Corte 

Constitucional República de Colombia, 2002b) 

 

La sentencia T-823 de 2002 resolvió la tutela interpuesta contra el Hospital Marco Fidel 

Suárez ubicado en el municipio de Bello (Antioquia) por abstenerse de practicar una cirugía 

para tratar la pancreatitis y cálculos en la vesícula que padecía la demandante. La negativa 

de la institución médica se funda en el principio de lex artis en virtud del cual se aplica el 

deber profesional de conocimiento médico para determinar la pertinencia técnica y ética 

de cualquier procedimiento o tratamiento, que para el caso derivó en la decisión de no 

realizar la intervención quirúrgica sin transfusión de sangre, como solicitaba la paciente en 

razón de sus creencias religiosas como integrante de la comunidad de los testigos de 

Jehová. El dictamen médico consideró que el carácter altamente riesgoso de la 

intervención prescrita requería prever el suministro de sangre para atender una eventual 

contingencia. A raíz de tal decisión, la demandante aduce vulnerados sus derechos 

fundamentales a la salud, a la integridad física, a la vida, al libre desarrollo de la 

personalidad y a la libertad de cultos. La peticionaria reporta haber consultado otros dos 

establecimientos médicos en disposición de practicar el procedimiento aún sin transfusión 

sanguínea, pero ninguno de ellos tiene contrato con el régimen subsidiado al que se 

encuentra inscrita. Solicita entonces se ordene a la entidad demandada la práctica de la 

cirugía requerida y los tratamientos médicos asociados, y en caso contrario remitir a la 

paciente a otra entidad que se ocupe de la intervención a través del Sistema de 
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Identificación de Potenciales Beneficiarios de Programas Sociales (Sisben), sin costo 

adicional.  

 

La sentencia resalta que la Constitución otorga a la vida el carácter de derecho 

fundamental inviolable y establece el deber a cada persona de procurar el cuidado de su 

salud, tal como se plasma en los artículos 11 y 49 superiores. El Estado y los particulares 

tienen obligación de proteger la vida y respetar la dignidad humana en tanto valores y 

principios esenciales del Estado Social de Derecho. La existencia vital es condición 

ineludible para el goce de la libertad y los restantes derechos fundamentales, de ahí que 

se otorgue primacía a la vida misma.  

 

Por su parte, el Código de Ética Médica (Ley 23 de 1981) contempla situaciones en las 

cuales los médicos quedan facultados para rehusarse a efectuar un tratamiento clínico por 

enfrentar condiciones que interfieren en el correcto y libre ejercicio de la profesión. Una de 

aquellas condiciones se configura cuando el paciente se niega a cumplir las indicaciones 

médicas impartidas, como también lo estipula el Decreto 3380 de 1981.  

 

La doctrina médico-jurídica ha reconocido que esta potestad legal corresponde al 

ejercicio de una modalidad de objeción de conciencia conocida como:  'la objeción 

médica u objeción sanitaria'. Según la cual, todo profesional de la medicina puede 

rehusarse a intervenir en una operación o tratamiento clínico, siempre que las 

circunstancias fácticas que rodean dicho tratamiento atenten contra los dictados de 

la recta razón que regulan el comportamiento médico. En estos términos, la 

Constitución Política determina que nadie será "obligado a actuar contra su 

conciencia" (Art. 18 C.P). (Corte Constitucional República de Colombia, 2002c) 

 

Esta prerrogativa para objetar la realización de un procedimiento médico tiene un límite 

trazado por el artículo 4° del Decreto 3380 de 1981: no es aplicable cuando se trata de un 

caso de urgencia, ante el cual deberá priorizarse la atención inmediata para evitar un 

perjuicio irremediable sobre la vida. Aun así, la sentencia T-401 de 1994 ya contemplaba 

la posibilidad en favor de los médicos para rehusarse a la práctica de algún procedimiento 

o tratamiento solicitado por un paciente pero que su criterio profesional no encuentra 

satisfactorio o estima destinado a fracasar. Con ello se protege la integridad moral y 

profesional del galeno.    
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La Corte establece la doble imposibilidad de obligar a un paciente a seguir la prescripción 

emitida por el médico contra su voluntad, así como al médico a actuar en contra de los 

preceptos que dicta su profesión. En caso que el profesional de la medicina y la junta 

médica estimen improcedente el tratamiento en los términos solicitados por el paciente, 

este debe recurrir a otros profesionales o instituciones que estén dispuestos a prestar los 

servicios médicos tal como dicta su voluntad. Sentencias como la T-151 de 1995 y la T-

925 de 2001 coinciden en el derecho del paciente, en ejercicio libre de su autonomía y 

autodeterminación, a no someterse a las indicaciones y tratamientos prescritos por el 

médico tratante, así como en el derecho de este último a no ser obligado a adelantar 

procedimiento alguno que implique transgredir las directrices y parámetros éticos y 

técnicos que orientan su ejercicio profesional, comprometiendo la vida o integridad del 

paciente. Ello sin perjuicio de la excepción contemplada por el artículo 4° del Decreto 3380 

de 1981, antes mencionada. Tres son las situaciones en las que se exceptúa el 

consentimiento informado del paciente como exigencia a la actuación del médico: i) en 

casos de urgencia; ii) cuando el paciente no está en condiciones normales o se encuentre 

inconsciente y sin allegados que actúen en su nombre; iii) cuando el paciente es menor de 

edad. 

 

Únicamente en circunstancias en que se halla en riesgo el derecho a la vida del paciente, 

este debe ceder los dictámenes de su creencia religiosa para priorizar la protección de su 

propia existencia, de cuya preservación depende el disfrute de los demás derechos. No 

podrá endilgarse responsabilidad alguna al médico que actúa en tal supuesto bajo los 

parámetros propios de su profesión para salvaguardar la vida del paciente. Este es el 

proceder acorde al carácter de derecho fundamental inviolable que la Constitución asigna 

a la vida (artículo 11), además en consonancia con el deber constitucional que recae sobre 

toda persona de procurar el cuidado integral de su salud (artículo 49).  

 

Reiterando la primacía de la cual goza el derecho a la vida cuando entra en conflicto con 

la libertad de religión, la Corte señala que la apreciación de la paciente sobre una eventual 

intervención quirúrgica sin transfusión de sangre de conformidad con los dogmas de su 

credo, no puede desconocer las determinaciones médicas adoptadas en el caso para 

resguardar la vida y salud de aquella. Por no tratarse de un caso de urgencia en que esté 

seriamente comprometida la vida de la paciente, el médico tratante no puede proceder sin 



88 Libertad y objeción de conciencia 

 
su consentimiento, aun así debe garantizarse el derecho a la salud y a la integridad física 

de la demandante, inescindibles del derecho a la vida digna.  

 

La Corte concluye que la entidad demandada no vulneró los derechos a la vida, a la salud 

y a la libertad religiosa de la accionante, pues si bien ella es titular del derecho fundamental 

a profesar y practicar libremente su religión tal como disponen los artículos 18 y 19 de la 

Constitución, en el caso el quebranto de salud afecta las condiciones de vida digna de la 

paciente. No cabe atribuir responsabilidad a los médicos tratantes por rehusarse a 

adelantar el procedimiento en las condiciones solicitadas, pues tal determinación se adopta 

en acatamiento de los mandatos que rigen el ejercicio de su profesión ante la renuencia 

de la paciente a ceñirse a las indicaciones clínicas impartidas para salvaguardar sus 

derechos a la vida y a la salud.  

 

Como medidas para proveer la protección sobre la salud y la integridad de la paciente, la 

Corte devela dos alternativas: i) acudir a las entidades de salud que están dispuestas a 

practicar el procedimiento usando medios alternativos a la transfusión de sangre; ii) apelar 

a una junta médica en la que se evalúe la pertinencia de la decisión médica adoptada por 

el profesional tratante, “sin que se pueda imponer indiscriminadamente una voluntad sobre 

la otra, contrariando la libertad religiosa y la conciencia médica (artículos 18 y 19 de la 

Constitución Política)” (Corte Constitucional República de Colombia, 2002c). 

 

La sentencia T-1192 de 2003 se ocupó de la acción de tutela presentada por una persona 

privada de la libertad contra su abogado defensor de oficio, tras considerar vulnerado su 

derecho al debido proceso, específicamente a apelar una sentencia condenatoria, luego 

de que el apoderado rehusara sustentar el recurso de apelación que el procesado 

interpuso contra la sentencia en su contra, provocando como efecto que el juez a cargo 

declarara desierto el recurso y negara la posibilidad de reponer la decisión. El demandado 

justificó su conducta esgrimiendo que el fallo condenatorio impugnado por el demandante 

se ajustaba, según su criterio, a los parámetros legales, razón por la cual no sustentó el 

recurso. Agrega que la sustentación cae bajo la responsabilidad directa del condenado. 

 

Para la Corte, sobre todo apoderado recaen al tiempo un deber y un derecho: el deber de 

informar al poderdante su opinión frente al camino a seguir para defender sus intereses, la 
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inconveniencia o improcedencia de optar por determinada postura. Junto a este, el 

“derecho a no actuar en contra de su propia conciencia” (Corte Constitucional República 

de Colombia, 2003) [negrilla en texto original], de modo que no se vea forzado a emprender 

actuaciones cuya posibilidad de prosperar judicialmente estima dudosa o nula. Lo anterior 

no exime del riesgo de un ejercicio abusivo del mencionado derecho, pues la postura 

renuente del apoderado puede irradiar efectos procesales negativos que socavan el 

derecho a la defensa del cual está revestido el poderdante. Dado el caso, el abogado 

defensor debe, 

 

previa información al poderdante, informar al juez de la causa sobre su intención 

de ejercer el derecho a no actuar en contra de su propia conciencia, a fin de que 

sea separado del proceso y se tomen los correctivos necesarios para asegurar la 

defensa técnica del poderdante. (Corte Constitucional República de Colombia, 

2003) 

 

A ojos de la Corte, la conducta pasiva del apoderado en el caso examinado no puede 

considerarse procedente, pues tal actitud generó perjuicio a los intereses jurídicos del 

procesado al frustrar su intención de tramitar satisfactoriamente el recurso de reposición 

sobre el fallo condenatorio impuesto. Ante las circunstancias presentadas, el abogado 

defensor estaba en obligación “(i) de informar al defendido que no consideraba 

jurídicamente posible sustentar el recurso y (ii) informar al juez de la causa que renunciaba 

a la defensa del defendido, por cuanto los intereses del primero contravenían su conciencia 

jurídica” (Corte Constitucional República de Colombia, 2003). Con esta doble omisión, el 

apoderado actuó en detrimento del derecho de defensa del poderdante e indujo en error 

al juez de la causa. “Tal inducción fue producto del ejercicio abusivo del ejercicio del 

derecho a no actuar en contra de su conciencia jurídica. Tal ejercicio abusivo de un 

derecho propio no puede aparejar la negación del derecho fundamental de un tercero” [sic] 

(Corte Constitucional República de Colombia, 2003). Con base en tales planteamientos, la 

Corte revoca la decisión de instancia y ampara el derecho a la defensa a favor del 

demandante.  

 

La sentencia T-270 de 2004 resolvió una acumulación de acciones de tutela interpuestas 

contra la empresa Electricaribe por la imposición unilateral y cobro de sanciones 

pecuniarias tras revisiones técnicas en las que la demandada registra intervenciones o 
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manipulaciones en equipos de medición o en instalaciones eléctricas, sin que los usuarios 

sancionados contaran en algunos casos con la posibilidad de estar presentes durante la 

visita técnica o de controvertir la decisión de la entidad de servicio público antes de 

efectuada la medida sancionatoria, ni con asistencia técnica particular al momento de la 

revisión como lo habilita la normatividad vigente (Decreto 1842 de 1991), por lo cual 

encuentran vulnerados sus derechos al debido proceso y a la defensa. En el caso, la Corte 

encuentra probado que la entidad demandada no informó a los usuarios concernidos sobre 

el inicio de la actuación administrativa tendiente a la imposición de sanción pecuniaria, 

diligenció y dejó el acta de revisión técnica con personas no aptas para atender la diligencia 

o garantizar adecuadamente el derecho de defensa del suscriptor del servicio, no concedió 

a los interesados ocasión para controvertir el contenido del acta mencionada ni para 

conocer y eventualmente objetar el resultado de la revisión de laboratorio efectuada a los 

artefactos de medición, presupuso la culpabilidad de los usuarios en los casos en que se 

detectó alteración de los medidores bajo la acusación de fraude sin la respectiva 

demostración probatoria, tampoco demostró que la propia empresa de servicios públicos 

haya cumplido con su parte de responsabilidad sobre las precauciones eficaces a las que 

está obligada para el cuidado de los equipos de medición. Al ser objeto de sanción sin 

contar con oportunidad para ejercer a plenitud su defensa, los usuarios de servicios 

públicos domiciliarios fueron sometidos a un estado de indefensión que se traduce en la 

vulneración de sus derechos al debido proceso, la presunción de inocencia y a la defensa. 

La entidad debió garantizar la intervención de los usuarios desde el inicio mismo de la 

actuación administrativa adelantada para la eventual imposición de sanción pecuniaria, y 

no cuando ya ha sido impuesta.  

 

Por cuanto algunos peticionarios reportaron haber sido coaccionados a firmar el acta de 

revisión y registro de anomalías por parte de los funcionarios o contratistas que realizaron 

la visita técnica so pena de la suspensión inmediata del servicio, la Corte alude al derecho 

fundamental a no ser obligado a actuar contra la propia conciencia amparado por el artículo 

18 de la Constitución, de modo que “si la persona que atiende la diligencia no desea firmar 

el acta respectiva no puede ser obligado a hacerlo y en ese evento se dejarán las 

constancias respectivas pero en manera alguna puede ser constreñido a obrar contra su 

voluntad” (Corte Constitucional República de Colombia, 2004a). 
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En último término, la decisión revoca en su gran mayoría las decisiones de instancia y en 

su lugar protege los derechos fundamentales de los accionantes al debido proceso, a la 

defensa y a la presunción de inocencia. 

 

La sentencia T-332 de 2004 revisó los fallos proferidos frente a la tutela interpuesta por 

un servidor público vinculado en el cargo de conductor al servicio del Batallón Cacique 

Gaitana con sede en la ciudad de Neiva, quien considera vulnerados sus derechos a la 

libertad religiosa y a la libertad de conciencia por cuenta de la obligación impartida 

semanalmente al personal civil, que incluye hacer parte de la formación y marchar junto 

con el personal castrense, cantar himnos y participar en ritos religiosos, actividades 

contrarias a las convicciones profesadas por el demandante. En alusión a los 

planteamientos de Mario Madrid Malo, la Corte aduce: 

 

La libertad de conciencia constituye, en un régimen democrático, pluralista y 

participativo, una de las libertades básicas del hombre, puesto que ´ninguna 

democracia puede tenerse por auténtica y completa si en ella se desconoce o se 

menosprecia el derecho de todo ser humano a seguir su propio sentido ético: a no 

traicionar esa voz apremiante que le dicta, desde su interior, la regla del 

comportamiento´. (Corte Constitucional República de Colombia, 2004b) 

 

Reconocida en la Constitución de 1991 como derecho fundamental de aplicación 

inmediata, así como en diferentes instrumentos que hacen parte del Derecho Internacional 

de los Derechos Humanos, la libertad de conciencia ampara la facultad de obrar en 

consonancia con los dictados que fija la propia razón, sustraída a cualquier forma de 

imposición que la coarte. Encuentra sus límites en los derechos de los demás y en los 

imperativos de orden y moral públicas, así como en el bienestar general que se predica en 

las sociedades democráticas. 

 

La Corte reafirma las consideraciones expuestas en la sentencia T-075 de 1995 (arriba 

abordada), respecto a la acción de tutela interpuesta por una estudiante que invocaba el 

derecho constitucional a la libertad de conciencia para oponerse al deber de asistir a un 

desfile cívico que le imponía el establecimiento educativo. Entonces indicó al respecto que 

este tipo de actos no deben comprenderse ni asimilarse a actos de adoración, culto o 

ceremonia religiosa que atenten contra la libertad de conciencia, pues corresponden a 
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eventos cívicos a los cuales está obligado todo ciudadano en virtud de lo preceptuado por 

el numeral 5 del artículo 95 constitucional, que materializan el sentimiento de pertenencia 

a la nación. Añade que la carga de la formación semanal y mensual para el personal del 

batallón es legítima y las molestias que pueda causar no trascienden hasta la vulneración 

de los derechos a la libertad de conciencia y la libertad de religión, pues la medida 

constituye un recurso proporcional y razonable para impartir decisiones y comunicar 

asuntos de interés a efecto de dar cumplimiento a los fines y funciones institucionales. 

 

Según la sentencia, no se halla prueba que desvirtúe o confirme la imposición de 

obligaciones que sometan a civiles a entonar el himno nacional o himnos castrenses, como 

fue alegado por el demandante, y tampoco se cuenta con información que indique la 

existencia de sanciones o recriminaciones contra quienes se hayan abstenido de entonar 

los himnos en esos actos del servicio. El alto tribunal no encuentra entonces mérito para 

la intervención del juez constitucional frente a la vulneración o amenaza de los derechos 

fundamentales invocados por el actor, pues la evidencia disponible no la demuestra. El 

fallo concluye:  

 

(…) las autoridades del Ministerio de Defensa Nacional y, en particular, de la 

Novena Brigada del Ejército Nacional no desconocen la libertad de conciencia del 

señor Henry Armando Cuellar Valbuena al exigirle que haga parte de la formación 

semanal y mensual en las que se informa al personal civil y militar acerca de las 

decisiones y novedades inherentes al servicio público que atiende ese organismo. 

Estos deberes son inherentes a la disciplina y al orden de la organización y no se 

oponen en modo alguno a la libertad de pensamiento y de creencias ni a la práctica 

de cultos por los miembros de esa institución. (Corte Constitucional República de 

Colombia, 2004b) 

 

La sentencia T-471 de 2005 resolvió la acción de tutela interpuesta en nombre de un 

ciudadano para proteger sus derechos fundamentales a la salud en conexión con la vida, 

vulnerados por EPS al negar el suministro de medicamentos ordenados por el médico 

tratante en reemplazo de la transfusión de sangre para atender la anemia que padece tras 

ser intervenido quirúrgicamente en cuatro ocasiones por efecto de una obstrucción 

intestinal y cálculos renales. El paciente rechaza la transfusión por sus creencias como 

miembro de la comunidad de los testigos de Jehová. La determinación de la EPS se basa 
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en que los medicamentos ordenados no se encuentran incluidos en el Plan Obligatorio de 

Salud – POS, aunado a que el peticionario cuenta con otra instancia de defensa para 

acceder a lo solicitado, tal como es el Comité Técnico Científico.  

 

El fallo concede al actor representado la protección del derecho a la salud en conexidad 

con la vida, señalando que las razones religiosas aducidas por el demandante para 

negarse a recibir una transfusión de sangre como parte del tratamiento ofrecido, deben 

asumirse en el marco del consentimiento discrecional otorgado por el paciente en ejercicio 

de su derecho a decidir autónomamente, en tanto expresión de su razón y entendimiento 

para la realización de su libertad acorde con los principios constitucionales y el carácter 

inherente al Estado Social de Derecho. De esta suerte, es la razón de cada persona la que 

válidamente puede determinar la aceptación o no de un tratamiento o intervención médica, 

previo conocimiento de su características y eventuales consecuencias; tal decisión será 

legítima y constitucional mientras no suponga daños a terceros ni al cuidado integral 

propio, además de ser adoptada por una persona en pleno uso de sus capacidades. 

 

Así entonces, la decisión de no aceptar la transfusión de sangre constituye un acto 

razonado y legítimo del accionante, en tanto que fue voluntario, realizado en 

ejercicio de la autonomía, en acatamiento de su creencia religiosa y en el pleno 

ejercicio de sus derechos fundamentales a la libertad de conciencia, libre desarrollo 

de la personalidad y libertad de cultos. (Corte Constitucional República de 

Colombia, 2005) 

 

Por ese motivo, la Corte considera que la mencionada decisión del accionante no configura 

excusa que justifique válidamente la actuación de la EPS al negar el suministro de los 

medicamentos requeridos. Sobre el Comité Técnico Científico invocado por la EPS como 

instancia competente para resolver la solicitud materia de amparo, aclara que su carácter 

es eminentemente administrativo y su función no es distinta a asegurar que las actuaciones 

de la EPS se encuentren ceñidas a los procedimientos establecidos, así como garantizar 

el goce efectivo de un servicio de salud adecuado, conforme lo establece la sentencia T-

344 de 2002. Por esa razón, no es admisible la postura de la entidad demandada al poner 

en cabeza de dicho comité la decisión sobre la protección de los derechos fundamentales 

de los pacientes, máxime cuando han sido no pocos los que han fallecido o agravado su 
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condición de salud a la espera de un resultado satisfactorio mientras se surten numerosos 

trámites impuestos por las empresas promotoras de salud.  

 

Por último, la Corte dilucida que en el caso se cumplen las reglas trazadas por la 

jurisprudencia constitucional respecto a la inaplicación de las limitaciones y exclusiones 

del POS, que justifica legítimamente la garantía del derecho fundamental a la salud por vía 

de la acción de tutela, considerando los siguientes aspectos: 

 

 La falta de los medicamentos formulados por el médico tratante destinados a 

contrarrestar la anemia que presenta el paciente, pone en peligro su vida y su salud. 

 

 No se cuenta con medicamentos análogos incluidos en el POS que alcancen el 

mismo efecto según el tratamiento requerido. 

 

 El paciente carece de recursos económicos que permitan sufragar los gastos 

equivalentes para adquirir los medicamentos solicitados. 

 

 Los medicamentos fueron ordenados por el médico tratante adscrito a la EPS 

demandada. 

 

Con la verificación de los requisitos jurisprudenciales atinentes al caso, la Corte encuentra 

que la EPS concernida vulneró el derecho del actor a la salud en conexidad con la vida, al 

negarle el suministro de los medicamentos ordenados por prescripción médica. Ordena 

por tanto a la demandada la entrega de estos al paciente en el término de 48 horas, con 

posibilidad de repetir contra el Fondo de Solidaridad Social en Salud (FOSYGA) para el 

reembolso de los gastos correspondientes. 

 

La sentencia C-355 de 2006 resuelve un conjunto de demandas que solicitan la 

declaratoria de inexequibilidad sobre diferentes normas contenidas en los artículos 122, 

123, 124 y 32 numeral 7 del Código Penal (Ley 599 de 2000) en las que se penaliza la 

práctica del aborto, por considerar que tales disposiciones vulneran los siguientes 

derechos constitucionales: el derecho a la dignidad (Preámbulo y artículo 1º 

constitucional), el derecho a la vida (artículo 11), el derecho a la integridad personal 

(artículo 12), el derecho a la igualdad y el derecho general de libertad (artículo 13), el 
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derecho al libre desarrollo de la personalidad (artículo 16), la autonomía reproductiva 

(artículo 42), el derecho a la salud (artículo 49) y las obligaciones de derecho internacional 

de derechos humanos (artículo 93). 

 

En el fallo, la Corte define que el aborto no configurará delito cuando sea efectuado, por 

voluntad de la mujer, bajo alguna de las siguientes condiciones: i) el embarazo supone 

peligro para la salud o la vida de la gestante, con la correspondiente certificación médica; 

ii) se presenta malformación del feto que hace inviable su vida, certificada médicamente; 

iii) el embarazo es producto de acceso carnal o acto sexual no consentido, abusivo o, en 

otro caso, de incesto o inseminación artificial o transferencia de óvulo fecundado no 

consentidas (Corte Constitucional República de Colombia, 2006a). 

 

La Corte señala que pese a su relevancia constitucional, la vida no tiene el carácter de un 

valor o de un derecho de carácter absoluto y debe ser ponderada con los otros valores, 

principios y derechos constitucionales. De igual modo, esclarece la distinción entre la vida 

y el derecho a la vida, con su correspondiente efecto jurídico:  

 

(…) la vida y el derecho a la vida son fenómenos diferentes. La vida humana 

transcurre en distintas etapas y se manifiesta de diferentes formas, las que a su 

vez tienen una protección jurídica distinta. El ordenamiento jurídico, si bien es 

verdad, que otorga protección al nasciturus, no la otorga en el mismo grado e 

intensidad que a la persona humana. Tanto es ello así, que en la mayor parte de 

las legislaciones es mayor la sanción penal para el infanticidio o el homicidio que 

para el aborto. Es decir, el bien jurídico tutelado no es idéntico en estos casos y, 

por ello, la trascendencia jurídica de la ofensa social determina un grado de 

reproche diferente y una pena proporcionalmente distinta. (Corte Constitucional 

República de Colombia, 2006a) 

 

La decisión de la Corte en este caso se asienta en la premisa según la cual prohibir de 

manera absoluta la práctica del aborto resulta desproporcionado, pues de esta forma se 

desconocen derechos que la Carta Política y diferentes instrumentos de derecho 

internacional garantizan a las mujeres, entre ellos los derechos reproductivos, cuya 

protección, a su turno, depende en gran medida del goce efectivo de otros de cuño 

fundamental como el derecho a la vida, a la salud, a la igualdad y no discriminación, a la 
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intimidad, la libertad, la integridad personal, el trabajo, la educación, la autonomía y el libre 

desarrollo de la personalidad.  

 

Precaviendo diferentes causas que pueden obstruir el acceso a estos derechos en la 

circunstancia específica materia de examen, la Corte especifica:  

 

(…) la objeción de conciencia no es un derecho del cual son titulares las personas 

jurídicas, o el Estado. Solo es posible reconocerlo a personas naturales, de manera 

que no pueden existir clínicas, hospitales, centros de salud o cualquiera que sea el 

nombre con que se les denomine, que presenten objeción de conciencia a la 

práctica de un aborto cuando se reúnan las condiciones señaladas en esta 

sentencia. En lo que respecta a las personas naturales, cabe advertir, que la 

objeción de conciencia hace referencia a una convicción de carácter religioso 

debidamente fundamentada, y por tanto no se trata de poner en juego la opinión 

del médico en torno a si está o no de acuerdo con el aborto, y tampoco puede 

implicar el desconocimiento de los derechos fundamentales de las mujeres. (Corte 

Constitucional República de Colombia, 2006a) 

 

De lo anterior, la Corte deriva un deber en cabeza de los médicos objetores, que los obliga 

a remitir a la gestante con otro profesional de la salud que se encuentre habilitado y en 

disposición de adelantar el procedimiento mientras se cumplan las tres causales 

autorizadas al efecto. Serán las instancias que regulan el ejercicio de la profesión médica 

las que podrán determinar, en momento posterior, si la objeción de conciencia era 

pertinente y procedente según el caso. 

 

En similar sentido falló la sentencia T-209 de 2008, que abordó la acción de tutela 

interpuesta por una mujer en nombre de su hija de 13 años de edad, quien víctima de 

acceso carnal abusivo quedó embarazada y tras haber acudido a recibir los servicios de 

salud requeridos acogiéndose a uno de los supuestos expresamente despenalizados por 

la jurisprudencia constitucional para practicar lícitamente el aborto, las entidades adscritas 

a su Entidad Promotora de Salud negaron la realización de la interrupción del embarazo 

invocando objeción de conciencia por parte de su equipo de médicos especialistas, pese 

a haber sido solicitada por la propia EPS, a la presentación de la denuncia penal frente al 

delito que produjo la situación de la gestante y de haber sido remitida con orden del Centro 
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de Atención Integral a Víctimas de Agresión Sexual – CAIVAS de la Fiscalía para efectuar 

el procedimiento referido. Las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud - IPS 

involucradas tampoco remitieron a la menor a un profesional de la salud habilitado para 

llevar a cabo el procedimiento, como corresponde a su deber legal.  

Para la Corte, la identificación de las tres hipótesis en las que se permite la interrupción 

voluntaria del embarazo (IVE) de manera lícita, procura la protección de los derechos 

fundamentales de las mujeres sin otro requisito que la acreditación de la causal específica, 

bien a través de certificación médica cuando se trate de embarazo con riesgo para la salud 

o la vida de la madre, así como la grave malformación del feto, o en el caso restante la 

correspondiente denuncia ante autoridad competente. En situaciones de violación a menor 

de 14 años la denuncia no es más que mera formalidad pues el abuso se da por 

consumado, en razón a lo cual la falta de ésta no puede convertirse en pretexto para 

postergar la práctica de la IVE si el procedimiento corresponde al deseo de la gestante. 

Indica además que en los casos de violación o incesto prima la buena fe y responsabilidad 

de la denunciante, por lo que basta con la presentación ante el médico de una copia de la 

denuncia respectiva para suplir el requisito de acceso al procedimiento requerido. La 

solicitud de exigencias adicionales por parte de los profesionales de la salud comporta 

barreras administrativas para el acceso al servicio legal de IVE, en contravía de la 

Constitución y la restante normatividad de orden nacional e internacional que regula la 

materia. Tampoco pueden los médicos abstenerse de remitir de forma inmediata a la 

gestante a otro profesional habilitado para adelantar el procedimiento, cuando por razones 

de conciencia se niegan a efectuarlo. 

Tales responsabilidades recaen sobre los profesionales de la salud que hacen parte del 

Sistema General de Seguridad Social en Salud, aunadas a los siguientes requerimientos: 

i) deben realizar el procedimiento de manera oportuna, dentro de los 5 días siguientes a la 

solicitud de IVE en los términos fijados por la Resolución 004905 de 2006, proferida por el 

Ministerio de la Protección Social; (ii) su atención debe ser integral y con calidad; y, (iii) 

observando con carácter obligatorio las normas técnico- administrativas por expedir a 

cargo el Ministerio de Protección Social, entre tanto deberán regirse por las normas 

contempladas en el Decreto 4444 de 2006 que adoptaron como referente la guía “Aborto 

sin riesgo: Guía técnica y de políticas para sistemas de salud” de la Organización Mundial 

de la Salud (2003).  



98 Libertad y objeción de conciencia 

 
Junto con la sentencia C-355 de 2006, documentos internacionales vinculantes para el 

Estado colombiano le obligan a velar por la protección de los derechos humanos de las 

mujeres, especialmente en lo relativo a la eliminación de barreras que impidan el acceso 

sin riesgos a los servicios de IVE autorizados por las legislaciones internas. Así fue 

establecido, entre otras, en la Conferencia Internacional Sobre Población y Desarrollo (El 

Cairo, 1994), la Conferencia de Beijing (1996) y la Asamblea General de Naciones Unidas 

de 1999, enfatizando en la necesidad de garantizar los derechos sexuales y reproductivos 

de las mujeres a través de medidas tendientes a proveer servicios de salud oportunos y 

sin riesgos, con lo cual se mitiga el número de abortos ilegales que desencadenan graves 

problemas de salud pública. Estas directrices tienen como destinatarios los Estados 

(incluidas sus autoridades judiciales y gubernamentales) y los profesionales de la salud en 

todo nivel, con miras a garantizar el respeto y goce efectivo de los derechos de las mujeres 

mediante el acceso a todos los servicios de salud legalmente consagrados, amparados 

con base en la Constitución y tutelados por vía de jurisprudencia constitucional.  

La Corte enfatiza que “la objeción de conciencia tiene como fundamento lo previsto en el 

artículo 18 de la Constitución, que garantiza la libertad de conciencia y dispone que nadie 

será obligado a actuar contra ella” (Corte Constitucional República de Colombia, 2008a). 

Retoma la sentencia C-355 de 2006 para reiterar que los profesionales de la salud son 

titulares del derecho a presentar objeción de conciencia a la práctica de IVE en los casos 

autorizados, bajo la salvedad de que éste solo es atribuible a personas naturales, no así a 

personas jurídicas o al Estado, en razón a lo cual no es exigible por parte de clínicas, 

hospitales, centros de salud, etc. La objeción de conciencia procede de convicciones 

religiosas debidamente fundamentadas, pero su alcance no puede extenderse hasta el 

desconocimiento de los derechos fundamentales de las mujeres, en los cuales encuentra 

un límite. Ello obliga al médico objetor a remitir a la paciente de manera inmediata a un 

colega que pueda llevar a cabo el procedimiento, mientras el caso se encuentre dentro de 

las causales despenalizadas. Será a través de los mecanismos establecidos por la 

profesión médica que se determine, en un momento posterior, si la objeción formulada era 

procedente y pertinente. A partir del precedente mencionado, concluye la Corte:  

(…) al no ser la objeción de conciencia un derecho absoluto, su ejercicio se 

encuentra limitado por la propia constitución, es decir, no puede vulnerar los 

derechos fundamentales de las mujeres (…) En suma, el ejercicio del derecho a la 
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objeción de conciencia debe encontrarse acorde con el ordenamiento jurídico, y por 

tanto no puede constituirse en un mecanismo de discriminación y vulneración de 

los derechos fundamentales de las mujeres. (Corte Constitucional República de 

Colombia, 2008a) 

Al par de su derecho a formular objeción de conciencia, los profesionales de la salud tienen 

derecho a no ejercerla, tal como contempla el Decreto 4444 de 2006 en directa 

congruencia con el artículo 13 de la Constitución al prohibir cualquier práctica 

discriminatoria contra la gestante, los médicos y prestadores de servicios de salud por 

haber objetado en conciencia, no haberlo hecho, o por haber practicado IVE en los casos 

prescritos. En virtud de tal disposición, no se podrá exigir información en la materia 

señalada como requisito para ser admitido o permanecer en centros educativos, 

deportivos, sociales o de rehabilitación; para acceder a actividades laborales o permanecer 

en ellas, a menos que se requiera personal específico para la práctica de la IVE en los 

casos regulados; para afiliarse a una Entidad Promotora de Salud, al Régimen Subsidiado 

y acceder a los servicios de salud; para realizar o participar de cualquier actividad de tipo 

cultural, social, política o económica; para contratar servicios de salud diferentes a los 

relacionados con la IVE.  

La Guía Técnica de Políticas para Sistemas de Salud, Aborto sin Riesgos, publicada por 

la Organización Mundial de la Salud - OMS en el año 2003 y considerada en el Decreto 

Nacional 4444 de 2006, también contempla el derecho de los médicos a negarse a la 

interrupción de un embarazo por razones de conciencia, pero a condición de respetar los 

códigos de ética profesional en los cuales generalmente se prescribe la obligación de 

remitir a la gestante a un profesional de la salud capacitado y que no tenga reparo en 

adelantar el procedimiento conforme al marco legal vigente. Si no se encuentra tal opción 

alternativa, el médico objetor deberá practicar el aborto para salvar la vida de la mujer o 

prevenir daños irreversibles en su salud, ciñéndose a los parámetros definidos en la ley 

nacional. El mismo documento guía establece que un hospital, clínica o centro de salud 

que funge como institución pública oferente de servicios regulados legalmente, no puede 

poner en peligro la vida o salud de la mujer negando dichos servicios de cuya provisión es 

responsable.  
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Con base en el decreto mencionado, el Ministerio de la Protección Social expidió la 

Resolución Número 004905 de 2006 que adopta la Norma Técnica para la atención de la 

Interrupción Voluntaria del Embarazo, además de otras disposiciones como la 

incorporación de la Guía Técnica y de Políticas para sistemas de salud, Aborto sin Riesgo, 

publicada por la OMS en 2003. En la Resolución se precisa el término de 5 días para la 

provisión del servicio de IVE, contados a partir de la fecha en que se emitió la solicitud, 

previo consentimiento de la gestante y presentación de la certificación médica o denuncia 

penal correspondiente al caso. Designa al Ministerio de Protección Social y a las entidades 

territoriales la responsabilidad de vigilancia en salud pública de la IVE.  

Reitera la Corte que “la objeción de conciencia es una decisión individual y no institucional 

o colectiva, que aplica exclusivamente a prestadores directos y no a personal 

administrativo; además, la objeción de conciencia debe presentarse por escrito 

debidamente fundamentada” (Corte Constitucional República de Colombia, 2008a), con la 

obligación adicional a cargo del médico objetor de remitir a la madre para la atención de 

un colega que pueda realizar efectivamente el procedimiento requerido. Bajo estas 

condiciones, se contribuye a la garantía de los derechos fundamentales de las mujeres, 

amparados por la constitución y protegidos por la sentencia C-355 de 2006, también se 

evita que la objeción de conciencia derive en un obstáculo para el acceso a la prestación 

del servicio esencial de salud de interrupción voluntaria del embarazo.  

Las entidades o instituciones que hacen parte del Sistema General de Seguridad Social 

en Salud están obligadas a cumplir las disposiciones contenidas en el Decreto 4444 de 

2006 como en la Resolución 004905 de 2006 del Ministerio de Protección Social, por tanto 

deben disponer de un número adecuado de profesionales de la salud habilitados para 

prestar los servicios de interrupción del embarazo de manera oportuna, en todos los grados 

de complejidad y dentro del término de los 5 días siguientes a la solicitud bajo el previo 

consentimiento expresado por la gestante, sin otro requisito exigible diferente a la 

certificación médica o copia de la denuncia penal según la causal presentada. 

 

De lo anterior se desprende una obligación adicional para las EPS, en el sentido de 

determinar la ubicación de las IPS donde se encuentran vinculados aquellos profesionales 

de la salud habilitados para llevar a cabo el procedimiento de IVE, de modo que las 

solicitudes relacionadas con el acceso a tal servicio se atiendan de manera inmediata y 
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efectiva sin que el discurrir del tiempo amenace los derechos fundamentales de las 

gestantes. Bajo esta disposición, las EPS deben remitir directamente a la mujer solicitante 

al profesional habilitado para efectuar el procedimiento, de igual modo debe obrar el 

médico que objete en conciencia la práctica de IVE cuando la gestante acuda a la IPS para 

recibir la atención correspondiente.  Ello implica que el profesional objetor debe conocer 

de antemano la disponibilidad de colegas habilitados para adelantar la intervención con 

base en la lista preelaborada por las entidades de salud públicas y privadas. 

Frente al caso examinado, la Corte observa que las entidades públicas y privadas de salud 

como los médicos vinculados en la atención de la gestante vulneraron los derechos 

fundamentales de la menor, considerando que con la presentación de la copia 

correspondiente a la denuncia penal por violación se cumplió el requisito para acceder a 

la IVE según la jurisprudencia referida, sin embargo unos y otros se limitaron a una 

conducta pasiva por cuenta de la objeción de conciencia generalizada, desconociendo 

preceptos constitucionales y la reglamentación expedida por el Gobierno Nacional en la 

materia, además de las disposiciones contenidas en la sentencia C-355 de 2006. Fueron 

cinco las instituciones de salud que negaron el procedimiento solicitado y omitieron la 

remisión de la paciente a un médico habilitado para su realización efectiva, con lo cual 

faltaron a la obligación que recae sobre la red pública de salud y las EPS frente a la 

garantía de acceso al servicio de IVE. La vulneración de derechos de la menor también se 

configura en razón a la falta de disponibilidad de profesionales de la salud para atender el 

procedimiento de IVE en las entidades e instituciones concernidas. Las pruebas obrantes 

también demuestran que la objeción de conciencia invocada por los médicos no se 

presentó de forma individual, libre y autónoma, pues fue ejercida de manera colectiva y 

como decisión de carácter institucional. Expresa enfáticamente la Corte:  

(…) si bien los profesionales de la salud tienen derecho a presentar objeción de 

conciencia, no pueden abusar del mismo utilizándolo como barrera para impedir, 

de manera colectiva o institucional, la realización del procedimiento de IVE, 

absteniéndose de remitir de manera inmediata a la madre gestante a otro médico 

que esté en disposición de llevarlo a cabo; y, las entidades promotoras o 

prestadoras de servicios de salud no pueden abusar de su posición dominante 

imponiendo a su staff de médicos la orden de no prestar el servicio de salud que 
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legalmente corresponde a las mujeres para la práctica del IVE, como ocurrió en el 

presente caso. (Corte Constitucional República de Colombia, 2008a) 

 

El fallo reitera la responsabilidad en cabeza de los tribunales de ética médica para valorar 

la procedencia y pertinencia de las objeciones de conciencia a la IVE formuladas por 

profesionales de la salud, incluido el cumplimiento de la obligación alusiva a remitir 

inmediatamente a la gestante con un médico habilitado para efectuar el procedimiento. La 

normatividad nacional e internacional que rige la profesión médica ofrece parámetros y 

criterios para las decisiones que competen a los tribunales mencionados.  

 

Con el amparo a los derechos de la menor, la Corte decidió condenar a la EPS y 

solidariamente a las IPS pertenecientes a su red y los médicos que atendieron el caso, al 

pago por los perjuicios derivados de la violación de los derechos fundamentales de la 

gestante.  

 

La sentencia T-946 de 2008 recoge los dos precedentes jurisprudenciales anteriores. Se 

ocupó de la acción de tutela presentada por la madre de una joven de 18 años con 

síndrome de Down que quedó embarazada como consecuencia de acceso carnal violento. 

Pese a la presentación de la constancia de la denuncia penal respectiva, el médico que 

atendió a la gestante se negó a practicar la interrupción voluntaria del embarazo solicitado 

por sus padres, invocando objeción de conciencia y aduciendo la imposibilidad de 

establecer si la concepción era resultado de un acto sexual violento. El recurso de amparo 

instaurado solicita que la EPS realice el procedimiento negado, conforme las disposiciones 

de la sentencia C-355 de 2006 y el Decreto Nacional 4444 del mismo año. Luego de los 

fallos de instancia, que negaron el amparo solicitado por no encontrar suplidos los 

requisitos definidos en la sentencia C-355 de 2006, la EPS demandada reportó la atención 

del parto meses después.  

 

Suscribiendo cabalmente las disposiciones y planteamientos estipulados por las 

sentencias C-355 de 2006 y T-209 de 2008 sobre el derecho al acceso al servicio público 

de salud de interrupción voluntaria del embarazo, las obligaciones que recaen en las 

instituciones encargadas de los servicios de salud en la materia, los alcances y límites del 

derecho a la objeción de conciencia acorde con la jurisprudencia constitucional y la 

normatividad proferida por el Ministerio de Protección Social (Resolución 004905 de 2006 
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del Ministerio de la Protección Social) y el Gobierno nacional (Decreto 4444 de 2006), la 

Corte revoca los fallos de instancia y concede el amparo demandado en favor de los 

derechos sexuales y reproductivos, la integridad y la libertad de la hija de la accionante. 

Considera inadmisible la postura adoptada por el médico que atendió a la gestante al 

considerar no determinable la violación como causa del embarazo, pues la denuncia 

debidamente presentada era suficiente para proceder a la práctica inmediata de la IVE. 

Ante la objeción de conciencia invocada, el deber del profesional de la salud era remitir a 

la paciente a un centro médico para la prestación del servicio correspondiente. Por las 

razones esgrimidas, la Corte encuentra responsables a la EPS y al médico tratante de la 

vulneración de los derechos a la dignidad, la integridad, y a la libertad de la gestante. 

Advierte además a la EPS que debe abstenerse de interponer obstáculos que coarten la 

práctica de la IVE en casos que involucren a mujer discapacitada víctima de acceso carnal 

violento, no consentido o abusivo. Precisa que en tales circunstancias cualquiera de los 

padres puede efectuar la solicitud, o cualquier otra persona que actúe en nombre de la 

víctima, sin requisito distinto a la denuncia penal respectiva (Corte Constitucional 

República de Colombia, 2008b). 

 

Otro tanto desarrolla la sentencia T-388 de 2009 frente a este mismo supuesto, al resolver 

una acción de tutela interpuesta para acceder a servicio de salud referido a la interrupción 

voluntaria del embarazo por grave malformación del feto, procedimiento que si bien fue 

autorizado por la Entidad Prestadora de Salud a la que estaba adscrita la paciente, no se 

efectuó pues el médico tratante exigió orden de autoridad judicial para su realización. 

Adicionalmente, también solicita el demandante (pareja de la gestante) la toma de 

exámenes diagnósticos para determinar los motivos de las malformaciones fetales, que la 

EPS negó por considerar que no se prueba incapacidad de pago, aunado a que tal servicio 

no se halla incluido en el Plan Obligatorio de Salud. 

  

Invocando el artículo 18 constitucional, el juez de primera instancia se declaró impedido 

por razones de conciencia para conocer la tutela, pues sus creencias y formación cristiana 

son opuestas a proferir órdenes relacionadas con la práctica de la interrupción voluntaria 

del embarazo. La solicitud de impedimento fue negada por parte de la jueza Segunda 

Penal del Circuito de Santa Marta, quien estimó que las creencias religiosas del funcionario 

judicial (como sus inclinaciones políticas o concepciones éticas) no se encuentran incluidas 

entre las causales de impedimento legalmente establecidas, por tanto no eximen del 
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cumplimiento de las funciones misionales que le imponen la Constitución y la ley en 

ejercicio de su cargo. Devuelto el caso al juez en primera instancia, su fallo resolvió negar 

la tutela fundado en la misma objeción de conciencia con base en la cual presentó el 

impedimento precedente. 

 

En segunda instancia la decisión fue revocada y se concedió el amparo a los derechos 

fundamentales de la paciente a la dignidad humana, al libre desarrollo de la personalidad 

y a la salud en conexión con la vida, ordenando a la EPS la práctica del procedimiento de 

IVE en el término de 48 horas y de los exámenes diagnósticos solicitados, aunado a la 

atención sicológica requerida. De acuerdo con el informe brindado por el Procurador 

Delegado para la defensa del Menor y la Familia, en cumplimiento del fallo reseñado 

Salupcoop EPS practicó la interrupción del embarazo el día 9 de septiembre de 2006 por 

medio de cesárea, debido a que para aquel momento la actora contaba con seis meses de 

embarazo. 

 

El fallo de la Corte reafirma que en las circunstancias despenalizadas, las autoridades 

públicas y los particulares que fungen en tal calidad como el caso de las Empresas 

Promotoras de Salud –EPS, tienen el deber de remover los obstáculos que impidan el 

acceso a los servicios de salud que garanticen los derechos sexuales y reproductivos de 

la mujer gestante en condiciones de calidad y seguridad. También reitera la existencia del 

derecho que asiste a las mujeres de decidir libres de cualquier interferencia inadmisible 

sobre la interrupción del embarazo en las hipótesis contempladas por la sentencia C-355 

de 2006. Reafirma además la restricción que pesa sobre toda entidad prestadora de salud, 

bien pública o privada, confesional o laica, de negarse a la IVE cuando se cumplen los 

supuestos jurisprudencialmente establecidos, independientemente del tipo de afiliación de 

la paciente, su condición socioeconómica, edad, orientación sexual o etnia. Tampoco están 

facultadas para interponer obstáculos o exigencias adicionales a las establecidas en la 

sentencia C-355 de 2006, por tanto no es admisible alegar objeción de conciencia colectiva 

que derive en objeciones institucionales e infundadas. Igualmente proscrito se encuentra 

la suscripción de pactos individuales o conjuntos para negarse a la interrupción del 

embarazo y el uso de formatos o plantillas de adhesión, 

 

(…) que incidan en que las entidades hospitalarias no cuenten en su planta de 

personal con médicos dispuestos a prestar los servicios de interrupción voluntaria 
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del embarazo, sea por cuanto estos (as) profesionales de la medicina son víctimas 

de discriminación en el momento en que se efectúa su vinculación laboral o por 

cuanto, una vez vinculados (as), reciben presiones en el sentido de abstenerse de 

practicar abortos. (Corte Constitucional República de Colombia, 2009a) 

 

La sentencia destaca el artículo 1 de la Constitución nacional, en el cual se asigna al 

Estado Social de Derecho colombiano, entre otros, un atributo democrático y pluralista que 

se manifiesta en al menos tres dimensiones: i) la promoción de la diversidad étnica y 

cultural (artículo 7 CP); aprecio por distintas aspiraciones y valoraciones, cristalizado en 

las libertades de religión, conciencia, pensamiento y expresión (artículos 18, 19 y 20); y (iii) 

cauces jurídicos, políticos y sociales para dirimir conflictos derivados de las diferencias. En 

el marco del reconocimiento del pluralismo y la diversidad en un Estado democrático, los 

poderes constituidos encuentran en los derechos fundamentales un límite al ejercicio de 

sus funciones. Como retoma la Corte de Marina Gascón en su obra Obediencia al Derecho 

y Objeción de Conciencia, es allí donde reside “el sustento conceptual de la objeción de 

conciencia, cuyo propósito inicial es preservar las propias convicciones sean ellas de orden 

ideológico, religioso o moral” (Corte Constitucional República de Colombia, 2009a). 

Siguiendo con la autora reseñada, el máximo tribunal precisa:  

 

En general, la objeción de conciencia se presenta cuando el cumplimiento de la 

normatividad vigente exige por parte de las personas obligadas a cumplirlo un 

comportamiento que su conciencia prohíbe. En otras palabras, la objeción de 

conciencia supone la presencia de una discrepancia entre la norma jurídica y 

alguna norma moral. (Corte Constitucional República de Colombia, 2009a) 

 

Lo anterior no entraña una aspiración a la ruptura de la norma o una reivindicación de 

justicia aupada por la comunidad, sino una pugna entre la disposición jurídica y las 

convicciones morales propias. De esta forma, el propósito del objetor no es reclamar la 

ilegalidad ni el cambio de las políticas gubernamentales. “La idea central consiste en que 

se incumple un deber jurídico por razones morales y se busca con ello preservar la propia 

integridad moral” (Corte Constitucional República de Colombia, 2009a) sin intención de 

aglutinar a otros en torno a la misma práctica o a las creencias que la sustentan. De 

acuerdo con los términos de la sentencia:    
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El nexo entre la objeción de conciencia y el derecho a la libertad de pensamiento, 

a la libertad religiosa y a la libertad de conciencia es muy grande hasta el punto de 

poder afirmar que la objeción de conciencia resulta ser uno de los corolarios 

obligados de estas libertades (…) quien objeta por razones de conciencia goza 

prima facie de una presunción de corrección moral. El Estado, debe, entretanto, 

aportar los argumentos que justificarían una intervención en este campo en 

principio inmune a cualquier interferencia. (Corte Constitucional República de 

Colombia, 2009a) 

 

La obediencia al derecho encuentra en la garantía de la libertad de conciencia uno de sus 

soportes, sin perjuicio de las restricciones que son necesarias en su ejercicio para la 

preservación de medidas vinculantes en el orden social. El derecho a la libertad de 

conciencia refleja la existencia de normas aceptadas libre y conscientemente. En ningún 

caso se trata de constatar si las convicciones aducidas por el(la) objetor(a) de conciencia 

son justas o injustas, erróneas o desacertadas, el problema surge cuando la resistencia al 

cumplimiento de un deber jurídico con base en las convicciones morales propias interfiere 

el ejercicio de los derechos de otras personas, o afecta valores, principios o bienes 

amparados por tal deber. De ahí que el asunto se centre en los límites a los derechos 

constitucionales fundamentales. Cada caso concreto obliga a ponderar la medida hasta la 

cual el ejercicio de la objeción de conciencia produce efectos negativos en los derechos 

de terceros. Entre las pautas a observar, siguiendo nuevamente a Marina Gascón, la Corte 

destaca el grado de importancia que reviste “el bien o valor jurídico o derecho protegido 

por el deber jurídico incumplido” y “el grado de reversabilidad de la lesión que tal 

incumplimiento produce” (Corte Constitucional República de Colombia, 2009a). De ese 

modo, si la obligación objetada interviene escasamente en derechos de terceros o el deber 

puede ser cumplido por otra persona bajo el mismo efecto irrisorio, no hay motivo para 

impedir el ejercicio de la objeción de conciencia. Tampoco lo hay cuando el deber jurídico 

se establece en interés o beneficio del propio objetor. 

 

Según el fallo, lo establecido en la sentencia C-355 de 2006 implica la protección de 

intereses de tal relevancia que justifica restringir la libertad de conciencia, pues lo contrario 

supondría un desconocimiento desproporcionado de los derechos fundamentales de las 

mujeres a la salud, la integridad personal, la vida en condiciones de dignidad y calidad, así 

como sus derechos sexuales y reproductivos. Mientras exista el profesional idóneo en 
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disposición para la práctica de la IVE según los términos establecidos por la jurisprudencia 

referida, la objeción de conciencia de un médico frente a dicho procedimiento no da lugar 

a reproche alguno. Esto conlleva la obligación de disponer el número suficiente de 

profesionales adecuado para la práctica de la IVE, bien en entidades promotoras de salud 

o las de carácter estatal, laico o confesional, de modo que se dé curso a las solicitudes 

incluidas dentro de los supuestos definidos por la sentencia C-355 de 2006. Si el único 

médico disponible es objetor, la restricción de su libertad de conciencia será totalmente 

legítima, razonable y proporcional en tanto prioriza el derecho a la vida y la salud de la 

gestante evitando sobre ellos y su titular perjuicios irreversibles. Ello es así con base en 

un triple fundamento: i) el carácter relacional de los derechos hace que su ejercicio libre se 

desarrolle sin términos desproporcionados o arbitrarios que afecten las libertades de los 

demás; ii) el reconocimiento de la pertenencia a un conjunto social al interior del cual debe 

propenderse por el interés general, la solidaridad, la justicia y la equidad; y iii) la relevancia 

del papel de los profesionales de la salud, en tanto prestadores de un servicio público que 

les exige deberes ineludibles con los usuarios del mismo. 

 

En esta ocasión, la Corte evoca también la sentencia T-209 de 2008 para insistir en que la 

objeción de conciencia no es un derecho absoluto, pues sus límites estriban en la 

Constitución y los derechos fundamentales en ella consagrados (al caso los que amparan 

a las mujeres). De igual modo especifica que los médicos están obligados a atender los 

casos de IVE despenalizados, o de otra manera remitir a la mujer embarazada a un 

profesional de la salud en condiciones de practicar el procedimiento, cuando median 

convicciones debidamente fundamentadas que conducen a la objeción. Al respecto, el 

tribunal constitucional acota: 

 

(…) la objeción de conciencia se predica del personal que realiza directamente la 

intervención médica necesaria para interrumpir el embarazo. Contrario sensu, no 

será una posibilidad cuya titularidad se radique en cabeza del personal que realiza 

funciones administrativas, ni de quien o quienes lleven a cabo las actividades 

médicas preparatorias de la intervención, ni de quien o quienes tengan a su cargo 

las actividades posteriores a la intervención. (Corte Constitucional República de 

Colombia, 2009a) 
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 Esta limitación se afinca en la inexistencia de una conexión entre eventuales motivos 

morales, religiosos o filosóficos y el incumplimiento de tales labores para fundamentar la 

objeción, más allá de una simple reprobación frente al procedimiento. De esta forma, tal 

restricción abarca personal encargado de: 

 

(…) la apertura de la historia clínica, del archivo de la institución, de la recepción 

de los pacientes, de la limpieza de las instalaciones (…) las labores médicas 

preparatorias como la práctica de los exámenes necesarios, la orientación respecto 

de las consecuencias del procedimiento, la asistencia psicológica previa a la 

intervención (…) ayudar a la paciente en su etapa de recuperación luego de la 

intervención. (Corte Constitucional República de Colombia, 2009a)  

 

Los límites al ejercicio del derecho recaen también sobre aspectos formales, frente a los 

cuales se estipulan ciertos requisitos y procedimientos. La objeción de conciencia a la IVE 

deberá manifestarse por escrito expresando: 

 

i.Las razones por las cuales está contra sus más íntimas convicciones la realización 

del procedimiento tendente a interrumpir el embarazo en ese específico caso, para 

lo cual no servirán formatos generales de tipo colectivo, ni aquellos que realice 

persona distinta a quien ejerce la objeción de conciencia; y 

ii.El profesional médico al cual remite a la paciente que necesita ser atendida. Esto 

teniendo siempre como presupuesto que se tenga certeza sobre la existencia de 

dicho profesional, sobre su pericia para llevar a cabo el procedimiento de 

interrupción del embarazo y de su disponibilidad en el momento en que es 

requerido. (Corte Constitucional República de Colombia, 2009a) 

 

Con tales medidas se protege el núcleo esencial de los derechos, se evita que la objeción 

de conciencia erija barreras a la prestación del servicio de salud de IVE y se aporta 

rigurosidad al ejercicio de la figura.  

 

La objeción de conciencia constituye un derecho de las personas “en el ámbito de su 

esfera privada encaminado a lograr que el reducto más íntimo – su pensamiento y su 

conciencia- puedan ser conformados con plena libertad sin injerencias estatales o de 

particulares por entero inadmisibles en este terreno” (Corte Constitucional República de 
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Colombia, 2009a) [negrilla en texto original]. Bajo ese entendimiento, la Corte resalta, como 

lo hizo en su momento la sentencia C-355 de 2006, que las personas jurídicas no son 

titulares del mencionado derecho, incluidas las instituciones prestadoras de servicios de 

salud, razón por la cual no están autorizadas a oponerse a la práctica de la interrupción 

voluntaria del embarazo cuando se cumplan las hipótesis jurisprudencialmente 

reconocidas al efecto. El fundamento de la objeción de conciencia estriba en arraigadas e 

íntimas convicciones individuales, que no pueden atribuirse a personas jurídicas pues se 

trata de “caracteres éticos y morales propios y exclusivos de las personas naturales” (Corte 

Constitucional República de Colombia, 2009a). Tratándose de la prestación del servicio 

público de salud, la restricción del derecho no distingue entre entidades públicas y 

privadas, pues ante el carácter público involucrado y los derechos fundamentales cuya 

protección se pone en juego (la vida, la salud, el libre desarrollo de la personalidad, por 

mencionar algunos), la autonomía privada está abocada a ceder ostensiblemente.  

 

El ejercicio del derecho a la objeción de conciencia también está excluido para las 

autoridades públicas, pues abstenerse del cumplimiento de sus deberes legales y 

constitucionales por razones de conciencia conlleva desconocer los fines esenciales del 

Estado, entre ellos aquel referido a garantizar la efectividad de los principios, derechos y 

deberes consagrados en la Constitución, y el que obliga a la protección de las creencias, 

derechos y libertades de todas las personas residentes en Colombia (artículo 2 CP); para 

los servidores públicos implica una diferencia sustancial respecto a los particulares, pues 

son responsables no solo por infringir la Constitución y las leyes, también lo son por 

omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones, como dispone el artículo 6 

superior. A tal responsabilidad queda obligado quien voluntariamente accede a ejercer la 

autoridad judicial. Señala la Corte:  

 

En efecto, cuando un funcionario o funcionaria judicial profiere su fallo no está en 

uso de su libre albedrío. En estos casos el juez se encuentra ante la obligación de 

solucionar el problema que ante él se plantea –art. 230 de la Constitución-, con 

base en la Constitución y demás normas que compongan el ordenamiento jurídico 

aplicable. Esto por cuanto su función consiste precisamente en aplicar la ley –

entendida ésta en sentido amplio-, de manera que no le es dable con base en 

convicciones religiosas, políticas, filosóficas o de cualquier otro tipo faltar a su 

función.  
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Lo anterior no significa que como persona no tenga la posibilidad de ejercer 

sus derechos fundamentales; significa que en su labor de administrar justicia sus 

convicciones no lo relevan de la responsabilidad derivada de su investidura, 

debiendo administrar justicia con base única y exclusivamente en el derecho. (Corte 

Constitucional República de Colombia, 2009a) 

 

Esta es una forma de garantizar el imperio de la ley y no del parecer de las autoridades 

públicas, en último término la consolidación del Estado de Derecho. Por el contrario, admitir 

la objeción de conciencia en favor de las autoridades jurisdiccionales deniega 

injustificadamente el acceso a la justicia y compromete la protección de los derechos 

fundamentales que está a la base de la función judicial. De esta suerte, la posibilidad de 

acudir a la objeción de conciencia por parte de los funcionarios judiciales queda circunscrita 

a la esfera de su vida privada, sin permear el cumplimiento de las funciones establecidas 

constitucional y legalmente al ejercicio de su cargo2.  

 

A partir del examen precedente, la Corte fija las siguientes conclusiones en materia de 

objeción de conciencia: 

 

(i) Se trata de un derecho constitucional fundamental y como los demás, no tiene 

carácter absoluto, en consonancia con un orden normativo que protege y estimula 

la diversidad cultural.  

(ii) Su ejercicio en la esfera privada connota una protección extensa tal como la 

consagra el artículo 18 constitucional, y solo puede verse limitada cuando 

interfiere con el ejercicio de derechos de terceras personas.  

                                                
 

2 En el Auto 327/10, la Corte Constitucional precisaría al respecto: “En la sentencia T-388 de 2009 
la Corte excluyó la objeción de conciencia en el caso de autoridades judiciales. Los demás 
funcionarios públicos, como el Procurador General de la Nación, pueden hacer uso de la objeción 
de conciencia cuando el cumplimiento de sus deberes vaya en contra de su integridad moral, caso 
en el cual deberán, no obstaculizar la función pública, sino manifestar y fundamentar su objeción de 
conciencia y apartarse para que el cumplimiento de la misma sea hecho por otro funcionario público. 
De tal forma se protege el derecho a la libertad de conciencia del funcionario pero no se deja de 
cumplir con el ordenamiento jurídico ni se afectan los derechos de los ciudadanos. Mientras el 
funcionario no expresa su objeción de conciencia deberá cumplir sin dilaciones con los deberes que 
le impone el ordenamiento jurídico, entre los cuales está, como se vio, el cumplimiento de las 
órdenes judiciales” (Corte Constitucional República de Colombia, 2010a). 
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(iii) La objeción de conciencia solo puede ser formulada por el personal médico cuya 

función interviene directamente en el procedimiento de IVE. No goza de la misma 

facultad el personal administrativo ni el personal médico dedicado únicamente a 

labores preparatorias o vinculado con la fase de recuperación de la paciente. 

(iv) Debe manifestarse por escrito y expresar las razones que impiden al objetor llevar 

a cabo la interrupción del embarazo. 

(v) El ejercicio de la objeción de conciencia a la práctica de la IVE puede ser 

restringido cuando conlleva imponer una carga desproporcionada a las mujeres 

que solicitan el procedimiento por estar incursas en alguna de las causales 

admitidas para su realización. 

(vi) la objeción de conciencia es un derecho cuya titularidad no es atribuible a 

personas jurídicas. 

(vii) Quienes fungen voluntariamente como autoridades judiciales no pueden acudir a 

la objeción de conciencia para dejar de cumplir una norma revestida de legitimidad 

y validez a la luz de preceptos constitucionales, pues en tal caso atentarían contra 

el fin que obliga al Estado a garantizar la efectividad de los principios, derechos y 

libertades consagrados en la Constitución, como el mismo artículo 2º superior 

establece. También faltarían a su deber de proteger a todas las personas 

residentes en Colombia en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos 

y libertades, como corresponde a los deberes sociales del Estado y de los 

particulares. La objeción de conciencia en el caso de funcionarios judiciales deriva 

en una denegación injustificada de justicia y en una restricción seria, arbitraria y 

desproporcionada de derechos constitucionales fundamentales.  

 

Insiste la Corte en que las autoridades judiciales están en libertad de profesar creencias 

religiosas, morales, ideológicas o culturales que son respetables como las de toda persona, 

pero “no pueden abstenerse de tramitar y decidir un caso puesto a su consideración 

aduciendo motivos de conciencia y tampoco pueden decidir con fundamento en sus 

propias convicciones morales desconociendo la obligación (…) de decidir de conformidad 

con la normatividad vigente” (Corte Constitucional República de Colombia, 2009a). Una 

conducta de ese tipo configuraría prevaricato por acción, con las consecuencias penales y 

disciplinarias correspondientes. La Corte es enfática en afirmar que “las funcionarias y los 

funcionarios judiciales emiten sus sentencias en derecho y no en conciencia” (Corte 

Constitucional República de Colombia, 2009a), más aún considerando que la objeción de 
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conciencia no se encuentra incluida entre las causales de impedimento -taxativamente 

dispuestas- que los rigen. 

 

De vuelta al caso examinado, la Corte estima contraria a la normatividad vigente la solicitud 

realizada por el ginecólogo en la que exigió la presentación de una orden judicial para 

efectuar la IVE. Con tal acción vulneró los derechos fundamentales de la paciente, pues 

interpuso un obstáculo que en modo alguno está contemplado en la sentencia C-355 de 

2006 para habilitar la práctica del procedimiento sin efectos penales. Este tipo de 

requerimientos suponen una carga desproporcionada y arbitraria a las mujeres que se 

encuentren bajo alguna de las hipótesis acogidas en la sentencia mencionada, 

colocándolas en situación de indefensión y desconocimiento de sus derechos 

constitucionales fundamentales. Por las razones aludidas, el fallo confirma la decisión de 

segunda instancia en favor de los derechos reclamados por la accionante.  

 

La sentencia C-718 de 2006 dirime la demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 

148 de la Ley 906 de 2004 “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Penal”, al 

que se acusa de vulnerar, entre otros, el derecho al libre desarrollo de la personalidad, la 

libertad de conciencia y la dignidad humana al imponer el uso de la toga a los jueces 

durante el desarrollo de las audiencias, exigencia que se advierte irrazonable, innecesaria, 

desproporcionada y desligada de los fines propios de la justicia. 

 

Aunque la disposición demandada impone una limitación sobre el uso de indumentaria por 

parte de los operadores judiciales para el ejercicio de sus funciones, la Corte estima que 

no trasciende a una restricción ilegítima del libre desarrollo de la personalidad, pues la 

medida no trastoca las convicciones íntimas ni altera el plan de vida por el cual los jueces 

opten autónomamente. Aunado a lo anterior, el porte de la toga cumple una finalidad 

claramente determinada como símbolo de identificación del juez dentro del sistema penal 

acusatorio, que realza y distingue su labor en el decurso de las audiencias que preside, 

por tanto no se torna una exigencia desproporcionada, máxime considerando que se trata 

de un uso circunstancial acotado al tiempo que abarcan dichas audiencias. 

 

Al no vulnerar el derecho al libre desarrollo de la personalidad con la norma demandada, 

a juicio de la Corte, 
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(…) tampoco cabe entender vulnerados los demás derechos que el actor invoca, a 

saber la libertad de conciencia y la dignidad humana, cuya supuesta violación 

deriva el actor precisamente del desconocimiento que en su criterio se da en este 

caso del derecho al libre desarrollo de la personalidad. (Corte Constitucional 

República de Colombia, 2006b) 

 

La sentencia C-859 de 2006 resuelve la demanda de inexequibilidad contra el artículo 5° 

de la Ley 974 de 2005 “Por la cual se reglamenta la actuación en bancadas de los 

miembros de las corporaciones públicas y se adecúa el Reglamento del Congreso al 

Régimen de Bancadas”, específicamente el inciso que introduce, al lado de los asuntos de 

conciencia, razones de conveniencia política, de trámite legislativo o controversia regional 

en el caso de la Cámara de Representantes, como causales que habilitan la actuación 

individual por parte de miembros de corporaciones públicas, a modo de excepción frente 

a la aplicación del régimen de bancadas adoptado mediante el Acto Legislativo 01 de 2003. 

Para el demandante, tal disposición contraviene el artículo 108 constitucional, en el que se 

establece la objeción de conciencia como única excepción legítima al régimen de 

bancadas, de modo que estas quedan facultadas, bajo esta exclusiva causal, para permitir 

a sus miembros el voto individual libre. En su criterio, las excepciones añadidas por la 

disposición demandada no guardan relación estricta con asuntos subyacentes a la 

objeción de conciencia, lo que configura una ampliación contraria a la Constitución que 

desdibuja y atenta contra la libertad de conciencia amparada por el artículo 18 superior. 

 

Para la corte, la facultad de configuración que detenta el legislador en la materia, acorde a 

lo contemplado en el inciso 6 del artículo 108 de la Carta, en modo alguno incluye una 

prerrogativa para debilitar el régimen de bancadas, aun cuando el artículo señalado 

estableció una excepción a ese esquema de funcionamiento colectivo mediante la figura 

de los asuntos de conciencia, en virtud de la cual los miembros de las corporaciones de 

elección popular pueden actuar individualmente. Tales asuntos deben ser determinados 

en los estatutos de los partidos y movimientos políticos de manera autónoma y 

democrática, sin que se hallen sujetos a parámetros preestablecidos por el legislador ni 

contraídos necesariamente a las cuestiones que advierte el artículo 18 de la Constitución 

para el ejercicio de la objeción de conciencia. “No obstante, dichos asuntos deben 

responder razonablemente, a cuestiones típicas de conciencia, consideradas y definidas 
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como tales en otras disciplinas o ciencias” (Corte Constitucional República de Colombia, 

2006c). 

 

En virtud de lo anterior, la Corte estima contrario a las disposiciones constitucionales el 

apartado del artículo 5° de la Ley 974 de 2005 que agrega razones de "conveniencia 

política, de trámite legislativo o de controversia regional" para exceptuar la aplicación del 

régimen de bancadas, por tanto declara su inexequibilidad. 

 

La sentencia C-036 de 2007 se ocupó de otra demanda de inconstitucionalidad contra 

varios artículos de la misma Ley 974 de 2005, por considerar que los mismos vulneran el 

artículo 108 de la Constitución Política en el cual se establece el régimen de bancadas en 

las corporaciones públicas. Entre las normas impugnadas se encuentra una de las 

incluidas en el artículo 5° de la ley referida, la cual contempla que en su ejercicio como 

integrantes de una corporación pública los miembros de una bancada pueden votar en 

libertad de acuerdo con su criterio personal, cuando el partido político del que procede tal 

colectividad lo autorice, entre otras razones por asuntos de conciencia. Prescribe además 

que tal libertad tendrá lugar en los casos en que se presente empate entre los miembros 

frente al sentido de la votación respectiva. Para el demandante el ejercicio de la objeción 

de conciencia por parte de los miembros de bancada no puede limitarse al acto del voto, 

sino que, para ser pleno, debe extenderse a las restantes actividades propias de su 

quehacer, como es el caso de las intervenciones individuales a las que estén facultados 

en el marco de los asuntos para los cuales el partido ha autorizado la aplicación de esta 

figura, en las mismas condiciones en que lo hace la bancada de la cual se aparta el objetor.  

 

Considera además que los apartados del artículo 5° según los cuales la facultad de voto 

libre y autónomo será concedida a los integrantes de bancada por determinación del 

respectivo partido político o cuando se presente empate entre sus miembros en lo 

concerniente a la votación, vulneran de igual modo el derecho a la objeción de conciencia, 

pues desconocen el carácter individual del derecho en tanto su trámite, aprobación y 

ejercicio debe preservar esa misma naturaleza individual y no supeditarse a definiciones 

ni aplicaciones colectivas. Solicita el demandante que, en caso de no declararse la 

inexequibilidad de las normas acusadas, su exequibilidad se condicione bajo el entendido 

de que el ejercicio de la objeción de conciencia y la decisión que se adopte frente al mismo 
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se asuman de manera individual a solicitud del interesado, sin perder la debida 

correspondencia con los asuntos que la bancada ha previsto para la aplicación de tal figura.   

 

En este caso, como en la sentencia anterior, la Corte enfatiza la disposición del artículo 

108 constitucional conforme a la cual todo miembro de bancada queda obligado por la 

disciplina partidista, cuya infracción acarrea las sanciones contempladas en los estatutos 

internos del partido o movimiento político. Aun definiendo como regla general la actuación 

en bancadas, el artículo 108 contempla excepcionalmente la actuación individual entre sus 

integrantes, mientras se ajuste a los asuntos de conciencia determinados según las reglas 

y disposiciones internas del partido correspondiente. Tal disciplina de grupo inherente al 

régimen de bancadas abarca toda la gama de actividades incluidas en la actuación 

parlamentaria, por tanto agrupa no solo la votación de proyectos normativos “sino además 

por ejemplo, promover citaciones o debates y postular candidatos” (Corte Constitucional 

República de Colombia, 2007).  

 

 Según el fallo, no tiene asidero el cargo atribuido al inciso primero del artículo 5° de la ley 

974 de 2005, en el sentido de limitar indebidamente el ejercicio de la objeción de conciencia 

al acto de votación en cabeza de los miembros de bancada. Ello por cuanto la excepción 

al régimen de bancadas que opera sobre los asuntos de conciencia definidos por cada 

partido político, resulta aplicable no solo a la facultad de votar, sino a todas las restantes 

relacionadas con el trámite del proyecto normativo correspondiente, y de manera especial 

a las relacionadas con el debate respectivo. De esa forma, quien al interior de su bancada 

ha sido autorizado por su partido para votar libremente al tratarse de un asunto de 

conciencia, de manera igualmente libre puede exponer sus argumentos en los escenarios 

de debate dispuestos, a fin de que la comunidad en general y los demás miembros de la 

corporación pública conozcan los motivos por los cuales apoya o rechaza el proyecto 

normativo objeto de discusión. 

 

Respecto al cargo formulado contra la expresión “Cuando la decisión frente a un tema sea 

la de dejar en libertad a sus miembros para votar de acuerdo con su criterio individual”, la 

Corte tampoco encuentra vulneración del derecho a la objeción de conciencia por 

imponerse su ejercicio de forma colectiva, como aduce el peticionario. La propia 

Constitución Política en el artículo 108 determina que las bancadas son las encargadas de 

definir los asuntos de conciencia en los cuales sus integrantes quedan en libertad de votar, 
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conforme a lo previsto en los estatutos internos de sus respectivos partidos o movimientos 

políticos. 

 

No se trata entonces, como lo afirma el actor, de consagrar el ejercicio del derecho 

de objeción de conciencia de manera colectiva, sino que, siendo la objeción de 

conciencia parte de los asuntos de conciencia, es por mandato de la Constitución 

que sea en los estatutos de los partidos y movimientos políticos en donde deba 

hacerse tal determinación, lo que se hará según la ideología que inspira cada 

organización,  para luego, de conformidad con ella, las bancadas decidan si dejan 

o no en libertad a sus miembros para votar en cada caso concreto. 

En tales circunstancias, no le corresponderá a cada uno de los miembros 

de las bancadas a título individual aducir la objeción de conciencia, pues una 

posición de tal naturaleza sería violatoria del régimen de bancadas y como tal 

sancionable de conformidad con el régimen disciplinario correspondiente. (Corte 

Constitucional República de Colombia, 2007) 

 

En virtud de lo anterior, la Corte considera que las normas acusadas del inciso primero del 

artículo 5° de la Ley 974 de 2005 se encuentran ajustadas a la Constitución. Entre tanto, 

no estima lo mismo frente al inciso tercero del mismo artículo, pues dejar en libertad la 

votación de los miembros de bancada tras un empate alcanzado luego de una votación 

previa ya de suyo libre, desvirtúa el propio régimen de bancadas y su propósito de 

fortalecer los partidos y el Congreso de la República, toda vez que privilegia la alternativa 

individual y subjetiva que solo se contempla como excepcionalidad –no como regla-, sobre 

la primacía constitucional otorgada a la actuación colectiva y unificada de las agrupaciones 

políticas presentes en las corporaciones públicas. Para la Corte, la solución en casos de 

empate debe ser asumida reglamentariamente por los partidos políticos en estricta 

consonancia con lo previsto en la Carta Política. “En tales circunstancias (…) el inciso 

tercero del artículo quinto es contrario a la Constitución, razón por la cual se declarará su 

inexequibilidad” (Corte Constitucional República de Colombia, 2007). 

 

La sentencia C-728 de 2009 resuelve una acción de inconstitucionalidad contra el artículo 

27 de la Ley 48 de 1993, por considerar que viola los derechos a la igualdad, a la libertad 

de conciencia y a la libertad de cultos. Conforme lo dispuesto en el artículo 216 de la 

Constitución, la norma acusada determina los grupos de personas exentas del servicio 
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militar obligatorio en todo tiempo, del pago de la cuota de compensación militar, y de la 

condición de reservistas, a saber: i) los limitados físicos y sensoriales permanentes; y ii) 

los indígenas que residan en su territorio y conserven su integridad cultural, social y 

económica. La demanda considera que la exclusión de los objetores de conciencia entre 

estos grupos configura una omisión legislativa relativa, por lo cual los peticionarios solicitan 

la declaratoria de exequibilidad condicionada o, en su defecto, la inexequibilidad del 

artículo referido. 

 

 A juicio de los demandantes, dicha exclusión genera una discriminación injustificada que 

vulnera los derechos fundamentales señalados. Como ocurre en el caso de los dos grupos 

considerados por la norma demandada, para los objetores cumplir la obligación del servicio 

militar afecta ostensiblemente su derecho a la diferencia, aunado a la carga 

desproporcionada que pesa sobre ellos por cuenta de sanciones derivadas de su 

rehusamiento, tal como dispone la Ley 48 de 1993 en sus artículos 36, 37, 41 y 42. Antes 

que titulares de un derecho fundamental, se les impone la calidad irregular de remisos por 

incumplimiento de las normas de reclutamiento. 

 

La Corte declara exequible el artículo 27 de la Ley 48 de 1993, bajo las siguientes 

consideraciones: 

 

Tal como fue establecido con anterioridad en la sentencia T-388 de 2009, la objeción de 

conciencia tiene lugar cuando el cumplimiento de una norma vigente supone para el 

obligado incurrir en actos prohibidos por su conciencia, configurando así una discrepancia 

entre la norma jurídica y la norma moral. La objeción de conciencia deviene entonces en 

resistencia al acatamiento del imperativo jurídico, debida a un dictamen de conciencia que 

impide sujetarse a aquel.  

 

El presupuesto de la objeción de conciencia es la existencia de unos deberes 

jurídicos que pueden consistir en un mandato previsto expresamente en la 

Constitución, o en una obligación legal, o resultar de una relación jurídica que 

habilite a una persona para exigir de otra determinada conducta, como ocurre en el 

ámbito educativo, o en el de la salud, o en el laboral. En todos los casos, el objetor 

plantea que el acatamiento de ese deber jurídico es contrario a su conciencia. 

(Corte Constitucional República de Colombia, 2009b) 
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En concordancia con la sentencia T-388 de 2009, la Corte reafirma el nexo directo que la 

objeción de conciencia guarda con la libertad de pensamiento, la libertad religiosa y la 

libertad de conciencia, al punto de considerar la objeción como corolario de las libertades 

mencionadas. En virtud de tal vínculo, la conciencia constituye una esfera inmune a la 

interferencia estatal, o cuando menos que exige una carga elevada de justificación para 

ser intervenida. Ello no convierte la objeción de conciencia en un derecho ilimitado, pues 

tal caso haría imposible la prescripción de medidas vinculantes para quienes integran el 

conjunto social. 

 

La posibilidad de objetar deberes jurídicos por razones de conciencia, a la luz del derecho 

comparado, se condicionó en un primer momento a su consagración legal, tal como ha 

preceptuado la Corte Constitucional colombiana frente a la objeción al servicio militar 

obligatorio. Sin embargo, la Constitución de 1991 aborda la materia en un sentido más 

amplio, pues su artículo 18 reconoce el derecho de no ser obligado a actuar contra la 

conciencia sin que la efectividad del mismo quede supeditada a desarrollo legal alguno. 

Incluso precedentes como los examinados en las sentencias T-547 de 1993, T-588 de 

1998 y T-982 de 2001 han protegido la libertad de conciencia en casos tan diversos como 

la exigencia de presentar juramento para denuncia penal, la imposición de prácticas 

escolares contrarias al credo o el desempeño de obligaciones laborales en días que 

interfieren con prácticas religiosas, sin que la existencia de una ley en la materia haya 

impedido su amparo en la jurisdicción constitucional. 

 

La Corte afirma la necesidad de definir un criterio a partir del cual pueda ejercerse de forma 

efectiva el derecho a la objeción de conciencia, sin perder de vista que no toda reserva de 

conciencia resulta válida como eximente frente a deberes jurídicos, ni todos los deberes 

jurídicos son ineludibles al punto de subordinar las valoraciones de la conciencia personal. 

El criterio de ponderación a utilizar debe atender, por un lado, a 

 

(…) la naturaleza del reparo de conciencia, la seriedad con la que es asumido, la 

afectación que su desconocimiento produce en el sujeto, etc., frente a, por otra 

parte, la importancia del deber jurídico en relación con el cual se plantea y las 

circunstancias en las que se desarrolla. (Corte Constitucional República de 

Colombia, 2009b) 
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Tales circunstancias pueden contemplar posibilidades como suplir al objetor del deber 

impugnado encargando a un tercero su cumplimiento (así lo establece la sentencia C-355 

de 2006 con la práctica de la interrupción voluntaria del embarazo), o la definición de 

actividades alternativas que no interpongan un conflicto de conciencia al obligado (el 

servicio social sustitutivo planteado en la sentencia T-026 de 2005 frente al servicio militar 

obligatorio ilustraría esta última opción).   

 

La objeción de conciencia encuentra vínculos con la libertad religiosa, pues en ambos 

casos se trata de la posibilidad de adecuar el modo de vida, las conductas y prácticas 

personales conforme a las creencias y convicciones que se adoptan en el fuero interno. 

En los términos de la sentencia T-409 de 1992, la libertad de conciencia tiene como límites 

los derechos de los demás y los requerimientos del orden público, la tranquilidad, la 

salubridad o la seguridad colectivas. Por desprenderse de la libertad de conciencia, la 

objeción de conciencia comparte con esta los mismos límites en su ejercicio y aplicación. 

 

Anteriormente la Sentencia T-409 de 1992 había prescrito que la libertad de conciencia no 

incluye necesariamente la objeción de conciencia al servicio militar obligatorio. En sus 

términos, rige entonces el deber constitucional con las excepciones que explícitamente 

reconoce la ley, sin que sea aplicable la objeción de conciencia como recurso exonerativo. 

A partir de entonces se inició una línea jurisprudencial ratificada en las sentencias C-511 

de 1994, T-363 de 1995, C-561 de 1995 y C-740 de 2001. Sin embargo, en esta 

oportunidad la Corte encuentra diversas razones para apartarse de la jurisprudencia que 

hasta el momento ha afirmado la inexistencia del derecho a objetar el servicio militar 

obligatorio por razones de conciencia al interior del orden constitucional vigente. En su 

concepto, la lectura armónica de los artículos 18 (libertad de conciencia) y 19 (libertad 

religiosa y de cultos) de la Constitución, bajo el prisma del bloque de constitucionalidad, 

permite concluir que “de los mismos sí se desprende la garantía de la objeción de 

conciencia frente al servicio militar” (Corte Constitucional República de Colombia, 

2009b) [negrilla fuera de texto original]. La prerrogativa explícita de ´no ser obligado a 

actuar en contra de su conciencia´, contenida en el artículo 18 referido, ampara a toda 

persona que de manera seria se oponga al cumplimiento de un deber que le afectaría en 

grado considerable, en la medida en que la obliga a transgredir los imperativos emanados 

de su propia conciencia. 
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Aunque no niega la necesidad de un desarrollo legislativo propio, la Corte precisa que su 

ausencia no equivale a la ineficacia del derecho, cuyo núcleo esencial es aplicable 

directamente con base en la Constitución. Bajo esa lógica, el ejercicio de la objeción de 

conciencia depende específicamente de la valoración que se adelante en cada caso 

concreto respecto a “los elementos que configuran la reserva de conciencia, frente a, por 

otro [lado], la naturaleza del deber que da lugar al reparo” (Corte Constitucional República 

de Colombia, 2009b). Con esta postura la Corte se distancia de la interpretación 

jurisprudencial precedente según la cual el rechazo de la Asamblea Nacional Constituyente 

a incorporar expresamente en la Carta el derecho a la objeción de conciencia al servicio 

militar, significa su exclusión del orden constitucional. Reitera que si bien la necesidad de 

regulación a cargo del legislador para determinar las condiciones de su ejercicio es real, el 

derecho puede hacerse efectivo mientras se configuren los supuestos que lo sustentan a 

la luz de la Constitución, sin depender de reglamentación legislativa.  

 

Cuando las convicciones que motivan la objeción al servicio militar están ligadas a 

creencias religiosas, su desconocimiento puede comprometer de igual modo el derecho a 

la libertad de religión consagrado en el artículo 19 constitucional, en tanto niega la 

posibilidad de obrar y adecuar los comportamientos conforme a los mandatos de fe que 

anidan en la persona. Considerando que los fines perseguidos con el servicio militar 

obligatorio, como retribuir a la patria los beneficios recibidos, contribuir a la protección del 

Estado y la Nación o propiciar la cohesión social, pueden alcanzarse por otros medios, la 

Corte no encuentra razonable obligar a una persona a incorporarse a las filas cuando ello 

genera un conflicto profundo entre dicho deber constitucional y las convicciones internas. 

 

Esta interpretación no solo está en consonancia con  la jurisprudencia constitucional sobre 

objeción de conciencia aplicada a deberes laborales, educativos y profesionales, también 

tiene asidero en referentes normativos del bloque de constitucionalidad como los derivados 

de la Resolución 1989/59 adoptada por la Comisión de Derechos Humanos de las 

Naciones Unidas, en la que se reconoce el derecho a objetar en conciencia el servicio 

militar en tanto ejercicio legítimo de la libertad de pensamiento, conciencia y religión 

estipulado en el artículo 18 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y el artículo 

18 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP). La misma Resolución 

recomienda a los Estados la instauración de formas de servicio alternativo para los 
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objetores de conciencia, compatibles con las razones que alientan su reparo. En el mismo 

sentido se pronunció la Observación General N° 22 de 1993 del Comité de Derechos 

Humanos, mientras las Observaciones finales del Comité de Derechos Humanos: 

Colombia (2004) incluyeron una preocupación expresa frente a la legislación nacional al 

no permitir la objeción de conciencia al servicio militar e insta a posibilitar opciones de 

servicio alternativo sin que conlleve efectos punitivos.  

 

Para la Corte las convicciones o creencias que fundamentan el rechazo a la prestación del 

servicio militar y que son objeto de protección constitucional, deben definir y condicionar el 

comportamiento del objetor, reflejándose en su conducta externa, pues en caso contrario 

tales convicciones pueden permanecer en el fuero interno sin interponerse con la 

prestación del servicio militar y sin que exista en principio un deber constitucional de 

garantizar el derecho a no ser obligado a actuar en contra de la conciencia. El objetor tiene 

bajo su cargo demostrar las manifestaciones externas en que se expresan las convicciones 

invocadas, así como probar el grado en que su conciencia ha condicionado y determinado 

su actuar de forma tal que resultaría transgredida con la prestación del servicio militar 

obligatorio. 

 

Además de contar con manifestaciones tangibles y demostrables, las convicciones y 

creencias deben ser profundas, fijas y sinceras, “para que sean de una entidad tal que 

realmente se encuentre amenazada la libertad de conciencia y de religión” (Corte 

Constitucional República de Colombia, 2009b). Profundas en la medida en que no se 

reducen a un plano superficial y afectan de manera integral la vida, forma de ser, las 

actuaciones, decisiones y apreciaciones del objetor. Fijas, esto es, con vocación de 

arraigada permanencia, no de aparición espontánea, reciente, de fácil remoción o 

modificación. Sinceras, no invocadas falsamente encubriendo intenciones acomodaticias 

o estratégicas. 

 

Añade la Corte que tales convicciones o creencias “pueden ser de carácter religioso, ético, 

moral o filosófico. Las normas constitucionales e internacionales, como fue expuesto, no 

se circunscriben a las creencias religiosas, contemplan convicciones humanas de otro 

orden, que estructuran la autonomía y la personalidad de toda persona” (Corte 

Constitucional República de Colombia, 2009b). Indica además que ante la inexistencia de 

un procedimiento especial definido por el legislador, las objeciones de conciencia que se 
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formulen deben tramitarse de forma imparcial y neutral, acorde a las reglas del debido 

proceso “y, en todo caso, el derecho constitucional de objeción de conciencia, puede 

ser objeto de protección por parte de los jueces de tutela” (Corte Constitucional República 

de Colombia, 2009b) [negrilla añadida]. 

 

Sobre el cargo por el cual se acusa la norma impugnada, la Corte señala que la omisión 

legislativa relativa se presenta cuando en su ejercicio de regulación, el legislador ha dejado 

de incorporar un elemento, condición o supuesto que a la luz de la Constitución debe hacer 

parte de la materia objeto de regulación, omisión que genera una inconstitucionalidad. En 

los casos en que la omisión repercute sobre derechos consagrados constitucionalmente, 

la jurisprudencia ha determinado que la aplicación de tales derechos puede y debe 

derivarse directamente de la Constitución sin que la situación omisiva lo imposibilite, dada 

la fuerza normativa prevalente que cobija la Carta. Bajo estos términos, considera que no 

es atribuible a la norma demandada la omisión legislativa relativa, por cuanto el artículo 27 

de la Ley 48 de 1993 alude a supuestos que no son asimilables a la situación que distingue 

a los objetores de conciencia al servicio militar, como afirman los peticionarios. Los dos 

conjuntos de personas exentas por la norma reúnen una serie de características objetivas 

comunes, mientras los objetores responden a una situación personal, subjetiva, que 

proviene del fuero íntimo y conduce a rechazar el cumplimiento del deber constitucional 

previsto en el artículo 216 de la Carta. De esta suerte: 

 

En el caso de la objeción de conciencia no habría una exención a la obligación de 

prestar el servicio militar, sino un derecho subjetivo a no verse forzado a prestar un 

servicio -al que se estaría obligado por la ley- por consideraciones de conciencia. 

(Corte Constitucional República de Colombia, 2009b) 

 

A juicio de la Corte, el caso entraña una omisión legislativa absoluta en lugar de relativa, 

pues lo realmente censurable es la falta en que incurre el legislador al no expedir una ley 

que regule la objeción de conciencia en el ámbito del servicio militar. En último término, la 

Corte afirma la existencia de “un derecho subjetivo a oponerse a la prestación del 

servicio militar por consideraciones de conciencia” (Corte Constitucional República de 

Colombia, 2009b) [negrilla añadida], aun cuando el legislador no haya desarrollado 

reglamentación en la materia que determine aspectos relacionados con la manera de hacer 

efectivo el derecho, los procedimientos atinentes, la fijación de una cuota de compensación 
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militar, o la disposición de un servicio social alternativo. La omisión absoluta identificada 

no implica que el derecho a la objeción de conciencia no pueda ejercerse, pues su 

raigambre constitucional da lugar a una aplicación directa, incluso a su exigibilidad y 

protección por vía de la acción de tutela sin requerir una disposición legal que patente 

dicho reconocimiento. Finalmente, la Corte exhorta al Congreso de la República para que 

“regule lo concerniente a la objeción de conciencia frente al servicio militar” (Corte 

Constitucional República de Colombia, 2009b) con base en las consideraciones 

esgrimidas. 

 

Desde 1998 y hasta 2009, la jurisprudencia constitucional deja advertir diferentes 

elementos en torno a la libertad de conciencia y a la objeción de conciencia. De un lado, 

fija límites estrictos a la libertad de conciencia cuando su ejercicio mediante la actividad 

religiosa atenta contra la autonomía e integridad cultural de comunidades originarias cuyas 

tradiciones y cosmovisión son protegidas como valor superior por la Carta de 1991. Lo 

propio ocurre cuando afecta o interrumpe la prestación de servicios públicos 

indispensables como la educación, o cuando su ejercicio conlleva el rechazo a tratamientos 

médicos sin los cuales la salud o la integridad del paciente se vería seriamente 

comprometida, caso en el cual prima el deber de autocuidado que la Constitución establece 

en el artículo 49. El ejercicio de la libertad de conciencia también puede tornarse abusivo 

e inconstitucional cuando es invocada por los defensores de oficio sin la debida precaución 

que evite la afectación del derecho fundamental a la defensa que ampara en todo momento 

al poderdante. Adicionalmente, la jurisprudencia precisa que no toda orden impartida en el 

ámbito laboral, alrededor de la cual emerja una discrepancia con las preferencias del 

empleado, implica vulneración de la libertad de conciencia, máxime si se trata de 

directrices razonables, proporcionales y necesarias para el debido funcionamiento 

institucional y el cumplimiento de las funciones misionales de la organización o entidad. 

 

De otro lado, el derecho a la libertad de conciencia extiende sus alcances hasta erigir 

límites a la libertad de cátedra en el entorno educativo, tanto en la educación básica y 

secundaria como universitaria, contextos en los que las convicciones y creencias de los 

estudiantes gozan del máximo reconocimiento y protección, al punto de mantenerse a 

salvo de cualquier agresión, irrespeto o medida que obligue a revelarlas o hacerlas 

manifiestas. La Corte apela al principio de armonización concreta como forma expedita de 

dirimir la pugna entre derechos cuando se presenta aquella confrontación entre la libertad 
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de cátedra y las libertades de religión y conciencia, de modo que el diálogo constructivo 

entre las partes afectadas logre que ninguno salga necesariamente sacrificado y se cumpla 

la meta pedagógica perseguida. De igual modo, resulta legítimo restringir parcialmente la 

facultad del empleador para establecer el horario laboral en ocasiones en que supone 

obligar a los empleados a obrar en contra de su conciencia, circunstancia en la cual la 

Corte también prioriza la vía conciliatoria para encontrar un cauce sobre el cual los deberes 

contractuales y legales de los trabajadores no riñan con los derechos que ostentan. 

Tampoco puede subyugarse la libertad de conciencia a la posición dominante que ejerce 

una empresa prestadora de un servicio público sobre los usuarios, al forzarlos a suscribir 

formatos o reportes sobre asuntos o revisiones técnicas, menos aún cuando conlleva 

además vulneración de su derecho al debido proceso, a la presunción de inocencia y a la 

defensa. La expresión autónoma de la voluntad del paciente frente al sometimiento o 

rechazo a un tratamiento médico configura una manifestación palmaria de su libertad de 

conciencia. Mientras se encuentre dentro de los parámetros y condiciones legalmente 

establecidas, la aplicación de alternativas médicas y clínicas compatibles con el dictamen 

de conciencia del paciente no debe supeditarse a aprobación de instancias administrativas, 

pues también se pone en elevado riesgo el derecho a acceder a los servicios de salud que 

su condición requiere. 

 

La libertad de conciencia también encuentra en el ámbito familiar un terreno abonado de 

aplicación, cuando se trata de proteger y garantizar la autonomía individual de sus 

integrantes en decisiones tan trascendentales como el divorcio o la reserva que habilita a 

no incriminar a parientes, ligados bien por vínculos consanguíneos o civiles hasta el cuarto 

grado, caso último en el cual la prerrogativa se hace extensiva por mérito del derecho a la 

igualdad que cobija las relaciones familiares conforme al artículo 42 constitucional.  

 

A su turno, La objeción de conciencia es reconocida como derecho constitucional 

fundamental, cuya naturaleza deriva de las libertades de pensamiento, religión y 

conciencia, encaminada a resguardar la integridad moral de cada cual, salvaguardando las 

convicciones y creencias personales. Es condición imprescindible de un Estado Social de 

Derecho participativo y pluralista, que encuentra cauces democráticos para dirimir las 

tensiones surgidas entre las normas jurídicas y los imperativos morales de sus ciudadanos, 

sin sacrificar valores y bienes esenciales para la integridad de toda persona, ni menoscabar 

los parámetros fijados que rigen el orden social y la preservación del bienestar colectivo.  
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Fundada en el derecho a la libertad de conciencia, la objeción de conciencia se concibe 

como atributo eminentemente personal, no institucional ni colectivo, cuyo ejercicio no 

puede interponerse hasta obstaculizar a otros el disfrute de sus derechos fundamentales, 

como ha sido en el caso de los derechos reproductivos de las mujeres. Por ello, el supuesto 

de objeción a la interrupción voluntaria del embarazo conlleva el deber imperioso de remitir 

a la gestante a un profesional distinto al objetor para que su acceso al servicio público de 

salud sea garantizado. En este y otros casos, en aras de proteger la integridad moral y 

profesional del concernido, la objeción médica o sanitaria asiste a los profesionales de la 

salud para rehusar la práctica de tratamiento o intervención que estimen contrario a sus 

creencias y convicciones íntimas o a los parámetros técnicos y éticos que rigen su 

profesión, salvo cuando se trata de un caso de urgencia, ante el cual deberá priorizarse la 

atención inmediata para evitar un perjuicio irremediable sobre la vida, de acuerdo con lo 

dispuesto por el artículo 4° del Decreto 3380 de 1981. Nuevamente, en congruencia con 

el parámetro de armonización concreta, la Corte privilegia la exploración de medidas y 

alternativas que concilien la libertad y autonomía del paciente con el derecho de objeción 

que ampara al médico tratante, de modo que uno no resulte impuesto en desmedro del 

otro. 

 

En alusión a otro de sus límites, la objeción de conciencia se entiende como práctica 

contemplada dentro de la excepción al régimen de bancadas, sin embargo el ejercicio de 

este derecho debe sujetarse a los lineamientos y directrices que los partidos y movimientos 

políticos determinen estatutariamente respecto a su participación al interior de las 

corporaciones públicas. La facultad de objetar conciencia no es atribuible a los jueces en 

ejercicio de sus funciones públicas, pues constituiría un riesgo que atenta contra el acceso 

a la justicia y el cumplimiento de los fines y deberes sociales del Estado. Así se garantiza 

el imperio de la ley sobre el parecer subjetivo de quienes ejercen poderes públicos.  

 

En conjunto, lo anterior reafirma el carácter relacional de los derechos que realza la 

sentencia T-388 de 2009, en virtud del cual su ejercicio debe procurar términos razonables 

y proporcionales, como se devela justamente a través de los alcances y límites que 

configuran los derechos fundamentales a la libertad de conciencia y a la objeción de 

conciencia según los fallos repasados hasta este punto. 
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Desde el año 2009, varios de los supuestos y ámbitos abordados por la jurisprudencia 

fueron revisitados en diferentes pronunciamientos de la Corte Constitucional, 

sedimentando derroteros más amplios con respecto al ámbito de protección que cobijan 

estos derechos fundamentales. 

 

La sentencia T-839 de 2009 se ocupó de la acción de tutela presentada contra la Sala 

Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura para amparar los derechos 

fundamentales a la libertad de conciencia, la libertad de cultos, a la igualdad, el acceso al 

ejercicio de cargos públicos y el derecho de petición de un participante en un curso –

concurso para provisión de cargos en la rama judicial, al que le fueron negadas repetidas 

solicitudes para excusar su ausencia en las  actividades programadas entre los días 

viernes y sábado, así como para concertar actividades y horarios compensatorios, por 

tratarse del día de descanso que dedica exclusivamente a los oficios religiosos, en 

cumplimiento del mandato que obliga a guardar el sabath a quienes, como él, son 

integrantes de la iglesia Adventista del Séptimo Día. Con ello se coartó una posibilidad de 

estudio y ascenso judicial a la que aspiraba el demandante al participar en el curso-

concurso mencionado. 

 

El Consejo Superior de la Judicatura fundamentó su respuesta negativa en el contenido 

del Acuerdo que reglamentó el curso-concurso, donde se establece la obligatoriedad de la 

asistencia a las actividades programadas sin contemplar alternativas como la solicitada por 

el peticionario. Aunado a ello, invoca el principio de igualdad con base en el cual las 

condiciones reglamentarias establecidas no dan lugar a diferencias de trato ni excepciones 

entre los aspirantes participantes en el proceso. Por último, la misma Sala indicó que el 

propio concursante aceptó tales condiciones al momento de su inscripción. 

 

Evocando lo establecido por la sentencia T-588 de 1998, la Corte destaca que la 

coherencia entre lo que se profesa y lo que se practica no solo hace parte del núcleo 

esencial de la libertad religiosa, también es una facultad central de la libertad de 

conciencia, pues en ambos casos cobra particular importancia tanto las creencias 

adoptadas como su manifestación externa. Con base en la sentencia T-345 de 2002, 

reafirma además que la protección de las creencias, religiosas o no, incluye la posibilidad 

de no verse obligado a revelarlas y el derecho a no creer, con el mismo grado de 

importancia que adquiere la facultad de profesar y divulgar las convicciones propias. 
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Respecto a las normas del bloque de constitucionalidad que aplican en el ordenamiento 

jurídico colombiano, refiere el artículo 18 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos que consagra la libertad de pensamiento, conciencia y religión, la cual el Comité 

de Derechos Humanos en su Observación General No. 33 de 1993 catalogó como derecho 

profundo y de largo alcance, cuya concepción de la religión y las creencias tiene sentido 

amplio y no se limita a aquellas tradicionales o institucionales, pues incluye además las de 

carácter teísta, no teísta, atea, así como el derecho a cambiar de religión o creencia o no 

profesar ninguna. Junto con las exigencias para proteger la seguridad, la salud, el orden o 

la moral públicas, el Comité de Derechos Humanos resalta que las manifestaciones de 

carácter religioso o de creencias también serán restringidas cuando devienen propaganda 

en favor de la guerra, apología al odio racial, nacional o religioso que incite a la 

discriminación, la violencia o la hostilidad, de conformidad con el PIDCP. 

 

La Corte resalta el amparo de las libertades de conciencia y religión en el artículo 12 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como la protección expresa que 

dispensa a los fieles de la Iglesia Adventista del Séptimo Día el artículo adicional del 

Decreto Nacional 354 de 1998 que aprobó el Convenio de Derecho Público Interno número 

1 de 1997, entre el Estado colombiano y algunas Entidades Religiosas Cristianas no 

Católicas. En el ámbito laboral, la Corte destaca el Convenio 111 relativo a la 

discriminación en materia de empleo y ocupación de la Organización Internacional del 

Trabajo (OIT), adoptado en 1958 y aprobado por el Congreso de la República mediante la 

Ley 22 de 1967. Entre otros aspectos, el Convenio precisa que los términos empleo y 

ocupación “incluyen tanto el acceso a los medios de formación profesional, y la admisión 

en el empleo y en las diversas ocupaciones, como también las condiciones de trabajo” 

(Corte Constitucional República de Colombia, 2009c). Destaca además que entre los 

criterios prohibidos para establecer diferencias de trato entre personas se encuentra la 

religión. La OIT ha identificado casos de discriminación en el contexto laboral relacionados 

con el desconocimiento de días de guardar diferentes al designado oficialmente, como 

ocurre también con exigencias vestimentarias o el juramento obligatorio para la posesión 

en un cargo, que interponen obstáculos al ejercicio libre de una práctica o creencia 

religiosa. Sin embargo, la misma organización indica que no toda restricción a una práctica 

religiosa en razón de una obligación laboral constituye discriminación, por lo cual la 

aplicación del principio de proporcionalidad definirá en qué medida es justificable privilegiar 

el deber frente al derecho respecto a cada caso concreto. 
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Conforme a los referentes normativos y jurisprudenciales examinados, la Corte precisa 

aspectos como los siguientes: 

 

(1) Las libertades de religión, de culto y de conciencia son derechos 

constitucionales fundamentales de aplicación directa e inmediata, que protegen de 

forma amplia todo tipo de creencias, pues, en Colombia, el derecho a no creer y a 

no revelar las convicciones más íntimas y profundas es tan sagrado como el 

derecho a creer, a profesar las creencias y a divulgar las convicciones.  

(2) Las libertades de religión, de culto y de conciencia protegen el fuero 

interno de forma ilimitada, y sus manifestaciones externas y colectivas dentro de 

los límites razonables y proporcionados, en el contexto de una sociedad 

democrática.  

(3) Están proscritas todo tipo de discriminaciones con base en las creencias 

religiosas, el culto o la conciencia; bien sea que éstas se den en las normas o en 

la práctica, o que sean directas o indirectas (…). Son considerados criterios 

sospechosos de distinción y, en cualquier caso, únicamente podrá limitarse 

mediante medidas (i) prescritas por ley, que sean (ii) necesarias para (iii) alcanzar 

los fines imperiosos.  

(4) Una obligación laboral o académica es un obstáculo a una práctica 

religiosa cuando no es razonable ni proporcionada constitucionalmente. En tales 

casos debe ponderarse el respeto del derecho de la persona que trabaja a practicar 

su propia fe o creencia y la necesidad de cumplir con las exigencias inherentes al 

empleo, las necesidades de la empresa o del proceso educativo que adelante.  

(…) 

(7) La libertad religiosa y de conciencia debe protegerse especialmente, 

cuando de su ejercicio se conviertan en obstáculos para ejercer derechos 

fundamentales tales como la educación o el trabajo, sobre todo si se trata labores 

que impliquen el ejercicio de funciones o cargos públicos. En tales casos es 

susceptible que presenten objeción de conciencia [sic]. (Corte Constitucional 

República de Colombia, 2009c). 

 

En el caso evaluado, la Corte constata la existencia de creencias serias y de trascendencia 

en la vida personal del demandante, no acomodaticias, tal como las dio a conocer desde 
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el inicio a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura con las implicaciones 

que conllevaban en el marco del curso-concurso del cual era participante. Pese a las 

negativas recibidas y las consecuencias subsiguientes, el peticionario no dejó de guardar 

el sabath ni de cumplir con las cargas atinentes al proceso formativo en el que estaba 

inscrito, sin dejar de reclamar judicialmente el respeto por los derechos conculcados. 

Reitera que la religión “es una de las causas por las cuales suele discriminarse a las 

personas en el ámbito laboral. En tal sentido, la Constitución Política [artículo 13], coincide 

en calificar la religión como un criterio sospechoso” (Corte Constitucional República de 

Colombia, 2009c). A la luz del mismo artículo constitucional, las minorías (entre ellas las 

religiosas) merecen especial atención por cuanto están expuestas a mayor riesgo de que 

sus derechos sean desconocidos, lo que implica un compromiso de protección más 

elevado para grupos minoritarios o marginados en favor del derecho a la igualdad. 

 

Si bien considera que el fin perseguido por el Consejo Superior de la Judicatura con las 

medidas adoptadas en el caso es constitucionalmente razonable, la Corte no estima que 

el medio empleado reciba la misma valoración, pues deviene ilegítimo al transgredir 

normas contempladas dentro del ordenamiento constitucional y legal vigente. No es objeto 

de discusión la existencia del deber de respetar el sabath por parte de la entidad 

demandada, únicamente las condiciones bajo las cuales se alcanza un acuerdo al 

respecto. Tampoco suple el criterio de necesidad, pues la entidad nunca argumentó 

razones que impidieran implementar alternativas acordes a lo solicitado por el peticionario, 

tan solo se amparó en inconveniencias logísticas, disposiciones reglamentarias 

prestablecidas para fundar su respuesta negativa y una presunta aplicación del derecho a 

la igualdad. Tampoco encuentra relación entre el medio establecido y el fin académico y 

pedagógico con el cual se concibió, pues a través de una medida discriminatoria se obra 

en contra de los propósitos declarados al restringir las posibilidades de participación de un 

integrante de la Iglesia Adventista del Séptimo Día en un proceso formativo y de promoción 

laboral. Por lo anterior, la Corte revoca las decisiones de instancia y resuelve tutelar los 

derechos a la libertad de religión, a la igualdad, al trabajo y a acceder a cargos públicos 

del demandante. 

 

Como en el anterior, la sentencia T-524 de 2017 también abordó un caso de doble 

connotación, en el que convergen el ámbito educativo y el laboral. El fallo versó en torno a 

la acción de tutela presentada por una mujer que consideró vulnerados sus derechos 
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fundamentales a la libertad de conciencia y a la libertad de cultos, luego de que el colegio 

público en el cual se encontraba vinculada como docente en el municipio de Fusagasugá 

impartiera la orden de asistir a ceremonias correspondientes a la confesión católica, en 

contravía de sus creencias como integrante de la Iglesia Ministerial de Jesucristo 

Internacional. En esta ocasión, la Corte retoma disposiciones constitucionales, legales, 

jurisprudenciales y preceptos normativos emanados del bloque de constitucionalidad para 

afirmar: 

(…) el derecho a la libertad religiosa, de cultos y de conciencia debe ser entendido 

como un derecho subjetivo en virtud del cual toda persona tiene la libertad de elegir 

la creencia o doctrina para el desarrollo de su plan de vida y, en consecuencia, es 

libre de elegir la forma en la que va a practicar sus creencias. En cuanto a la 

dimensión objetiva o externa del derecho esta se entiende como el deber de 

respeto de los particulares y del Estado frente a las creencias de las personas y la 

prohibición de obligar a otros a realizar actos que contraríen su culto o que exalten 

y/o promuevan una religión diferente de la que profesan. (Corte Constitucional 

República de Colombia, 2017b) [cursiva en texto original] 

 

Realza que el Estado está impedido para dispensar un trato privilegiado a una religión 

sobre las demás, en concordancia con el principio de laicidad y el deber de neutralidad en 

materia religiosa. Dicha restricción abarca a los planteles educativos públicos, cuyas 

facultades misionales excluyen la promoción, el patrocinio, el favorecimiento o impulso de 

actividades religiosas, tareas que competen únicamente a las confesiones religiosas y los 

integrantes de la comunidad educativa según su discrecional criterio y preferencia. Así, en 

esta materia las instituciones escolares tan solo pueden conceder el uso de espacios y la 

disposición de tiempos, según requerimiento de los integrantes de la comunidad educativa 

que voluntariamente lo soliciten para el desarrollo de este tipo de actos.  

 

(…) la laicidad de las instituciones implica neutralidad en materia religiosa, lo que 

se traduce en la prohibición de patrocinar, promover o apoyar cualquier credo o 

actividad confesional. Igualmente, la actividad de las instituciones laicas no puede 

tener como fundamento o motivación las creencias religiosas de sus integrantes y, 

con menor razón, de sus directivos. 

No obstante lo anterior, dicho carácter -si bien implica límites y restricciones 

a su actividad-, no impide que en la institución se puedan autorizar actividades, que 
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aunque incluyan algún contenido religioso, tengan un "claro e incontrovertible 

carácter de manifestación cultural para un grupo o comunidad de personas" dentro 

de la institución, o que correspondan a una expresión religiosa de un determinado 

grupo o sector de la misma cuyo desarrollo sólo vincule a quienes deseen participar 

o asistir a ellas. (Corte Constitucional República de Colombia, 2017b) [cursiva en 

fuente original] 

 

Para la Corte, la adscripción pública a la religión católica manifestada por el rector del 

plantel educativo no solo transgrede el principio de laicidad y el deber de neutralidad que 

obligan al Estado, también “repercute en la amenaza a los derechos de libertad religiosa y 

de conciencia de la comunidad educativa” (Corte Constitucional República de Colombia, 

2017b), ya que proclama un credo particular bajo la apariencia de una decisión institucional  

que se impone como obligatoria, aún sobre las convicciones y creencias personales de los 

integrantes de dicha comunidad.   

 

El fallo reconoce en el caso diferentes aspectos establecidos por la jurisprudencia para 

identificar una vulneración de la libertad de cultos y la libertad de conciencia: una creencia 

seria, que no obedece a una intención estratégica o acomodaticia; la manifestación de la 

creencia profesada por la docente al cuerpo directivo de la institución escolar, así como la 

comunicación oportuna de rehusar la asistencia a los actos religiosos dispuestos; la 

imposición de una medida innecesaria y desproporcionada: innecesaria por cuanto las 

actividades religiosas en el contexto escolar tienen un carácter voluntario, por tanto la 

institución no debió presuponer la concurrencia de la docente para el cuidado de los 

estudiantes, además el rector del colegio declaró ante el juez de instancia que la presencia 

de aquella en el evento no era indispensable y podía reemplazarse por otras ocupaciones 

propias de la labor profesoral. Desproporcionada por cuanto desborda las competencias 

del establecimiento educativo público y tiene un efecto lesivo sobre los derechos 

fundamentales a la libertad de religión y culto de la accionante, que se ven conculcados 

por cuenta de instrucciones perentorias sobre la asistencia a eventos de naturaleza 

religiosa que se asumieron institucionalmente como parte de las responsabilidades 

académicas a cargo de la docente, aún sin contar con su aquiescencia y bajo un ambiente 

adverso de presión para que revelara las razones de su rechazo a la orden impartida. Por 

lo anterior, la Corte protege los derechos a la libertad de cultos y de conciencia reclamados. 
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La libertad de conciencia y la objeción de conciencia aplicados desde el ámbito médico o 

sanitario también fueron retomados por la Corte Constitucional tras los antecedentes de 

las sentencias T-474 de 1996, T-659 de 2002 y T-471 de 2005, arriba repasadas. En esta 

ocasión, la sentencia T-052 de 2010 se ocupó de la acción de tutela interpuesta por un 

paciente cuyo médico tratante le prescribió la realización de un trasplante de médula ósea 

para la cura de la enfermedad que lo aqueja, sin embargo, el actor se niega a dicha 

intervención por incluir transfusiones sanguíneas, las cuales van en contra de su 

convicción religiosa ligada a la comunidad de los testigos de Jehová. Como sustituto, el 

paciente solicita el suministro de un determinado medicamento de carácter paliativo, que 

también sugieren como segunda opción el médico tratante en su EPS al igual que su 

médico particular. La EPS negó la solicitud por cuanto el medicamento no se encuentra 

incluido en el Plan Obligatorio de Salud, no fue autorizado por el Comité Técnico Científico 

correspondiente ni cuenta con registro del Instituto Nacional de Vigilancia de 

Medicamentos (Invima), lo que impide su comercialización en el país. La EPS resalta que 

el trasplante de médula ósea ofrecido es un procedimiento incluido en el POS mientras el 

medicamento solicitado no lo está, aunado a que en el primer caso se trata de una medida 

curativa y en el segundo solo de una alternativa paliativa. La acción de amparo presentada 

contra la EPS solicita la protección de los derechos a la vida, a la salud en condiciones 

dignas, al libre desarrollo de la personalidad, al trabajo y al mínimo vital del accionante. 

 

La decisión de instancia denegó las pretensiones del solicitante pues el juez estimó que 

en el caso no se cumplen las reglas jurisprudenciales para inaplicar las normas que rigen 

el POS, dado el hecho de que el medicamento solicitado puede sustituirse por el trasplante 

de médula ósea. De igual modo, acceder a los requerimientos del peticionario atenta contra 

el derecho a la igualdad de las personas que integran el sistema de salud, pues se incurriría 

en un gasto muy elevado ($760 millones) para un tratamiento individual que solo actúa 

sobre los síntomas, en lugar de sufragar un costo mucho menor ($150 millones) por una 

intervención de efecto curativo sobre el paciente. Consideró el juez que privilegiar los 

derechos a la libertad de cultos y al libre desarrollo de la personalidad sobre el derecho a 

la vida deviene inconstitucional por la jerarquía superior que este último ostenta frente a 

los dos precedentes en el ordenamiento jurídico colombiano. No encuentra vulnerados los 

derechos invocados por el actor al considerar que ha contado con la atención adecuada a 

su enfermedad y frente a los medicamentos faltantes le fue ordenada una intervención que 

se niega a recibir por motivos religiosos, decisión que ha sido respetada. Con arreglo a las 
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disposiciones del Decreto 481 de 2004, el medicamento en cuestión no podría ser 

importado por la EPS al existir la transfusión de médula ósea como sustituto. 

 

La Corte revoca el fallo de instancia y en su lugar concede la tutela de los derechos a la 

libertad de cultos, a la salud y a la vida en condiciones dignas, así como al libre desarrollo 

de la personalidad del peticionario. Entre los motivos de su decisión, la Corte resalta que 

la no inclusión en el POS del medicamento solicitado no constituye razón suficiente para 

negar el acceso al mismo. La jurisprudencia ha determinado las reglas que operan para 

definir cuándo procede inaplicar normas legales o reglamentarias del POS que excluyen 

medicamentos, procedimientos o servicios, ellas son: i) que la exclusión atente contra los 

derechos fundamentales a la vida y la integridad personal del interesado; ii) que el 

medicamento o tratamiento no encuentre sustituto entre los contemplados en el POS o no 

cuente con sustituto efectivo; iii) que la condición económica del paciente le impida acceder 

por medios propios al medicamento o a otro plan de salud especial o complementario; y 

iv) que el medicamento o tratamiento haya sido prescrito por un médico adscrito a la EPS 

del demandante. 

 

En ocasiones anteriores la Corte ha precisado que el derecho a la vida y a la salud implica 

la garantía para los pacientes de “obtener información oportuna, clara, detallada, completa 

e integral sobre los procedimientos y alternativas en relación con la atención de la 

enfermedad que se padece” (Corte Constitucional República de Colombia, 2010b). Con 

base en tal información se logra un consentimiento informado del paciente frente al 

tratamiento prescrito, y por esa vía un ejercicio del derecho a optar libre y autónomamente 

por el tratamiento que estime conveniente o la no práctica de alguno de ellos. En su 

capacidad efectiva de decisión, el paciente ejerce su autonomía personal y 

autodeterminación, tal como ha sido dilucidado en las sentencias T-823 de 2002 y T-401 

de 2004. 

 

Puesto en conocimiento por parte del médico sobre las ventajas, implicaciones y riesgos 

del tratamiento o procedimiento a emplear para curar, paliar o mitigar el dolor, el paciente, 

 

(…) tiene el derecho a decidir y elegir el procedimiento médico que mejor se 

acomode a sus condiciones, sin que se le pueda imponer una vía terapéutica en 

contra de su voluntad, aunque según el criterio médico esa resulte ser más idónea 
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o la curativa de la enfermedad. (Corte Constitucional República de Colombia, 

2010b)   

 

Aclara la Corte que la renuencia a recibir un tratamiento o medicamento determinado no 

implica necesariamente un desistimiento al servicio de atención en salud, pues la decisión 

puede recaer sobre una práctica o prescripción específica. Mientras tal determinación 

descanse en razones constitucionalmente válidas, ni el derecho a la salud que ampara al 

paciente ni la obligación correlativa de atención a cargo de la entidad prestadora se 

extinguen. Para esta última surge “el deber de procuración de un tratamiento alternativo 

que concilie la objeción del paciente con su derecho a la salud al cual no ha renunciado” 

(Corte Constitucional República de Colombia, 2010b). 

 

En referencia a la facultad de decisión de los pacientes para admitir o rehusar un 

procedimiento o tratamiento médico con base en razones religiosas, la Corte señala:  

 

(…) la posibilidad de cumplimiento de los deberes morales implícitos en cada fe, 

propio de la esfera moral, encuentra protección en el derecho constitucional a no 

obrar contra la propia conciencia y en los principios de libre desarrollo de la 

personalidad y la dignidad humana. (Corte Constitucional República de Colombia, 

2010b) 

 

 Frente al caso examinado, la Corte considera que la negativa interpuesta por el paciente 

al procedimiento con transfusión de sangre configura un acto individual autónomo, 

razonado, espontáneo y libre, además basado en información clara, detallada, completa e 

integral que en su momento suministró el médico tratante respecto a las alternativas 

existentes para la atención de su enfermedad.  

 

Por tanto, la EPS, el médico ni el Juez constitucional pueden desconocer tal 

manifestación, ni mucho menos imponer su criterio en tanto que proviene de su 

propia voluntad expresada de manera conciente, como titular del derecho 

fundamental a la libertad de cultos, libertad de conciencia y al libre desarrollo de la 

personalidad. (Corte Constitucional República de Colombia, 2010b) 
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En estos términos, apelando a la autonomía de la cual goza para seguir los dictados de su 

voluntad, así como al libre desarrollo de su personalidad, el peticionario está habilitado 

para negarse a la aplicación de un tratamiento determinado, mientras no incumpla el deber 

constitucional de cuidado sobre su vida, integridad personal y salud, ni genere daños a 

terceros, y asumiendo los riesgos asociados a su propia decisión.   

 

En garantía de la libertad de cultos del peticionario, la Corte precisa que la renuncia al 

tratamiento no implica perder su derecho a continuar recibiendo el servicio de salud, lo cual 

entraña la obligación en cabeza de la EPS de otorgar al paciente tratamientos alternativos. 

Para que ello no imponga la carga incondicional al sistema de salud de proveer una 

alternativa que supla efectivamente el tratamiento prescrito, la Corte ordena a la EPS y 

específicamente al Comité Técnico Científico evaluar la existencia de opciones distintas al 

trasplante de médula indicado en el caso, y que puedan aplicarse con un medicamento o 

procedimiento avalado por el Invima. De encontrarse, tal opción debe ser puesta en 

conocimiento del paciente para que tome la determinación libre y autónoma de decantarse 

por ella o acceder al trasplante en principio rechazado.  Si el Comité define que la opción 

alternativa explorada definitivamente no existe, la decisión del paciente igualmente libre 

versará sobre el sometimiento o no al trasplante de médula, acarreando las consecuencias 

y responsabilidades atinentes a su elección.   

 

La sentencia T-507 de 2016 presenta un caso más referido al ejercicio de la libertad de 

conciencia por parte de pacientes en el ámbito sanitario. Aborda el recurso de amparo 

presentado por un ciudadano para proteger sus derechos fundamentales a la salud física 

y mental, la dignidad humana, la libertad de cultos y creencias religiosas, que estima 

vulnerados tras recibir respuesta negativa a la solicitud que elevó a la Dirección Seccional 

de Salud de Antioquia, la Secretaría de Salud de Medellín y la clínica Las Américas en 

orden a lograr la entrega y conservación, bajo la técnica de plastinación, de la pierna 

izquierda amputada tras procedimiento quirúrgico que le fuera practicado. Acorde a los 

preceptos del credo católico profesado por el paciente, la intención del requerimiento es 

disponer de su cuerpo entero para ser sepultado íntegramente al momento de morir. 

 

A partir de un repaso por la línea jurisprudencial trazada en la materia, y deslindándola 

conceptualmente de la libertad religiosa, la Corte precisa los siguientes aspectos sobre el 

derecho de libertad de conciencia: 
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a. Es la garantía de no ser perturbado en la adopción de decisiones, ante las cuales 

no pueden anteponerse argumentos netamente cuantitativos, ni preceptos 

abstractos (como la defensa del orden público), sino que debe analizarse las 

circunstancias específicas del caso –sentencia T-403 de 1992−. 

b. Implica que no sólo existe el otro, la otredad o la alteridad, sino que el hombre 

debe hacer aún un esfuerzo para comprender que ese otro es distinto, a veces 

contrario y, sin embargo, es preciso convivir en el mundo con él –sentencia T-421 

de 1992−. 

c. Su ratio iuris es la inmunidad de toda fuerza externa que obligue a actuar contra 

las propias convicciones y que impida la realización de aquellas acciones que la 

conciencia ordena sin estorbo o impedimento. Además, tiene un doble destinatario: 

de un lado la persona que pretende actuar conforme a su fuero interno y el deber 

de los demás de respetarle –sentencia T-547 de 1993−. 

d. Debe estar exenta de imposiciones externas, cuando la divulgación o práctica 

de ideas no cause daño a los demás –sentencia T-393 de 1997−. 

e. No tiene por objeto la protección de un determinado sistema de ideas. Es hacer 

lo que el individuo crea que es bueno o malo, en una situación concreta −C-616 de 

1997−; también implica que nadie puede ser obligado a revelar sus convicciones y 

creencias –sentencia T-345 de 2002−. 

f. Es exigible por personas naturales más no jurídicas, pues tiene como propósito 

la materialización de la dignidad humana –sentencia C-355 de 2006−. 

g. Cuando su ejercicio implica el desconocimiento de una norma de rango legal 

adquiere el nombre de objeción de conciencia y se protege cuando se fundamenta 

en convicciones fijas, sinceras y profundas, las cuales debían ser exteriorizadas 

ante una amenaza –sentencias T-430 de 2013, T-455 de 2014 y SU-108 de 2016−. 

(Corte Constitucional República de Colombia, 2016c) 

 

Según la concepción de la Corte, “No sobra señalar que tal objeción no puede desconocer 

el paradigma actual del Derecho: los derechos humanos” (Corte Constitucional República 

de Colombia, 2016c). Con base en los postulados de Prieto Sanchís, precisa: 

 

(…) la objeción de conciencia puede ser definida como la situación en la que se 

halla la libertad de conciencia cuando algunas de sus modalidades de ejercicio 
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encuentran frente a sí razones opuestas derivadas de una norma imperativa, 

“cuando la acción que el sujeto considera moralmente obligada se halla 

jurídicamente prohibida, o cuando la que juzga moralmente prohibida resulta 

obligatoria para el derecho.” (Corte Constitucional República de Colombia, 2016c) 

[cursiva en texto original] 

 

Frente a los hechos de la demanda, la Corte indica que la incineración de restos humanos 

resultantes de procedimientos quirúrgicos está regulada por el Decreto 351 de 2014, como 

medida de salubridad pública encaminada a evitar riesgos para la salud humana y animal. 

Sin embargo, aun tratándose de un fenómeno con potenciales impactos sobre bienes de 

interés general, el alcance de las disposiciones legales no puede desbordarse hasta 

desconocer las convicciones de las personas o sus concepciones en torno a la vida, que 

al contrario deben ser respetadas y protegidas por el Estado. Es allí justamente donde 

reside el deber de garantía de la libertad de conciencia, bajo el presupuesto conforme al 

cual cada ciudadano 

 

(…) tiene derecho a disentir sobre las prescripciones normativas que le obliguen a 

actuar en contra de su conciencia.  

Tal disentimiento, en el fuero interno de la persona, es un asunto que no le 

compete al Derecho, pero su manifestación y exteriorización por medio de 

conductas es un hecho relevante. (Corte Constitucional República de Colombia, 

2016c) 

 

Por su naturaleza disidente, la libertad de conciencia implica al juez emprender con 

especial atención la tarea que le compete en el cumplimiento de la ley. A tal efecto, la 

ponderación debe contemplarse solo como ultima ratio, destinada a aquellos casos de 

desacuerdo en el derecho que comportan el conflicto irresoluble entre principios: “Antes de 

determinar la prevalencia de un principio, o su superposición respecto a otro, sería 

pertinente explorar alternativas como el consenso o la negociación, que pueden resultar 

vías útiles, válidas y eficaces para garantizar la materialización de los derechos 

fundamentales” (Corte Constitucional República de Colombia, 2016c). 

 

En estos términos, la ponderación resulta un recurso de excepción cuya aplicabilidad está 

supeditada a la existencia de una contraposición real entre principios, pues “Si la finalidad 
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que contempla una norma puede cumplirse con una medida alternativa, que al mismo 

tiempo maximice la satisfacción de los derechos fundamentales y la búsqueda de la 

dignidad humana, debe optarse por tal medio” (Corte Constitucional República de 

Colombia, 2016c). 

 

El conflicto suscitado en el caso entre salubridad pública y libertad de conciencia 

encontraba en la alternativa de la plastinación un camino enteramente plausible y 

compatible con ambos bienes jurídicos, además acorde con las disposiciones del Decreto 

351 de 2014 para salvaguardar la salud pública como interés de carácter colectivo. El 

acuerdo entre las partes en torno a esta opción se perfilaba entonces como el camino de 

resolución expedito, sin necesidad de sacrificar uno u otro de los principios involucrados. 

Bajo esta perspectiva, la Corte advierte en la actuación de las entidades demandadas un 

desconocimiento craso del paciente como interlocutor válido, cuya solicitud encaminada a 

cumplir con los dictados de su creencia religiosa y preservar el cuidado de la salubridad 

pública fue denegada con un nudo fundamento legal que desestimó el impacto severo 

sobre las convicciones del accionante. Este proceder de las instituciones, circunscrito a la 

invocación taxativa de la reglamentación vigente en la materia, revela que “poco o nada 

hicieron para garantizar el derecho fundamental de libertad de conciencia [del paciente]” 

(Corte Constitucional República de Colombia, 2016c), con una actitud impasible que 

cercenó cualquier posibilidad de diálogo alrededor de la propuesta emitida por el 

interesado a fin de acceder a una alternativa más próxima a la garantía de sus derechos 

fundamentales. Menos aún se inquietaron por verificar la existencia de creencias sinceras, 

fijas y profundas como sustento de la solicitud, por tanto,  

 

(…) puede concluirse que la [entidad] accionada no tuvo en cuenta el proyecto de 

vida del actor, sino que restó importancia a la decisión que este había adoptado 

razón por la cual desconoció sus garantías ius fundamentales de conformidad con 

las sentencias T-430 de 2013, T-455 de 2014 y SU-108 de 2016. (Corte 

Constitucional República de Colombia, 2016c) 

 

Bajo tales consideraciones, la apreciación de la Corte es inequívoca: 

 

(…) la Sala concluye que es posible objetar en conciencia el cumplimiento de las 

normas que reglamentan la gestión integral de los residuos generados en la 
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atención en salud y otras actividades, cuando éstas limitan la libertad de conciencia 

teniendo como fundamento razones serías, fijas y profundas.  

En ese sentido, al señor Botero López le asiste razón en el reclamo 

presentado, toda vez que las actuaciones desplegadas por las entidades 

accionadas desconocieron su derecho fundamental a la libertad de conciencia. 

(Corte Constitucional República de Colombia, 2016c) 

 

El fallo declara la carencia actual de objeto por daño consumado, pues el miembro inferior 

del demandante fue sometido a incineración tras la decisión proferida en primera instancia. 

Advierte además,  

 

(…) a las entidades que prestan el servicio de salud, que los usuarios del sistema 

pueden objetar en conciencia sobre la disposición final de residuos 

anatomopatológicos, situación ante la cual deberán inaplicar el artículo 12 del 

Decreto 351 de 2014 y el numeral 8.2.3 del Manual de Gestión Integral de Residuos 

Generados en los Servicios de Salud, con el propósito de proteger el derecho de la 

libertad de conciencia, adoptando medidas razonables, que eviten igualmente 

someter a riesgo o peligro la salubridad pública. (Corte Constitucional República de 

Colombia, 2016c) 

 

Dichas entidades deberán proveer a los pacientes información sobre las alternativas 

existentes para disponer los residuos anatomopatológicos, contemplando opciones para 

aquellos pacientes que interpongan objeción de conciencia. De esta forma, se brinda el 

debido reconocimiento y protección del derecho a pensar, creer y actuar diferente, en 

consonancia con los fundamentos propios de un Estado Social de Derecho.  

 

La sentencia T-627 de 2012 retorna a la objeción médica en los casos de interrupción 

voluntaria del embarazo. Se ocupa de la acción de tutela interpuesta por un grupo de 1279 

mujeres para solicitar el amparo de sus derechos fundamentales a la información, a la 

dignidad humana, al libre desarrollo de la personalidad, a la salud, a la educación y a 

beneficiarse del progreso científico, junto con sus derechos reproductivos, que consideran 

vulnerados y amenazados de manera continua por el Procurador General de la Nación, la 

Procuradora Delegada para la Defensa de los Derechos de la Infancia, la Adolescencia y 

la Familia y la Procuradora Delegada para la Función Pública a raíz de diferentes 
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pronunciamientos que transmiten información inexacta o tergiversada sobre los derechos 

reproductivos de las mujeres en el país. Entre ellos, dos circulares que aluden a la objeción 

de conciencia a la práctica de la interrupción voluntaria del embarazo. En la primera, la 

Circular 029 del 13 de mayo de 2010, dirigida a todos los funcionarios y funcionarias de la 

Procuraduría General de la Nación que ejercen funciones relacionadas con el 

cumplimiento de la sentencia C-355 de 2006, el procurador indica que mientras el Decreto 

4444 de 2006 se encuentre suspendido y el Consejo de Estado no resuelva la demanda 

interpuesta contra aquel, ninguna autoridad judicial ni administrativa puede restringir la 

objeción de conciencia. En la segunda, la Circular 021 del 27 de julio de 2011, dirigida a 

los funcionarios del Ministerio Público, de los ministerios de Educación y Protección Social, 

así como de la Superintendencia Nacional de Salud, que ejercieran funciones relativas a 

las campañas masivas de promoción de los derechos sexuales y reproductivos ordenadas 

en la sentencia T-388 de 2009,  

(…) el Procurador General de la Nación solicitó: vigilar que (…) se respeten los 

derechos de todas las personas e instituciones que puedan verse involucradas en 

su práctica, especialmente el derecho fundamental a la libertad de conciencia, el 

cual supone (…) la libertad para objetar conciencia (Corte Constitucional República 

de Colombia, 2012d). 

 

Según las accionantes el contenido de estos pronunciamientos contradice lo dispuesto por 

la Corte Constitucional en las sentencias C-355 de 2006, T-209 de 2008 y T-388 de 2009 

frente a los límites que encuentra el derecho a la objeción de conciencia, incluida la 

imposibilidad de su ejercicio por parte de instituciones de carácter público o privado, 

específicamente en los casos de interrupción voluntaria del embarazo. Invocan además el 

Auto 327 de 2010 en el que la misma Corte advierte a la Procuraduría su deber de cumplir 

estrictamente la jurisprudencia sobre objeción de conciencia relacionada con la IVE, 

máxime cuando el Ministerio Público en su informe de vigilancia a la sentencia C-355 de 

2006 aludió al respeto por los derechos fundamentales de las instituciones frente a la IVE, 

específicamente a la objeción de conciencia. A juicio de las demandantes, considerar la 

objeción de conciencia un derecho absoluto afecta de manera directa el derecho a la IVE 

e interpone un obstáculo para el acceso a un servicio de salud específico. De hecho, el 

uso indebido de la objeción de conciencia se ha identificado como uno de los obstáculos 

que enfrentan mujeres y niñas que solicitan la interrupción del embarazo, obstáculo que 
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se refuerza por las declaraciones tergiversadas del procurador en la materia, con la 

afectación correlativa sobre el derecho a la salud.  

 

Las demandantes aducen que la garantía adecuada de los derechos a la vida y la salud, 

el libre desarrollo de la personalidad, la libertad y la autonomía, así como a la dignidad, la 

educación, a beneficiarse del progreso científico y los derechos reproductivos resulta 

comprometida cuando la información suministrada por el Estado en materia de derechos 

carece de veracidad e imparcialidad, tornándose tergiversada o falsa, pues limita las 

posibilidades de acción y decisión de las mujeres con base en conocimiento cierto, del 

mismo modo que lo hace con decisiones de servidores públicos, cuyo cumplimiento cabal 

e idóneo de sus funciones resultaría afectado. 

 

Para la Corte, el contenido de las circulares 029 de 2010 y 021 de 2011 suscritas por el 

Procurador General amenazan los derechos de las peticionarias y de las demás 

colombianas a la interrupción voluntaria del embarazo y a la información en materia 

reproductiva, pues contradicen la jurisprudencia constitucional sobre objeción de 

conciencia frente a este procedimiento.  

 

La objeción de conciencia a la IVE es una conducta protegida por el derecho 

fundamental a la libertad de conciencia pero al mismo tiempo tiene precisos límites 

con el objetivo de que no llegue a vulnerar otros derechos fundamentales 

igualmente importantes. (Corte Constitucional República de Colombia, 2012d) 

 

Tales límites, establecidos inicialmente en la sentencia C-355 de 2006, se encuentran 

descritos en los siguientes términos: la objeción de conciencia a la IVE (i) puede ser 

ejercida únicamente por personas naturales; (ii) su aplicación solo es permitida en caso de 

ser posible la remisión inmediata de la mujer a otro médico dispuesto a practicar el 

procedimiento. Tras ratificar dichas condiciones, las sentencias T-209 de 2008, T-946 de 

2008 y T-388 de 2009 añadieron nuevas restricciones: (iii) solo puede ser ejercida por el 

personal que presta directamente el servicio, (iv) por medio escrito y (v) explicando las 

razones por las que en cada caso específico la práctica de la IVE se torna incompatible 

con las convicciones íntimas, efecto al cual no se permiten formatos generales de uso 

colectivo, ni los que elabore persona distinta a la que interpone la objeción. La sentencia 
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T-388 de 2009 (vi) excluyó la posibilidad del ejercicio de la objeción de conciencia a los 

jueces al momento de fallar un caso.  

 

Según la Corte, la cuestión fundamental en este aspecto del caso no reside en la 

vulneración presunta del derecho a recibir información veraz e imparcial, como alegan las 

demandantes, pues los actos acusados no tenían por propósito informar al público en 

general sino que estaban dirigidos a funcionarios específicos en cumplimiento de las 

competencias constitucionales o legales a cargo de la Procuraduría General de la Nación. 

Lo que realmente debe ser objeto de examen es la eventual violación o amenaza a los 

derechos reproductivos de las mujeres, entre los que se cuenta el derecho a la información 

en materia reproductiva. 

  

Conforme a la Constitución, la jurisprudencia constitucional y los tratados internacionales 

sobre derechos humanos ratificados por Colombia, “los derechos reproductivos reconocen 

y protegen (i) la autodeterminación reproductiva y (ii) el acceso a servicios de salud 

reproductiva” (Corte Constitucional República de Colombia, 2012d). El artículo 12 de la 

Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer – 

CEDAW reconoce el derecho a la salud de la mujer, que incluye, conforme la 

Recomendación General 24 del Comité CEDAW, el derecho a la salud reproductiva. La 

misma Recomendación estableció que la negación de determinados servicios de salud 

reproductiva a la mujer por parte del Estado deviene discriminatoria, y cuando tal negativa 

obedece a razones de conciencia deben adoptarse medidas para remitir a la paciente a 

otras entidades que presten los servicios requeridos. 

 

La Corte ratifica el reconocimiento de los derechos reproductivos como derechos humanos 

consagrados por la sentencia C-355 de 2006, y resalta su vinculación implícita en los 

derechos fundamentales a la vida digna, la igualdad, al libre desarrollo de la personalidad, 

a la información, a la salud, la educación, entre otros. Reitera además lo establecido en las 

sentencias T-585 de 2010 y T-841 de 2011 sobre la IVE como derecho reproductivo de 

carácter fundamental bajo las circunstancias autorizadas por la sentencia C-355 de 2006, 

última en la cual ya se advertía que la autodeterminación reproductiva también reviste una 

naturaleza fundamental válidamente extensible a la IVE en las hipótesis despenalizadas. 
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Ni el Estado ni los particulares vinculados con el Sistema General de Seguridad Social en 

Salud –EPS e IPS- deben imponer obstáculos ilegítimos a la práctica de la IVE en los casos 

despenalizados, tal como se presenta con la exigencia de requisitos adicionales a los 

prescritos en la sentencia C-355 de 2006. Aunado a ello, tienen el deber de adelantar, 

conforme a sus competencias, todas las actividades necesarias para el acceso al servicio 

de IVE en las excepciones autorizadas, bajo condiciones de oportunidad, calidad y 

seguridad. Al respecto, la sentencia T-388 de 2009 estipuló la prohibición expresa de 

interponer obstáculos, exigencias o barreras adicionales a las determinadas en la 

sentencia C-355 de 2006 para la práctica del aborto en los supuestos prefijados, entre 

aquellas la formulación de “objeción de conciencia colectiva que desencadena, a su turno, 

objeciones de conciencia, institucionales e infundadas” (Corte Constitucional República de 

Colombia, 2012d).  

 

En contravía de las decisiones jurisprudenciales reseñadas, el Procurador General ha 

afirmado erróneamente en la Circular 029 de 2010 que la objeción de conciencia a la IVE 

no puede ser restringida. Como estipula la sentencia T-585 de 2010, tampoco encuentra 

cabida la apreciación según la cual los efectos de la sentencia C-355 de 2006 quedan 

suspendidos mientras no sea levantada la suspensión provisional impuesta sobre el 

Decreto 4444 de 2006 por parte del Consejo de Estado, o que su aplicación dependa de 

desarrollo legal o reglamentario en la materia, pues sus contenidos tienen directo arraigo 

constitucional y no se derivan del acto administrativo impugnado. 

 

El deber de protección de los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres recae en 

instancias públicas y privadas que tengan a cargo servicios públicos de salud, educación 

o administración de justicia, al igual que en la Procuraduría General de la Nación por virtud 

del principio de supremacía de la Constitución. En razón de lo anterior, la afirmación 

contenida en la Circular 029 de 2009 emitida por el Procurador General, indicando que 

ninguna autoridad puede restringir la objeción de conciencia a la IVE mientras el Consejo 

de Estado no resuelva sobre la suspensión del Decreto 4444 de 2006, no resulta cierta. 

“En un Estado de Derecho, los funcionarios públicos están obligados a acatar las 

decisiones judiciales, aunque no las compartan por razones morales, religiosas o incluso 

jurídicas” (Corte Constitucional República de Colombia, 2012d). 
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Para la Corte, la contradicción manifiesta entre la Circular 029 de 2009 y la jurisprudencia 

constitucional sobre objeción de conciencia a la IVE amenaza el goce del derecho a la 

interrupción voluntaria del embarazo de las demandantes y las demás mujeres 

colombianas, al igual que sus derechos fundamentales conexos: el libre desarrollo de la 

personalidad, la vida y la salud física y mental. De aplicarse su contenido, la Circular 

mantendría las recurrentes barreras de acceso a la IVE que con anterioridad la sentencia 

T-388 de 2009 había identificado como derivación del ejercicio irrestricto de la objeción de 

conciencia. 

 

Otro punto de abierta contradicción con la jurisprudencia constitucional se revela en la 

Circular 021 de 2011 suscrita por el Procurador General, al instruir a los funcionarios del 

Ministerio Público velar por el derecho a la libertad de conciencia de personas e 

instituciones y su ejercicio individual o colectivo en los casos vinculados con la práctica del 

aborto bajo las causales despenalizadas. Tal directriz contradice frontalmente la 

prohibición de la práctica institucional o colectiva de la objeción de conciencia a la IVE en 

los términos expresos de la sentencia C-355 de 2006. De esta forma, “amenaza el derecho 

a la información en materia reproductiva de las peticionarias y de las demás mujeres 

colombianas” (Corte Constitucional República de Colombia, 2012d), derecho cuya 

protección incluye la entrega de información veraz según estándares internacionales 

reconocidos por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. La Circular 021 podría 

incidir en la transmisión de información falsa en el marco de las campañas masivas de 

promoción de los derechos sexuales y reproductivos ordenadas en la sentencia T-388 de 

2009, con lo cual pone en riesgo el goce del derecho mencionado. 

 

Entre los contenidos de la parte resolutiva, la Corte ordena al Procurador General la 

modificación de los considerandos contenidos en la Circular 029 de 2010, de forma que se 

elimine la disposición según la cual, mientras continúe vigente la suspensión del Decreto 

4444 de 2006 y el Consejo de Estado no determine la constitucionalidad del mismo, 

“ninguna autoridad judicial o administrativa puede restringir el derecho constitucional a la 

objeción de conciencia (artículo 18 de la CP) cuando este se invoque en oposición a la 

práctica de un aborto, el cual deberá protegerse (…)” (Corte Constitucional República de 

Colombia, 2012d), y en su lugar describa con claridad los límites fijados por la 

jurisprudencia constitucional arriba mencionados. 
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Ordena igualmente al Procurador eliminar de la Circular 021 de 2011 la referencia 

contenida en el numeral 8 de la primera directriz, alusiva al derecho de las instituciones a 

objetar conciencia a la práctica de la IVE o la posibilidad de ejercerla colectivamente. Tales 

modificaciones y ajustes deben comunicarse a los destinatarios de las circulares referidas. 

 

A su turno, la sentencia C-274 de 2016 prosiguió en el ámbito de la objeción de conciencia 

sanitaria, esta vez aplicada al ejercicio de la enfermería. Resuelve una demanda de 

inconstitucionalidad contra el parágrafo del artículo 9 de la Ley 911 de 2004 “Por la cual se 

dictan disposiciones en materia de responsabilidad deontológica para el ejercicio de la 

profesión de Enfermería en Colombia; se establece el régimen disciplinario 

correspondiente y se dictan otras disposiciones”, en cuyas líneas se lee:  

 

PARÁGRAFO: En los casos en que la ley o las normas de las instituciones permitan 

procedimientos que vulneren el respeto a la vida, la dignidad, y derechos de los 

seres humanos, el profesional de enfermería podrá hacer uso de la objeción de 

conciencia, sin que por esto se le pueda menoscabar sus derechos o imponérsele 

sanciones. 

 

Por considerar que su contenido habilita la adopción de leyes y reglamentos 

previsiblemente lesivos para la integridad de las personas, la demanda advierte en la 

disposición normativa la transgresión de los derechos fundamentales a la dignidad 

humana, la vida y la prohibición de ser sometido a tratos crueles, inhumanos y 

degradantes, consagrados en los artículos 1°, 11 y 12 de la Constitución, con específicas 

repercusiones en los usuarios de los servicios de salud, que se intenta atenuar de modo 

insuficiente amparando el derecho a la objeción de conciencia ejercida a discrecionalidad 

por los profesionales de enfermería, sin dar la debida prevalencia al consentimiento del 

paciente en el que exprese autónomamente su voluntad respecto a la práctica de los 

procedimientos clínicos prescritos. De este modo, los usuarios quedan supeditados al 

criterio y decisiones de los establecimientos y personal de salud, sin capacidad real de 

ejercer autonomía sobre asuntos directamente relacionados con su integridad física y 

moral.  
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La Corte retoma la cláusula constitucional conforme a la cual nadie puede ser obligado a 

actuar en contra de su conciencia, que define en rigor la objeción de conciencia. Este 

derecho comprende: 

 

(...) una legítima expresión de la libertad humana de dirigir en forma autónoma su 

propia racionalidad, sin otro límite que la eficacia de los derechos de terceros y el 

bien común. Es una garantía que reconoce y reafirma que el ser humano, en tanto 

ser de elecciones, está ontológicamente facultado para aceptar o rehusar. (Corte 

Constitucional República de Colombia, 2016b) 

 

En consonancia con la sentencia T-388 de 2009, reitera que el eje conceptual de la 

objeción de conciencia parte de un entendimiento dual en torno a los derechos 

fundamentales: como expresión de la autonomía individual y como límite a los poderes 

públicos, en congruencia con un Estado pluralista y democrático. Bajo esta óptica, la 

objeción de conciencia: 

 

(…) está íntimamente relacionada con el carácter democrático y pluralista del 

modelo político y con el reconocimiento de la necesidad de ponderar cuando entran 

en tensión la personal valoración ética de una acción humana, con imperativos 

normativos que amparan derechos de terceros o el bien común. (Corte 

Constitucional República de Colombia, 2016b) 

 

En estos términos, el Estado Social y Democrático de Derecho comporta un amplio marco 

de protección y garantía al interior del cual la conciencia encarna una esfera inmune frente 

a cualquier intervención externa que no se encuentre suficientemente justificada. Es de 

esta forma que las libertades individuales se encontrarán a salvo de los embates de un 

Estado autoritario donde los deberes se antepongan de manera arbitraria, ilimitada y 

permanente a los derechos.  

 

De acuerdo con los antecedentes fijados en sentencias como la C-728 de 2009, T-388 de 

2009 y T-455 de 2014, la Corte reafirma los aspectos centrales relacionados con el 

ejercicio de la objeción de conciencia por parte de los profesionales de la salud: (i) Se 

funda en convicciones de arraigado carácter moral, filosófico o religioso, por tanto no 

responden a una naturaleza efímera o de opinión superficial respecto a la práctica de un 
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tratamiento o procedimiento; (ii) La objeción será procedente mientras se garantice la 

prestación del servicio rehusado sin añadir cargas desproporcionadas que pesen en 

detrimento de los derechos a la vida, la salud, la dignidad humana o la integridad del 

paciente; (iii) El ejercicio del derecho se atribuye a la persona que detenta la 

responsabilidad jurídica, profesional y asistencial sobre la práctica rehusada por motivos 

de conciencia. Su formulación debe manifestarse por medio escrito, en el que se hagan 

explícitas las razones personales que alientan la objeción sin utilizar formatos de uso 

colectivo o dispuestos por alguien distinto al objetor. Debe señalar igualmente el 

profesional específico que se ocupará del procedimiento en lugar del objetor, previa 

constatación sobre su disponibilidad e idoneidad para el efecto. 

 

La primera parte del parágrafo demandado es declarada inexequible, toda vez que se 

muestra permisivo frente a eventuales o reales disposiciones lesivas de los derechos 

fundamentales de las personas, lo que desdice del deber en cabeza del legislador y las 

instituciones prestadoras de servicios de salud en materia de respeto y garantía de 

derechos humanos. El peligro sobre los derechos fundamentales de los pacientes no se 

extingue con el ejercicio discrecional de la objeción de conciencia por parte de los 

profesionales de enfermería, pues su protección queda a merced del criterio y la decisión 

de terceros. Lo contrario ocurre con la disposición que en este caso habilita la objeción de 

conciencia: 

 

La norma examinada protege, de una parte, el derecho fundamental de los 

profesionales de la enfermería a seguir su propio sentido ético, a ser fieles a la regla 

de comportamiento que les dicta su conciencia en el ejercicio de su práctica como 

dispensadores de cuidados; y de otra, el derecho de los pacientes a que su 

dignidad, el respeto por su vida, su autonomía y demás derechos humanos 

comprometidos en el acto de cuidado, se erijan en parámetro y límite del ejercicio 

de esta profesión. La norma enjuiciada brinda así la posibilidad a los profesionales 

de enfermería de resolver los conflictos entre su conciencia y la ley positiva, entre 

el deber jurídico y el deber moral, sin que ello pueda redundar en desmedro de los 

derechos de los pacientes a la preservación de su dignidad, de su vida y de su 

integridad física y psicológica. (Corte Constitucional República de Colombia, 

2016b) 
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Bajo estas consideraciones, la Corte ampara la potestad de los profesionales de 

enfermería para orientar las actuaciones propias de su oficio de acuerdo al sentido ético 

que dicta el fuero personal, de modo que sus convicciones no se vean conculcadas por 

obligaciones reglamentarias de origen institucional o legal, y preservando simultáneamente 

la integridad y el bienestar de los usuarios de los servicios de salud.  

 

Con desarrollos menos profusos, y aún ligados a la libertad religiosa, la libertad de 

conciencia también ha sido objeto de abordaje por la Corte Constitucional en el contexto 

de rituales fúnebres y los derechos de los dolientes. La sentencia T-165 de 2013 revisó el 

caso de una mujer que reclamó la protección de sus derechos a la libertad de culto y a la 

especial protección constitucional, cuya vulneración atribuyó a la actuación de la Entidad 

Promotora de Salud encargada de la atención de su embarazo, el cual tuvo fin con la 

pérdida de gemelos durante la gestación. Ante el suceso, la madre solicitó el traslado de 

los fetos desde Bucaramanga hasta su ciudad de residencia (Zulia, Norte de Santander) 

para efectuar la inhumación de los cuerpos conforme a los ritos ceremoniales propios de 

la religión cristiana que profesa. La EPS negó la petición por considerar que el objeto 

misional y las funciones bajo su cargo no incluían el traslado de cadáveres.   

 

Basado en los planteamientos anteriormente esbozados por la sentencia T-162 de 1994, 

la Corte destaca la importancia de los ritos fúnebres como acto simbólico que signa la 

manera de asumir la finitud de la vida, además de convertirse en parte del duelo personal 

y familiar. En virtud de esta connotación, adquiere relevancia constitucional el derecho que 

asiste a los familiares de los difuntos a definir, según los dictados de su conciencia, sobre 

los lugares y ritos prodigados a la disposición de los cadáveres. La garantía de ejercer 

públicamente actividades cúlticas, aunada a la facultad de regir diferentes ámbitos de la 

vida personal en consonancia con las convicciones propias, tiende un marco de protección 

sobre el derecho a desarrollar las prácticas rituales fúnebres correspondientes al credo 

profesado. Esta prerrogativa recae específicamente sobre el cónyuge, los hijos, padres, 

hermanos, abuelos y nietos del fallecido.  

 

Ante la carencia económica que aqueja a la madre peticionaria, la negación de los recursos 

destinados al transporte de los fallecidos le impide llevar a cabo los ritos ceremoniales 

determinados por su credo para la inhumación de los cuerpos en el municipio donde reside, 

configurando una vulneración de sus derechos fundamentales a la libertad de conciencia 
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y a la libertad de cultos. Junto a la decisión de amparar los derechos aludidos, la Corte 

ordena a la Alcaldía de El Zulia asumir los gastos y las gestiones atinentes para dar trámite 

satisfactorio a la solicitud de la demandante, cuya competencia es responsabilidad de las 

administraciones municipales de acuerdo con las disposiciones del Decreto 1333 de 1986 

(Corte Constitucional República de Colombia, 2013a). 

 

Un caso y una decisión semejante fueron asumidos en la sentencia T-741 de 2014, en la 

cual se revisó la acción de tutela presentada por una mujer en búsqueda de la protección 

de sus derechos fundamentales a la libertad de conciencia y la libertad de cultos, que 

consideró vulnerados por cuenta de la respuesta negativa emitida por una Entidad 

Promotora de Salud y la Alcaldía Municipal de Inírida frente a su solicitud de traslado del 

cadáver de su esposo desde Villavicencio con el fin de adelantar la inhumación siguiendo 

los ritos dispuestos por la confesión religiosa practicada por la viuda. 

 

La EPS argumentó su respuesta en que los servicios solicitados no estaban contemplados 

dentro del Plan Obligatorio de Salud, por tanto no recaían dentro de sus obligaciones y 

funciones misionales. A su turno, la Alcaldía Municipal alegó la inexistencia de contrato de 

transporte vigente para dar trámite al requerimiento, del que tampoco podía 

responsabilizarse por no ser un evento derivado de un hecho victimizante y por la 

restricción sobre la contratación pública que interpone la Ley de Garantías Electorales. Aun 

cuando halló vulnerados los derechos invocados por la demandante, la decisión de 

instancia declaró la carencia actual de objeto por daño consumado, pues razones de salud 

pública impedían dar curso a la exhumación y traslado del cuerpo que ya había sido 

sepultado en Villavicencio.  

 

El análisis de la Corte reconoce en las libertades de conciencia y de cultos conquistas 

históricas resultantes de las guerras de religión que tuvieron lugar durante el siglo XVI en 

el continente europeo. En los tiempos actuales se elevan hasta la condición de libertades 

públicas contempladas dentro del conjunto de derechos humanos y fundamentales. Frente 

al contenido de las libertades de religión, culto y conciencia, precisa:  

 

El primer contenido, es el dirigido a prohibir de manera expresa que exista 

discriminación por razones religiosas. Es decir, la conciencia, el credo o la religión 
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no pueden ser usados como criterios de exclusión, pues ello vulneraría la 

Constitución (…) 

Un segundo contenido del derecho, está dirigido a permitir la libre 

manifestación pública o privada, individual o colectiva, de las diferentes creencias 

o convicciones. (Corte Constitucional República de Colombia, 2014e) [negrilla en 

texto original] 

 

Cada cual configura un alcance específico. El primer contenido redunda en la garantía de 

no ser molestado por causa de las creencias propias, ni obligado a revelarlas o a actuar 

contra estas. En el ámbito religioso implica la libertad de adoptar cualquier credo, 

cambiarlo o no profesar ninguno. El segundo contenido comporta entre otros aspectos: la 

posibilidad de ejercer el culto sin obstáculos o coacciones externas; acceder a asistencia 

religiosa en establecimientos públicos como cárceles, centros médicos o cuarteles; 

celebrar matrimonios, nacimientos, uniones familiares y festividades según la doctrina 

religiosa adoptada; recibir sepultura acorde al culto, ritos y preceptos del difunto o de sus 

familiares; impartir, recibir o rechazar educación religiosa. 

 

El Estado y la sociedad están obligados a respetar las prerrogativas enunciadas, y en el 

caso de los entes estatales supone una restricción enfática que les impide imponer 

conductas de orden moral o religioso, y les conmina a permitir la exteriorización libre de 

creencias, así como a proteger a los ciudadanos de cualquier tipo de segregación que 

pueda ser ejercida en razón de las convicciones personales. Como corolario de lo anterior, 

“Todo acto que impida injustificadamente el ejercicio de un culto religioso, vulnera los 

derechos fundamentales a la libertad de cultos y de conciencia” (Corte Constitucional 

República de Colombia, 2014e). 

 

En sentido semejante a la sentencia anterior, la Corte realza el significado esencial 

atribuido a la muerte, cuyas repercusiones sociales e individuales permean sucesos tan 

trascendentes como el nacimiento, el decurso vital y el tránsito de un plano a otro de la 

existencia. Allí radica la importancia de los rituales fúnebres, que operan como un tributo 

ofrendado por los vivos a sus muertos, además de constituir un mecanismo que dignifica 

y recoloca la condición de los dolientes desde el punto de vista social y sicológico. 
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La actuación omisiva que se constata por parte de la Alcaldía de Inírida produjo una 

vulneración de los derechos fundamentales a la libertad de cultos y la libertad de 

conciencia de la accionante. Pese a hacer parte de sus funciones constitucionales y legales 

según lo dispuesto en el Decreto 1333 de 1986 (Código de Régimen Municipal), las 

autoridades municipales se abstuvieron de trámite alguno conducente a lograr el traslado 

del cadáver que se encontraba inhumado en jurisdicción de otro municipio (Villavicencio) 

y cuyos gastos no podían ser sufragados por la familiar doliente dada su situación 

económica. Además, esgrimieron justificaciones de nula validez pues la restricción 

contractual inherente a la Ley de Garantías Electorales (Ley 966 de 2005) no cobija la 

órbita de las responsabilidades públicas en materia sanitaria y hospitalaria, entre las que 

se cuenta la inhumación y el traslado de cadáveres por sus impactos sobre la salud pública.  

 

La vulneración referida no cesa mientras las honras fúnebres rituales no se lleven a 

efectivo cumplimiento bajo los cánones y preceptos de la confesión religiosa profesada 

por el difunto o sus familiares próximos, en este caso la esposa. Por tal razón, la Corte 

ordena a la Alcaldía Municipal de Inírida solventar los trámites pertinentes al efecto de 

posibilitar la realización satisfactoria de los eventos exequiales (incluyendo la exhumación, 

traslado e inhumación) conforme a los términos de la solicitud previamente negada.  

 

De otro lado, la sentencia SU-626 de 2015 se ocupó de la demanda interpuesta contra el 

Ministerio de Cultura y el Museo Santa Clara por la organización y lanzamiento de la 

exposición artística Mujeres Ocultas, que a juicio del demandante vulnera los derechos 

fundamentales al libre desarrollo de la personalidad y la libertad de cultos por estimarla 

ofensiva con los sentimientos religiosos de los fieles de la fe católica, dada la forma en que 

se combinan elementos de connotación religiosa junto a imágenes del cuerpo femenino, 

presentados en un lugar que anteriormente funcionó como capilla de un convento ocupado 

por la comunidad de las clarisas. Además del amparo de los derechos señalados, el 

accionante solicita ordenar tanto al museo como al Ministerio la cancelación de la 

exposición.  

 

La Corte confirma el fallo de instancia que deniega el amparo solicitado. Alude a la libertad 

de conciencia como derecho que garantiza “un espacio de absoluta inmunidad frente a 

cualquier intento de molestar a las personas por razón de sus convicciones o creencias” 

(Corte Constitucional República de Colombia, 2015b), sumado a la prohibición, expresa en 
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el artículo 18 constitucional, de exigir que sean reveladas o imponer una conducta que 

conlleve transgredirlas.  

 

Es entonces una garantía insoslayable en el Estado Constitucional, que confiere a 

las personas un amplio ámbito de autonomía para que el individuo adopte cualquier 

tipo de decisión acerca de sus opiniones, sentimientos o concepciones incluyendo, 

entre muchas otras cosas, la posibilidad de negar o afirmar su relación con Dios 

así como adoptar o no determinados sistemas morales para la regulación de su 

propia conducta. (Corte Constitucional República de Colombia, 2015b) 

 

Este marco de actuación da lugar al reconocimiento constitucional de otras libertades 

orientadas a proteger a las personas de intervenciones arbitrarias al momento de asignar 

un sentido particular a su existencia. De ese modo, las libertades de conciencia, religión y 

pensamiento guardan íntima conexión, pues confluyen en la garantía de una inmunidad 

que salvaguarda la definición de un sistema de creencias individual. La posibilidad de 

actuar en consonancia con la propia conciencia se concreta en la expresión libre de dicho 

sistema. El derecho a la religiosidad se incluiría entonces en uno de los aspectos 

constitutivos de la libertad de conciencia, cual es la facultad de “adherir a una fe o profesar 

un sistema de creencias” (Corte Constitucional República de Colombia, 2015b).  

 

De otra parte, realzando lo consagrado por los artículos 20, 70 y 71 superiores, la Corte 

destaca el deber encabezado por el Estado de no interferir de manera indebida en la 

libertad de expresión y difusión artística, acompañado de la obligación positiva de 

“propiciar, promover, estimular e incentivar las actividades artísticas” (Corte Constitucional 

República de Colombia, 2015b), lo que implica fomentar el acceso al arte, incluirlo en los 

planes de desarrollo al efecto señalado y otorgar incentivos para quienes adelantan labores 

relacionadas con este. Por el elevado valor que la Carta reconoce al arte en su condición 

de manifestación cultural, la libertad mencionada alcanza la condición de derecho 

constitucional de especial protección, cuya limitación o exclusión por parte de autoridades 

públicas en razón de criterios subjetivos viciados por el prejuicio o la intolerancia deriva en 

su vulneración. Ello implica que el deber de neutralidad exigible al Estado en materia 

religiosa también se aplica en el ámbito artístico, de modo que la tarea de promoción 

artística se encuentre ceñida a una disposición objetiva y neutral aplicada con igualdad 

sobre todas las manifestaciones artísticas.   
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Los límites a la libertad de expresión artística proceden legítimamente cuando su ejercicio 

deriva en “propaganda en favor de la guerra o apología del odio nacional, racial o religioso” 

(Corte Constitucional República de Colombia, 2015b), generando incitación a la hostilidad, 

discriminación o violencia, acorde a lo ya contemplado por el artículo 20 del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el artículo 13 de la Convención Americana 

de Derechos Humanos, además de los límites previstos en favor de la seguridad, la salud, 

la moral y el orden públicos. Excepcionalmente, el Estado puede limitar el ejercicio de este 

derecho cuando se encuentran comprometidos otros intereses jurídicos de relevancia, 

mientras la medida se muestre proporcional. Aun así, el Estado no tiene permitido incurrir 

en censura o faltar a la neutralidad a la que está obligado respecto a los contenidos 

artísticos.  

  

El caso bajo examen no entraña una vulneración de la libertad religiosa y de culto dado 

que no contraviene ninguno de los contenidos de este derecho: la exposición artística no 

conlleva discurso alguno que atente contra creencias religiosas, tal como proscriben los 

instrumentos internacionales de derechos humanos incorporados al ordenamiento jurídico 

interno; tampoco impone o pretende imponer creencias sobre nadie; no se interpone en la 

práctica del culto de persona alguna; no impide que cualquiera manifieste su apreciación 

sobre la muestra, aun si fuere crítica y públicamente; no implica el uso de lugar para el 

culto ni de objetos bajo propiedad de una religión o iglesia alguna; no quebranta el deber 

de neutralidad que recae sobre el Estado, pues se limita a materializar la obligación de 

promover el acceso a la cultura. Aun cuando pueda despertar rabia, antipatía, molestia o 

disgusto, la exposición artística se encuentra amparada a la luz de los artículos 20, 70 y 

71 de la Constitución, protección que no puede desconocerse por las consideraciones del 

demandante sobre su impacto ofensivo e insultante.  

 

Como puede advertirse, del año 2009 en adelante la jurisprudencia constitucional ha 

reafirmado la protección de los derechos fundamentales a la libertad de conciencia y a la 

objeción de conciencia en ámbitos como el educativo y el laboral, donde las convicciones 

y creencias personales se han tornado criterios sospechosos de distinción al punto de 

afectar, además de los referidos, otros derechos como el trabajo, la educación y la 

igualdad, por cuenta de disposiciones y directrices institucionales que obligan a docentes, 

educandos y trabajadores a actuar en contra de los dictámenes de conciencia propios, con 
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repercusiones más reiteradas y agudas en el caso de minorías, que por definición no 

responden a concepciones o corrientes predominantes. La aplicación de los criterios de 

razonabilidad y proporcionalidad puede trazar el lindero sobre el cual una responsabilidad 

académica o laboral preserva la integridad del derecho a la libertad de conciencia. 

 

De igual modo, la autodeterminación y autonomía de los pacientes para decidir su 

sometimiento a intervenciones o tratamientos clínicos, constituye una expresión nítida de 

la libertad de conciencia ejercida por los usuarios de los servicios de salud, cuya garantía 

no puede ser vulnerada por las decisiones de los jueces de tutela ni por las instituciones 

médicas encargadas de su atención. Más aún, estas últimas a través de su personal 

médico deben proveer información suficiente, detallada y clara que permita al paciente, en 

plenas facultades de decisión, manifestar su voluntad con una base fundada y cierta, bajo 

la responsabilidad constitucional de velar por el cuidado de su vida, su salud y su integridad 

personal, sin menoscabo del bienestar y los derechos de los demás.  

 

La facultad de adoptar y poner en práctica convicciones de fe o un sistema moral 

determinado, así como tomar distancia de los mismos, se encuentra incluida en el ámbito 

de protección de la libertad de conciencia. La actuación de las autoridades públicas 

territoriales no puede sustraerse al deber de garantía sobre este derecho fundamental, 

máxime cuando sus omisiones en esta materia comprometen el cumplimiento de funciones 

y parámetros establecidos legal y constitucionalmente. Otras entidades de naturaleza 

pública, entre ellas los establecimientos educativos, vulneran la libertad de conciencia 

cuando promueven o adscriben oficialmente a una religión determinada, en sentido 

opuesto al principio de laicidad y el deber de neutralidad que rige al Estado colombiano, 

con inminente riesgo sobre las creencias y convicciones de los integrantes de la comunidad 

estudiantil que libremente profesan credos o doctrinas distintas.  

 

Como lo habría hecho anteriormente con el precepto de armonización concreta (sentencia 

T-588 de 1998 antes referida), la Corte atenúa y relativiza los alcances del ejercicio de 

ponderación, privilegiando las soluciones alternativas asentadas en la negociación, el 

consenso y el diálogo para resolver la contraposición entre principios que regularmente se 

encuentra a la base de la objeción de conciencia. Ante el deber de proteger un interés 

constitucional como la salud pública y el riesgo de lesionar las convicciones morales que 

brotan de la conciencia de un ciudadano bajo atención médica, las partes en discordia 
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pueden apelar a opciones concertadas que si bien exceptúan el cumplimiento de un 

mandato legal, salvaguardan los valores y bienes jurídicos reivindicados en uno y otro 

caso.  

 

A partir de la sentencia C-728 de 20093 se instauraría un precedente frente a la objeción 

de conciencia al servicio militar obligatorio, con claras y asiduas resonancias en 

jurisprudencia posterior. La sentencia T-018 de 2012 resuelve la acción de tutela 

instaurada contra el Ejército Nacional –Cuarta Brigada y Batallón de Infantería N° 32 Pedro 

Justo Berrio-, para amparar los derechos a la libertad de religión y la libertad de conciencia 

en favor de un ciudadano que los considera vulnerados por la falta de respuesta de parte 

de las autoridades castrenses frente a su solicitud de exención del servicio militar 

obligatorio por razones de conciencia y subsecuente desacuartelamiento. Las 

convicciones invocadas por el objetor al efecto se asientan en la moral cristiana adoptada 

y practicada como integrante de la Iglesia Pentecostal Unida de Colombia, teniendo entre 

sus pilares doctrinales la paz y la cultura de la no violencia, así como la oposición irrestricta 

al militarismo, la guerra y el uso de armas. El segundo comandante del batallón referido 

niega que el peticionario haya remitido documentos relacionados con la objeción de 

conciencia alegada. 

 

La Corte revoca la decisión de instancia y ampara los derechos fundamentales a la libertad 

de conciencia y la libertad de religión y cultos del accionante. Lo anterior con base en el 

reconocimiento expreso que fija la sentencia C-728 de 2009 sobre el derecho a objetar el 

deber de prestar el servicio militar obligatorio por razones de conciencia. Este 

reconocimiento, que se aparta de la jurisprudencia constitucional hasta entonces producida 

en la materia, asume tal prerrogativa como parte del ámbito de protección incluido en las 

libertades de conciencia y religión consagrados en los artículos 18 y 19 de la Constitución 

nacional. La garantía de no ser obligado a actuar contra la propia conciencia implica que 

quien es obligado a cumplir un deber que le produce un grado de afectación personal 

considerable, al punto de forzarlo a infligir los dictámenes de su conciencia, es sujeto de 

vulneración del derecho. La necesidad de desarrollo legislativo no implica que su ejercicio 

resulte ineficaz, pues su validez deriva directamente de la Constitución. Aún sin regulación 

                                                
 

3Cf. supra pp. 116-123 
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legal, la objeción de conciencia puede invocarse como causal de exención al servicio 

militar, siempre que las convicciones esgrimidas cumplan los requisitos estipulados en la 

sentencia C-728 de 2009: reflejarse de forma demostrable en la conducta externa del 

objetor, además de ser fijas, profundas y sinceras. 

 

Bajo tales consideraciones, la Corte desmiente lo afirmado por el comandante de la Cuarta 

Zona de Reclutamiento y Control de Reservas del Ejército, quien, para desvirtuar las 

pretensiones del demandante en el caso bajo examen, afirmó que se encontraba pendiente 

un pronunciamiento de la Corte Constitucional en materia de objeción de conciencia al 

servicio militar obligatorio. Igual ocurre con su argumento –ratificado por el director de 

Reclutamiento y Control de Reservas- según el cual la inexistencia de reglamentación 

sobre el derecho impide su reconocimiento al interior de las fuerzas militares como causal 

de exención, mientras no medie la decisión de un juez de tutela. Tampoco es admisible 

exigir la pertenencia a una red juvenil específica como condición para adquirir 

legítimamente la calidad de objetor de conciencia, según el errado parecer del Segundo 

Comandante del Batallón de Infantería N° 32. El peticionario tiene entonces pleno derecho 

a ejercer la objeción de conciencia frente a la prestación del servicio militar obligatorio, en 

virtud de creencias religiosas las cuales profesa y practica de forma comprometida en tanto 

evangelizador perteneciente a la Iglesia Pentecostal Unida de Colombia, tal como certificó 

el representante legal de dicha comunidad religiosa, quien además destacó la 

incompatibilidad de la guerra y el uso de armas con la ética y la moral cristianas que 

sustentan su doctrina eminentemente pacífica. En el caso se encuentra probado que las 

convicciones invocadas tienen reflejos congruentes en el comportamiento externo del 

objetor, regido por la fe cristiana que profesa. Sus actividades de evangelización 

demuestran que la profundidad de sus creencias ha llegado al punto de condicionar de 

modo integral su forma de actuar; la vinculación activa a la iglesia desde 8 años atrás da 

cuenta de un arraigo serio y comprometido con su credo; la coherencia entre su conducta 

y sus declaraciones, que han permanecido en el tiempo sin ser instrumentalizadas para 

evadir deberes, deja entender la sinceridad de sus convicciones. 

 

Constatado el cumplimiento de los requisitos exigidos por la jurisprudencia constitucional, 

la Corte estima que el demandante es genuinamente un objetor de conciencia, por lo cual 

la permanencia en el Ejército vulnera sus derechos a la libertad de conciencia, a la libertad 

de religión y culto. En virtud de tal circunstancia, ordena a las instancias competentes la 
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desincorporación y expedición de libreta militar correspondientes. Ante el desconocimiento 

de los contenidos de la sentencia C-728 de 2009 observado en las actuaciones y 

declaraciones de las autoridades militares intervinientes en el caso, la Corte ordena: 

 

(…) al Ministerio de Defensa, que en un término no superior a cuatro (4) meses, 

adelante una campaña de divulgación de la sentencia C-728 de 2009 dirigida a 

todos los integrantes de la fuerza pública, en particular, a quienes tienen 

responsabilidades relacionadas con el reclutamiento para la prestación del servicio 

militar obligatorio, haciendo énfasis en: i) la existencia del derecho a la objeción de 

conciencia frente a la prestación del servicio militar obligatorio; ii) el respeto por las 

libertades de conciencia, cultos y religión; iii) el reconocimiento constitucional de 

los derechos del objetor de conciencia frente al servicio militar obligatorio aunque 

no exista una legislación que reglamente la objeción de conciencia en estos casos; 

y iv) el derecho que le asiste a los objetores de conciencia para que su petición sea 

tramitada de forma imparcial y neutral, de acuerdo con las reglas del debido 

proceso. (Corte Constitucional República de Colombia, 2012a) 

 

Por su parte, la sentencia T-357 de 2012 revisó la acción de tutela interpuesta para solicitar 

el amparo del derecho a la objeción de conciencia al servicio militar obligatorio, vulnerado 

presuntamente por el Ejército Nacional –Segunda División, Quinta Brigada de 

Bucaramanga- a ciudadano que solicitó ser eximido de la incorporación a filas en virtud de 

sus convicciones religiosas, que ejerce como ministro ordenado y certificado de la 

comunidad de los testigos de Jehová, cuya doctrina riñe con el porte y uso de armas, 

ataques a la integridad y la vida de los demás y la pertenencia a estructuras armadas. 

Tanto su solicitud de exención por razones de conciencia como el derecho de petición 

radicado a igual efecto por su madre fueron desatendidos, y su incorporación fue aplazada 

por espacio de cuatro meses aproximadamente. La Corte revoca las decisiones de 

instancia y declara la carencia actual de objeto por hecho superado. Esto último por cuanto 

el demandante fue clasificado como exento en su calidad de estudiante universitario, 

faltando únicamente la liquidación de la cuota de compensación militar para la expedición 

de la libreta respectiva según la información suministrada por el comandante de la Quinta 

Zona de Reclutamiento y el Director de Reclutamiento y Control de Reservas del Ejército. 

De esta suerte, las circunstancias fácticas dentro de las que se enmarcaba la afectación 

del derecho alegada cesaron. Aun así, la Corte se pronuncia sobre los argumentos 



158 Libertad y objeción de conciencia 

 
esgrimidos tanto por las autoridades militares como los jueces de instancia en el caso bajo 

examen, resaltando los siguientes aspectos relacionados con el alcance del derecho 

fundamental reclamado: 

 

Contrario a lo aducido por el comandante de la Quinta Zona de Reclutamiento y el director 

de Reclutamiento y Control de Reservas del Ejército Nacional, el reconocimiento del 

derecho a la objeción de conciencia a la prestación del servicio militar obligatorio no 

depende en modo alguno de su regulación legal, ni está supeditado exclusivamente a la 

decisión de un juez de tutela, pues la sentencia T-728 de 2009 estableció de forma taxativa 

que toda persona tiene derecho a objetar por razones de conciencia la obligación 

constitucional a prestar servicio militar obligatorio sin que la falta de regulación legislativa 

figure un impedimento para su ejercicio o reconocimiento, pues deriva directamente de la 

libertad de conciencia y la libertad de religión y cultos consagrados en los artículos 18 y 19 

de la Constitución Nacional, así como del bloque de constitucionalidad. Conforme al mismo 

precedente jurisprudencial, la prerrogativa de no ser obligado a actuar contra la conciencia 

se encuentra explícitamente incorporada en el derecho a la libertad de conciencia, según 

los términos del artículo 18 referido, de modo que la imposición de un deber objetado por 

su alto grado de afectación sobre la conciencia supone una vulneración del derecho. 

Aunque necesario, el desarrollo legislativo de tal prerrogativa no implica ineficacia del 

derecho, cuyo núcleo esencial puede materializarse directamente con base en la 

Constitución. La valoración de un caso en el que se presente objeción de conciencia debe 

versar sobre los elementos que configuran el reparo, junto a la naturaleza del deber que lo 

origina.  

 

Para la Corte, la falta de regulación del derecho por el Congreso de la República no excusa 

a las autoridades castrenses de tramitar las solicitudes de exención al servicio militar 

interpuestas por motivos de conciencia. Su obligación es establecer si hay lugar a dicha 

exención por la causal respectiva a la luz de las condiciones exigidas según lo dispuesto 

en la sentencia C-728 de 2009, en cuyo contenido también se identificó la acción de tutela 

como recurso para reclamar la protección del derecho fundamental a no ser obligado a 

actuar contra las convicciones propias, cuando fuera desconocido por las autoridades 

competentes. El deber de observarlo recae entonces sobre autoridades judiciales como 

militares. En el caso concreto se advierte un “flagrante desconocimiento del precedente 

constitucional” (Corte Constitucional República de Colombia, 2012b) por parte del Ejército 
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respecto a la garantía de la objeción de conciencia al servicio militar obligatorio, al invocar 

la falta de regulación legal como pretexto para no evaluar los casos presentados a su 

consideración en la materia. 

Errado también resultó el abordaje dispensado al caso desde la causal de exención 

dispuesta para clérigos y religiosos que prescribe la Ley 48 de 1993, a la que acudieron 

las autoridades militares y judiciales mencionadas para desvirtuar la solicitud elevada 

por el accionante al no encontrar demostrada la condición de autoridad jerárquica igual 

o equivalente a la de sacerdote católico, ni acreditada dedicación exclusiva a los 

oficios religiosos. La Corte precisa que en virtud del rol que ostentan en la protección 

de los derechos fundamentales, los jueces de tutela están facultados para recaudar 

pruebas oficiosamente con el propósito de constatar situaciones de vulneración o 

amenaza puestas en su conocimiento y tomar una decisión de fondo, sin perjuicio del 

deber que asiste al accionante de aportar los elementos probatorios que fundamentan 

su solicitud de amparo. Considerando que la exención solicitada se fundó en una 

reserva de conciencia, lo procedente era verificar si las convicciones y creencias 

invocadas eran suficientemente profundas, fijas y sinceras al punto de verse 

amenazadas las libertades de conciencia y de religión del actor en caso de abocarse 

a cumplir el deber objetado (Corte Constitucional República de Colombia, 2012b).   

 

La sentencia T-603 de 2012 abordó la demanda contra el Batallón de Infantería No. 22 

“Ayacucho” de Manizales y la Jefatura de Reclutamiento de la Zona Octava, interpuesta 

por un ciudadano que solicita reconocimiento como objetor de conciencia al servicio militar 

obligatorio en virtud de los principios éticos, morales y religiosos inculcados en su entorno 

familiar y educativo, cuya inclinación por el amor al prójimo, el respeto a la vida y la paz los 

torna incompatibles con las actividades y obligaciones propias del servicio objetado. El 

joven informa haber sido obligado por su padre a presentarse ante las autoridades militares 

y haberse escapado tras dos meses de incorporación antes de tomar juramento. Decidió 

volver al batallón luego de que le prometieran iniciar el proceso de desacuartelamiento con 

intermediación de su madre, pensionada por invalidez. Finalmente la desincorporación no 

fue ejecutada y continuó en servicio. El demandante alegó que su permanencia en filas 

afecta su proyecto de vida, el cual estriba en terminar sus estudios de bachillerato y velar 

por su progenitora. 
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La decisión de primera instancia negó el amparo solicitado por la ausencia de normatividad 

que consagre un derecho a objetar conciencia al servicio militar dentro del ordenamiento 

jurídico colombiano. Ante tal circunstancia prima el deber constitucional del servicio, dada 

su relevancia para la soberanía nacional, el beneficio de la colectividad y del Estado. El 

demandante no se halla en ninguna de las causales de exención o aplazamiento para el 

cumplimiento de su obligación. 

 

La decisión fue reiterada en segunda instancia por las mismas razones, enfatizando 

en que la libertad de conciencia como derecho fundamental amparado 

constitucionalmente no incluye la objeción al servicio militar obligatorio. La prevalencia 

del interés general sobre el particular da prioridad al deber del servicio, cuya exención 

por razones de conciencia no aplica mientras no se encuentre instituido legalmente en 

el país. 

 

El pronunciamiento de la Corte recuerda que la objeción de conciencia como causal de 

exención al servicio militar ha sido reconocida con base en el artículo 18 de la Constitución 

y la sentencia C-728 de 2009, sumándose a las causales anteriormente estipuladas en los 

artículos 27 y 28 de la Ley 48 de 1993 (limitados físicos y sensoriales permanentes; 

indígenas que residan en su territorio y conserven su integridad cultural, social y 

económica; clérigos y religiosos dedicados por completo al culto; hijos únicos; huérfanos 

de padre o madre que provean la manutención familiar; personas vinculadas en unión libre, 

entre otros). Tales exenciones convierten el servicio militar en una obligación relativa, no 

absoluta, bajo el entendido de que en el modelo constitucional colombiano la exigibilidad 

de deberes acorde a los principios del Estado Social de Derecho no puede transgredir 

derechos fundamentales ni la dignidad humana de la que son portadores sus ciudadanos. 

Los deberes se entienden como medios para materializar derechos, no como fines en sí 

mismos. En el marco de un modelo democrático participativo, la obediencia prodigada a 

todo orden jurídico es imperativa pues quienes son destinatarios de las normas jurídicas 

son también sus productores, directos o indirectos, razón suficiente para exigir de ellos 

respeto y acatamiento de los mandatos que soberanamente han determinado. Justamente 

en virtud de la soberanía, detentada de manera exclusiva en cabeza del pueblo, la 

participación ciudadana en las decisiones políticas legitima la obediencia al derecho. Sin 

embargo, los deberes jurídicamente consagrados no conllevan una obediencia ciega o 

acrítica, pues de ser así se desconocería el respeto a la dignidad humana y al pluralismo 
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de convicciones e ideas propio del modelo constitucional adoptado en Colombia, al interior 

del cual se reconocen formas legítimas de desobediencia. Aún con la importancia que 

revisten, los deberes encuentran un límite en los derechos fundamentales y la dignidad 

humana prevalentes en el sistema constitucional colombiano. Ello no supone licencia para 

desobedecer el ordenamiento jurídico en su conjunto, sino que apelando a su conciencia 

crítica, cada persona pueda obrar conforme sus intereses y convicciones, incluidas 

“determinadas formas de desobediencia legítimas frente al derecho” (Corte Constitucional 

República de Colombia, 2012c). 

 

La desobediencia se estima entonces legítima cuando el Estado trasgrede y actúa en 

contra del propósito que alienta su existencia, como es la materialización y protección de 

los derechos. Por tal eventualidad la Declaración Universal de 1948 reconoció como 

“esencial que los derechos humanos sean protegidos por un régimen de derecho a fin de 

que el hombre no se vea compelido al supremo recurso de la rebelión contra la tiranía y la 

opresión” (Corte Constitucional República de Colombia, 2012c) [cursiva preservada del 

texto]. El constitucionalismo moderno promueve una obediencia crítica, que en modo 

alguno excluye espacios legítimos de desobediencia al derecho en favor de intereses 

superiores como los derechos humanos. Entre las formas de desobediencia admitidas 

dentro de un ordenamiento jurídico basado en la supremacía de la Constitución se cuenta 

la objeción de conciencia, que “sería solo una manera de desobedecer un mandato 

constitucional y legal, más no la única” (Corte Constitucional República de Colombia, 

2012c), pues existen otros mecanismos como la excepción de inconstitucionalidad, la 

acción pública de inconstitucionalidad, la acción de nulidad o desde una perspectiva más 

amplia la manifestación pública y pacífica de las convicciones políticas, la conformación de 

partidos o movimientos para expresar inconformidades y cuestionamientos frente a ciertos 

aspectos del derecho. De esta suerte: 

 

(…) la objeción de conciencia sería una forma particular de desobediencia, a la vez 

que se consolidaría como el ejercicio de un derecho fundamental, dado que el 

artículo 18 de la Carta colombiana expresamente expone que nadie será ´(…) 

obligado a actuar contra su conciencia´. (Corte Constitucional República de 

Colombia, 2012c) [cursiva en texto original] 
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La objeción de conciencia figura entonces como uno entre múltiples tipos de desobediencia 

reconocidos en el ordenamiento jurídico, aunque con una connotación distintiva: es una 

forma particular y concreta que se desprende del derecho fundamental a la libertad de 

conciencia consagrado en el artículo 18 constitucional. A diferencia de la desobediencia 

civil, que remite a un hecho, la objeción de conciencia es un derecho,  

 

(..) dado que de ella sí puede predicarse la estructura de un derecho subjetivo, 

como lo es: un sujeto beneficiario, uno o varios sujetos obligados, y una prestación 

concreta, relativa a la permisión de abstención frente a un deber específico y 

determinado, como lo es la prestación del servicio militar obligatorio. (Corte 

Constitucional República de Colombia, 2012c) 

 

El caso de la objeción de conciencia al servicio militar obligatorio confronta un deber 

constitucional con un derecho de la misma naturaleza que encuentra sustento normativo 

en el artículo 18 superior. En ocasiones también compromete la libertad de culto (artículo 

19 CP) cuando la obligación objetada colisiona con mandatos de orden religioso.  

 

Se trata así de la configuración, por parte del constituyente, de la posibilidad de 

desobedecer un mandato si contraría de manera seria las íntimas convicciones de 

la persona.  

En este orden, el mencionado artículo 18 consagra una triple dimensión de 

la libertad de conciencia que debe ser resguardada: por una parte, la prohibición 

de molestar a una persona por razón de sus convicciones o creencias; por la otra, 

la proscripción de obligar a que sean reveladas tales convicciones y, finalmente, la 

prohibición de obligar a alguien a actuar en contra de su conciencia. Así pues, estos 

elementos deberían ser protegidos siempre que se suscite un conflicto en torno a 

la objeción de conciencia, entre ellos, aquellos en los cuales se cuestione el deber 

de prestar el servicio militar obligatorio. (Corte Constitucional República de 

Colombia, 2012c) 

 

La garantía de no ser obligado a actuar en contra de la conciencia constituye el sustento 

de la objeción de conciencia por cuanto afirma el derecho de toda persona a actuar 

conforme a sus convicciones, bien sean de índole religiosa, política, ideológica o moral. 

También guarda estrecha relación con el pluralismo de las sociedades democráticas, cuya 
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dimensión tripartita ya había de explicitarse en la sentencia T-388 de 2009: i) promoción 

de la diversidad étnica y cultural; ii) asimilación positiva de las distintas aspiraciones y 

valoraciones, que conlleva una especial protección de las libertades de religión, 

conciencia, pensamiento y expresión; iii) cauces jurídicos, políticos y sociales para la 

resolución de posibles conflictos desencadenados por las diferencias. 

 

Lo anterior implica que el respeto al ejercicio de la libertad de conciencia exige del Estado 

abstenerse de inculcar o proscribir determinada convicción política, perseguir o sancionar 

las creencias de las personas. Por el contrario, al ser parte del pluralismo democrático 

debe promoverlas mientras no involucren manifestaciones ilegales, por ejemplo 

expresiones violentas.  

 

Tratándose de la objeción de conciencia frente al servicio militar, es claro que al 

tratarse del ejercicio de un derecho fundamental, el Estado no podría ni perseguir 

a tales objetores, ni ser permisivo sólo con determinadas justificaciones, ni 

sancionar las manifestaciones que de sus convicciones tengan las personas, 

siempre y cuando no transgredan los derechos de los demás. (Corte Constitucional 

República de Colombia, 2012c) 

 

Retomando la sentencia T-728 de 2009, la Corte sitúa la objeción de conciencia en 

aquellas circunstancias en las que el cumplimiento de una norma exige del obligado incurrir 

en un comportamiento censurado por su conciencia, en una abierta discrepancia entre la 

disposición jurídica y alguna prescripción moral, y la destaca como corolario de las 

libertades de pensamiento, religión y conciencia cuyo ámbito es inmune a la interferencia 

estatal mientras no exista una carga de justificación que lo sustente.  

 

La desobediencia al servicio militar obligatorio por razones de conciencia no es una 

prerrogativa con carácter absoluto, pues encuentra límites en los derechos de los demás 

y en las exigencias de preservación del orden público, la tranquilidad, la salubridad y la 

seguridad colectivas. De no existir tales límites la idea de sometimiento al derecho resulta 

seriamente cuestionada, con el consecuente riesgo sobre la existencia de la comunidad 

organizada. La objeción al servicio militar comporta la tensión entre un deber y un derecho, 

por tanto su armonización con los mandatos constitucionales aboca un ejercicio de 
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ponderación de la libertad de conciencia con los deberes jurídicos de la persona implicada, 

precisando los siguientes aspectos:  

 

(…) la índole o el origen de la censura individual frente al deber objetado, la 

responsabilidad con que es asumido y la consecuente afectación al sujeto en caso 

de no acatar los mandatos de sus convicciones. Lo anterior, por otro lado, tendría 

que compararse con la transcendencia del deber jurídico que se pretende 

inobservar y las circunstancias en las que tal obligación se desarrollaría. (Corte 

Constitucional República de Colombia, 2012c) 

 

La Corte aclara que el análisis sobre el origen de las convicciones no presupone otorgar 

mayor validez o relevancia a unas sobre otras, pues atentaría contra la pluralidad 

ideológica inmanente al Estado Social de Derecho. Consiste más bien en determinar el 

grado de responsabilidad del objetor con las convicciones que invoca, verificando su 

correspondencia con acciones y actuaciones externas de la persona. Respecto a la 

afectación previsible, la valoración gravitará en torno al peso de las convicciones en la vida 

y proceder del objetor, pues de no resultar esenciales el servicio militar deviene en una 

carga soportable. Es en tal sentido que las convicciones con base en la cuales se formula 

una objeción de conciencia deben constatarse profundas, fijas y sinceras para considerar 

realmente amenazada la libertad de conciencia y de religión, además de reflejarse en el 

comportamiento exteriorizado de modo que trasciendan la esfera íntima del objetor, como 

la sentencia C-728 de 2009 contemplaría en su oportunidad. 

 

Las causales de exención definidas en la Ley 48 de 1993, previamente respaldadas y 

habilitadas por la Constitución en el artículo 216, demuestran el carácter relativo de la 

obligación a prestar el servicio militar, máxime cuando puede ser sustituida por otro tipo de 

prestación alternativa que sirva a las necesidades de solidaridad nacional. Su 

incumplimiento tampoco representa una vulneración directa a bienes fundamentales de 

terceros. Lo anterior hace del deber personal de prestación del servicio militar una 

responsabilidad en modo alguno absoluta, como tampoco resulta serlo el derecho a la 

libertad de conciencia ni la libertad de cultos (con los cuales se relaciona estrechamente 

la objeción de conciencia) pues su ejercicio también tiene en los derechos de los demás y 

el bienestar común límites infranqueables. Únicamente, “si la objeción es sincera y se 

encuentra fundada en razones que demuestran que la persona debe eludir sus 
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obligaciones militares, la posibilidad de materializar frente a la sociedad la conciencia prima 

sobre el deber del servicio militar” (Corte Constitucional República de Colombia, 2012c). 

 

Una manifestación de desobediencia a los deberes constitucionales y legales se entiende 

legítima cuando estos pugnan con derechos fundamentales, la dignidad humana y el 

pluralismo inherente al modelo constitucional colombiano, el cual subordina los deberes a 

la primacía de los derechos en consonancia con los preceptos de un Estado Social de 

Derecho. En tal sentido, la objeción de conciencia encarna una manifestación legítima de 

desobediencia y materializa el ejercicio de un derecho fundamental. En último término, 

“debe ser entendida como la abstención frente a un deber constitucional o legal con 

fundamento en convicciones que para la persona resultan indubitables, esenciales y 

estrechamente ligadas a su modelo de vida” (Corte Constitucional República de Colombia, 

2012c). 

 

Para ejercer la objeción de conciencia a la prestación del servicio militar obligatorio, la 

Corte añade un requisito de procedimiento: 

 

(…) el afectado tiene el deber de informar a las autoridades su condición de manera 

expresa, pues de lo contrario, tal actuación vulneratoria no podría consolidarse. Si 

bien lo anterior podría entrar en colisión con el postulado constitucional atinente a 

que nadie será compelido a revelar su conciencia, lo cierto es que se trata de un 

mandato mínimo si lo que se quiere es ejercer un derecho frente a una obligación 

constitucional que, a pesar de ser relativa, también se encuentra revestida de 

importancia para el colectivo. Por ende, la exigencia de comunicación, se torna en 

una carga soportable para ejercer la objeción de conciencia frente al servicio militar. 

(Corte Constitucional República de Colombia, 2012c) 

 

El objetor debe informar a las autoridades concernidas el conflicto entre sus convicciones 

y el deber constitucional de prestación del servicio militar, explicando el carácter fijo, 

sincero y profundo de las mismas. A su turno, las autoridades de reclutamiento “tendrán la 

carga de desvirtuar tales elementos mediante un acto motivado” (Corte Constitucional 

República de Colombia, 2012c), susceptible de impugnación ante el juez constitucional, a 

quien corresponde resolver el caso aplicando la ponderación para determinar la 

responsabilidad con que el demandante asume las convicciones en virtud de las cuales 
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rechaza la prestación del servicio, así como la eventual afectación personal que le pueda 

ser causada con la imposición definitiva del deber impugnado. 

 

La manifestación de la objeción a las autoridades competentes no solo es admisible en el 

momento previo a la incorporación, tal como lo estableció la sentencia T-018 de 2012 al 

abordar un caso de objeción sobrevenida, que hace enteramente legítimo su ejercicio aun 

si el objetor se encuentra en filas de la fuerza pública, pues experiencias propias del 

servicio, conocimiento tardío del derecho o alguna otra circunstancia de variación en su 

conciencia puede dar lugar a nuevos cuestionamientos que antes no se contemplaban. 

Ello siempre que pueda estimarse prudencial el tiempo transcurrido entre el reclutamiento 

y la declaración expresa de la objeción.  

 

Las convicciones aludidas se asocian “a una diversidad plausible de móviles que sustenten 

las razones por las cuales la prestación del servicio militar puede reñir con la conciencia 

del individuo” (Corte Constitucional República de Colombia, 2012c). En esa lógica, no solo 

las creencias o cosmovisiones religiosas se estiman válidas como sustento de la objeción 

de conciencia, pues en virtud de la relación que esta figura guarda con la dignidad humana, 

los derechos fundamentales y el pluralismo político, las convicciones pueden ser de índole 

diversa, bien de carácter religioso, ético, moral o filosófico mientras sean estructurantes de 

la autonomía y personalidad del sujeto, al tenor de lo prescrito por la sentencia C-728 de 

2009.  

 

Así pues, si son varios los motivos por los cuales puede objetarse el cumplimiento 

de un deber por causa de la conciencia, en razón al pluralismo inmanente al Estado 

Social de Derecho colombiano, en principio, cualquiera de ellos podría ser sustento 

legítimo del ejercicio del derecho en comento. En este orden de ideas, lo único que 

se exige es que tales motivos sean serios, sinceros, profundos y fijos, y que se 

vean gravemente afectados por el deber constitucional de prestar el servicio militar 

obligatorio. (Corte Constitucional República de Colombia, 2012c) 

 

Tal como destacara antes la sentencia T-018 de 2012 y reiteraría en esta ocasión la Corte, 

la objeción manifestada debe recibir un trámite imparcial y neutral regido por las reglas del 

debido proceso. La ausencia de regulación legal en materia de objeción de conciencia no 

debe impedir el ejercicio del derecho, atendiendo al precedente contenido en la sentencia 
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C-728 de 2009. De esa forma, el juez constitucional está llamado a proteger el derecho a 

la libertad de conciencia, específicamente la posibilidad de objetar un deber relativo como 

la prestación del servicio militar, independientemente de la procedencia de las 

convicciones invocadas y de la inexistencia de desarrollo legal sobre el mismo. Tal labor 

deberá ser resultado de un ejercicio de ponderación en torno a los elementos mencionados 

al respecto. 

 

En el caso concreto bajo examen, a ojos de la Corte el comandante del Batallón de 

Infantería demandado demuestra una apreciación errada al considerar la prestación del 

servicio militar como un deber absoluto, pues las exenciones consagradas en la ley y 

autorizadas por la Constitución (la objeción de conciencia entre ellas) desmienten aquella 

concepción. Más evidente aún es su desconocimiento de la objeción de conciencia como 

un tipo de desobediencia aplicable frente al servicio militar obligatorio, al punto de elevarse 

al rango de derecho fundamental cuya validez jurídica en Colombia no se encuentra 

supeditada a una regulación legal específica. El fallo estima también que los medios 

probatorios aportados no permiten admitir para el demandante la condición de objetor de 

conciencia. En primer término, frente al origen de las convicciones no se aportó prueba 

que permitiera determinar el grado de responsabilidad que entrañan para el actor ni el nivel 

de afectación sobre aquellas en caso de cumplimiento del deber impugnado. Únicamente 

se elevaron afirmaciones genéricas sobre principios morales, éticos y religiosos 

difícilmente comprobables, sin demostrar consistentemente una conducta externa que 

devele una visión incompatible con el servicio militar obligatorio. Las pruebas obrantes 

conducen a advertir en el actor una intención de rehuir las consecuencias de los repetidos 

retrasos en los que incurrió tras los permisos concedidos por el batallón, que le acarrean 

responsabilidad bajo el cargo del delito de deserción. En tal conducta la Corte no encuentra 

vínculo directo alguno con el ejercicio legítimo de convicciones opuestas al deber 

constitucional aludido, y genera dudas sobre las verdaderas motivaciones que alientan la 

objeción interpuesta y sobre la seriedad que revisten. 

  

Respecto a la afectación a la persona por la imposición del deber constitucional de servicio 

militar, el actor alegó hechos contradictorios al indicar que las convicciones contrarias a la 

obligación objetada provenían de su formación familiar, al tiempo que relató haber sido 

forzado por su padre a presentarse ante las autoridades de reclutamiento, lo que pone en 

entredicho la profundidad de tales convicciones. Por la misma razón, aunada a la omisión 
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de explicar el origen de su objeción, tampoco advierte la Corte elementos para determinar 

el carácter fijo y sincero de las creencias invocadas.  

 

La disimilitud de argumentos esgrimidos, como el inicio de estudios de bachillerato –que 

no fue demostrado-, la invalidez de su madre –con la cual no convive- y su estado de salud 

mental –el cual fue evaluado favorablemente en los exámenes de ingreso a filas y del cual 

el propio actor no declaró antecedentes en ingreso precedente a institución clínica-, denota 

una intención evasiva frente al cumplimiento de la responsabilidad constitucional que recae 

sobre el demandante, lo cual torna su desobediencia ilegítima, injustificada e inaceptable. 

La Corte tampoco halló evidencia de que el peticionario haya comunicado su calidad de 

objetor de conciencia a las autoridades implicadas. Con base en todo lo anterior, la sala 

niega el amparo de los derechos fundamentales a la libertad de conciencia y libertad 

religiosa. Aclara que el caso tampoco se inscribe en otras formas de desobediencia que 

puedan considerarse legítimas dentro del ordenamiento jurídico colombiano (Corte 

Constitucional República de Colombia, 2012c). 

 

La sentencia T-430 de 2013 también se ocupó de la solicitud de amparo sobre el derecho 

a la objeción de conciencia en tres casos similares relacionados con la prestación del 

servicio militar obligatorio. En el primero de ellos, un joven objetó el deber constitucional 

de incorporación basado en las convicciones religiosas que profesa y practica como 

ministro de la comunidad de los testigos de Jehová. El segundo refiere a dos hermanos 

cuya objeción obedece a idénticos motivos y circunstancias esgrimidos en la solicitud 

precedente. En uno y otro caso, la acción de tutela se instauró contra el comandante del 

Distrito Militar N° 46 del Batallón de Comunicaciones de Facatativá por violación de la 

libertad de conciencia, y la justificación de la autoridad militar para denegar las objeciones 

presentadas por los demandantes se basó en la ausencia de regulación legal, que le 

impide aplicar la objeción de conciencia como eximente del servicio militar obligatorio o 

reconocerla como un derecho, pretensiones cuya definición estima responsabilidad de los 

operadores judiciales. El tercer caso alude a un joven que encuentra vulnerados sus 

derechos a la libertad, a la familia y a la dignidad humana, luego de ser reclutado por el 

Batallón de Artillería General “Luis Ernesto Ordóñez” en Puerto Asís, aun cuando formuló 

objeción de conciencia fundado en sus creencias opuestas a la guerra y el uso de las 

armas, incubadas en su educación escolar religiosa y puestas en práctica como integrante 
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y miembro del ministerio musical en la Iglesia Central, ubicada en la misma ciudad y 

adscrita a la Iglesia Pentecostal Unida de Colombia. 

 

La Corte traza la vía jurisprudencial que condujo, desde una reiterada negación patente en 

sentencias como la T-409 de 1992, T-224 de 1993 y C-511 de 1994, hasta el hito que 

instauró la sentencia C-728 de 2009 al reconocer sin ambages el derecho a objetar por 

razones de conciencia el deber de prestar el servicio militar. En el intermedio, los 

desarrollos alcanzados en sucesivos fallos (T-588 de 1998, T-982 de 2001, T-026 de 2005, 

C-859 de 2006, T-488 de 2007, T-044 de 2008, T-327 de 2009, T-839 de 2009 y T-388 de 

2009) abonaron un terreno fértil en favor de la libertad de conciencia, específicamente la 

facultad de oponerse al cumplimiento de deberes cuyo acatamiento es contrario a 

convicciones emanadas de la conciencia personal, abarcando contextos múltiples como el 

educativo, laboral, parlamentario, médico o judicial.   

 

Basado en aquel precedente de 2009 (retomado en su momento por las sentencias T-018 

de 2012 y T-603 de 2012), la Corte en esta ocasión ratifica el derecho fundamental a la 

objeción de conciencia al servicio militar obligatorio como una derivación directa de los 

derechos a la libertad de conciencia y a la libertad de religión, amparados 

constitucionalmente por su consagración en la Carta de 1991 y en numerosos instrumentos 

que conforman el bloque de constitucionalidad. Entre las raíces religiosas y filosóficas de 

la libertad de conciencia, evoca la reforma protestante del siglo XVI y el liberalismo 

anglosajón del siglo XVII, que reivindicaron cada cual la libre adopción de creencias 

espirituales y el uso pleno de las facultades racionales para la determinación individual de 

la propia existencia. En su concepción más reciente, la libertad de conciencia deviene 

elemento estructurante del Estado Social y Democrático de Derecho, primordial para la 

consolidación de sociedades inspiradas por el supremo valor del respeto a la dignidad 

humana. La relevancia que reviste es de tal magnitud que su vulneración connota un trato 

indigno, bajo el riesgo de trascender a un hecho de crueldad, más aun, “Desconocer la 

libertad de conciencia de una persona, obligándola a revelar sus creencias o a actuar en 

contra de ellas, es una de las maneras más graves e impactantes de violentar un ser 

humano” (Corte Constitucional República de Colombia, 2013b). Su protección se hace 

imperativa cuando el cumplimiento de un deber jurídico implica al obligado sobrellevar una 

carga desproporcionada, innecesaria, ilegítima e inadecuada. En esta precisa medida, “la 

objeción de conciencia es la figura que les permite a las personas y a las autoridades 
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ajustar las leyes generales, a los casos en los que aplicarla sin consideraciones, supone 

violar la libertad de conciencia de una persona” (Corte Constitucional República de 

Colombia, 2013b). 

 

El deber del servicio militar obligatorio se torna inadecuado, desproporcionado e 

irrazonable cuando entra en conflicto con convicciones fijas, profundas y sinceras que 

proceden de la conciencia del obligado. Es inadecuado al entrañar el riesgo de un servicio 

cuya prestación puede resultar deficiente por su impacto lesivo sobre la conciencia del 

responsable. Desproporcionado por cuanto exige un sacrificio desmesurado de derechos 

fundamentales a cambio de una contribución prescindible, con efectos inocuos en la 

protección del Estado y la nación. Finalmente, irrazonable al considerar la existencia de 

formas diversas para cumplir el cometido que alienta la obligación referida.  

 

En estos términos, cuando las autoridades castrenses desconocen la objeción al servicio 

militar, sustentada en convicciones profundas, fijas y sinceras, se configura una 

vulneración a la libertad de conciencia. Rechazar la solicitud del objetor –como revelan los 

casos examinados- con base en la ausencia de regulación legal, supone por parte del 

Ejército un flagrante desconocimiento del valor normativo superior que asiste a la 

Constitución Política. Otro tanto es predicable de un juez que niega el amparo asentado 

en idéntica razón, violentando además el derecho de acceso pronto y expedito a la justicia 

e incumpliendo su deber de salvaguardar los derechos fundamentales, máxime 

considerando que la acción de tutela constituye un recurso legítimo para demandar la 

protección del derecho a objetar la prestación del servicio militar por razones de conciencia, 

tal como estableció previamente la sentencia T-357 de 2012.   

 

Revalidando sus primeros pronunciamientos en la materia, la Corte insiste en que las 

convicciones y creencias cobijadas por el derecho aludido no se circunscriben únicamente 

a aquellas de procedencia religiosa, pues la distinción constitucional entre libertad de 

conciencia y libertad de religión acuñada en la Carta del 91, a diferencia de su antecesora, 

permitió ampliar los márgenes de protección de la libertad de conciencia hasta abarcar 

creencias de naturaleza laica. El sustrato moral, ético, religioso o filosófico de las 

convicciones y creencias invocadas por el objetor asume valor equivalente en cualquiera 

de los casos, en tanto sean determinantes para la personalidad y la autonomía individual, 
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y preserven un carácter fijo, profundo y sincero, como lo resaltarían en su momento las 

sentencias C-728 de 2009 y T-603 de 2012. Sobre tales características aclara: 

 

(…) si el requisito de profundidad busca establecer que la creencia que alega el 

objetor implique una contradicción grave e irresoluble con el deber de prestar 

servicio militar, el requisito de que la creencia sea fija, es evitar que se trate de una 

posición tan sólo pasajera. No tiene que ser una creencia eterna, pero tampoco 

efímera. (Corte Constitucional República de Colombia, 2013b) 

 

De igual modo, la Corte precisa que el deber del servicio militar puede objetarse 

parcialmente, de modo que el rechazo interpuesto recaiga sobre algunas actividades o 

responsabilidades específicas y no sobre la incorporación misma a las filas o sobre el 

conjunto pleno de funciones que en su interior se exigen. El derecho a la objeción tampoco 

está sujeto a perentorias restricciones de caducidad, pues su ejercicio es absolutamente 

plausible incluso cuando la incorporación a filas ha tenido lugar, caso en el cual, de 

cumplirse los requerimientos prescritos, procede la desincorporación respectiva.  

 

El fallo estima que los tres casos revisados involucran convicciones fijas, profundas y 

sinceras, abiertamente contrarias e inconciliables con el uso de armas y las actividades 

propias del oficio militar, arraigadas en el tiempo y profesadas de manera seria y 

consecuente por los demandantes. Tratándose de creencias con inspiración religiosa, 

asentadas en comunidades de fe minoritarias, la Corte identifica una doble condición en la 

que encuentra mayores motivos para conceder el amparo solicitado: de un lado, junto con 

la libertad de conciencia se halla vulnerada la libertad de religión, sumado a que la 

afectación recae sobre integrantes de minorías religiosas, cuya protección debe reforzarse 

contra el criterio mayoritario que pueda resultar hostil, desconocer o amenazar su 

integridad.  

 

La sentencia T-739 de 2013 revisó la tutela interpuesta por un joven que consideró 

vulnerado su derecho fundamental a la libertad de conciencia por parte del Ejército 

Nacional, luego de que la objeción frente al servicio militar obligatorio, motivada en razones 

de conciencia, le fuera denegada por las autoridades militares aduciendo la inexistencia 

de un derecho que amparara la condición de objetor. La Corte declaró la carencia actual 

de objeto parcial, por cuanto el demandante fue desincorporado tras ser declarado exento 
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bajo la causal de inhabilidad psicológica, sin embargo, la sala decidió pronunciarse en 

orden a dilucidar la eventual vulneración alegada en la demanda y la medida de protección 

según corresponda. 

 

De la mano con la sentencia C-728 de 2009, la Corte una vez más reitera que la objeción 

de conciencia al servicio militar obligatorio cobra en rigor el justo título de un derecho 

fundamental, inherente a los artículos 18 y 19 de la Constitución, de manera específica a 

la cláusula constitucional según la cual nadie puede ser obligado a actuar en contra de su 

conciencia. Su ejercicio en modo alguno está condicionado a la existencia previa de 

regulación legal, pues su raigambre constitucional le confiere aplicación efectiva inmediata. 

Bajo esta concepción, el deber del servicio militar deviene irrazonable cuando su 

cumplimiento desata una colisión con las convicciones profesadas por el sujeto obligado, 

más aún considerado que el propósito fijado con dicha obligación es alcanzable por medios 

menos gravosos sin comprometer o lesionar derechos fundamentales.  

 

Apelando a los criterios definidos en el mismo precedente jurisprudencial, la Corte constata 

la congruencia entre las creencias esgrimidas por el accionante y los actos demostrados 

en ámbitos múltiples como la formación bíblica, la evangelización, vinculación en proyectos 

comunitarios inspirados en la no violencia, acompañamiento a objetores de conciencia bajo 

los auspicios de organizaciones nacionales e internacionales de reconocida trayectoria e 

interés en la materia, que se suman a una declarada adhesión a la religión cristiana como 

asiduo feligrés practicante. De igual modo, encuentra convicciones sinceras, fijas y 

profundas, cuya opción preferencial por la no violencia y la paz han sido determinantes en 

el modo de vida asumido y practicado por el demandante desde sus años de infancia. Con 

base en los hechos demostrados, el fallo concede el amparo de los derechos a la libertad 

de conciencia, la libertad de religión y cultos en favor del joven objetor (Corte Constitucional 

República de Colombia, 2013c).  

 

La sentencia T-023 de 2014 se ocupó de la demanda presentada para solicitar la 

protección de los derechos fundamentales a la libertad de conciencia, la libertad de cultos, 

al debido proceso y la dignidad humana de un joven cuya solicitud de exención al servicio 

militar con base en razones de conciencia fue rechazada por las autoridades de 

reclutamiento, sin que pudiera evitarse su incorporación a las filas.  
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Una vez más, la Corte recurre a los planteamientos precedentes de la sentencia C-728 de 

2009 para reafirmar el derecho a la objeción de conciencia frente al servicio militar 

obligatorio, dotado con rango constitucional y fundamental bajo el prisma de los artículos 

18 y 19 de la Carta de 1991, cuyo contenido permite advertir en la libertad de conciencia y 

en la libertad de religión un aspecto común tendiente a salvaguardar las convicciones 

religiosas de cada persona, tanto en su fuero íntimo como en su manifestación externa a 

través de actos y comportamientos orientados por los preceptos subyacentes a la propia 

conciencia. Este ámbito de protección compartido no deviene ineficaz ante la ausencia de 

regulación legislativa, pues la acción de tutela sirve al propósito de su garantía y goce 

efectivo. La tarea del juez consistirá entonces en verificar que las convicciones invocadas 

por el objetor se avengan a un carácter fijo, serio y sincero, y que la integridad de las 

mismas corra un riesgo elevado de afectación por el cumplimiento forzoso del deber 

objetado. La carga probatoria frente al cumplimiento de tales requisitos reposa en el 

objetor, quien además deberá demostrar la manera en que las convicciones aducidas se 

traducen y reflejan en su comportamiento externo, al punto de definir y condicionar su 

forma de vida.  

 

Las razones que sustentan la objeción pueden provenir de ámbitos diversos, bien de orden 

moral, religioso, filosófico o ético, sin embargo, tal distinción no las sitúa en un orden 

jerárquico de prioridad, pues todas reciben igual consideración en virtud del cariz pluralista 

y democrático inmanente al Estado Social de Derecho. El trámite correspondiente debe 

ceñirse a reglas acordes con el debido proceso, que garanticen imparcialidad y neutralidad. 

Frente al caso particular, la Corte encuentra cumplimiento cabal de los requisitos 

dispuestos en la sentencia C-728 de 2009, acreditado en una serie de actividades 

relacionadas con misiones pastorales y de construcción de paz que el accionante 

emprende desde hace cinco años atrás, alentadas en el propósito de dedicación al oficio 

sacerdotal. De esta forma, declara al Ejército responsable de la vulneración de los 

derechos a la libertad de conciencia y la libertad de cultos del demandante al dar respuesta 

negativa a la solicitud de desacuartelamiento que interpuso fundado en sus convicciones 

religiosas (Corte Constitucional República de Colombia, 2014a).  

 

La sentencia T-314 de 2014 resolvió la tutela presentada por la madre de un joven 

integrante de la Iglesia Cristiana Cuadrangular Central, al considerar vulnerados los 

derechos a la libertad de conciencia y a la libertad de cultos del menor pues luego de  ser 
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reclutado por el ejército en el municipio de Barrancabermeja para cumplir con el servicio 

militar obligatorio, la objeción de conciencia que formuló por razones religiosas ante las 

autoridades castrenses fue desatendida en su momento y  la acción de amparo instaurada 

en primera instancia fue interpelada por la comandancia del distrito militar respectivo 

aduciendo falta de conocimiento sobre norma alguna que autorizara la objeción de 

conciencia como exención aplicable al deber constitucional del servicio. 

  

Basado en las pautas establecidas por la sentencia C-728 de 2009, la Corte destaca el 

derecho fundamental a la objeción de conciencia, cuya aplicación se estima legítima como 

exención válida a la prestación del servicio militar. Dotado de eficacia directa, su ejercicio 

no se encuentra sujeto a reglamentación legislativa posterior, en virtud de la fuerza 

normativa constitucional que detenta al asumirse parte intrínseca de las libertades de 

conciencia, religión y cultos. Bajo esta perspectiva: 

   

(…) el objetor de conciencia al servicio militar obligatorio es aquella persona cuyas 

convicciones religiosas, filosóficas, éticas, morales más profundas entran en 

conflicto con la obligación de formar parte de un cuerpo regido por la disciplina 

militar que se caracteriza por el uso de la fuerza. (Corte Constitucional República 

de Colombia, 2014c) 

 

A la base de la objeción de conciencia se emplaza la disputa entre obligación y conciencia, 

que representa a su turno dos dimensiones adyacentes: un derecho moral y un deber 

jurídico. Bajo el referente de una sociedad que preconiza el pluralismo y el respeto por la 

dignidad humana, esta pugna no puede dirimirse atentando contra las íntimas convicciones 

que anidan en el fuero individual, pues la conciencia, atributo de toda persona por su 

condición de ser racional, debe permanecer sustraída a cualquier coacción o fuerza 

externa que interponga conflicto entre los dictámenes que le son propios y los imperativos 

establecidos en el terreno jurídico.  

 

Las vulneraciones a la libertad de conciencia se cuentan entre las formas más lesivas y 

graves de violentar al ser humano, lo que explica la necesidad de prodigarle un margen 

amplio y suficiente de protección por parte del Estado y la sociedad. En ese camino se 

encauza el reconocimiento de la objeción de conciencia al servicio militar obligatorio como 
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derecho fundamental de aplicación inmediata, cuya relevancia ya había sido destacada 

por la Comisión de Derechos Humanos (Resolución 1995/83) en tanto ejercicio legítimo de 

las libertades de pensamiento, religión y conciencia consagrados en la Declaración 

Universal de Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.  

 

En el caso examinado, la Corte advierte en la actuación de las autoridades militares una 

falta a la presunción de buena fe protegida por el artículo 83 constitucional, pues se 

limitaron a desestimar las pretensiones del objetor juzgándolas improcedentes y omitieron 

el debido examen sobre la naturaleza de la objeción de conciencia y las convicciones que 

le sirven de sustento, de acuerdo a los parámetros fijados por la jurisprudencia en dichos 

aspectos. Contrario a esa apreciación infundada, el fallo reconoce que en las acciones y 

comportamientos del demandante se reflejan convicciones fijas, sinceras y profundas, 

consecuentes con una actitud inclinada por la no violencia, renuente al uso de armas o el 

apoyo a quienes las utilizan, gestada desde la infancia y materializada en actividades de 

formación teológica, labores sociales y prácticas ministeriales como devoto de la confesión 

cristiana.  

 

Por tales razones, la Corte revoca las decisiones de primera y segunda instancia, y otorga 

el amparo de los derechos fundamentales a la libertad de conciencia, libertad de religión y 

cultos en favor del menor. Exhorta sobre la inobservancia en que reinciden con frecuencia 

las autoridades militares frente a las reglas jurisprudenciales dispuestas para proteger y 

garantizar el derecho fundamental a objetar el servicio militar por razones de conciencia, 

aun cuando la sentencia T-018 de 2012 profirió orden al Ministerio de Defensa encaminada 

a la divulgación amplia y suficiente de información en esta materia entre las áreas 

encargadas del reclutamiento y el servicio militar. Este tipo de faltas conlleva 

responsabilidades atribuibles a las autoridades públicas según el artículo 90 de la 

Constitución, que pueden derivar en demandas ante la jurisdicción contencioso 

administrativa. Finalmente, previene al Ejército Nacional “para que en el futuro no vuelva 

a incurrir en actuaciones que desconozcan los derechos fundamentales de los objetores 

de conciencia” (Corte Constitucional República de Colombia, 2014c). 

 

La sentencia T-455 de 2014 refiere, nuevamente, a dos casos relacionados con la objeción 

de conciencia al servicio militar obligatorio. El primero trata la situación de un joven que en 

razón de sus convicciones como integrante de la iglesia cristiana Manantial de Vida Eterna 
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acudió a la figura de objeción ante la Dirección de Reclutamiento y Control de Reservas 

del Ejército, instancia que en el momento no dio respuesta a la solicitud y solo tiempo 

después declaró la condición de remiso y solicitó al peticionario concurrir para atender lo 

atinente a la objeción presentada y resolver su situación militar, aún sin pronunciarse de 

fondo sobre la petición interpuesta. Las dos decisiones de instancia fueron unánimes al 

considerar que la junta de objeción de conciencia organizada en el distrito militar 

correspondiente efectuó el trámite conducente y acorde a la garantía del derecho 

fundamental de petición. En uno y otro se omitió cualquier análisis en torno a la naturaleza, 

alcances o elementos configuradores de la objeción de conciencia que motivó la acción de 

tutela.  

 

El segundo caso aborda la situación de un joven reclutado por el ejército a través del 

procedimiento de las batidas o redadas, sin reparar en la objeción de conciencia al servicio 

militar obligatorio que el involucrado formuló con ocasión del credo que profesa y practica 

como integrante de la Iglesia Pentecostal Unida de Colombia. El juez de instancia que 

conoció la acción de tutela para amparar los derechos fundamentales a la libertad de 

conciencia y la libertad de cultos del joven objetor, adujo que era difícilmente perceptible y 

comprobable la existencia de convicciones auténticas, pues en este caso obedecían a un 

medio artificioso de evadir el cumplimiento de la obligación constitucional aludida. 

Consideró además que la objeción de conciencia no estaba incluida entre las causales de 

exención al servicio militar obligatorio reconocidas por la Ley 48 de 1993.   

 

En su examen, la Corte emprende un recorrido jurisprudencial sobre la objeción de 

conciencia al servicio militar obligatorio. La primera etapa identificable reafirmó la 

inexistencia de una causal de exención relacionada con la objeción de conciencia, ante la 

ausencia de reglamentación legislativa que la contemplara en el ordenamiento jurídico 

colombiano. En consecuencia, se privilegió el deber del servicio militar estipulado en el 

artículo 216 constitucional invocando la primacía del interés colectivo. Así se patentó en 

sentencias como la T-409 de 1992, C-511 de 1994, T-363 de 1995, C-561 de 1995 y C-

740 de 2001.   

 

Un momento posterior se interrogó por la afectación sobre el núcleo esencial del derecho 

fundamental a la libertad de conciencia cuando el deber de incorporación entra en colisión 

con creencias y convicciones arraigadas en el fuero personal. Esta segunda etapa tiene 



Capítulo 3 177 

 

su hito inaugural en la sentencia C-728 de 2009, en la cual se plasma un reconocimiento 

expreso del derecho fundamental a la objeción de conciencia al servicio militar obligatorio, 

sobre la base de los siguientes postulados que en esta ocasión la Corte nuevamente 

suscribe: i) La libertad de conciencia connota una facultad inmune a la interferencia estatal, 

salvaguarda que se extiende consecuentemente a la objeción de conciencia, en tanto no 

se halle una justificación de peso que habilite su intervención. De esta forma, la libertad y 

autonomía con base en las cuales toda persona encuentra posibilidades de armonizar los 

dictados de su conciencia y su proyecto de vida, afianzan las bases para la materialización 

de un Estado Social de Derecho y una democracia liberal; ii) Los deberes -como se predica 

también de los derechos- carecen de carácter absoluto, pues en otro caso los derechos 

individuales corren riesgo de sucumbir a un Estado autoritario. En medio de esta 

equiparación, la objeción de conciencia al servicio militar obligatorio supone un conflicto 

que aboca la ponderación entre derechos y deberes, sin perder de vista que no toda 

reserva de conciencia dispensa el cumplimiento de deberes constitucionales, y que la 

objeción de conciencia detenta rango constitucional y fundamental, por tanto su garantía 

en modo alguno depende de regulación legislativa ni su ámbito de protección se reduce al 

supuesto de rechazo al servicio militar; iii) Tal ponderación debe propender por la 

protección del núcleo esencial de los derechos implicados; y iv) debe encaminarse a 

constatar que las razones sobre las cuales se sustenta la objeción en cada caso respondan 

a un carácter fijo, serio y sincero.  

  

Estas y las restantes prescripciones establecidas entonces, han sido reiteradas en otras 

sentencias como la T-018 de 2012, T-357 de 2012 y T-430 de 2012, destacando aquellas 

relativas a la aplicación inmediata del derecho a la objeción de conciencia aún en ausencia 

de regulaciones legales en la materia; el atributo fijo, sincero y profundo que debe asistir a 

las convicciones invocadas; la multiplicidad de razones sobre las cuales pueden fundarse 

tales convicciones, sin restringirse al fuero religioso; la aplicación de las reglas del debido 

proceso para el trámite de las objeciones de conciencia, de manera imparcial y neutral. De 

igual modo, en esta ocasión la Corte reafirma la condición de derecho fundamental que 

reviste la objeción de conciencia al servicio militar obligatorio y su legítima aplicación como 

causal de exención sobre el mismo.   

 

Frente al primer caso en revisión, el fallo declara vulnerado el derecho de petición por parte 

de las autoridades militares, dada la actitud omisiva retratada en la falta de respuesta 
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oportuna y de fondo respecto a la objeción formulada, que quiso solventarse erráticamente 

con una nueva citación a junta para la atención de la solicitud, con el agravante de imponer 

al ciudadano la calidad de remiso. De este modo, igualmente equívoca resulta la decisión 

de los jueces de instancia al estimar garantizado a cabalidad el derecho de petición, sin 

acometer el abordaje debido en orden a dilucidar los aspectos centrales de la objeción de 

conciencia y su aplicabilidad según las circunstancias del caso. Tras la valoración 

correspondiente, la Corte encuentra satisfechos los requisitos establecidos 

jurisprudencialmente para otorgar la exención al servicio militar obligatorio por razones de 

conciencia.  

 

En igual sentido se pronunció la Corte respecto al segundo caso, en el que además 

constata una vulneración a la libertad personal por cuanto el objetor fue reclutado bajo una 

práctica constitucionalmente prohibida como son las batidas, pues se trata de una 

detención y posterior conducción por parte de agentes adscritos a la fuerza pública sin una 

autorización judicial. La potestad de las autoridades militares no puede sobrepasar la 

solicitud de identificación a los ciudadanos para una eventual inscripción inmediata, que 

no debe implicar ningún tipo de traslado ni detención. Solo tratándose de personas 

previamente convocadas y declaradas aptas, pero renuentes en el pasado a la 

correspondiente incorporación, podrán ser conducidas para el procedimiento respectivo en 

su condición de remisos.  

 

Los motivos esgrimidos por la Dirección de Reclutamiento para explicar la falta de 

respuesta a la objeción formulada, según los cuales se trataba de un ciudadano ya 

incorporado a filas, por un lado, y que la competencia para atender la petición recaía en el 

comandante de unidad, por otro, develan una transgresión al deber de dar respuesta 

oportuna y de fondo a las solicitudes radicadas ante los entes públicos. Al respecto, la 

Corte reitera: 

 

(…) el derecho a la objeción de conciencia, en tanto fundamental, tiene carácter 

subjetivo y permanente, por lo que no se agota al momento de la incorporación, 

siendo por ello plenamente posible que se exprese en cualquier etapa del trámite 

de inscripción, incorporación y prestación efectiva del servicio militar. (Corte 

Constitucional República de Colombia, 2014d) 
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Como en el primero de los casos, la Corte también estima cumplidos los requisitos 

jurisprudencialmente establecidos para avalar una objeción de conciencia legítima, al 

tratarse de convicciones fijas, sinceras y profundas, manifiestas en conductas que el 

accionante ha puesto en práctica desde edad temprana en consonancia con el credo que 

profesa. La actuación y valoración del juez de instancia en este aspecto fue recriminada 

en los siguientes términos:  

 

(…) no basta con sostener que la convicción no es verificable, ni menos que la 

misma se esgrime como excusa para el cumplimiento del deber constitucional. 

Debe, en todos los casos, demostrarse la insuficiencia de la convicción, a partir de 

la falta de acreditación de las condiciones de profundidad, fijeza y sinceridad, 

explicadas en este fallo. (Corte Constitucional República de Colombia, 2014d) 

 

En tales términos, la Corte resuelve amparar los derechos fundamentales a la libertad de 

conciencia, la libertad de cultos, al debido proceso, a la objeción de conciencia y el derecho 

de petición de los demandantes, e imparte las siguientes reglas para el trámite debido de 

las solicitudes de objeción de conciencia al servicio militar obligatorio, de modo que sean 

transmitidas a las autoridades militares encargadas de su aplicación: 

   

1. Toda solicitud de exención al servicio militar por objeción de conciencia deberá recibir 

el debido trámite, cualquiera sea el momento de su formulación, bien anterior o 

posterior a la inscripción, o luego del acuartelamiento. 

 

2. La autoridad militar de reclutamiento deberá adelantar el trámite respectivo incluso 

cuando el objetor se encuentra bajo acuartelamiento, asegurando las gestiones 

debidas junto con la unidad militar correspondiente, para la notificación y el 

subsecuente desacuartelamiento en caso de operar conforme a la decisión tomada. 

 

3. En procura de garantizar el derecho fundamental de petición y el derecho al debido 

proceso administrativo, las solicitudes de exención por razones de conciencia deben 

resolverse de fondo, responderse y notificarse personalmente al peticionario en el 

plazo de 15 días hábiles. La respuesta deberá informar claramente el sentido de la 

decisión (bien concediendo o denegando) y los recursos procedentes contra el acto 

administrativo notificado, de modo que se cumplan las disposiciones que rigen la 
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materia según el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo –Ley 1437 de 2011 (artículo 34 y siguientes). 

 

4. Tratándose de una respuesta negativa, su contenido deberá exponer las razones 

completas, específicas y precisas con fundamento en las cuales se desvirtúa el 

carácter fijo, sincero y profundo de las convicciones invocadas por el objetor, quien a 

su turno, tendrá a cargo demostrar el cumplimiento de tales condiciones, junto con las 

demás exigidas por la jurisprudencia para determinar una objeción de conciencia 

legítima: la correspondencia entre las convicciones aducidas y la conducta externa, así 

como la incompatibilidad entre la prestación del servicio militar obligatorio y los 

dictámenes de conciencia a los que se ciñe el comportamiento del peticionario. En caso 

que las autoridades militares no hagan explícitas las razones que sustentan la 

respuesta negativa, el acto administrativo carecerá de motivación y sumará a la 

eventual vulneración sobre la libertad de conciencia, una afectación del derecho al 

debido proceso del solicitante. Acorde a las disposiciones del Código de Procedimiento 

Administrativo, las autoridades concernidas están habilitadas para solicitar información 

adicional del objetor en orden a disponer de más elementos conducentes a la 

resolución del caso, sin perder de vista que, al estar comprometido el ejercicio de un 

derecho fundamental, sus determinaciones deben regirse por el principio pro homine o 

pro persona, situándose entonces en el marco interpretativo de mayor favorabilidad 

para la protección de la dignidad humana y los derechos del involucrado.  

 

5. En ningún caso, la falta de regulación legal podrá servir como justificación válida y 

autorizada para desconocer el derecho fundamental a la objeción de conciencia o 

negar una solicitud de exención al servicio militar por razones de conciencia.  

 

6. El reconocimiento como objetor de conciencia por parte de las autoridades militares 

implica la exención efectiva del servicio militar obligatorio, con el subsecuente pago de 

la cuota de compensación militar y la expedición de la libreta de reservista de segunda 

clase. 

 

7. En caso de respuesta afirmativa, la exención por objeción de conciencia conlleva para 

las autoridades militares el deber de desacuartelamiento inmediato del peticionario 
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cuando se encuentre ya incorporado a filas, sumado a la expedición de la tarjeta de 

reservista de segunda clase.  

 

Para evitar tratos discriminatorios según la doctrina religiosa de la cual procedan las 

convicciones invocadas por el objetor, o según el carácter confesional o laico de las 

mismas, la Corte advierte: 

 

(...) las autoridades de incorporación y reclutamiento deben analizar las solicitudes 

de exención por objeción de conciencia de manera equitativa, sin que el hecho que 

el objetor funde sus convicciones en criterios no religiosos o relacionados con 

credos que no son mayoritarios en el país, pueda servir en modo alguno de factor 

de diferenciación o de disminución sobre la credibilidad acerca de la firmeza, 

sinceridad y permanencia de las convicciones del objetor de conciencia. (Corte 

Constitucional República de Colombia, 2014d) 

 

Todo conscripto debe disponer de información amplia y suficiente sobre las causales de 

excepción al servicio militar obligatorio, como condición indispensable para tomar 

decisiones informadas y conscientes sobre sus derechos y deberes en la materia. En caso 

contrario, el derecho al debido proceso administrativo se vería seriamente lesionado. Por 

tal razón, y considerando que las cifras oficiales reflejan un nivel de reclutamiento superior 

entre ciudadanos de menores recursos y más bajo nivel educativo, la Corte advierte sobre 

los efectos sensibles y considerables que ocasionan las faltas de las autoridades militares 

respecto a su deber de informar integralmente, como ocurrió en los casos examinados. En 

virtud de esta circunstancia, ordena al Ejército Nacional notificar a cada ciudadano en 

proceso de inscripción y difundir de manera pública la información relativa a las causales 

de excepción existentes sobre el servicio militar obligatorio y los mecanismos legales para 

su aplicación, canalizada por medios impresos, telefónicos, electrónicos, escritos, al 

alcance efectivo de los conscriptos. Por último, exhorta al jefe de reclutamiento del Ejército 

para que “se abstenga de adelantar, ordenar, autorizar o permitir redadas o batidas 

indiscriminadas” (Corte Constitucional República de Colombia, 2014c), cuya ejecución va 

en detrimento del derecho a la libertad personal, como fue constatable en el segundo caso 

examinado.  
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La sentencia T-185 de 2015 resolvió la acción de tutela instaurada por un joven contra el 

Batallón Baspa No. 25 de Apoyo y Servicios para la Aviación, debido a su incorporación 

para la prestación del servicio militar obligatorio previa respuesta negativa a su solicitud de 

exención con base en las creencias religiosas profesadas como creyente y practicante de 

la Iglesia Pentecostal Unida de Colombia, en cuyos mandatos está expresamente 

prohibido honrar o rendir culto a símbolos patrios. Por lo anterior, el demandante solicita el 

amparo de los derechos fundamentales a la libertad de conciencia y a la libertad de culto. 

De acuerdo a la decisión de las autoridades militares, la objeción invocada no contó con 

las pruebas ni la demostración suficientes, tampoco fue manifestada en ningún momento 

durante el trámite de reclutamiento.    

 

La Corte reafirma íntegramente el contenido de la sentencia C-728 de 2009, resaltando la 

objeción de conciencia al servicio militar obligatorio como derecho fundamental de 

aplicación inmediata, derivado de la libertad de conciencia, oponible judicialmente 

mediante la acción de tutela y cuyo ejercicio no depende de regulación normativa previa, 

condiciones que también sitúa en las sentencias T-018 de 2012 y T-357 de 2012. Sobre 

las razones que dan sustento a la objeción de conciencia, destaca 

 

(…) la pluralidad de orígenes de las concepciones que pueden impulsar al individuo 

a oponerse al cumplimiento del deber constitucional en desarrollo. Frente a ello, es 

importante subrayar que dichas creencias pueden ser tanto de carácter religioso, 

como ético, moral o filosófico y, por tanto, es válido cualquier tipo de convicciones 

que estructuren la autonomía y la personalidad del individuo. (Corte Constitucional 

República de Colombia, 2015a) 

 

De esta suerte, prescindiendo de un marco normativo que reglamente su ejercicio y 

encontrando asidero en un espectro amplio de razones desde las cuales se gesta, “la única 

condición exigible para la procedencia de la figura (…) es que las creencias que le sirven 

de sustento sean serias, sinceras, profundas y fijas, y que las mismas se vean seriamente 

lesionadas con la prestación del servicio militar” (Corte Constitucional República de 

Colombia, 2015a). 

 

En esta ocasión, la Corte también repasa y suscribe las reglas fijadas por la sentencia T-

455 de 2014 para la atención que las autoridades militares deben prestar a las solicitudes 
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de exención al servicio militar por razones de conciencia. Además, se pronuncia frente al 

proceder del juez de primera instancia, cuyo fallo negó las pretensiones del objetor por 

considerar que no se efectuó la demostración requerida respecto a los comportamientos y 

convicciones en pugna con la prestación de servicio militar, pese a recibir certificación por 

parte de la iglesia en la cual se congrega el conscripto, y a que la madre, en calidad de 

agente oficiosa, manifestó ante el despacho judicial su disposición para suministrar 

pruebas y declaraciones adicionales para sustentar la demanda. La actuación del juez se 

mostró restrictiva e improcedente al limitar la opción plausible de recabar nuevas pruebas 

para absolver las dudas suscitadas en el caso.  

 

Tras constatar la existencia de convicciones religiosas profundas, fijas y sinceras, 

abiertamente contrapuestas a las prácticas y la formación militar, congruentes con la 

conducta del objetor y determinantes en su modo de vida desde los nueve años de edad, 

la Corte encuentra que las autoridades militares vulneraron los derechos fundamentales a 

la libertad de conciencia y a la libertad de cultos del joven reclutado al negar la objeción 

formulada. Por lo anterior, ordena a las instancias concernidas el desacuartelamiento 

respectivo y la expedición de la libreta militar, advirtiendo que el pago de la cuota de 

compensación aplicable deberá pactarse en términos que no afecten el mínimo vital del 

objetor y su núcleo familiar. Finalmente, extiende un llamado al jefe de reclutamiento del 

Ejército Nacional para que en lo sucesivo las competencias a su cargo se cumplan 

estrictamente bajo los parámetros jurisprudenciales reseñados por la sentencia, en la 

perspectiva de dar el tratamiento constitucional y legalmente adecuado a las objeciones 

de conciencia que sean puestas en conocimiento de la institución militar.   

 

La sentencia SU-108 de 2016 se ocupa de dos casos en los que las autoridades militares 

y los jueces de tutela negaron la solicitud de exención al servicio militar obligatorio debido 

a razones de conciencia, interpuesta por los peticionarios con base en sus creencias 

religiosas como integrantes de la comunidad cristiana y la Iglesia Pentecostal Unida de 

Colombia, respectivamente. La decisión se basó en la consideración según la cual la 

objeción de conciencia no ha sido reconocida en el ordenamiento jurídico colombiano, 

menos aún como causal de exención al servicio militar, sumado a la primacía que ostenta 

el deber constitucional de incorporación a filas sobre el derecho fundamental a la libertad 

de conciencia invocado por los accionantes. 
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El análisis de la Corte parte de distinguir en el contenido del artículo 18 constitucional las 

tres prerrogativas que integran la libertad de conciencia: “(i) nadie podrá ser objeto ni de 

acoso ni de persecución en razón de sus convicciones o creencias; (ii) ninguna persona 

estará obligada a revelar sus convicciones y (iii) nadie será obligado a actuar contra su 

conciencia” (Corte Constitucional República de Colombia, 2016a). El nicho primigenio de 

la objeción de conciencia procede del último de estos tres componentes. 

 

La relevancia de la libertad de conciencia en una sociedad democrática y pluralista estriba 

en el papel primordial que desempeña para la protección de la dignidad y la realización 

humanas, condiciones irrenunciables para la tolerancia, la convivencia armónica y los 

restantes valores que alientan la existencia del Estado colombiano. Los desarrollos 

jurisprudenciales alcanzados convergen en que “El derecho a la libertad de conciencia 

implica la garantía de todo individuo para actuar en concordancia con un conjunto de 

valores y convicciones personales” (Corte Constitucional República de Colombia, 2016a). 

 

Derivada de la cláusula constitucional que prohíbe ser obligado a actuar en contra de las 

propias convicciones, la objeción de conciencia parte del reconocimiento del ser humano 

como sujeto moral, y a tal título facultado para emitir juicios interiores en torno a 

comportamientos determinados que tienen lugar en medio de concepciones morales 

diversas. A la base de la objeción de conciencia se halla la pugna que suele presentarse 

en sociedades de cuño pluralista entre deberes normativos y razones de conciencia. 

Ronald Dworkin la caracterizaría como “derecho legítimo de desobedecimiento por el 

respeto a la opción moral diversa” (Corte Constitucional República de Colombia, 2016a), y 

en un sentido similar lo haría Joseph Raz al situarla como facultad jurídicamente 

establecida que habilita no contraer responsabilidad por el incumplimiento de un deber 

moralmente reprobado a partir del criterio personal. La Corte también encuentra claves 

conceptuales en autores como Prieto Sanchís, cuya interpretación sitúa la objeción de 

conciencia como corolario de la libertad de conciencia, que traduce en un derecho a 

desobedecer el cumplimiento de un deber por motivos emanados de la conciencia sin 

depender de reglamentación legal expresa.  

 

Su reconocimiento ha tenido en el derecho internacional de los derechos humanos 

profusas manifestaciones, desde el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 

(artículo 18), la Convención Americana sobre Derechos Humanos (artículo 12), la 
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Declaración de Naciones Unidas sobre la eliminación de todas las formas de intolerancia 

y discriminación fundadas en la religión o en las convicciones de 1981, sumadas a 

numerosos pronunciamientos emitidos por órganos internacionales como la Comisión de 

Derechos Humanos de la ONU (Resoluciones 1989/59, 1993/84, 1998/77, 2004/35), que 

a juicio de la Corte son muestra palmaria de una concepción compartida y ampliamente 

extendida sobre el derecho a la objeción de conciencia, cuya raíz desprende de la libertad 

de conciencia.  

 

Para el caso colombiano, en esta ocasión la Corte distingue tres etapas de desarrollo en 

torno a la objeción de conciencia como causal de exención al servicio militar obligatorio4: 

en la primera de ellas, la jurisprudencia constitucional niega reiteradamente la existencia 

de tal figura, asentada sobre la prevalencia del deber constitucional y la ausencia de 

regulación normativa que disponga su reconocimiento. Así se refleja en las sentencias T-

409 de 1992, C-511 de 1994, C-561 de 1995, T-363 de 1995 y C-740 de 2001. La segunda 

etapa germina con la sentencia C-728 de 2009, en la que se destaca el derecho subjetivo 

a no ser forzado a la prestación del servicio militar obligatorio, cuyo arraigo constitucional 

determina su aplicación directa e inmediata sin depender de regulación legislativa 

posterior. La acción de tutela configura un mecanismo idóneo destinado a su protección. 

La tercera etapa estipula la procedencia del amparo constitucional para proteger el derecho 

fundamental a la objeción de conciencia a la prestación del servicio militar en casos 

concretos, como se refleja en las sentencias T-018 de 2012, T-357 de 2012, T-603 de 

2012, T-430 de 2013, T-455 de 2014 y T-185 de 2015, en las que resuenan y se afianzan 

los planteamientos del precedente gestado en 2009. 

  

Frente al caso examinado, la Corte encuentra en las decisiones de las instancias militares 

como judiciales un frontal desconocimiento de las disposiciones dictadas 

jurisprudencialmente sobre la objeción de conciencia en tanto derecho fundamental de 

aplicación directa e inmediata, que opera como causal de exención al servicio militar 

obligatorio aún sin un desarrollo legislativo específico. Al respecto precisa: 

                                                
 

4 Previamente, la sentencia T-455 de 2014 había identificado únicamente dos etapas, que en 
términos generales pueden dividirse en una primera de negación y en una segunda de 
reconocimiento. (cf. supra pp. 176-177). 
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(…) así en la actualidad no se encuentre regulada legalmente tal garantía, esto no 

se traduce en la imposibilidad de ejercer el derecho constitucional fundamental de 

objetar en conciencia frente a la prestación del servicio militar, en los términos 

consagrados en la Sentencia C-728 de 2009. En este sentido, debía darse 

aplicación a la eficacia directa de los derechos fundamentales establecidos en el 

Estatuto Superior. (Corte Constitucional República de Colombia, 2016a) 

 

Para la atención integral y expedita de las solicitudes de exención del servicio por razones 

de conciencia, la Corte ordena al comandante y al jefe de reclutamiento del Ejército 

Nacional la conformación de un comité compuesto por “un equipo de expertos 

interdisciplinarios del más alto nivel, formados en distintas especializaciones” (Corte 

Constitucional República de Colombia, 2016a), entre los cuales debe contarse alguno con 

conocimiento en materia de derechos humanos y desarrollos jurisprudenciales atinentes a 

la objeción de conciencia y su ejercicio en el supuesto del servicio militar. Su labor deberá 

guardar estricta sujeción a los parámetros jurisprudenciales en vigor y atender los términos, 

plazos y demás disposiciones contenidas en el Código de Procedimiento Administrativo y 

de lo Contencioso Administrativo, pues en caso contrario se atenta contra el derecho 

fundamental amparado por el artículo 18 de la Carta. Finalmente, apremia sobre la 

necesidad de regular el derecho a la objeción de conciencia desde el ámbito legislativo, en 

orden a determinar condiciones que garanticen el ejercicio pleno del derecho. 

 

La sentencia T-259 de 2017 revisó el recurso de amparo presentado contra el Distrito 

Militar No. 42 de Neiva por parte de un joven que estimó violentados sus derechos 

fundamentales al debido proceso, a la objeción de conciencia y de petición luego de no 

recibir la respuesta correspondiente a su solicitud de exención al servicio militar obligatorio, 

basada en las convicciones religiosas profesadas como integrante de la Iglesia Cristiana 

Pentecostal Unida de Colombia. 

 

la Corte constata que el caso se allana a las condiciones y parámetros plasmados en la 

sentencia C-728 de 2009, de modo que las convicciones religiosas invocadas resultan 

sinceras, fijas y profundas, han condicionado y determinado el modo de vida del objetor 

desde los 7 años de edad y se deslindan irrevocablemente de toda práctica relacionada 

con la prestación del servicio militar. De la mano con la sentencia SU-108 de 2016, reitera 
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que la objeción de conciencia al servicio militar obligatorio “trata de una garantía de 

naturaleza fundamental y de carácter permanente, que responde al derecho que tiene toda 

persona de ´no ser obligado a actuar en contra de su conciencia´” (Corte Constitucional 

República de Colombia, 2017a). Retoma a su turno la sentencia T-455 de 2014 para 

recordar que las autoridades militares tienen el deber de “reconocer y evaluar la objeción 

de conciencia como una de las causales jurídicamente vinculantes para la exención del 

servicio militar obligatorio” (Corte Constitucional República de Colombia, 2017a), y que su 

actuación debe acogerse a las reglas del debido proceso administrativo y los términos 

precisos del derecho de petición, por tanto sujeta al plazo máximo de 15 días para la 

resolución neutral, imparcial y de fondo sobre las solicitudes recibidas, con la subsiguiente 

notificación personal mediante acto administrativo en el que se informe claramente el 

sentido de la decisión, las razones que la sustentan y los recursos existentes contra la 

misma. 

 

El fallo proferido se decantó por la protección de los derechos reclamados, cuya violación 

se materializó tras la conducta omisiva del Ejército al no dar respuesta de fondo a la 

solicitud radicada por el accionante, aunado a la exigencia de documentos en medio virtual 

que ya habían sido presentados en formato físico con la petición de exención suscrita. Un 

requerimiento de este tipo –además remitido mediante correo electrónico sin el rigor propio 

de un acto administrativo- restringe injustificadamente el ejercicio del derecho a la objeción 

de conciencia, si se toman en cuenta situaciones de hecho que aquejan a algunas 

personas como la carencia de acceso a internet o de conocimiento práctico para adelantar 

el trámite por tal medio. También se muestra desproporcionado e irrazonable, sin base 

constitucional, pues la misma autoridad solicitante ya contaba en su haber con la 

documentación que exigía entonces. Al respecto, la Corte enfatiza que los trámites 

administrativos deben ser sencillos, racionales proporcionales y accesibles, en 

congruencia con la finalidad que revisten para la protección y garantía de los derechos 

fundamentales.  

 

La sentencia T-353 de 2018 abordó el caso de dos objetores de conciencia cuya solicitud 

de exención al servicio militar obligatorio fue denegada por las autoridades militares al 

considerar que no fue demostrado el carácter fijo, profundo, sincero, externo y 

comprobable de las convicciones invocadas por los demandantes en condición de 

integrantes de la Iglesia Pentecostal Unida de Colombia. Por lo anterior, los jóvenes 
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instauraron acción de tutela contra el jefe de reclutamiento del Ejército Nacional y el 

comandante del grupo de Caballería Mecanizado No. 18 de Saravena (Arauca) para 

procurar la protección de sus derechos fundamentales a la libertad de conciencia, la 

libertad de religión y culto, así como el derecho a objetar conciencia.  

 

El pronunciamiento de la Corte resalta la libertad de conciencia como derecho fundamental 

cuya titularidad recae sobre toda persona independientemente de la naturaleza de sus 

creencias, valores, concepciones, cosmovisiones o credos. Constituye una facultad 

individual y autónoma esencial para la consolidación de un Estado Social de Derecho y las 

sociedades democráticas, como esbozara antes la sentencia T-430 de 2013. La libertad 

de conciencia no se recluye en los márgenes trazados por las creencias religiosas, su 

proyección se extiende hasta abrazar otros derroteros, 

 

Es más: debe partir de cualquier consideración que la persona estime válida y 

legítima dentro de su sistema de principios y valores.  

(…) 

resultaría válido oponerse a prestar el servicio militar obligatorio por razones 

de convicciones íntimas, filosóficas, humanistas, artísticas, políticas, sociológicas 

e incluso antropológicas; y no sólo por razones religiosas, de creencias o 

socioeconómicas. (Corte Constitucional República de Colombia, 2018) 

 

El carácter íntimo y profundo de las convicciones se corrobora con manifestaciones 

exteriores demostrables, perdurables en el tiempo, que den cuenta de una 

correspondencia tangible entre los dictámenes del fuero interno y la conducta personal 

externa. “En este balance entre libertades y límites constatables consiste justamente el 

ejercicio de la libertad de conciencia” (Corte Constitucional República de Colombia, 2018). 

Dicha correspondencia es parte constitutiva de este derecho fundamental por cuanto su 

ejercicio no se limita al terreno del pensamiento, dada la trascendencia que alcanza la 

conciencia en la experiencia práctica al punto de determinar los actos, el sentido de vida y 

la concepción moral bajo la cual se rige la conducta personal. 

 

En el marco descrito, y considerando la pugna que enfrenta el objetor de conciencia entre 

sus convicciones íntimas y el deber de vincularse activamente a un cuerpo armado, la Corte 



Capítulo 3 189 

 

encuentra en el servicio militar una obligación que se torna irrazonable, inadecuada y 

desproporcionada. 

 

Irrazonable, por cuanto es una medida que desconoce el derecho de toda persona 

a no ser obligada a actuar contra su conciencia; inadecuada, debido a que quien 

se ve sometido a obrar desconociendo sus creencias, no prestaría un adecuado 

servicio a la patria; y desproporcionada, por cuanto se sacrifican en altísimo grado 

los derechos fundamentales del joven objetor, a cambio de una protección mínima 

del Estado y la seguridad nacional. (Corte Constitucional República de Colombia, 

2018) [cursiva en fuente original] 

 

El conflicto suscitado entre conciencia y obligación “debe resolverse en favor de la 

persona” (Corte Constitucional República de Colombia, 2018), pues la inmunidad de 

coacción que resguarda la conciencia frente a imposiciones externas resulta condición 

esencial para el respeto de la dignidad humana, imperativo indeclinable en las sociedades 

democráticas y pluralistas.   

 

Por lo anterior, y al estimar demostrado el cumplimiento de las pautas jurisprudenciales 

para determinar una legítima objeción de conciencia, la Corte ampara los derechos 

fundamentales a la libertad de conciencia y a la libertad religiosa de los peticionarios. 

Adicionalmente, reprocha el proceder de autoridades militares y judiciales, cuyas 

decisiones fueron tomadas en contra de la evidencia aportada, de los preceptos 

jurisprudenciales y del principio de buena fe, comprometiendo la garantía de los derechos 

reclamados por los objetores. 

 

La sentencia C-370 de 2019 se ocupa de una demanda de inconstitucionalidad contra 

varias disposiciones de la Ley 1861 de 2017 “Por la cual se reglamenta el servicio de 

reclutamiento, control de reservas y la movilización”, entre ellas el artículo 79 en el cual se 

señalan los elementos que debe contener la formulación de la objeción de conciencia al 

servicio militar obligatorio, para ser evaluada y resuelta por la comisión interdisciplinaria 

dispuesta para el efecto. El numeral 2° de dicho artículo alude a las razones éticas, 

religiosas o filosóficas que sustentan el recurso y que deben hacerse manifiestas en la 

solicitud del objetor, bien de manera verbal o escrita. Para los demandantes, limitar a 

razones éticas, religiosas o filosóficas la posibilidad de ejercer el derecho a la objeción de 
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conciencia vulnera la libertad de conciencia amparada en el artículo 18 constitucional. A 

su juicio, las razones que motivan la objeción pueden responder a cualquier carácter o 

fundamento, bien de tipo humanista, político, cultural, no teísta u otros, en concordancia 

con el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículo 18) y la Resolución 

1998/77 de la Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas.  

 

Para la Corte, el último fragmento del artículo 18 de la Constitución, que reconoce el 

derecho a no ser obligado a actuar contra la conciencia, condensa expresamente el 

derecho a la objeción de conciencia, aun cuando no se valga de esa denominación literal. 

Tal artículo consagraría entonces dos derechos distintos pero interrelacionados: El 

primero, la libertad de conciencia, relacionado con pensar y creer lo que se quiera; el 

segundo, vinculado a actuar conforme a tales pensamientos y creencias (apartado final art. 

18 CP), “en estricto sentido constituye el derecho a objetar conciencia” (Corte 

Constitucional República de Colombia, 2019a). 

 

Lo anterior hace de “la objeción de conciencia en Colombia un derecho fundamental 

autónomo, distinto pero interrelacionado con la libertad de conciencia” (Corte 

Constitucional República de Colombia, 2019a). La Corte ubica, en esta ocasión, cuatro 

momentos de la doctrina constitucional en torno a la objeción de conciencia. El primero se 

caracterizó por no reconocer en ella rango de derecho constitucional, pero habilitando al 

legislador para consagrarla como derecho legal. Esta postura se reflejó en sentencias 

sobre la objeción al servicio militar en las que tal figura no se consideró entre los eximentes 

jurídicamente establecidos frente al reclutamiento (T-409/92, T-363/95), por tanto no 

ampararon el derecho de los objetores, junto a aquellas que declararon la exequibilidad de 

las normas demandadas por omitir la objeción de conciencia como causal de exención al 

servicio militar (C-511/94, C-740/2001). 

 

En los tres momentos restantes, la jurisprudencia ha tomado distancia al atribuir a la 

objeción de conciencia el carácter de derecho protegido por la Constitución y exigible a 

través de la acción de tutela, aun cuando lo ha hecho de modos diversos: 

 

En algunas providencias la Corte ha reconocido la objeción de conciencia como un derecho 

autónomo, innominado y derivado de otros; en otras sentencias, como uno de los ámbitos 
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de protección de la libertad de conciencia; y en otras, como un derecho autónomo. (Corte 

Constitucional República de Colombia, 2019a)  

 

Así, el segundo momento concibe en la objeción de conciencia una derivación de otros 

derechos, tal como observan las sentencias T-388 de 2009, C-728 de 2009 y T-430 de 

2013. El tercer momento enfatiza en el fragmento final del artículo 18 de la Constitución, 

entendiéndolo como una forma en la que se expresa una vulneración específica del 

“derecho a la libertad de conciencia, es decir, como uno de sus ámbitos de protección” 

(Corte Constitucional República de Colombia, 2019a). Con base en esta perspectiva, las 

sentencias T-547 de 1993 y T-430 de 2013 orientan sus decisiones en el sentido de 

considerar la objeción de conciencia como una forma particular de resguardar y hacer 

efectivo el derecho a la libertad de conciencia.  

 

El cuarto momento, expresión actual de la postura de la Corte, desentraña el derecho a la 

objeción de conciencia en el enunciado final del artículo 18 de la Constitución, como 

derecho autónomo y nominado; así lo concibe, además de la presente, las sentencias SU-

108 de 2016 y C-274 de 2016. Este enfoque de cuño reciente,  

 

(…) desarrolla el principio pro homine que ordena preferir la interpretación más 

favorable a los derechos humanos. Además, esta interpretación es la que mejor 

interpreta el principio de efectividad de los derechos constitucionales (artículo 2° de 

la Carta), por cuanto protege esta posición jurídica en sí misma, sin necesidad de 

apelar a otros derechos que podrían debilitar su salvaguarda en tanto no se 

verifique la violación de estos últimos. (Corte Constitucional República de 

Colombia, 2019a) 

 

Esta lectura literal y sistemática del artículo 18 de la Constitución en conjunto con el artículo 

20 “garantiza el efecto útil de cada uno de los apartes del artículo 18, en el entendido de 

que cada uno de ellos tiene una aplicación práctica y autónoma” (Corte Constitucional 

República de Colombia, 2019a). 

 

La condición de derecho fundamental de la objeción de conciencia no se deduce de su 

carácter autónomo y nominado, más bien de dos elementos distintivos: (1) su funcionalidad 
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para materializar la dignidad humana; y (2) su carácter subjetivo. El primer aspecto se 

satisface en la medida en que la objeción de conciencia  

 

(…) resalta la autonomía de cada quien para tomar sus propias decisiones, de 

acuerdo con sus creencias y convicciones, lo que implica tratar a las personas 

como fines en sí mismas y no como medios para lograr el fin de hacer cumplir todos 

los deberes impuestos por el ordenamiento jurídico. (Corte Constitucional 

República de Colombia, 2019a)  

 

En el segundo aspecto, la objeción de conciencia es traducible en un derecho subjetivo en 

tanto la Constitución estipula simultáneamente la posibilidad de toda persona para ser 

sujeto activo de él y la obligación general de abstenerse de exigir a otros actuar contra su 

conciencia. “Es decir que es claro quiénes son los sujetos activos y pasivos del derecho, 

además de cuál es la prestación que, en este caso, es negativa o de abstención” (Corte 

Constitucional República de Colombia, 2019a). 

 

Bajo el prisma del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, la Resolución 1998/77 

proferida por la Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas identificó la objeción 

de conciencia al servicio militar como forma legítima de ejercer la libertad de pensamiento, 

de conciencia y de religión, que emana de principios y razones de conciencia, incluidas 

“convicciones profundas basadas en motivos religiosos, morales, éticos, humanitarios o de 

índole similar” (Corte Constitucional República de Colombia, 2019a) [cursiva en texto 

original]. Lo anterior aunado al llamado a los Estados para establecer órganos 

independientes e imparciales para decidir sobre la validez de la objeción en cada caso. 

 

Por su parte el Comité de Derechos Humanos, que supervisa la aplicación del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en la Observación General N° 22 de 1993 

indicó que si bien el contenido del Pacto no hace mención explícita de este derecho, puede 

considerarse a tal título como derivación del artículo 18 bajo el entendido que la obligación 

del uso de armas puede entrañar un conflicto grave con la libertad de conciencia, la libertad 

de expresión y la libertad de religión, añadiendo que no debe diferenciarse a los objetores 

por el carácter de sus creencias particulares. 
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El mismo Comité señala en su Observación que el artículo 18 admite la limitación en el 

ejercicio de estos derechos cuando así lo exigen la seguridad, el orden, la salud o la moral 

públicos, o los derechos de los demás, siempre que tales limitaciones estén prescritas por 

la ley, sean estrictamente necesarias y proporcionadas. Añade el Comité: 

 

(…) el concepto de moral se deriva de muchas tradiciones sociales, filosóficas y 

religiosas; por consiguiente, las limitaciones impuestas a la libertad de manifestar 

la religión o las creencias con el fin de proteger la moral deben basarse en principios 

que no se deriven exclusivamente de una sola tradición. (Corte Constitucional 

República de Colombia, 2019a) [cursiva en texto original] 

 

La Observación indica que la protección del artículo 18 del Pacto incluye las creencias 

teístas, no teístas y ateas, además del derecho a no profesar ninguna religión o creencia, 

haciendo la salvedad de que los términos ‘creencias’ y ‘religión’ deben entenderse en 

sentido amplio, sin agotarse en las vertientes y prácticas tradicionales o predominantes. 

 

Con este marco de referencia, la Corte destaca que rehusar el cumplimiento de una norma 

por razones de conciencia no es una facultad absoluta, ya que exige ponderarse con el 

bien jurídico a cuya protección se aboca el deber impugnado, más aún considerando las 

ocasiones en que el ejercicio de la objeción de conciencia extiende sus efectos a terceras 

personas o intereses colectivos. En su aplicación frente al servicio militar obligatorio, deben 

ser considerados sus impactos sobre la defensa y seguridad del Estado, en tanto bienes 

constitucionales perseguidos por tal obligación. 

 

El principio de igualdad ante la ley también debe incluirse en el ejercicio de ponderación, 

pues una norma que habilite excluir a una persona o grupo poblacional del ámbito de 

aplicación de una disposición determinada supone un quebrantamiento de tal principio, por 

tanto “debe estar suficientemente justificada e interpretarse de manera restrictiva” (Corte 

Constitucional República de Colombia, 2019a). La objeción de conciencia al servicio militar 

pone en tensión este derecho con el principio de igualdad ante la ley y con el deber 

constitucional de defensa y seguridad del Estado, por lo cual el legislador está facultado 

legítimamente para acotar el alcance de la objeción, mientras se ciña al principio de 

proporcionalidad y las limitaciones no se tornen excesivamente restrictivas respecto al 

ejercicio efectivo del derecho ni desaforadamente amplias para desconocer el principio de 
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igualdad ante la ley y las necesidades de defensa y seguridad del Estado como bienes 

jurídicos constitucionales perseguidos por la obligación del servicio militar. De esta forma:  

 

El principio general es que, ante el silencio del Legislador en relación con las 

características de las creencias, cualquier convicción profunda que se oponga a la 

prestación del servicio militar puede ser aducida para excusarse del cumplimiento 

de este deber, lo que no obsta para que se limite la procedibilidad de la objeción 

de conciencia a ciertas creencias, siempre que ello sea necesario para resguardar 

la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos, o los derechos y libertades de 

los demás. (Corte Constitucional República de Colombia, 2019a)  

 

El fallo declara la exequibilidad  del numeral 2° del artículo 79 de la Ley 1861 de 2017, ya 

que estima válida y proporcionada la decisión del legislador de consagrar la posibilidad de 

objetar conciencia al servicio militar obligatorio exclusivamente por razones éticas, 

religiosas y filosóficas, pues este derecho supone un desafío al principio de igualdad ante 

la ley y a las necesidades de defensa y seguridad del Estado, últimas que constituyen 

bienes jurídicos cuya protección se procura con la fijación del servicio militar. 

Adicionalmente, esta decisión legislativa no resulta arbitraria ni caprichosa, pues según 

reporte del Ministerio de Defensa Nacional las razones éticas, religiosas y filosóficas son 

las más invocadas por los objetores en la práctica, además revisten conceptos de tal 

amplitud que permiten incluir diversas posturas y cosmovisiones, brindando un margen 

razonable de interpretación que en modo alguno contraviene la objeción de conciencia. 

Asimismo, esta delimitación resulta acorde con las normas del bloque de constitucionalidad 

sobre objeción de conciencia, en tanto proviene de una ley en sentido formal y material, y 

responde a la necesidad de armonizar el derecho con los intereses colectivos a la 

seguridad y defensa del país, que se pondrían en riesgo con un listado excesivamente 

amplio y flexible de razones ante el cual es previsible una disminución significativa en el 

pie de fuerza.  

 

Finalmente, la sentencia C-570 de 2019 atiende la demanda de inconstitucionalidad 

instaurada contra diferentes disposiciones normativas, entre las que se cuenta los 

numerales 18 y 19 del artículo 76 de la Ley 1862 de 2017, “Por la cual se establecen 

normas de conducta del Militar Colombiano y se expide el Código Disciplinario Militar”. En 

ellos se establecen como faltas gravísimas demandar explicaciones de una orden 
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impartida por un superior, incumplirla o cambiarla sin autorización, en el marco de una 

operación militar.  

 

En el contenido de tales disposiciones el demandante advierte la imposición de una 

obediencia absoluta al interior de las fuerzas armadas, que es inconstitucional y contraria 

a la jurisprudencia producida en la materia por la posibilidad latente de derivar en actos 

que transgreden los deberes fijados a las fuerzas militares según el artículo 217 de la 

Carta. También lesiona el derecho a la libertad de conciencia del subalterno, pues restringe 

la posibilidad de discernir, con elementos de juicio, si la naturaleza, carácter o intención de 

una orden recibida es compatible con sus creencias y convicciones íntimas, o dilucidar si 

los alcances de la orden se enmarcan dentro de las funciones legales y constitucionales 

que rigen la actuación de la institución militar.  

 

La Corte enfatiza que el principio constitucional de obediencia debida no instituye un deber 

de obediencia ciega, como ya advirtiera previamente la sentencia T-409 de 1992. El 

artículo 86 de la Ley 1862 de 2017 determina las circunstancias en las cuales demandar 

los fundamentos de una orden militar, incumplirla o modificarla procede sin implicar 

responsabilidad disciplinaria, incluyendo las siguientes:  

 

(i) en estricto cumplimiento de un deber constitucional o legal, como lo es el respeto 

a la dignidad humana. Cuando el subalterno actuó para (ii) salvar un derecho, bien 

sea propio o ajeno, al cual deba ceder el cumplimiento del deber militar, siempre y 

cuando haya lugar a esto en razón de la necesidad, la adecuación, la 

proporcionalidad y la razonabilidad. Incluso, (iii) si una persona erradamente cree 

que para cumplir la Constitución o proteger la dignidad humana debe desobedecer 

una orden o cuestionarla, podría alegar la exclusión de su responsabilidad por 

haber actuado ‘con la convicción errada e invencible de que su conducta no 

constituye falta disciplinaria’. (Corte Constitucional República de Colombia, 2019b) 

 

Adicionalmente, exalta la libertad de conciencia como elemento estructural de la dignidad 

humana y pilar fundamental que orienta la actuación misional del Estado. Las normas 

demandadas no resultan congruentes con tal apreciación, pues ni en su contenido ni en 

los apartes restantes del Código Militar Disciplinario se hace explícita alguna disposición 

que vele por la protección del derecho a la libertad de conciencia que ampara a los 
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militares. Bajo esta esta perspectiva, “no establecer la posibilidad de cuestionamiento de 

órdenes ilegítimas que violen derechos humanos, el derecho internacional humanitario o 

el derecho internacional de los derechos humanos, es contrario a la libertad de conciencia 

y a la defensa de la dignidad humana” (Corte Constitucional República de Colombia, 

2019b). 

 

Con base en estas consideraciones, la Corte concluye que el legislador viola el derecho 

fundamental a la libertad de conciencia con las disposiciones legales demandadas. 

Declara entonces su exequibilidad condicionada, de manera que su inaplicación debe 

asumirse procedente cuando conlleve a evitar violaciones de derechos humanos, 

infracciones al Derecho Internacional de los Derechos Humanos o al Derecho Internacional 

Humanitario. 

 

Es notorio el aumento de sentencias referidas al supuesto de objeción al servicio militar 

obligatorio a partir del precedente instaurado por la sentencia C-728 de 2009. Desde 

entonces, los sucesivos pronunciamientos de la Corte Constitucional decantaron un asiduo 

y profuso desarrollo jurisprudencial en torno a los derechos fundamentales a la libertad de 

conciencia y la objeción de conciencia. Destacan aspectos como los siguientes:  

 

La perspectiva de la Corte fue ciñéndose a las prescripciones de los órganos de 

interpretación de instrumentos internacionales, considerando la objeción de conciencia 

como una manifestación directa de las libertades de religión y conciencia, aunque con un 

énfasis declarado en su atributo de derecho constitucional fundamental de aplicación 

directa e inmediata. La sentencia T-603 de 2012 inicia un tenue deslinde de la objeción de 

conciencia, identificándola con una doble condición: como una forma de desobediencia 

legítima, propia del modelo democrático constitucional, y como derecho fundamental que 

parte de la prerrogativa de no ser obligado a actuar en contra de la conciencia, inscrita en 

la parte final del artículo 18 Superior. Lo propio se observa en la sentencia SU-108 de 

2016. Es con la sentencia C-370 de 2019 que la objeción de conciencia adquiere 

reconocimiento jurisprudencial como derecho autónomo y nominado, sin negar su nexo 

originario con la libertad de conciencia. Aun así, se advierten entre ellos contenidos 

distinguibles de acuerdo con lo prescrito en el artículo 18 constitucional. Por un lado, la 

libertad de conciencia haría énfasis en la inmunidad de coacción de la cual gozan las 

creencias y convicciones que yacen en el fuero íntimo personal, entre tanto, la objeción de 
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conciencia protege la posibilidad efectiva de conducir autónomamente los propios actos y 

conductas conforme a dichas creencias y convicciones.     

 

Son reiterados los exhortos de la Corte al estamento militar, dado su proceder errático a 

partir de consideraciones desacertadas según las cuales, o el derecho de objeción al 

servicio militar obligatorio por razones de conciencia no se encontraba incorporado al 

ordenamiento jurídico colombiano o su ejercicio únicamente podría tener lugar por decisión 

de un juez de tutela. Esta forma flagrante de desconocimiento, abiertamente contrario a 

los desarrollos jurisprudenciales y los preceptos constitucionales en vigor, fue causa 

frecuente de vulneraciones al derecho fundamental. En su actuación, como en la de los 

operadores judiciales, se reflejan deficiencias y omisiones sobre la verificación de 

condiciones en torno a la existencia demostrable de convicciones profundas, fijas y 

sinceras en conflicto irresoluble con la prestación del servicio, conforme a las pautas y 

reglas asentadas en copiosa jurisprudencia. En uno y otro caso, las faltas observables 

ocasionaron afectación adicional de otros derechos fundamentales como el debido 

proceso, el acceso a la justicia o el derecho de petición, aunado al incumplimiento, atribuido 

al Ejército Nacional, respecto al deber de informar a la ciudadanía de manera amplia, 

completa, clara y oportuna sobre el ejercicio de la objeción de conciencia como causal de 

exención al servicio militar. De igual modo, destaca la importancia atribuida a los requisitos 

formales y sustanciales que se exigen para tramitar las solicitudes de exención por razones 

de conciencia, pues su cumplimiento en términos oportunos, neutrales e imparciales es 

condición imprescindible para el goce efectivo del derecho a la objeción de conciencia al 

servicio militar obligatorio.  

 

La Corte sitúa en la libertad de conciencia un elemento esencial del Estado Social y 

Democrático de Derecho, conducente al respeto de la dignidad humana y a la 

materialización del pluralismo que inspira el modelo constitucional vigente en Colombia. 

En virtud de tal relevancia, las vulneraciones del derecho fundamental a la libertad de 

conciencia configuran una de las afectaciones más lesivas que puede padecer una 

persona. La prerrogativa de no ser obligado a actuar en contra de la conciencia, en cuyo 

contenido se patenta la existencia del derecho fundamental a la objeción de conciencia, es 

también expresión palmaria de la primacía que alcanzan los derechos sobre los deberes 

en un régimen jurídico y político que preconiza el respeto por la dignidad humana. En estos 

términos, la obediencia a las normas no se impone como obligación absoluta sino como 
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un acto congruente con la premisa que enaltece la soberanía popular en tanto fuente 

prevalente y legítima de las decisiones que rigen el orden social. Por cuenta de este 

atributo soberano, la obediencia de cada ciudadano no es ajena a su condición de sujeto 

moral ni se sustrae al tamiz de su criterio crítico y autónomo, acorde a la pluralidad de 

ideas y convicciones que caracterizan una sociedad verdaderamente democrática y 

participativa.  

 

En esta perspectiva, la obligación del servicio militar no puede concebirse como deber 

absoluto e incondicionado, incluso al punto de subordinar los derechos fundamentales a la 

libertad de conciencia y la objeción de conciencia. A su turno, estos derechos también 

encuentran límites en las exigencias del orden, la seguridad, la moral y la salud públicas, 

así como en los derechos de los demás, en concordancia con los postulados 

constitucionales y diferentes instrumentos de derecho internacional de los derechos 

humanos. De esta forma, se establece un lindero que garantiza el acatamiento del 

ordenamiento jurídico con base en la primacía de las libertades que alientan la 

organización política de la sociedad. 

 

En ese balance entre libertades, límites y bienestar colectivo, las convicciones y creencias 

que conllevan al rechazo de un deber legal pueden ser de procedencia diversa, mientras 

sean determinantes de la personalidad y la autonomía del objetor. La ley 1861 de 2017, 

reglamentación más reciente en materia de reclutamiento, condensó en una disposición 

legal el reconocimiento de la objeción de conciencia como derecho fundamental en virtud 

del cual es aplicable un tipo de exención a la prestación del servicio militar (artículos 4°, 

12, 17, 52, 71, 77) aun cuando la jurisprudencia ya había hecho lo propio 8 años antes con 

la sentencia C-728 de 2009. El numeral 2 contenido en el artículo 79 de dicha ley prescribe 

que la solicitud de exención por objeción de conciencia deberá hacer explícitas las razones 

personales de carácter religioso, ético o filosófico que se tornan incompatibles con la 

prestación del servicio. Aunque en sentencias como la T-185 de 2015 y T-353 de 2018 la 

Corte constitucional había asumido una posición más flexible al considerar que el cúmulo 

de razones invocadas para objetar en conciencia no podía responder a un catálogo cerrado 

y acabado, un pronunciamiento más reciente estimó que tal delimitación permitía un 

equilibrio tendiente a resguardar el principio de igualdad y los intereses constitucionales de 

seguridad y defensa del Estado, como estableció la sentencia C-370 de 2019. Esta ha sido 

la vía priorizada por la Corte para procurar la coexistencia del valor superior de la dignidad 
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humana entronizado en el principio pro persona con la preservación del orden jurídico y 

los bienes colectivos que la Constitución y los instrumentos internacionales ubican como 

límite al ejercicio de los derechos.   

 

 

 

 

 

 

 

 





 

 
 

4. Aspectos contextuales en torno a los 
derechos fundamentales a la libertad de 
conciencia y la objeción de conciencia. 
Tensiones y desafíos 

El recorrido transitado en los capítulos precedentes permite delinear, antes que una 

clasificación descriptiva, una distinción interpretativa sobre diferentes aspectos orientados 

a caracterizar el alcance y límites de los derechos fundamentales a la libertad de 

conciencia y la objeción de conciencia, partiendo de los elementos históricos, doctrinales 

y jurisprudenciales abordados anteriormente, de los cuales se desprenden puntos de 

convergencia, tensión, discusión y reflexión alrededor de su reconocimiento y eficacia.  

 

En primer lugar, se abordarán los contextos de aplicación, que aluden al ámbito de 

protección demarcado paulatinamente por la jurisprudencia de la Corte Constitucional 

colombiana en torno a la libertad de conciencia y a la objeción de conciencia desde sus 

pronunciamientos iniciales en la materia hacia 1992. En segundo término, vinculados con 

los precedentes, los contextos de vulneración o amenaza, relacionados con los escenarios 

sociales e institucionales en los que se ha identificado, con elevada recurrencia, acciones 

u omisiones que afectan los niveles de respeto y protección de estos derechos 

fundamentales. Finalmente, los contextos normativos de interpretación y protección, que 

auscultan el contraste entre diferentes órdenes normativos (Sistema Interamericano de 

Derechos Humanos y sistema jurídico colombiano, con algunos puntos de referencia vistos 

en el prisma del Sistema Europeo), intentando rastrear los desarrollos alcanzados, así 

como las posibilidades de armonización para maximizar el nivel de reconocimiento y 

eficacia de los derechos examinados.  
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4.1 Contextos de aplicación 

A partir del contenido de las sentencias repasadas sucintamente en el capítulo tres, es 

posible identificar, cuando menos, ocho contextos sobre los cuales la Corte Constitucional 

colombiana ha ido develando un marco progresivamente más amplio que ensancha el 

ámbito de protección aplicable a los derechos fundamentales a la libertad de conciencia y 

a la objeción de conciencia. En primer término, un contexto que agrupa los escenarios 

públicos y privados, en el que pueden reconocerse los alcances y límites de los aludidos 

derechos cuando se trata de la difusión de creencias y convicciones en sectores 

residenciales, cementerios, entes territoriales cuya autonomía se encuentra protegida 

constitucionalmente, y exposiciones artísticas organizadas y promovidas por entidades 

públicas. En segundo lugar, el contexto de las fuerzas militares, dentro del cual prevalece 

mayoritariamente el trasegar de negación y posterior reconocimiento de la objeción de 

conciencia a la prestación del servicio militar obligatorio, con abordajes menos abundantes 

en torno al derecho a la libertad de conciencia que cobija a los agentes del ejército para 

desacatar órdenes que riñen con sus convicciones íntimas por ser contrarias a los 

propósitos constitucionales y legales de la fuerza armada. Tercero, el contexto educativo, 

en cuyo interior se manifiestan las discrepancias entre las obligaciones y disposiciones 

académicas, de un lado, y la integridad de las convicciones y creencias de estudiantes y 

docentes, por otro. Cuarto, un contexto administrativo, legal y jurisdiccional que alude 

a las posibilidades y límites de la libertad de conciencia y la objeción de conciencia en el 

cumplimiento de las responsabilidades a cargo de autoridades, entes o instancias con 

funciones públicas, y sus repercusiones sobre los derechos de los ciudadanos. Quinto, el 

contexto de la salud, que coloca en el centro las tensiones derivadas del rehusamiento 

formulado por pacientes a tratamientos o intervenciones médicas opuestas a los preceptos 

de su credo, junto a las objeciones presentadas por profesionales de la medicina y la 

enfermería frente a prácticas que desdicen de los parámetros éticos, morales, personales 

o técnicos que aplican al ejercicio de su profesión. Sexto, el contexto laboral, que permite 

advertir los deberes y facultades de las que están provistos empleadores y empleados al 

momento de definir condiciones e implementar procedimientos de trabajo sin transgredir 

las convicciones íntimas de quienes son destinatarios de las reglas legales o institucionales 

en este campo. Séptimo, el contexto de las corporaciones públicas, en el cual se retrata 

la relación de subordinación que la libertad de conciencia ocupa frente al régimen de 

bancadas, hasta supeditar el fuero personal a la potestad regulatoria y sancionatoria 
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detentada por cada movimiento o partido político en materia de actuación al interior de los 

órganos colegiados de elección popular. Octavo, el contexto familiar, en el que se realza 

la posibilidad efectiva de definir autónomamente la terminación de vínculos matrimoniales 

o la elaboración de prácticas rituales destinadas a parientes difuntos, a salvo de cualquier 

coacción, restricción o imposición ilegítima proveniente de instancias gubernamentales, 

prescripciones legislativas o entidades encargadas de servicios públicos de salud.  

 

Sin las pretensiones de un catálogo cerrado y terminado, más bien con ánimo de ilustración 

indicativa, la siguiente matriz condensa, por cada uno de los contextos reseñados, los 

siguientes elementos: i) el supuesto o temática que configura; ii) la jurisprudencia en la que 

encuentra desarrollo; y iii) el ámbito de protección observable en cada sentencia abordada. 

 

Cuadro 4-1: Contextos de aplicación, supuestos y ámbito de protección de la 
libertad de conciencia y la objeción de conciencia. 

 

Contexto de 
aplicación 

Supuesto o 
temática 

Sentencia 

Planteamiento central en torno al 
ámbito de protección de la libertad de 
conciencia y/u objeción de conciencia 

(síntesis) 

Escenarios 
públicos y 
privados 

Difusión y 
recepción de 
mensajes 
religiosos en 
áreas 
privadas. 

T-403 de 
1992 

El derecho a difundir públicamente 
mensajes religiosos no puede transgredir 
la libertad de conciencia de los receptores 
sometiéndolos a la condición de 
audiencia cautiva y forzada, en medio de 
un entorno residencial privado destinado 
a resguardar la intimidad y la tranquilidad.  

Ceremonias 
religiosas en 
lugares 
públicos. 

T-602 de 
1996 

El ejercicio de actividades religiosas en 
espacios públicos, como en efecto 
constituyen los cementerios públicos, 
hace parte del ámbito de protección de la 
libertad de conciencia. 

Libertad 
religiosa en 
tensión con 
la autonomía  
e integridad 
cultural. 

SU-510 de 
1998 

Adelantar actividades religiosas foráneas 
como parte del ejercicio de la libertad de 
conciencia, no puede transgredir 
autonomía territorial detentada por 
jurisdicciones especiales (resguardos 
indígenas). 
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Cuadro 4-1: Contextos de aplicación, supuestos y ámbito de protección de la 
libertad de conciencia y la objeción de conciencia. 

 

Contexto de 
aplicación 

Supuesto o 
temática 

Sentencia 

Planteamiento central en torno al 
ámbito de protección de la libertad de 
conciencia y/u objeción de conciencia 

(síntesis) 

Uso de 
imágenes y 
objetos 
religiosos en 
exposición 
artística 
organizada 
por entidad 
pública. 

SU-626 de 
2015 

El ejercicio de la libertad de expresión 
artística no vulnera la libertad de 
conciencia de adeptos a un credo 
particular, mientras no tenga contenidos 
ofensivos o de apología al odio religioso 
que pueda desencadenar discriminación, 
hostilidad o violencia.  

Fuerzas 
militares 

Servicio 
militar 
obligatorio 
(militar) 

T-409 de 
1992 

Ejercicio de los derechos fundamentales 
a la libertad de conciencia y/o la objeción 
de conciencia como causal de exención al 
servicio militar obligatorio (Negación). 

C-511 de 
1994 

T-363 de 
1995 

C-740 de 
2001 

C-728 de 
2009 

Ejercicio de los derechos fundamentales 
a la libertad de conciencia y/o la objeción 
de conciencia como causal de exención al 
servicio militar obligatorio 
(Reconocimiento). 

T-018 de 
2012 

T-357 de 
2012 

T-603 de 
2012 

T-430 de 
2013 

T-739 de 
2013 

T-023 de 
2014 

T-314 de 
2014 

T-455 de 
2014 
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Cuadro 4-1: Contextos de aplicación, supuestos y ámbito de protección de la 
libertad de conciencia y la objeción de conciencia. 

 

Contexto de 
aplicación 

Supuesto o 
temática 

Sentencia 

Planteamiento central en torno al 
ámbito de protección de la libertad de 
conciencia y/u objeción de conciencia 

(síntesis) 

T-185 de 
2015 

SU-108 de 
2016 

T-259 de 
2017 

T-353 de 
2018 

C-370 de 
2019 

Incorporació
n obligatoria 
a filas por 
necesidad 
pública 
(militar). 

C-561 de 
1995 

Ejercicio de los derechos fundamentales 
a la libertad de conciencia y/o la objeción 
de conciencia como causal de exención al 
servicio militar obligatorio (Negación). 

Obediencia 
debida al 
interior de 
fuerzas 
armadas. 

T-578 de 
1995 

Libertad de conciencia de agentes en 
servicio ampara incumplimiento de 
órdenes militares contrarias a preceptos 
constitucionales y legales.  

C-570 de 
2019 

Educativo 
Académica o 
educativa 

T-421 de 
1992 

Rechazo a cursar asignatura de 
educación religiosa en razón de las 
creencias y convicciones propias o 
parentales se incluye como parte del 
ejercicio de la libertad de conciencia. 

T-075 de 
1995 

Por su naturaleza laica y su connotación 
cívica (respaldada constitucionalmente), 
la exigencia de participación en actos 
patrióticos no vulnera el derecho 
fundamental a la libertad de conciencia. 
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Cuadro 4-1: Contextos de aplicación, supuestos y ámbito de protección de la 
libertad de conciencia y la objeción de conciencia. 

 

Contexto de 
aplicación 

Supuesto o 
temática 

Sentencia 

Planteamiento central en torno al 
ámbito de protección de la libertad de 
conciencia y/u objeción de conciencia 

(síntesis) 

T-393 de 
1997 

Las decisiones que optan por la 
procreación y conformación de una 
familia se cobijan dentro de la libertad de 
conciencia, y no pueden conllevar a la 
restricción de acceso a otros derechos 
como la educación.  

T-588 de 
1998 

La imposición de actividades académicas 
contrarias a las creencias y convicciones 
religiosas de los estudiantes, descartando 
otras alternativas plausibles para la 
consecución del objetivo pedagógico 
fijado, vulnera su libertad de conciencia.  

T-877 de 
1999 

Por su naturaleza laica y su connotación 
cívica (respaldada constitucionalmente), 
la exigencia de participación en actos 
patrióticos no vulnera el derecho 
fundamental a la libertad de conciencia. 

T-345 de 
2002 

La obligación de cursar asignaturas cuya 
metodología y contenidos obligan a 
revelar las creencias y convicciones 
personales, es vulneratoria de la libertad 
de conciencia. En tales circunstancias,  la 
autonomía universitaria y la libertad de 
enseñanza encuentran uno de sus 
límites. 

T-839 de 
2009 

La adopción y práctica libre de un credo 
no puede conllevar la exclusión de un 
proceso educativo y de promoción laboral 
sin contemplar opciones sustitutivas 
concertadas, pues supone la vulneración 
de la libertad de conciencia.  
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Cuadro 4-1: Contextos de aplicación, supuestos y ámbito de protección de la 
libertad de conciencia y la objeción de conciencia. 

 

Contexto de 
aplicación 

Supuesto o 
temática 

Sentencia 

Planteamiento central en torno al 
ámbito de protección de la libertad de 
conciencia y/u objeción de conciencia 

(síntesis) 

T-524 de 
2017 

Forzar la participación de docentes del 
sector educativo público en actividades 
de carácter religioso, como parte de las 
obligaciones laborales, constituye una 
vulneración de su libertad de conciencia y 
una ruptura con el deber de neutralidad y 
el principio de laicidad que rigen al Estado 
colombiano y sus instituciones. 

Administrativ
o, legal o 
jurisdicciona
l 

Al 
juramento/ 
en el 
juramento  

T-547 de 
1993 

Para resguardar el derecho a la libertad 
de conciencia, los procedimientos de 
orden administrativo o penal en los cuales 
se exija toma de juramento deben dar 
lugar a sustituir palabras que representen 
al implicado la transgresión de sus 
creencias y convicciones íntimas.  

C-616 de 
1997 

El juramento se circunscribe a un acto 
civil formal ajeno a cualquier connotación 
religiosa o moral, por tanto su ejercicio no 
vulnera el derecho a la libertad de 
conciencia y preserva el principio de 
igualdad en virtud del cual todo ciudadano 
debe prestar juramento según las 
circunstancias y bajo las 
responsabilidades legalmente 
preestablecidas.  

Actos 
oficiales de 
consagració
n a figuras 
religiosas. 

C-350 de 
1994 

La obligación legal de oficiar actos de 
consagración a deidades particulares 
vulnera la libertad de conciencia del 
Presidente de la República, al someterlo 
a revelar sus creencias o eventualmente 
a actuar en contra de ellas. Atenta 
además contra la igualdad religiosa, la 
naturaleza laica y el pluralismo que rige al 
Estado colombiano. 
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Cuadro 4-1: Contextos de aplicación, supuestos y ámbito de protección de la 
libertad de conciencia y la objeción de conciencia. 

 

Contexto de 
aplicación 

Supuesto o 
temática 

Sentencia 

Planteamiento central en torno al 
ámbito de protección de la libertad de 
conciencia y/u objeción de conciencia 

(síntesis) 

Estrategias y 
recursos de 
defensa 
jurídica 
considerada
s inviables 
por 
apoderado. 

T-1192 de 
2003 

En ejercicio de su labor, los defensores de 
oficio se encuentran amparados por el 
derecho a seguir los dictámenes de su 
propia conciencia jurídica, pero no a 
expensas de los intereses jurídicos y el 
derecho a la defensa de los 
representados. 

Decisiones y 
medidas 
sancionatori
as de 
entidades 
prestadoras 
de servicios 
públicos. 

T-270 de 
2004 

La potestad y posición dominante de las 
empresas prestadoras de servicios 
públicos no pueden extralimitarse al 
punto de vulnerar la libertad de 
conciencia de los usuarios, 
coaccionándoles a suscribir actas 
referidas a asuntos técnicos que además 
acarrean efectos sancionatorios, con lo 
cual también atentan contra los derechos 
al debido proceso y a la defensa ante la 
omisión de instancias y mecanismos para 
apelación e impugnación.  

Jurisdicciona
l 

T-388 de 
2009 

Jueces no están facultados para 
exceptuar el cumplimiento de su labor 
acudiendo a la objeción de conciencia, ni 
para emitir fallos con base en sus 
concepciones religiosas, morales, 
filosóficas o ideológicas, pues sus 
actuaciones y decisiones deben 
responder a un criterio estrictamente 
ceñido al derecho, bajo la prioridad que 
adquieren sus deberes legales y 
constitucionales de los cuales depende 
tanto el acceso a la justicia como la 
protección de los demás derechos 
fundamentales de los ciudadanos.  
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Cuadro 4-1: Contextos de aplicación, supuestos y ámbito de protección de la 
libertad de conciencia y la objeción de conciencia. 

 

Contexto de 
aplicación 

Supuesto o 
temática 

Sentencia 

Planteamiento central en torno al 
ámbito de protección de la libertad de 
conciencia y/u objeción de conciencia 

(síntesis) 

Salud 

Impedimento 
a práctica de 
aborto. 

C-133 de 
1994 

El derecho a la libertad de conciencia 
encuentra límite en el derecho a la vida 
reconocido y protegido desde el momento 
de la concepción, conforme al 
ordenamiento jurídico interno y a 
diferentes instrumentos internacionales 
suscritos por el Estado colombiano. 

Médica o 
sanitaria 

T-474 de 
1996 

La manifestación de rechazo a un 
tratamiento médico por parte de un menor 
adulto (12 a 18 años de edad para las 
mujeres y 14 a 18 años en caso de 
hombres) en razón de su fe, es expresión 
legítima de su libertad de conciencia, 
mientras tal determinación no 
comprometa seriamente su salud y su 
supervivencia, pues en caso contrario la 
prerrogativa se limita a participar de la 
decisión correspondiente, que reposa 
prioritariamente en la responsabilidad de 
los padres bajo la prevalencia de la 
opción más favorable para el derecho a la 
vida y la integridad del menor. 

T-659 de 
2002 

La facultad de rehusar un tratamiento o 
intervención médica por parte de una 
persona mayor y plenamente capaz, en 
acatamiento de los preceptos religiosos 
que profesa, se encuentra amparada por 
la libertad de conciencia. 
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Cuadro 4-1: Contextos de aplicación, supuestos y ámbito de protección de la 
libertad de conciencia y la objeción de conciencia. 

 

Contexto de 
aplicación 

Supuesto o 
temática 

Sentencia 

Planteamiento central en torno al 
ámbito de protección de la libertad de 
conciencia y/u objeción de conciencia 

(síntesis) 

T-471 de 
2005 

La decisión de rechazar un tratamiento o 
intervención médica, asumida por un 
paciente de forma autónoma, en 
condiciones de capacidad plena, de 
manera congruente con las convicciones 
religiosas que profesa y provisto de 
información veraz y suficiente, se halla 
comprendida dentro del ejercicio legítimo 
de su libertad de conciencia, mientras no 
atente contra el deber constitucional de 
cuidado sobre la propia integridad ni 
cause daño a otros. Las determinaciones 
de las instancias médico-administrativas 
no pueden desconocer el derecho a la 
salud y el acceso a servicios médicos por 
efecto de las decisiones que el paciente 
ha adoptado en acatamiento de un 
dictamen personal de conciencia. 

T-052 de 
2010 

T-507 de 
2016 

Aun cuando no se avenga a la 
reglamentación vigente en la materia, la 
solicitud de un paciente sobre la particular 
disposición de algún residuo 
anatomopatológico resultante de una 
intervención médica es acorde con el 
ejercicio de su libertad de conciencia, 
mientras logre conciliar los propósitos 
derivados de su creencia íntima y el bien 
colectivo que constituye la salud pública.  
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Cuadro 4-1: Contextos de aplicación, supuestos y ámbito de protección de la 
libertad de conciencia y la objeción de conciencia. 

 

Contexto de 
aplicación 

Supuesto o 
temática 

Sentencia 

Planteamiento central en torno al 
ámbito de protección de la libertad de 
conciencia y/u objeción de conciencia 

(síntesis) 

T-823 de 
2002 

Con fundamento en el principio de lex 
artis, los médicos están facultados para 
negarse a la práctica de procedimientos o 
tratamientos incompatibles con los 
parámetros éticos y técnicos que orientan 
su ejercicio profesional, cuyos efectos 
puedan comprometer la vida o integridad 
del paciente. En tales casos procede la 
objeción de conciencia médica o 
sanitaria, cuya aplicación queda excluida 
cuando se trata de urgencias que abocan 
la intervención para salvar la vida de una 
persona.  

C-355 de 
2006 

La objeción de conciencia a la práctica del 
aborto en las hipótesis despenalizadas es 
atribuible únicamente al personal médico 
a cargo del procedimiento, bajo la estela 
de profundas e íntimas convicciones 
individuales opuestas a dicha práctica. 
Por tal razón, no es un derecho cuya 
titularidad pueda adjudicarse a 
instituciones o entidades que prestan 
servicios de salud. Su ejercicio, 
netamente individual y no colectivo, está 
supeditado a cumplir irrestrictamente con 
la remisión de la paciente a otro médico 
en condiciones verificadas de disposición 
e idoneidad profesional para adelantar la 
interrupción del embarazo, a fin de no 
generar una afectación sobre derechos 
fundamentales de las mujeres. Los 
órganos encargados de evaluar las faltas 
en el ejercicio de la profesión médica son 
las instancias competentes para 
dictaminar en momento posterior la 
procedencia de la objeción formulada.  

T-209 de 
2008 

T-946 de 
2008 
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Cuadro 4-1: Contextos de aplicación, supuestos y ámbito de protección de la 
libertad de conciencia y la objeción de conciencia. 

 

Contexto de 
aplicación 

Supuesto o 
temática 

Sentencia 

Planteamiento central en torno al 
ámbito de protección de la libertad de 
conciencia y/u objeción de conciencia 

(síntesis) 

T-388 de 
2009 

Ratifica las tres sentencias precedentes. 
Agrega que la restricción del derecho a la 
objeción de conciencia de un médico se 
entenderá legítima, razonable y 
proporcional mientras sea el único 
disponible para la práctica de la IVE, en 
aras de evitar perjuicios irremediables 
sobre los derechos a la vida y la salud de 
la gestante. La objeción de conciencia no 
cobija al personal administrativo o a aquel 
encargado de la atención preparatoria o 
posterior a la intervención.  

T-627 de 
2012 

Suscribe los planteamientos de las 
sentencias C-355 de 2006, T-209 de 2008 
y T-388 de 2009. 

C-274 de 
2016 

El derecho fundamental a la objeción de 
conciencia también se aplica a la 
profesión de enfermería, de suerte que 
quienes la practican están facultados 
para seguir los dictámenes de su fuero 
interno en el ejercicio de las labores de 
cuidado que le son propias, a salvo de 
cualquier reglamentación institucional o 
legal que imponga actuaciones contrarias 
a los parámetros éticos de la profesión o 
a los derechos fundamentales de los 
pacientes. 

Laboral Laboral 
T-982 de 
2001 

La imposición de horarios laborales, que 
impide a los empleados el cumplimiento 
de actividades y compromisos derivados 
de sus creencias religiosas, sin 
contemplar alternativas disponibles, 
vulnera el derecho de toda persona a no 
ser obligado a actuar en contra de su 
conciencia. Ante tales circunstancias, la 
potestad del empleador sobre la fijación 
de horarios debe ceder parcialmente 
frente al derecho fundamental de los 
trabajadores. 
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Cuadro 4-1: Contextos de aplicación, supuestos y ámbito de protección de la 
libertad de conciencia y la objeción de conciencia. 

 

Contexto de 
aplicación 

Supuesto o 
temática 

Sentencia 

Planteamiento central en torno al 
ámbito de protección de la libertad de 
conciencia y/u objeción de conciencia 

(síntesis) 

T-1059 de 
2001 

El ejercicio de la libertad de conciencia no 
exime el cumplimiento de las obligaciones 
laborales suscritas ni puede implicar la 
interrupción de servicios públicos como la 
educación acarreando efectos lesivos 
sobre terceros, por tanto, no justifica 
legítimamente la suspensión de las 
labores docentes por cuenta de paros que 
no se allanan a las causales legales. 

T-332 de 
2004 

Instrucciones de formación periódica 
impartidas a civiles vinculados 
laboralmente en organismos militares no 
vulneran su libertad de conciencia, por 
tratarse de medidas proporcionales, 
razonables y necesarias para la difusión, 
conocimiento y cumplimiento de los 
deberes y responsabilidades 
institucionales.  

C-718 de 
2006 

La obligación de portar una indumentaria 
determinada por parte de los jueces 
durante las audiencias que presiden 
cumple un fin específico de identificación 
y representación indispensable dentro del 
sistema penal acusatorio, por tanto se 
estima una medida razonable y 
proporcional que en nada vulnera la 
libertad de conciencia de los operadores 
judiciales, pues no trastoca su plan de 
vida ni sus convicciones íntimas.  
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Cuadro 4-1: Contextos de aplicación, supuestos y ámbito de protección de la 
libertad de conciencia y la objeción de conciencia. 

 

Contexto de 
aplicación 

Supuesto o 
temática 

Sentencia 

Planteamiento central en torno al 
ámbito de protección de la libertad de 
conciencia y/u objeción de conciencia 

(síntesis) 

Corporacion
es públicas 

Excepciones 
al régimen 
de 
bancadas. 

C-859 de 
2006 

Es potestad constitucional de los 
movimientos y partidos políticos definir el 
marco dentro del cual se comprenden los 
asuntos de conciencia que exceptúan la 
aplicación del régimen de bancadas y 
habilitan la actuación libre e individual de 
sus integrantes en su desempeño al 
interior de corporaciones públicas, sin 
que necesariamente resulten restringidas 
a lo dispuesto en el artículo 18 de la 
Carta.  

C-036 de 
2007 

De conformidad con el régimen de 
bancadas establecido por la Constitución, 
la actuación de los integrantes de las 
corporaciones públicas está 
prevalentemente regida por la 
reglamentación y disposiciones 
emanadas de sus respectivos 
movimientos y partidos políticos. De esa 
forma, son tales colectividades y no las 
personas individualmente consideradas 
las que tienen bajo su cargo determinar 
las posibilidades y alcance del ejercicio 
de la libertad de conciencia para 
exceptuar la aplicación de dicho régimen.   

Familiar 
Trámites de 
divorcio 

C-660 de 
2000 

La libertad de conciencia protege la 
autonomía de quienes constituyen una 
unión marital, de modo que las causales 
jurídicamente aplicables a la disolución 
del matrimonio no pueden sobrepasar ni 
anular la voluntad de sus integrantes para 
decidir de forma libre en esta materia.     
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Cuadro 4-1: Contextos de aplicación, supuestos y ámbito de protección de la 
libertad de conciencia y la objeción de conciencia. 

 

Contexto de 
aplicación 

Supuesto o 
temática 

Sentencia 

Planteamiento central en torno al 
ámbito de protección de la libertad de 
conciencia y/u objeción de conciencia 

(síntesis) 

Declaracione
s contra 
parientes por 
vínculo civil. 

C-1287 de 
2001 

La libertad de conciencia resguarda la 
prerrogativa de no ser obligado a declarar 
contra parientes cercanos sin distingo de 
su vínculo consanguíneo o adoptivo, 
desde una interpretación armónica de los 
artículos 33 y 42 constitucionales.  

Ritos 
fúnebres de 
parientes 

T-165 de 
2013 

El desarrollo de rituales fúnebres para 
familiares conforme a las convicciones y 
creencias religiosas propias hace parte 
del ámbito de protección de la libertad de 
conciencia. 

T-741 de 
2014 

 

4.2 Contextos de vulneración o amenaza 

 

La identificación de los contextos de vulneración o amenaza sobre los derechos 

fundamentales a la libertad de conciencia y a la objeción de conciencia procede de dos 

fuentes principales. La primera de ellas refiere a los resultados obtenidos en el grupo focal 

organizado por la Secretaría Distrital de Gobierno de Bogotá D.C el 17 de diciembre de 2021, 

con la concurrencia de diferentes actores institucionales y organizaciones civiles asentadas 

en el ámbito distrital con interés y trayectoria en la protección, promoción y defensa de los 

derechos aludidos5. La segunda fuente, ya abordada con anterioridad, remite nuevamente a 

                                                
 

5 En su condición de funcionario de la Subdirección de Asuntos de Libertad Religiosa y de 
Conciencia de la Secretaría Distrital de Gobierno de Bogotá D.C, el autor de este trabajo participó 
en la concepción, coordinación y realización del mencionado grupo focal, que por intermedio de 
preguntas puestas a la discusión colectiva abordó los siguientes ejes temáticos: “la importancia que 
reviste la libertad de conciencia en el contexto local y nacional, los fenómenos, causas y 
consecuencias de su amenaza y vulneración, así como las alternativas previsibles para maximizar 
su goce y protección” (Secretaría Distrital de Gobierno de Bogotá D.C, en prensa). Las entidades 
oficiales y organizaciones participantes fueron: Personería de Bogotá, Acción Colectiva de 
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los pronunciamientos de la Corte Constitucional, de manera específica aquellas sentencias 

en las que el alto tribunal eleva enfáticos exhortos a diferentes instancias y autoridades 

públicas frente a su responsabilidad en la vulneración de la libertad de conciencia y la 

objeción de conciencia. 

 

Respecto a las situaciones de recurrente amenaza o vulneración del derecho a la libertad de 

conciencia y a la objeción de conciencia, los participantes del grupo focal identifican un factor 

decisivo:  

 

(…) un tipo de violencia institucionalizada, estructural, que subyuga la 

individualidad del ser humano para someterla a los principios impuestos por los 

órganos de poder militar y civil, tal como se patenta en las actividades de reclusión 

de jóvenes para la prestación del servicio militar obligatorio, sin una garantía plena 

del derecho fundamental a la objeción de conciencia, con el agravante de que su 

desconocimiento afecta con mayor rigor y frecuencia a la población joven más 

pobre. (Secretaría Distrital de Gobierno de Bogotá D.C, p. 30, en prensa)  

 

La vulneración se reproduce en otros escenarios como el ámbito escolar, principalmente 

del sector público, donde se presentan de modo reiterado hechos de discriminación, 

estigmatización y matoneo sobre estudiantes que suscriben al ateísmo o el agnosticismo. 

Lo propio ocurre en espacios laborales, aunque de modo menos frecuente o menos visible 

debido al silencio de las víctimas que deciden no denunciar la situación padecida, de 

acuerdo con el reporte de la Corporación Bogotana para el Avance de la Razón y el 

Laicismo. A su turno, en el campo médico se han presenciado situaciones en las que 

pacientes son desatendidos por rehusar un tratamiento o intervención de carácter invasivo 

en virtud de las creencias que profesan, acarreando para ellos y su entorno familiar 

cuestionamientos y señalamientos desde el personal médico encargado de la atención. 

Los profesionales de la salud que prestan apoyo a pacientes cuya decisión es anticipar su 

muerte de manera digna han sido objeto de estigmatización y represalias, materializadas 

                                                
 

Objetores y Objetoras de Conciencia – ACOOC, Ministerio del Trabajo, Corporación Bogotana para 
el Avance de la Razón y el Laicismo, Justapaz y la Fundación Derecho a Morir Dignamente.  
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en medidas institucionales asumidas por las clínicas y hospitales a los que se encuentran 

vinculados, tal como señaló la Fundación Derecho a Morir Dignamente.  

 

Entre las causas de amenaza y vulneración de los derechos a la libertad de conciencia y 

a la objeción de conciencia, los participantes resaltaron las siguientes (Secretaría Distrital 

de Gobierno de Bogotá, D.C, p. 33, en prensa): 

 

 Desconocimiento del marco normativo que regula estos derechos fundamentales, 

con notorias manifestaciones en el estamento militar donde las causales de 

objeción de conciencia terminan tramitándose como exenciones por discapacidad 

física o psicológica.  

 

 Desconocimiento existente entre las instancias oficiales de reclutamiento sobre los 

límites inherentes a sus propias funciones misionales, en menoscabo del acceso 

pleno y garantizado a la objeción de conciencia como eximente legítimo al servicio 

militar obligatorio.  

 

 La autonomía personal se subordina a las estructuras y propósitos institucionales, 

estrechando el margen para el ejercicio y la garantía de los derechos. 

 

 Los abusos institucionales en el ejercicio de las funciones y el desconocimiento en 

torno a los derechos medran en un clima de impunidad rampante.  

 

 Las medidas legislativas para reglamentar la objeción de conciencia al servicio 

militar obligatorio han sido adoptadas de manera tardía, considerando que la Ley 

1861 de 2017 fue sancionada casi 30 años después de la consagración de la 

libertad de conciencia en la Constitución de 1991. 

 

Según lo reflejado en la apreciación de los participantes, los obstáculos que se interponen 

en el ejercicio y garantía de los derechos fundamentales a la libertad de conciencia y la 

objeción de conciencia, aunque de variada índole, se manifiestan con mayor recurrencia e 

intensidad en el contexto militar. Estos son: i) inaccesibilidad a información veraz y 

suficiente sobre el contenido y los mecanismos dispuestos para ejercer los derechos; ii) 

cuestionables prácticas de persuasión por parte del ejército para lograr que jóvenes 
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desistan por medio escrito a los derechos que los asisten y se incorporen a filas; iii) 

acentuadas carencias respecto al goce de otros derechos fundamentales como la salud, 

la educación y la vivienda digna, lo que agudiza condiciones de indefensión frente a las 

situaciones y agentes vulneratorios; iv) la primacía de una cultura militarista que acapara 

la priorización de recursos y subordina los derechos individuales a los deberes de 

alistamiento en la fuerza pública; v) falta de redes de apoyo familiar para impulsar la causa 

de los objetores de conciencia al servicio militar obligatorio; vi) escasa imparcialidad y 

falencias en los criterios empleados por el comité disciplinario a cargo de tramitar las 

objeciones al servicio militar obligatorio; vii) renuencia normativa e institucional para dar 

cabida a otro tipo de razones emergentes que sustentan la objeción de conciencia, entre 

ellas las fundadas en motivaciones de carácter artístico, medioambiental o de género 

(Secretaría Distrital de Gobierno, p. 33, en prensa).  

 

El grupo focal también indagó por aquellos factores o condiciones que favorecen la 

protección y garantía de los derechos referidos, destacando entre las respuestas la 

cantidad creciente de espacios de interlocución y diálogo de saberes que intentan mitigar 

el desconocimiento y escasa difusión de la cual adolece el tema, la confluencia entre 

organizaciones de carácter civil e instituciones públicas como la Personería Distrital y la 

Defensoría del Pueblo para impulsar iniciativas orientadas a la defensa y protección de la 

libertad de conciencia y la objeción de conciencia, además de nuevas propuestas en los 

contenidos curriculares de las academias de medicina para impulsar la formación en 

cuidado paliativo con énfasis en los derechos de los pacientes.  

 

Ante esta radiografía sumaria sobre la amenaza y vulneración de los derechos a la libertad 

de conciencia y la objeción de conciencia, las propuestas emitidas por organizaciones 

civiles y entidades públicas conjugaron medidas de carácter administrativo, político y 

legislativo que abarcan:  

 

(…) fortalecer la coordinación interinstitucional orientada a la protección, garantía, 

divulgación y formación en torno a este derecho fundamental; incrementar el apoyo 

técnico y operativo calificado a los(as) objetores(as), de modo que sus solicitudes 

cursen el trámite adecuado y lleguen a término satisfactorio; eliminar la obligación 

-constitucionalmente establecida- de prestar servicio militar; intervenir ámbitos 

como el escolar, el militar, el médico y el penitenciario, de modo que se apliquen y 
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difundan lineamientos acordes al pleno respeto y protección de la libertad de 

conciencia, sin distingo ni discriminación entre creencias o convicciones. 

(Secretaría Distrital de Gobierno de Bogotá, D.C, p. 38, en prensa) 

 

Como fue mencionado, la segunda fuente contemplada para esbozar el contexto de 

vulneración y amenaza procede de las sentencias que dan contenido al capítulo anterior y 

han sido retomadas en la parte inicial del presente capítulo. Son numerosos los fallos en 

los cuales la Corte Constitucional Colombiana eleva enfáticos llamados a las autoridades 

militares y a los jueces de tutela por mostrar una actitud errática, omisiva o negligente 

frente a su deber de protección y garantía de los derechos a la libertad de conciencia y a 

la objeción de conciencia. 

 

Sobre el proceder del estamento militar, la sentencia T-018 de 2012 se refirió a los 

argumentos esgrimidos por el comandante de la Cuarta Zona de Reclutamiento y Control 

de Reservas del Ejército, quien justificó la falta de respuesta a la objeción formulada por 

cuanto “estaba pendiente un pronunciamiento de la Corte Constitucional sobre la objeción 

de conciencia” (Corte Constitucional República de Colombia, 2012a), aunado a la 

consideración según la cual la solicitud debía ser desestimada por la falta de 

reglamentación de la objeción de conciencia en el sistema jurídico colombiano. 

Categóricamente, la Corte califica de inadmisibles las razones descritas, que develan 

además un desconocimiento evidente de la sentencia C-728 de 2009, de ahí la orden 

dirigida al Ministerio de Defensa para adelantar una campaña informativa al interior de la 

fuerza pública en torno a los contenidos del fallo constitucional de 2009, con énfasis en la 

existencia del derecho a objetar el servicio militar obligatorio por motivos de conciencia y 

los términos legales que rigen su trámite.  

 

Por su parte, la sentencia T-357 de 2012 se pronuncia en un sentido semejante frente a 

idénticos argumentos de defensa:  

 

(…) lo referido por las dependencias militares que participaron en la acción de tutela 

que aquí se decide configura un flagrante desconocimiento del precedente 

constitucional que garantiza, sin excepciones, el ejercicio de la objeción de 

conciencia frente al servicio militar obligatorio, a pesar de que el mismo no se 

encuentre reglamentado. La falta de regulación no es un pretexto válido para que 



220 Libertad y objeción de conciencia 

 
las autoridades castrenses se abstengan de evaluar las objeciones de conciencia 

sometidas a su consideración. (Corte Constitucional República de Colombia, 

2012b) 

 

Otro tanto ocurre en los tres casos abordados por la sentencia T-430 de 2013, frente a los 

cuales las autoridades de reclutamiento adujeron nuevamente la ausencia de regulación 

legal para denegar las objeciones interpuestas. Al respecto indicó la Corte: 

 

Cuando una autoridad deja de reconocer un derecho constitucional fundamental, 

en especial, si ya ha sido reconocido judicialmente y se ha indicado que su respeto, 

protección y garantía no requiere desarrollo normativo ulterior, comete una 

violación grave y evidente a la regla de supremacía constitucional, según la cual ‘la 

Constitución es norma de normas’ (art. 4, CP) y, en especial el goce efectivo de los 

derechos fundamentales, no requiere desarrollo legal ulterior para ser garantizado. 

(Corte Constitucional República de Colombia, 2013b) 

 

La sentencia T-314 de 2014 advierte los efectos judiciales derivados de una conducta 

como la que reiteradamente se ha constatado de parte de las autoridades militares en 

materia de objeción de conciencia: 

 

(…) se impone una consideración adicional que la Sala no debe pasar por alto, 

relacionada con la responsabilidad del Estado (Art. 90 C.P.), ya que cuando las 

autoridades militares producto de su actuación inobservan las particulares 

condiciones que configuran la objeción de conciencia, pueden dar lugar a la 

declaratoria de responsabilidad por el periodo en el que una persona es obligada a 

actuar contra sus convicciones más profundas, lo cual es demandable ante la 

jurisdicción de lo contencioso administrativo, sin que el Estado pueda alegar en su 

defensa el cumplimiento de un deber legal, puesto que en determinados casos, 

como ya se dijo, el objetor de conciencia tiene el derecho fundamental de vivir 

conforme piensa. Cuestión que ha sido reiterada por la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional y, no obstante, la Sala observa un continuo desconocimiento de las 

providencias judiciales que en esta específica materia han conformado una 

consolidada línea jurisprudencial. (Corte Constitucional República de Colombia, 

2014c) 
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Adicionalmente, la sentencia T-455 de 2014 ilustra la manera como el proceder omisivo de 

las autoridades militares frente a la objeción de conciencia termina vulnerando otros 

derechos fundamentales como la libertad personal, el derecho de petición y el debido 

proceso: 

 

La Sala advierte que en cada uno de los casos planteados, las autoridades militares 

dilataron en el tiempo la resolución de las solicitudes de los objetores de conciencia, 

en el sentido que fueran excluidos de la prestación del servicio militar. En contrario, 

lo que se advierte es que en esos casos las autoridades militares optan por (i) hacer 

uso de la figura del aplazamiento, particularmente cuando el obligado está 

adelantando estudios superiores, tornando en indefinida la definición de la situación 

militar; o simplemente (ii) haciendo caso omiso de las solicitudes, procediendo a 

incorporar y mantener al obligado en la prestación del servicio militar, incluso a 

través del uso de redadas o batidas indiscriminadas. 

(…) en tanto para el caso las autoridades militares operan en su condición 

de autoridades administrativas, están obligadas a responder de fondo las 

solicitudes de exención de la prestación del servicio militar, basadas en el ejercicio 

del derecho a la objeción de conciencia, según las reglas definidas por el legislador 

para el derecho de petición y las condiciones constitucionales sobre el contenido y 

alcance de ese derecho (…) 

la jurisprudencia constitucional ha considerado que el acceso a información 

suficiente sobre las implicaciones y causales de exención de la prestación del 

servicio militar obligatorio, hacen parte del derecho al debido proceso 

administrativo. En ese sentido, se exige por el mismo precedente [sentencia T-587 

de 2013] que el consentimiento sobre la incorporación debe llevarse a cabo de 

forma consciente e informada, de modo que el conscripto conozca sus derechos 

antes y después del acto de incorporación, así como los deberes y las garantías 

relacionadas con la prestación del servicio militar obligatorio.  

Sin embargo, en los casos analizados se demostró que en ningún momento 

las autoridades militares pusieron siquiera a consideración de los accionantes las 

causales de exención y/o aplazamiento del servicio militar, entre ellas la objeción 

de conciencia. Esta situación, contraria al derecho al debido proceso, se muestra 

particularmente grave en el contexto en que se presta el servicio militar obligatorio 
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en Colombia. A pesar que el mandato constitucional al respecto es general para 

todos los ciudadanos colombianos, la realidad demuestra que quienes usualmente 

son reclutados son los jóvenes de menores ingresos, muchas veces en situación 

de marginalidad económica y escasa instrucción. (Corte Constitucional República 

de Colombia, 2014b) 

 

Otro tanto ilustra la sentencia SU-108 de 2016, en la que se reitera el desacierto de la 

autoridad castrense al concebir, contrario al precedente jurisprudencial vigente, que la 

reglamentación legislativa es condición indefectible para reconocer el derecho fundamental 

a la objeción de conciencia como causal de exención al servicio militar obligatorio: 

 

En este sentido, observa la Sala Plena con preocupación la contestación del 

Ejército Nacional según la cual mientras no exista una Ley que desarrolle el 

derecho a la objeción de conciencia no es posible presentar motivos de conciencia 

para exonerarse de la prestación del servicio militar (…) Esta Corporación recuerda 

que la objeción de conciencia, debidamente comprobada, es una causal 

constitucional de aplicación directa e inmediata frente a la obligación de prestar el 

servicio militar. (Corte Constitucional República de Colombia, 2016) 

 

Finalmente, la sentencia T-353 de 2018 reprueba con contundencia la actuación 

institucional que dio al traste con la protección del derecho a la libertad de conciencia del 

tutelante: 

 

(…) es censurable que las autoridades militares (Grupo de Caballería Mecanizada 

No. 18 “General Gabriel Reveiz Pizarro” de Saravena, Arauca) y el juez de instancia 

(Tribunal Superior del Distrito Judicial de Risaralda, Sala Civil Familia), hayan 

desestimado las pruebas allegadas por el agente oficioso del accionante, que por 

solicitud de su progenitora realizó a través del servicio de defensoría pública de la 

Defensoría del Pueblo. (Corte Constitucional República de Colombia, 2018) 

 

Ante el insistente desconocimiento exhibido por las autoridades militares respecto a la 

jurisprudencia alusiva a la objeción de conciencia al servicio militar obligatorio, el fallo 

resuelve expresamente “PREVENIR al Ejército Nacional para que en el futuro no vuelva a 

incurrir en actuaciones que desconozcan los derechos fundamentales de los objetores de 
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conciencia, en tanto constituye una grave violación a la Constitución Política” (Corte 

Constitucional República de Colombia, 2018) [negrilla y mayúscula sostenida en fuente 

original]. 

 

Frente al desempeño de los jueces de tutela, la Corte Constitucional también ha 

manifestado recurrentes reparos, que dejan en evidencia actuaciones deficientes y lesivas 

para la protección de los derechos fundamentales de libertad de conciencia y la objeción 

de conciencia. Así deja entrever la sentencia T-357 de 2012, en la que se refleja un trámite 

de instancia incompleto bajo una interpretación legal notoriamente errada: 

 

(…) dado su rol en la protección de los derechos fundamentales, los jueces de 

tutela cuentan con facultades oficiosas para recaudar las pruebas que les permitan 

verificar si existió la vulneración o amenaza alegada. Así que, si bien es cierto que 

el accionante debía allegar los elementos probatorios que fundamentaran sus 

pretensiones, también lo es que los jueces debían recaudar las pruebas que 

consideraran necesarias para dictar una decisión de fondo, sin que por ello 

estuvieran contradiciendo la naturaleza subsidiaria y excepcional de la acción de 

tutela (…) 

los jueces de instancia no tenían porqué reprocharle la falta de pruebas 

sobre su condición de ministro ni sobre el tiempo que dedicaba a ejercer sus 

actividades como tal. Lo pertinente era verificar si las convicciones y creencias que 

refirió para sustentar su petición de ser eximido del servicio militar obligatorio eran 

los suficientemente profundas, fijas y sinceras como para considerar que, de no 

accederse a su solicitud, se amenazaría su libertad de conciencia y de religión. 

(Corte Constitucional República de Colombia, 2012b) 

 

En otra oportunidad, la sentencia T-603 de 2012 también constató una valoración equívoca 

por parte del juez de tutela, aun cuando su decisión fue confirmada:  

 

(…) para esta Sala es claro que la acción de tutela en relación con el amparo a los 

derechos fundamentales a la libertad de conciencia y libertad religiosa debe ser 

denegada. Ahora bien, lo anterior, por las razones expuestas en esta providencia y 

no por aquellas esbozadas en las sentencias de los jueces de instancia, que erraron 

al considerar que en Colombia, al no existir una regulación legal de la objeción de 
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conciencia frente al servicio militar obligatorio, debe concluirse que tal opción no es 

desarrollo de la libertad de conciencia. (Corte Constitucional República de 

Colombia, 2012c) 

 

La sentencia T-455 de 2014 señala en el fallo de instancia una apreciación errónea que 

dejó inermes los derechos fundamentales a la libertad de conciencia, a la objeción de 

conciencia y el derecho de petición del demandante:  

 

(…) los fallos adoptados por los jueces de tutela no son acertados, en la medida en 

que consideraron que se había satisfecho el derecho fundamental de petición, 

cuando ello no había sido así, pues la respuesta otorgada por las autoridades 

militares no fue de fondo, sino antes bien tuvo naturaleza elusiva. Adicionalmente, 

las sentencias materia de revisión dejaron injustificadamente de tener en cuenta el 

problema jurídico central, como es determinar la procedencia de la objeción de 

conciencia formulada por el obligado a prestar el servicio militar. (Corte 

Constitucional República de Colombia, 2014d) 

 

En la sentencia T-185 de 2015 se reprocha enfáticamente la actitud pasiva del juez de 

tutela por la inaplicación de sus facultades para recaudar mayores elementos de prueba 

en orden a alcanzar un fallo ecuánime y ajustado a las circunstancias reales del caso 

puesto en su conocimiento:  

 

(…) no es aceptable que el juez de primera instancia hubiera negado el amparo por 

considerar que el accionante no había probado adecuadamente las convicciones 

religiosas que profesaba, toda vez que si el juez de tutela consideraba que requería 

más pruebas en torno a esa condición, ha debido tomar las medidas adecuadas y 

necesarias para solicitar al joven Jarrison Orlando Ascanio Lizcano que las 

presentara. De hecho, como su agenciada lo resaltó durante el proceso, al 

expediente se allegó la manifestación expresa de ser objetor de conciencia y la 

certificación de la iglesia a la que el recluta y su familia asistía, al igual que se 

ofreció aportar todas las pruebas adicionales que se consideraran necesarias, así 

como hacer las declaraciones que se requirieran.  

Sin embargo, el juez de tutela consideró que no contaba con evidencia 

suficiente respecto del mencionado supuesto, motivo por el cual prefirió no tomar 
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acciones que le permitieran recopilar las pruebas que eliminaran completamente 

su incertidumbre. Sin embargo, para esta Sala, la prueba que echó de menos el a 

quo sí existía, motivo por el cual este debió decidir conforme a una valoración 

eficiente y eficaz de las mismas. El derecho fundamental de una persona no puede 

ser desconocido, por falta de pruebas, cuando se cuenta con una evidencia 

suficiente para concluir que hay una amenaza cierta y presente a la libertad de 

conciencia del accionante. (Corte Constitucional República de Colombia, 2015a) 

[cursiva en texto original como cita extractada de la sentencia T-430 de 2013] 

 

Adicionalmente, la sentencia SU-108 de 2016 hizo manifiesto un nuevo caso en el que las 

decisiones de instancia se orientan en sentido opuesto al precedente jurisprudencial, 

afectando la protección de los derechos invocados: 

 

Para la Corte es evidente que la Sala Primera de Decisión Penal del Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Neiva desconoció el precedente vigente de esta 

Corporación, que permite que los ciudadanos acudan a la acción de tutela para 

objetar en conciencia frente al servicio militar. Esta Corporación recuerda que la 

objeción de conciencia, debidamente comprobada, es una causal constitucional de 

aplicación directa e inmediata frente a la obligación de prestar el servicio militar. 

(Corte Constitucional República de Colombia, 2016a) 

 

Por último, la sentencia T-353 de 2018 alude a una nociva falta de criterio, identificada por 

igual en autoridades militares y judiciales, frente a la valoración probatoria para definir la 

procedencia de la objeción al servicio militar obligatorio formulada en dos casos 

semejantes:  

 

(…) resulta censurable, desde toda perspectiva, la actitud asumida por las 

autoridades militares (Ministerio de Defensa, Batallón de Infantería No. 9 y Batallón 

de Ingenieros No. 23) y por el juez de instancia (Juzgado Primero Penal del Circuito 

de Pasto, Nariño), quienes desconociendo la jurisprudencia constitucional se 

limitaron a desacreditar, en contra de lo evidente y del principio de buena fe, las 

peticiones del accionante y de su agente oficiosa, quienes abogaban por el 

reconocimiento del derecho a la objeción de conciencia frente al servicio militar 

obligatorio.  
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(…) 

es censurable que las autoridades militares (Grupo de Caballería 

Mecanizada No. 18 “General Gabriel Reveiz Pizarro” de Saravena, Arauca) y el 

juez de instancia (Tribunal Superior del Distrito Judicial de Risaralda, Sala Civil 

Familia), hayan desestimado las pruebas allegadas por el agente oficioso del 

accionante, que por solicitud de su progenitora realizó a través del servicio de 

defensoría pública de la Defensoría del Pueblo.  

Dichas pruebas consisten en fotografías y grabaciones que fueron 

allegadas al despacho de instancia sin que éste las valorara conforme a las normas 

del debido proceso. En las referidas evidencias, se pueden constatar las 

actividades del ciudadano Tamayo Carmona al interior de su congregación religiosa 

como Ministro de Alabanza e interpretando diversos instrumentos musicales 

durante eventos de su iglesia. (Corte Constitucional República de Colombia, 2018) 

 

En suma, las actitudes negacionistas, conductas elusivas y dilatorias, o fundadas en un 

craso desconocimiento de los desarrollos jurisprudenciales, tal como se han constatado en 

repetidos pronunciamientos de la Corte Constitucional colombiana, tornan al Ejército en un 

contexto institucional propenso a la vulneración de la libertad de conciencia y la objeción 

de conciencia, con efectos igualmente gravosos sobre otros derechos fundamentales 

como la libertad personal, el debido proceso, el acceso a la información y el derecho de 

petición. Esta inferencia guarda notoria similitud con lo reflejado en el grupo focal a cargo 

de la Secretaría Distrital de Gobierno, referido líneas arriba.  

 

Las instancias judiciales en sede de tutela reproducen el mencionado contexto de 

vulneración, por cuenta de omisiones procesales, interpretaciones y decisiones en modo 

alguno compatibles con los preceptos constitucionales y jurisprudenciales aplicables en 

materia de libertad de conciencia y objeción de conciencia. De esta forma, trastocan 

ostensiblemente la realización efectiva de los principios, derechos y deberes consagrados 

en la Constitución, así como la protección de las creencias, derechos y libertades de las 

personas residentes en Colombia, propósitos fundamentales en los cuales se concretan 

los fines esenciales del Estado y las responsabilidades que alientan la actuación de las 

autoridades públicas, conforme el artículo 2° de la Carta Política. 

 



Capítulo 4  227 

 

4.3 Contextos normativos de interpretación y protección 

Entre el sistema jurídico colombiano y el Sistema Interamericano de Derechos Humanos 

pueden apreciarse dos órdenes normativos con desarrollos y márgenes de protección 

abiertamente disímiles respecto a la libertad de conciencia y la objeción de conciencia. Así 

lo demuestra el tratamiento prodigado en una y otra jurisdicción para fijar el contenido y 

alcance de estos dos derechos, que permite distinguir un notorio contraste entre el 

ordenamiento interno y el marco regional de protección.   

 

En el país los mayores avances no se originan en la actividad o la reglamentación 

legislativas, han corrido por cuenta del tribunal constitucional, el cual, como fue abordado 

en el capítulo 3, se ha aproximado al tema con nutrida jurisprudencia desde sus primeros 

años de funcionamiento a partir de la Carta Política de 1991. La concepción de la Corte 

Constitucional ha sostenido un invariable reconocimiento de la libertad de conciencia como 

derecho fundamental de aplicación inmediata, provisto de importancia suma para la 

preservación del valor supremo de la dignidad humana y el ser humano como fin y no 

medio del ordenamiento jurídico. Destaca además su condición de elemento estructurante 

de un genuino Estado Social de Derecho, con una impronta decididamente democrática 

que preconiza un modelo político y social pluralista y participativo donde coexisten 

diversidad de creencias, concepciones, cosmovisiones, aspiraciones, visiones, enfoques, 

valoraciones e ideologías, inmunes a cualquier tipo de coacción externa que impida su 

manifestación libre y autónoma, incluso cuando implica oponerse o desobedecer 

imperativos legales que el mismo ordenamiento instaura6.  

 

Menos unívoca ha sido la valoración respecto a la objeción de conciencia. En una etapa 

inicial, la Corte dispensó un tratamiento incipiente y persistentemente negacionista en 

materia de objeción al servicio militar obligatorio7, en contravía de los pronunciamientos e 

interpretaciones que la ONU, y con ella la Comisión de Derechos Humanos, emitían desde 

                                                
 

6 Tal concepción se hace visible en las sentencias T-403 de 1992, T- 547 de 1993, C-350 de 1994, 
T-982 de 2001, T-659 de 2002, T- 332 de 2004, T-388 de 2009, T-839 de 2009, T-603 de 2012, T-
430 de 2013, T-739 de 2013, T-455 de 2014, SU-108 de 2016, T-507 de 2016, C-274 de 2016, T-
507 de 2016, T-274 de 2016, T-353 de 2018 y C-570 de 2019. Ver supra capítulo 3. 
7 Así se constata en las sentencias T-409 de 1992, C-511 de 1994, T-363 de 1995 y C-740 de 2001. 
Ver supra capítulo 3. 
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finales de los años setenta del siglo XX reivindicando la posibilidad de oponerse a la 

incorporación en fuerzas armadas oficiales por virtud de las convicciones personales más 

arraigadas, como parte de las prerrogativas consustanciales a la libertad de pensamiento, 

conciencia y religión consagrada en la Declaración Universal de los Derechos Humanos y 

en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 

 

 En un momento posterior, la Corte Constitucional rescató dichos pronunciamientos para 

reconocer luego un derecho subjetivo a la objeción de conciencia8 hasta llegar, en último 

término, a identificar la objeción de conciencia como derecho fundamental autónomo y 

nominado9. Sin embargo, el recorrido jurisprudencial que condujo a dicho punto no se labró 

exclusivamente desde el ámbito de la objeción al servicio militar, pues su camino sinuoso 

abrazó múltiples supuestos que han extendido el margen de protección del derecho, como 

se detalló en el acápite anterior de este capítulo. 

 

Mucho menos prolíficos y asiduos han resultado los desarrollos alcanzados por la Corte y 

la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Bajo una impronta menos expansiva, 

la Comisión Interamericana ha dado el salto desde una visión restrictiva respecto a la 

objeción de conciencia, reducida a concesión discrecional de las autoridades estatales10, 

hasta su reconocimiento como derecho en directa relación con la honra, la dignidad, la 

libertad de conciencia y de religión, pero aún supeditada a la apreciación nacional 

conforme las disposiciones emanadas de cada ordenamiento interno11. La misma 

Comisión ha realzado en la libertad de conciencia una garantía que habilita el ejercicio de 

la objeción por parte de personal médico cuando se niega a la realización de determinados 

procedimientos, pero con un estricto límite afincado en el derecho a la salud de los 

pacientes12. La jurisprudencia de la Corte Interamericana ha sido todavía menos profusa, 

limitada a un reconocimiento escueto del derecho a la libertad de conciencia como cimiento 

                                                
 

8 Sentencias C-728 de 2009, T-018 de 2012, T-357 de 2012, T-603 de 2012, T-430 de 2013, T-739 
de 2013, T-023 de 2014, T-314 de 2014, T-455 de 2014, T-185 de 2015, SU-108 de 2016, T-259 de 
2017 y T-353 de 2018. Ver supra capítulo 3. 
9Cf. supra capítulo 3 pp. 189-194 Sentencia C-370 de 2019. 
10 Cf. supra capítulo 1 pp. 53-54, caso Sahli Vera vs. Chile (2005). 
11 Cf. supra capítulo 1 p. 54, caso Xavier Alejandro León Vega vs. Ecuador (2006). 
12 Cf. supra capítulo 1 p. 55, Informe El acceso a la información en materia reproductiva desde una 
perspectiva de derechos humanos (2011).  
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de las sociedades democráticas, cuyo ámbito de protección ampara las convicciones y 

creencias que determinan la forma de vida de los creyentes13.   

 

En su aproximación al análisis de la objeción de conciencia en el Sistema Interamericano 

de Protección de Derechos Humanos, Londoño y Acosta advierten allí el amplio margen 

de apreciación que supedita el reconocimiento del derecho al arbitrio de los Estados: 

 

(…) el desarrollo del concepto de objeción de conciencia en el SIDH [Sistema 

Interamericano de Derechos Humanos] es aún muy incipiente e inexplorado en 

temas distintos al servicio militar obligatorio. A pesar de ello, resulta interesante 

que la CIDH [Comisión Interamericana de Derechos Humanos] ya lo haya 

reconocido como un derecho que se deriva de la CADH [Convención Americana de 

Derechos Humanos], y no solo donde aparece expresamente (artículo 6.3.b), sino 

también, de manera general, en relación con los derechos a la honra y la dignidad 

(artículo 11) y el derecho a la libertad de conciencia y de religión (artículo 12). No 

obstante, es un derecho que aparece formalmente condicionado a su 

reconocimiento por parte de los Estados, para lo cual existe un amplio 

margen de apreciación. (Londoño y Acosta, 2016, pp. 244-245) [negrilla fuera de 

texto] 

 

Dos interrogantes desprenden, en su orden, frente al dictamen referido: el primero 

cuestiona por los supuestos que podrían o deberían ser incluidos dentro del ámbito de 

protección de la objeción de conciencia como garantía cobijada por el más amplio marco 

del derecho a la libertad de conciencia y religión (artículo 12 CADH). En segundo lugar, la 

inquietud se enfoca en el margen de apreciación estatal admisible y compatible con un 

nivel óptimo de reconocimiento y protección de la libertad de conciencia y la objeción de 

conciencia.  

 

El primer aspecto reorienta la atención sobre la pertinencia de instituir un catálogo taxativo 

o solo indicativo de supuestos para lograr los máximos niveles de protección a la objeción 

                                                
 

13 Al respecto, Cf. supra capítulo 1 pp. 52-53, caso Olmedo Bustos y otros v. Chile (2001). 
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de conciencia. Navarro-Valls (citado por Ciáurriz, 1994) ya avizoraba la circunstancia de 

un conjunto plural de manifestaciones relativas a este derecho: 

 

(…) uno de los fenómenos más llamativos que conoce el derecho moderno es el 

de la objeción de conciencia. Hace sólo unas décadas era minoritario y 

reconducible a pocos supuestos. Hoy está cada vez más extendido en sus 

presupuestos y en sus aplicaciones. De ahí que ya no se hable de objeción de 

conciencia en singular, sino de objeciones de conciencia, en plural. Incluso se ha 

sugerido la conveniencia de confeccionar un código de conciencia, que dilataría el 

reconocimiento normativo y el campo de juego de las negativas a la ley propiciadas 

por la lealtad a las convicciones interiores. Un código que coexistiría junto a las 

clásicas codificaciones legales, trazando una frontera de seguridad frente a la 

incontinencia normativa del poder. (p. 67) 

 

Llamazares sería otra de las voces partidarias de una perspectiva amplia sobre el ámbito 

de aplicación de la objeción de conciencia, incluso favorable a una concepción no 

supeditada a la prescripción positiva:    

 

Me parecen razonables aquellas posiciones doctrinales que, incluyendo a la 

objeción de conciencia en el catálogo de los derechos fundamentales, concluyen, 

de un lado, que el ejercicio de la objeción de conciencia no puede quedar limitado 

tan sólo a las concretas modalidades amparadas y reguladas por la ley. (Citado en 

Ciáurriz, 1994, p. 77) 

 

La opción procedimental y normativamente congruente con este enfoque amplio se 

vislumbra en las líneas siguientes: 

 

Cierto que el legislador que utiliza una fórmula cualquiera para formular como 

derechos fundamentales diversos tipos de libertades, no las define ni las 

ejemplariza en el propio texto constitucional (…) el legislador no explica en detalle 

el contenido de las mismas. Le toca hacerlo, de un lado, a la doctrina; de otro, a las 

leyes de inferior rango que desarrollan el texto constitucional; y, de otro, a la 

jurisprudencia. 
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Esto podría avalar que se enumerara entre los derechos fundamentales la 

objeción de conciencia, dejando a la doctrina, leyes inferiores y jurisprudencia, 

precisar el contenido de la norma general. (Ciáurriz, 1994, pp. 77-78) 

 

La valoración de Cañamares, bastante próxima a la anterior, hará hincapié en la dificultad 

e inconveniencia de delimitar jurídicamente una materia referida a un aspecto vital cuya 

esencia se ha comprendido tan íntima como inmune a la coacción de externalidades 

ilegítimas: 

 

[La objeción de conciencia] Se trata de un instituto de perfiles muy abiertos, que 

pretende la acomodación de la conciencia de los individuos mediante la búsqueda 

de un justo equilibrio entre los intereses personales y generales, donde se valoran 

las circunstancias concurrentes en cada caso. Se comprende así que, por su propia 

naturaleza, la regulación normativa no resulta un recurso jurídico idóneo para 

regular la objeción de conciencia, ya que la abstracción de la norma no permite 

tomar en consideración la multiplicidad matices que definen los distintos conflictos 

que se pueden llegar a producir sobre una materia concreta. Por eso la doctrina 

(…) ha insistido en residenciar su resolución en el ámbito jurisdiccional donde, a 

través de un juicio de ponderación de los distintos intereses en concurso, se puede 

valorar en qué medida la objeción de conciencia puede ser estimada (Cañamares, 

2014, p. 38). 

 

Una afirmación irrestricta de la libertad de conciencia, junto a una ampliación del catálogo 

de supuestos de objeción por vía de positivización, o su extensión con un margen abierto 

e indeterminado, no se sustraen a cuestionamientos más hondos, que incluso alcanzan a 

inquirir la existencia del Estado y el derecho. Según Ciáurriz (1994, p. 66): 

 

Cualquier análisis actual de la problemática de la objeción de conciencia debe partir 

de esta tensión a que la conciencia individual somete al Estado, hasta amenazar a 

éste “con romper la aparente solidez de su estructura” o, si se quiere, con “romper 

el poder hegemónico del Estado sobre el derecho”.  

 

De igual modo lo haría manifiesto Cañamares (2014) a la luz de la experiencia del Sistema 

Europeo de Derechos Humanos: 
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(…) no parece arriesgado afirmar que el Tribunal Europeo de Derechos Humanos 

ha venido asumiendo, en un buen número de casos, una concepción ciertamente 

temerosa de la objeción de conciencia. En el fondo de este posicionamiento late el 

conocido argumento de que el incumplimiento de obligaciones de general 

aplicación por parte de los objetores de conciencia puede llevar consigo el 

desmantelamiento y la negación de la idea misma de Estado. (p. 57) 

 

Este matiz configura una ambivalencia o disputa entre los órdenes jurídico y político, que 

encuentra en voz del propio Ciáurriz una fórmula resolutiva: 

 

(…) en nuestro parecer, será más exacto decir que la existencia de una objeción 

reconocida supone por supuesto que ya no estamos ante el incumplimiento de una 

obligación, sino ante una solución legislativa tan válida como el propio cumplimiento 

de aquel deber, ante el establecimiento de una norma de conducta alternativa con 

la de cumplir el deber al que inicialmente se objetó hasta dar lugar a la asunción 

normativa de otra conducta diferente a la primeramente impuesta. (Ciáurriz, 1994, 

p. 74) 

 

En este preciso aspecto la Corte Constitucional colombiana ofrece pistas que pueden verse 

nítidamente retratadas en la sentencia T-388 de 2009, en cuyo contenido se reconoce que 

este derecho fundamental no se alienta por el propósito de romper con la disposición 

normativa impugnada, ni aupar un cambio en la misma a partir de un ideal colectivo de 

justicia, únicamente se procura la integridad de los principios morales profesados por el 

objetor, sin intención de sumar adeptos a una causa defendida solo a título 

personalísimo14. A su turno, la sentencia T-603 de 2012 avanza en una comprensión dual 

e integral de la objeción de conciencia, como forma de desobediencia reconocida en el 

ordenamiento jurídico y como derecho fundamental15 que en lugar de resquebrajar el orden 

político-jurídico, expresa el pluralismo sobre el cual se asienta todo régimen democrático 

                                                
 

14 Cf. supra capítulo 3 p. 105.  
15 Cf. supra capítulo 3 pp. 161-162.  
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orientado por el fin prevalente de la dignidad humana y el respeto de los derechos 

fundamentales.   

 

(…) la tensión entre obligaciones jurídicas y desobediencia se funda, entre otras 

razones, en el hecho de que tal consagración expresa de un deber específico no 

supone una obediencia ciega, autómata y carente de crítica, sin que esto implique 

que toda forma de abstención frente al acatamiento de las normas jurídicas sea 

válida o legítima a la luz del derecho. Por ello, resulta importante enfatizar que la 

legitimidad de la desobediencia se funda en el hecho de que el modelo 

constitucional adoptado parte del respeto al pluralismo de las convicciones e ideas, 

así como del miramiento a la dignidad humana, que entre otras, ha sido entendida 

como la posibilidad con que cuenta el individuo de labrar su presente y futuro 

conforme a sus propios intereses y convencimientos (…) 

Así las cosas, los deberes de las personas, importantes sin duda, no pueden 

revestirse de tal preeminencia que vilipendien la dignidad humana y la primacía de 

los derechos de las personas; de lo contrario, su existencia perdería cualquier 

justificación. En razón a esto, a partir de ambos elementos (dignidad humana y 

derechos fundamentales) el sistema constitucional colombiano espera y propugna 

por una conciencia crítica de cada persona. Por lo mismo, la obediencia a los 

deberes se puede ver limitada si estos entran en colisión con sus derechos 

fundamentales.  

(…) Por ello, no existe una obediencia absoluta, pero tampoco la posibilidad 

de desobedecer de manera genérica todo el ordenamiento jurídico, ya que tal idea 

supondría una contradicción insalvable con un sistema que prescribe y proscribe 

determinados comportamientos para asegurar la convivencia social. De lo anterior 

se desprende la posibilidad de que existan determinadas formas de desobediencia 

legítimas frente al derecho, así como otras ilegítimas y excluidas en cuanto a la 

justificación jurídica de su ejercicio se refiere. (Corte Constitucional Republica de 

Colombia, 2012c) [cursiva en texto original] 

 

Desde esta perspectiva constitucional, la objeción de conciencia no representa amenaza 

real o potencial para la preservación del andamiaje jurídico y político en cuyo interior se 

concatenan la autoridad estatal y el orden social. En contraste, resulta ser un eje axial para 

instaurar y consolidar un modelo democrático basado en el pluralismo, la diversidad y el 
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respeto a la diferencia, que conjura los riesgos de un Estado autoritario donde los deberes 

prevalezcan sin más sobre los derechos16.  

  

Como se mencionó, el segundo interrogante suscitado refiere al margen de apreciación 

nacional admisible y compatible con un nivel óptimo de reconocimiento y protección de la 

libertad de conciencia y la objeción de conciencia. Aunque aplicada al interior del Sistema 

Europeo de Derechos Humanos, Martínez Torrón (1998) fija una postura cuando menos 

sugestiva al respecto, derivada de un caso que data de 197717 en el que el autor advierte 

una “interferencia en el ejercicio personal de la libertad de conciencia, inspirada en motivos 

religiosos” (p. 133). Al estimar en las normas impugnadas un contenido neutral, ajeno a 

cualquier fin restrictivo o discriminatorio, que limita legítimamente una manifestación 

religiosa en favor de la protección de la salud, la Comisión Europea determinó la inadmisión 

del caso. La inquietud subyacente se expresa en los siguientes términos: 

 

La cuestión, naturalmente, es a quién compete apreciar la noción de necesidad en 

ese caso concreto. A ese respecto, no pueden ciertamente negarse las facultades 

que corresponden al Estado, en cuanto autoridad suprema dentro de su territorio. 

Pero tampoco parece acertado afirmar que la Comisión o el Tribunal Europeo han 

de dejar la respuesta exclusivamente en manos de las autoridades estatales: su 

función es, precisamente, propiciar una cierta uniformidad en cuanto al tratamiento 

jurídico de los derechos humanos entre los países miembros del Consejo de 

Europa, lo cual implica reducir el margen de discrecionalidad de los Estados para 

apreciar la necesidad de las medidas que recortan el ejercicio de esos derechos. 

(Martínez Torrón, 1998, p. 131). 

 

El interrogante cobra un carácter mucho más abarcante que trasciende la casuística, pues 

exige indagar los fundamentos sobre los cuales descansa la relación entre los sistemas 

regionales de protección de derechos humanos y los regímenes jurídicos de los Estados 

                                                
 

16 Cf. supra capítulo 3 p. 146, sentencia C-274 de 2016. 
17 El caso se ocupó de la demanda interpuesta por un ciudadano indio, perteneciente a la religión 
sikh, a quien impusieron repetidas sanciones por violar la ley británica de tránsito que impone el uso 
de casco de protección para la conducción de motocicletas, medida a la cual se negaba el 
demandante por transgredir las normas vestimentarias de su credo, según las cuales el porte de 
turbante es obligatorio (Martínez Torrón, 1998, pp. 129-130).  
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que crean y suscriben dichos sistemas, así como sus efectos sobre el margen de 

reconocimiento y protección de los derechos humanos. Aunque la resolución de este 

interrogante mal podría agotarse en un estudio fragmentario, y asumiendo el riesgo de 

extrema simplificación, la inquietud se muestra actual y válidamente reconducible al 

Sistema Interamericano de Derechos Humanos, bajo un matiz adicional, habida cuenta de 

la notoria disparidad que pone en ventaja manifiesta al ordenamiento jurídico colombiano 

sobre  los desarrollos y avances en torno al contenido y alcance de los derechos a la 

libertad de conciencia y la objeción de conciencia.  

 

Las líneas de Fernández Parra (2020) condensan una apertura explicativa sobre el sentido 

y propósito de la relación entre los sistemas regionales y los ordenamientos jurídicos 

nacionales: 

 

La finalidad del Derecho internacional de los derechos humanos no es la 

determinación de la responsabilidad de los Estados, sino la prevención y protección 

de los derechos. Este objetivo se cumple de forma más acertada cuando existen 

unos criterios y estándares claros del contenido y de los límites de los derechos 

que puedan servir a los Estados como marco de referencia para sus actuaciones y 

procedimientos. Lo anterior abre la posibilidad a que los Estados ajusten sus 

legislaciones y actuaciones nacionales conforme a los estándares jurisprudenciales 

en materia de derechos humanos. (p. 72) 

 

En consonancia con este propósito, los tribunales regionales de derechos humanos 

cumplen una función interpretativa esencial que “tiene como finalidad el establecimiento 

de unos estándares jurisprudenciales homogéneos en todo el sistema [regional de 

protección] para que las personas puedan disfrutar del mismo contenido de derecho, sin 

importar el Estado en el que se encuentren” (Fernández Parra, 2020, p. 81). Así puede 

constatarse, para el caso de la Corte Interamericana, en el artículo 64 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos. 
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Sin embargo, la discrecionalidad ejercida por los Estados en virtud del margen de 

apreciación nacional18 pone en entredicho la consecución de los objetivos fijados a los 

sistemas regionales. De acuerdo con Pascual Vives (2013): 

 

Al invocar el margen de apreciación nacional, con carácter general, el operador 

jurídico se muestra deferente con la posición mantenida por el Estado respecto a 

los límites que pueden imponerse a un derecho fundamental bajo unas 

circunstancias determinadas, atendiendo al contacto más directo que las 

autoridades nacionales tienen con la sociedad civil. (citado por Fernández Parra, 

2020, pp. 80-81)  

 

Su implementación tiene lugar cuando no existe consenso alrededor del alcance atribuible 

a los derechos consagrados en un instrumento internacional que rige al interior del sistema 

respectivo, razón por la cual los tribunales regionales conceden la prelación a los Estados 

sobre la interpretación, regulación y aplicación de los derechos y libertades concernidos. 

Por su naturaleza, el margen de apreciación nacional se contrapone a otra figura de 

derecho internacional, el control de convencionalidad, esta vez originada en el Sistema 

Interamericano19, cuya primera mención explícita quedó plasmada en la sentencia 

Almonacid Arellano y otros contra Chile (2006), en la que la Corte Interamericana 

prescribe:  

                                                
 

18 Fernández Parra (2020, p. 80) ubica el origen de la teoría del margen de apreciación nacional en 
la Comisión Europea de Derechos Humanos hacia 1958:  
“(…) el margen nacional de apreciación es una figura jurídica de origen jurisprudencial utilizada por 
primera vez por la desparecida Comisión Europea de Derechos Humanos (…) Rápidamente esta 
figura fue adoptada y aplicada por el TEDH. Recientemente, esta tuvo reconocimiento expreso por 
parte del artículo 1 del Protocolo No. 15. Esta nueva norma agregó al preámbulo del CEDH la 
expresión margen de apreciación en los siguientes términos: 
Afirmando que las Altas Partes Contratantes, de conformidad con el principio de subsidiariedad, 
tienen la responsabilidad primordial de garantizar los derechos y libertades definidos en esta 
Convención y sus protocolos, y que al hacerlo gozan de un margen de apreciación, sujeto a la 
jurisdicción supervisora del Tribunal Europeo de Derechos Humanos establecido por esta 
Convención (Artículo 1 del Protocolo No. 15 que modifica el CEDH)”. 
19 En su análisis sobre el control de convencionalidad, Fernández Parra explica: “(…) esta figura 
jurídica fue creada y es utilizada de forma recurrente por la Corte IDH [Interamericana de Derechos 
Humanos] (…) Si bien es cierto que la figura no tiene un reconocimiento expreso en la CADH, la 
Corte IDH pudo establecer que se deduce de los artículos 1, 2 y 29 de la CADH (…) Estas 
disposiciones obligan a los Estados partes a respetar y garantizar los derechos convencionales y 
adecuar el ordenamiento jurídico interno para hacerlo compatible con los deberes de respeto y 
garantía” (2020, pp. 72-73). 
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124. (…) los jueces y tribunales internos están sujetos al imperio de la ley y, por 

ello, están obligados a aplicar las disposiciones vigentes en el ordenamiento 

jurídico. Pero cuando un Estado ha ratificado un tratado internacional como la 

Convención Americana, sus jueces, como parte del aparato del Estado, también 

están sometidos a ella, lo que les obliga a velar porque los efectos de las 

disposiciones de la Convención no se vean mermadas por la aplicación de leyes 

contrarias a su objeto y fin, y que desde un inicio carecen de efectos jurídicos. En 

otras palabras, el Poder Judicial debe ejercer una especie de “control de 

convencionalidad” entre las normas jurídicas internas que aplican en los casos 

concretos y la Convención. (Fernández Parra, 2020, pp. 73-74)  

 

Como puede advertirse, el desencuentro entre la teoría del margen de apreciación nacional 

y el control de convencionalidad es explícita: en la primera se apela a la potestad soberana 

de los Estados para regular jurídicamente los asuntos propios de sus fronteras internas, 

mientras en el segundo prima la responsabilidad internacional de respeto y garantía 

adquirida por los mismos Estados tras la ratificación de tratados de derechos humanos, la 

cual conlleva el sometimiento a la jurisdicción de tribunales regionales encargados de 

interpretar su contenido y dirimir los casos de vulneración en virtud de la misión 

contenciosa que les ha sido conferida. Una de las dos alternativas resulta más 

consecuente al propósito de fijar un parámetro uniforme y extendido que mantenga el 

contenido esencial de los derechos a salvo de los devaneos y asechanzas procedentes 

del poder estatal: 

 

En definitiva, en los sistemas regionales de derechos humanos debe existir un 

órgano jurisdiccional que defina el contenido de los derechos para que estos 

puedan ser disfrutados y protegidos de forma similar en todo el sistema. Si esa 

labor es delegada a cada uno de los Estados partes no se tendrá una protección 

homogénea ni similar. Con una interpretación uniforme se evita que los derechos 

varíen según las diversas interpretaciones que realicen los tribunales y funcionarios 

de los diferentes Estados. Si se pretende que el contenido de los derechos sea 

igual en todo el espacio que conforma el sistema regional es necesario abandonar 

la teoría del margen nacional de apreciación y en su lugar aplicar de forma estricta 

el control de convencionalidad (…) Solo con unas pautas claras y homogéneas los 
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funcionarios estatales podrán contrastar de forma inequívoca la compatibilidad de 

las normas internas con los criterios jurisprudenciales internacionales (…) 

(Fernández Parra, 2020, pp. 84-85) 

 

El control de convencionalidad, y con este la función interpretativa de los tribunales 

regionales, no configura un instituto inmutable, fijado a cánones invariables e 

imperecederos. El principio de interpretación evolutiva, del cual el Tribunal Europeo de 

Derechos Humanos es pionero, fue aplicado a la resolución de un caso emblemático20 que 

precisamente extendió el nivel de protección del derecho a la objeción de conciencia dentro 

del SEDH. En aquella ocasión, la decisión de primera instancia tomada por el TEDH negó 

el amparo solicitado sobre la base de la discrecionalidad estatal en materia de 

reconocimiento de la objeción al servicio militar. Sin embargo,  

 

La Gran Sala del Tribunal, interviniendo como instancia de apelación, revirtió el fallo 

de la primera instancia, y con él todos los antecedentes de la Comisión sobre la 

materia (…) 

el Tribunal considera que la interpretación restrictiva del artículo 9 aplicada 

por la Comisión era el reflejo de las ideas prevalecientes en el momento histórico 

en el que las decisiones fueron adoptadas. Sin embargo, muchos años han 

transcurrido desde el primer caso llevado ante la Comisión. Aunque es cierto que 

el razonamiento de la Comisión fue luego confirmado en otros casos, hay que tener 

en cuenta que la última decisión es de 1995, y que desde entonces se han 

producido muchas transformaciones tanto en el plano doméstico de los Estados 

miembros del Consejo de Europa como en el plano internacional. En relación con 

esto, el Tribunal insiste en que la Convención es un instrumento viviente que 

debe ser interpretado a la luz de las condiciones presentes y de las ideas 

prevalecientes hoy en los Estados democráticos. El Tribunal hace notar que a 

finales de los años 80 y en los años 90 hubo una tendencia entre los países 

europeos hacia el reconocimiento de la objeción de conciencia. Así, cuando se 

produjeron los hechos que son objeto de consideración por el Tribunal, entre 2002 

y 2003, sólo cuatro Estados miembros del Consejo de Europa además de Armenia 

                                                
 

20 Cf. Supra capítulo 2 pp. 42-43, caso Bayatyan vs. Armenia (2011). 



Capítulo 4  239 

 

(que era el Estado demandado) no preveían la posibilidad de la objeción de 

conciencia. Es más: tres de esos Estados habían reconocido el derecho a la 

objeción de conciencia en sus Constituciones, aunque no habían aprobado todavía 

las leyes reglamentarias. Esta situación es prueba de un consenso entre los 

miembros del Consejo de Europa sobre la cuestión. Incluso el propio Estado 

demandado reconoció el derecho a la objeción de conciencia con posterioridad a 

los hechos del caso. Por todas estas razones, la Corte concluye que la reclamación 

debe ser considerada sólo bajo el texto del artículo 9 del Convenio, y no bajo este 

texto en conjunción con el del artículo 4. Dado el consenso existente entre los 

Estados miembros del Consejo de Europa respecto de la objeción de conciencia al 

servicio militar, un Estado que todavía no la ha reconocido dispone sólo de un 

limitado margen de apreciación al respecto. (Arlettaz, 2013, pp. 189-190) [negrilla 

fuera de texto original] 

 

Según refleja el caso enunciado y constatan Londoño y Acosta (2016, p. 2016), a partir del 

principio de interpretación evolutiva las disposiciones de un tratado de derechos humanos 

deben analizarse “atendiendo a las condiciones actuales, normas y estándares regionales 

vigentes”, con lo cual se evitan concepciones regresivas, obsoletas y restrictivas frente al 

contenido, alcances y márgenes de protección de los derechos. 

 

Ahora bien, decantarse por los linderos establecidos al interior de los sistemas regionales 

de derechos humanos, en modo alguno clausura la posibilidad de alcances y marcos de 

protección mayores por cuenta de los desarrollos en los sistemas jurídicos nacionales. 

Justamente allí radica, en su expresión más inmediata, la aplicación del principio pro 

homine o pro persona, cuya repercusión en el ámbito interamericano fue destacada por 

Fernández Parra (2020) en los siguientes términos: “En virtud del principio pro homine, 

únicamente cuando las interpretaciones de los derechos realizadas por los tribunales 

nacionales sean más garantistas que las efectuadas por la Corte IDH, se podrá apartarse 

válidamente del estándar interamericano” [sic] (p. 78).  

 

La Corte Constitucional colombiana ha destacado la trascendencia del principio pro 

persona y su procedencia al efecto de proveer las condiciones más amplias de protección 

sobre los derechos fundamentales, de conformidad con el marco más extenso de 

instrumentos internacionales ratificados en el país. La sentencia T-455 de 2014 acota: 
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Sobre el contenido y alcance de este principio, la jurisprudencia de la Corte ha 

señalado que “[e]l Estado colombiano, a través de los jueces y demás asociados, 

por estar fundado en el respeto de la dignidad humana (artículo 1º de la 

Constitución) y tener como fines garantizar la efectividad de los principios, derechos 

y deberes (artículo 2º), tiene la obligación de preferir, cuando existan dos 

interpretaciones posibles de una disposición, la que más favorezca la dignidad 

humana. Esta obligación se ha denominado por la doctrina y la jurisprudencia 

“principio de interpretación pro homine” o “pro persona”. A este principio se ha 

referido esta Corporación en los siguientes términos: “El principio de interpretación 

<pro homine>, impone aquella interpretación de las normas jurídicas que sea más 

favorable al hombre y sus derechos, esto es, la prevalencia de aquella 

interpretación que propenda por el respeto de la dignidad humana y 

consecuentemente por la protección, garantía y promoción de los derechos 

humanos y de los derechos fundamentales consagrados a nivel constitucional”. 

Éste es entonces un criterio de interpretación que se fundamenta en las 

obligaciones contenidas en los artículos 1° y 2º de la Constitución antes citados y 

en el artículo 93, según el cual los derechos y deberes contenidos en la 

Constitución se deben interpretar de conformidad con los tratados sobre derechos 

humanos ratificados por Colombia. En lo que tiene que ver con los derechos, los 

mencionados criterios hermenéuticos se estipulan en el artículo 5° del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el artículo 29 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos. Adicionalmente, se debe afirmar que estos 

criterios configuran parámetro de constitucionalidad, pues impiden que de una 

norma se desprendan interpretaciones restrictivas de los derechos fundamentales. 

El principio pro persona, impone que “sin excepción, entre dos o más posibles 

análisis de una situación, se prefiera [aquella] que resulte más garantista o que 

permita la aplicación de forma más amplia del derecho fundamental”. (Corte 

Constitucional República de Colombia, 2014d) [cursiva en fuente original] 

 

La sentencia C-313 de 2014 detalla las implicaciones que el principio pro persona irradia 

sobre los distintos órdenes jurídicos encargados de la protección de derechos en el plano 

doméstico e internacional: 
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De la incorporación del citado principio a los tratados, convenios y pactos 

internacionales se pueden colegir, al menos, cuatro lecturas distintas de su 

aplicabilidad y alcance respecto de los derechos humanos en general y de las 

disposiciones de derecho fundamental en particular. En primer lugar, la 

interpretación que se haga de estas disposiciones no puede conducir a la 

supresión, destrucción, o eliminación de alguna de ellas; segunda, la interpretación 

de estas disposiciones no puede conducir a la restricción, disminución o limitación 

del contenido de estos derechos de forma ostensible y/o arbitraria; tercera, el 

intérprete deberá elegir la norma que resulte más favorable a los intereses del 

individuo o que mejor optimice las garantías en controversia, siempre en favor de 

la protección a su dignidad; finalmente, la interpretación que se haga de estas 

disposiciones no podrá conducir a la exclusión de otros enunciados o normas que 

igualmente reconozcan, en favor del individuo, otras garantías fundamentales so 

pretexto de su no incorporación taxativa en el ordenamiento interno. (Corte 

Constitucional Republica de Colombia, 2014b) 

 

Incluso la misma Corte Constitucional ha invocado el principio pro persona como criterio y 

exigencia ineludible para la atención y resolución de casos tendientes a la protección y 

garantía de la libertad de conciencia y la objeción de conciencia en el supuesto del servicio 

militar, tal como se retrata en las sentencias T-455 de 201421, T-353 de 201822 y C-370 de 

201923. 

 

Consideradas las posibilidades y limitaciones en este conjunto variado de elementos que 

componen el margen de apreciación nacional, el reconocimiento extendido o restrictivo de 

los supuestos de aplicación, el control de convencionalidad, el principio pro persona, la 

función interpretativa de los sistemas regionales de derechos humanos y el principio de 

interpretación evolutiva, los retos para el Sistema Interamericano de Derechos Humanos 

en orden a maximizar la protección y garantía de la libertad de conciencia y la objeción de 

conciencia se avizoran imperiosos y apremiantes, sobre todo al tamiz de los avances 

                                                
 

21 Cf. supra capítulo 3 p. 180. 
22 Cf. supra capítulo 3 p. 189. 
23 Cf. supra capítulo 3 p. 191. 
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alcanzados en otros órdenes normativos. En esa lógica, destacan cuatro aspectos 

centrales: i) el impacto e incidencia de los desarrollos visibles en los sistemas universal y 

europeo; ii) el reconocimiento de la objeción de conciencia como derecho autónomo con 

lugar propio en los contenidos de la Convención Americana; iii) la superación de las 

restricciones que impone el margen de apreciación nacional al propósito de proveer 

condiciones amplias y suficientes para el reconocimiento, respeto y garantía de los 

derechos a la libertad de conciencia y a la objeción de conciencia; iv) apertura al 

reconocimiento de nuevos supuestos o modalidades que amplíen el ámbito de protección 

de los derechos aludidos. El planteamiento de Londoño y Acosta (2016) lo sintetiza en 

estos términos:  

 

4.1. Los principales tratados internacionales de derechos humanos reconocen 

expresamente la objeción de conciencia solo respecto del servicio militar 

obligatorio. Dentro de este espectro, en los últimos años se ha forjado una 

tendencia en el Sistema Europeo y en el Sistema Universal que la caracteriza como 

un derecho autónomo, garantía de una libertad fundamental, al menos en el ámbito 

del servicio militar. En las más recientes decisiones, los tribunales y órganos 

competentes en los dos sistemas han declarado explícitamente que la objeción de 

conciencia no está sujeta al margen de apreciación de los Estados de manera 

irrestricta, por lo que se han establecido los mismos límites que operan frente a 

otros derechos. 

4.2. Por contraste, los casos del SIDH resueltos solo por la CIDH no 

permiten aún entrever la misma tendencia. Sin embargo, sobre la base de la 

experiencia, es posible pensar que un caso como Bayatyan puede llegar a tener 

eco en Latinoamérica (…) 

4.3. (…) si la jurisprudencia europea llegara a tener impacto en el Sistema 

Interamericano, como sería deseable en este punto, los órganos del SIDH tendrían 

que empezar a reconocer la autonomía del derecho a la objeción de conciencia 

sobre la base del artículo 12 CADH. 

4.4. Un mayor y más sólido reconocimiento del derecho a la objeción de 

conciencia en otros campos distintos al servicio militar no solo aparece como 

necesario, sino también como coherente. (p. 266-267)  
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Frente a este último punto, las autoras recalcan el papel de la objeción de conciencia como 

alternativa pacífica que armoniza el ejercicio de las libertades y la diversidad de ideas 

presentes en una sociedad pluralista, máxime cuando la integridad del fuero personal se 

ve comprometida o en riesgo de vulneración. Sobre esa misma base, serían dos las 

razones favorables al reconocimiento del derecho autónomo a la objeción de conciencia 

como un gesto congruente al interior del Sistema Interamericano de Derechos Humanos:    

 

En primer lugar, el SIDH siempre ha sido reticente a admitir el margen nacional de 

apreciación (originario del SEDH), de manera que, tratándose de proteger una 

libertad fundamental como la libertad de conciencia expresamente protegida en la 

CADH, lo más consecuente es que el SIDH no deje al completo arbitrio de los 

Estados una medida necesaria para proteger tal libertad: la objeción de conciencia. 

En segundo lugar, un reconocimiento del derecho autónomo a la objeción de 

conciencia sobre la base del artículo 12 CADH sería coherente con el alto valor que 

la jurisprudencia de la Corte IDH ha otorgado al pluralismo y la protección de la 

identidad cultural. (Londoño y Acosta, 2016, p. 267) 

 

Un elemento adicional, hasta ahora mencionado de soslayo, amerita ahondarse: el papel 

del consenso en la interpretación del contenido, alcance y protección de los derechos en 

el ámbito internacional. Como fue mencionado líneas arriba, su repercusión ha sido 

determinante en decisiones adoptadas por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, 

pero con manifestaciones que también pueden apreciarse en el Sistema Interamericano, 

develando otras aristas explicativas en torno a la incidencia de los Estados y los 

organismos regionales intergubernamentales para ampliar los horizontes de 

reconocimiento y protección de los derechos fundamentales a la libertad de conciencia y 

la objeción de conciencia.    

 

Un antecedente permite la primera aproximación. En ejercicio de la competencia consultiva 

otorgada por el artículo 64 de la CADH, la Corte Interamericana dilucidó el lugar de la 

Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre de 1948 (Declaración de 

Bogotá) como instrumento normativo vigente y aplicable en el funcionamiento del sistema 

regional. De ese modo, en la opinión consultiva OC-10/89 de 1989 el tribunal precisó que 

la Declaración está revestida de carácter jurídicamente vinculante, conclusión a la que 

arribó tras constatar un consenso general en la materia reflejado tanto en resoluciones de 
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la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos (OEA) como en la 

Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura suscrita en 1985. Con 

efecto análogo a aquel del icónico caso Bayatyan Vs. Armenia resuelto por la Gran Cámara 

del TEDH24, la apreciación de la Corte Interamericana en esta ocasión permite confirmar 

que “La interpretación evolutiva de los tratados regionales de derechos humanos, por 

consiguiente, queda en buena parte supeditada a la existencia de un consenso previo entre 

los Estados que avale y sustente su utilización en sede judicial” (Pascual Vives, 2014, p. 

128). 

 

Otro tanto ocurrió con la sentencia del caso Claude Reyes c. Chile (2006), en la que la 

Corte Interamericana aludió al consenso general existente entre los Estados miembros de 

la OEA, plasmado en diferentes resoluciones de la Asamblea General, en torno a la 

relevancia del acceso a la información pública. De igual modo en el caso Atala Riffo y Niñas 

c. Chile (2012), cuya decisión se dictó con base en las disposiciones contenidas en 

diferentes resoluciones de la Asamblea General de la OEA que condensaban, a juicio de 

la Corte, un consenso general de los Estados de la Organización alrededor de la protección 

contra el trato discriminatorio en razón de la orientación sexual, entonces infligido a una 

mujer lesbiana que convivía con su pareja por la acción de las autoridades judiciales 

chilenas al retirarle la custodia de sus hijos. Incluso, la Corte apeló a las mismas 

resoluciones y a otros mecanismos de protección de los derechos humanos (Comité de 

Derechos Humanos, casos Toonen v. Australia de 1992 y Edward Young v. Australia de 

2000) para aplicar una interpretación extensiva sobre la familia y el derecho a la vida 

familiar, respecto a los cuales el propio sistema regional no disponía de una percepción 

compartida (Pascual Vives, 2014, p. 142 y 148). 

 

Corolario de lo anterior, el vínculo entre consenso y margen de apreciación nacional se 

ratifica como una relación de proporción inversa, pues la mayor medida de una equivale a 

reducción sustantiva para la otra, con el efecto correlativo sobre la invocada interpretación 

evolutiva de los instrumentos internacionales de derechos humanos, sumado a un 

considerable riesgo de flexibilización que puede trascender hasta la impunidad. En 

palabras de Pascual Vives (2014): 

                                                
 

24 Cf. supra capítulo 2 p. 42 y capítulo 4 p. 238 
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(…) puede concluirse que la constatación de un consenso facilita adoptar una 

interpretación evolutiva de los tratados regionales de derechos humanos y, en su 

caso, declarar la responsabilidad internacional del Estado cuyo comportamiento se 

hubiera apartado de aquel acuerdo. De la misma forma, pero a la inversa, la falta 

de consenso permite invocar el margen de apreciación nacional y considerar, en 

su caso, que las medidas impuestas por el Estado no transgreden los derechos y 

libertades fundamentales reconocidos convencionalmente. (p. 129) 

 

No resulta conveniente presuponer que los consensos alcanzados en el escenario 

internacional en torno a la interpretación de tratados de derechos humanos son unívocos 

y absolutos. Tampoco que la responsabilidad del Estado solo opera cuando 

discrecionalmente se somete a las obligaciones convencionales, o que de otro modo 

termina descargada cuando manifiesta reserva sobre alguna de ellas. En el caso Artavia 

Murillo y otros vs. Costa Rica (2012), el fallo de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos se orienta en el sentido de precisar que aún con la inveterada renuencia explícita 

del Estado demandado, la práctica extendida y generalizada entre los Estados parte en la 

Convención Americana se decanta por permitir técnicas de reproducción asistida como la 

fecundación in vitro, realidad de la cual se infiere un acuerdo general (consensus 

generalis)25 en la materia. Por esa razón, la legislación costarricense que impide el acceso 

a tal procedimiento instaura una restricción discriminatoria que transgrede el artículo 1.1 

del Pacto de San José y afecta el derecho a la vida privada y familiar (Pascual Vives, 2014, 

p. 133).   

 

Con este y otros casos de referencia26 puede arribarse a una apreciación concluyente 

sobre la incidencia de esta concepción consensualista frente a la definición, alcances, 

límites y estándares de protección de los derechos reconocidos y proclamados 

convencionalmente al interior de los sistemas regionales:  

                                                
 

25 Desde la óptica del Derecho Internacional Público, la noción de consensus generalis remite a la 
configuración y adopción de normas internacionales a partir de acuerdos entre Estados que se 
vinculan en su formación y modificación mediante prácticas que sedimentan la costumbre 
internacional o la positivización en instrumentos normativos de carácter internacional (Pascual 
Vives, 2014, pp. 116-117).  
26 Lizidou c. Turquía resuelto por el TEDH en 1995 (Pascual Vives, 2014, p. 133). 
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Cuando los tribunales regionales de derechos humanos identifican un consensus 

generalis, en el que no tiene por qué participar el Estado demandado, la 

interpretación evolutiva asume un papel preferente y eclipsa a la noción del margen 

de apreciación nacional. De esta manera, la interpretación evolutiva fundada en 

ese consenso constituye un excelente mecanismo para actualizar los tratados 

regionales de derechos humanos a la realidad social contemporánea, respetando 

su objeto y fin. (Pascual Vives, 2014, pp. 150-151)  

 

Podrá objetarse que una postura en esa dirección anula de tajo el poder soberano del que 

está investida la figura del Estado. Ante esta inquietud (aunque fuere real o solo supuesta) 

resulta válido invocar la precisión que al respecto propone Arlettaz (2013) abonada desde 

el terreno del constitucionalismo y el Derecho Internacional Público: 

 

La tesis que se refuta parte del error de creer que el poder soberano no admite 

límites: una “soberanía irrestricta” o “impermeabilidad a toda interferencia externa”, 

constitutiva de una especie de “inmunidad” jurisdiccional (…) Tal cosa no existe 

(…) La soberanía no es sólo un poder supremo, que no reconoce a otro superior, 

es también “un recto gobierno no arbitrario”, es decir, sometido a límites derivados, 

entre otras fuentes, de las leyes fundamentales del Reino en el siglo XVI; y, en 

nuestros días, de las Constituciones que disciplinan la forma de ejercicio del poder, 

así como de los tratados internacionales, libremente ratificados por los Estados, 

que restringen también su capacidad interna y soberana de decisión (…) 

Bajo el dogma de la soberanía se construyó el Estado absoluto y sobre él 

se asentó –como sabemos- el Estado liberal-nacional y después el Estado 

democrático; y la democracia constitucional que hoy gozamos se funda en la 

limitación de cualesquiera poderes. Pero los contextos son radicalmente distintos. 

Los derechos “humanos”, y con más razón los que además gozan del rango 

constitucional de “fundamentales”, son uno de los límites más importantes al 

ejercicio del poder. (pp. 118-119) 

 

También debe tomarse en cuenta que los linderos de la interpretación evolutiva no se 

circunscriben al subsistema en el que opera el intérprete, bien estatal o supranacional, 

pues son cada vez más crecientes los diálogos y las referencias recíprocas que se 
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extienden a escala universal, constituyendo un recurso legítimo para afinar los sentidos de 

la interpretación jurídica vertida sobre los diferentes instrumentos internacionales de 

derechos humanos. 

 

Los Estados partes en el Convenio de Roma y en el Pacto de San José son a su 

vez parte en múltiples tratados internacionales de ámbito universal destinados a 

proteger los derechos humanos. Cuando el TEDH y la CIDH interpretan aquellos 

tratados regionales recurren a estos instrumentos universales para contrastar el 

alcance otorgado por los Estados partes a las obligaciones allí previstas y, dado 

que los derechos humanos constituyen un valor general y comúnmente aceptado 

en la sociedad internacional, identificar un acuerdo general (consensus generalis) 

que les permita fundamentar una interpretación evolutiva de los tratados regionales 

de derechos humanos y coherente con los compromisos asumidos por aquellos 

Estados en el ámbito universal. 

(…) 

Al constituir tratados internacionales de carácter universal, abiertos a la 

participación de todos los Estados miembros de la sociedad internacional, los 

tribunales regionales de derechos humanos se han servido de ellos para desarrollar 

y acotar por referencia el contenido de los derechos y libertades, buscando en 

aquellos tratados las manifestaciones de un consensus generalis que les permitan 

justificar la utilización de una interpretación evolutiva. (Pascual Vives, 2014, p. 134 

y 136) 

 

En efecto, son varios los tratados internacionales a los cuales han recurrido el Tribunal 

Europeo y la Corte Interamericana de Derechos Humanos como parámetro normativo para 

discernir la resolución de casos en cumplimiento de su función contenciosa27. Estos 

                                                
 

27 Pascual Vives (2014, pp. 135-136) destaca los siguientes: Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos (1966); Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación 
contra la mujer (1979); Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes (1984); Convención sobre los Derechos del Niño (1989); Convención sobre los 
derechos de las personas con discapacidad (2006); Convención internacional para la protección de 
todas la personas contra las desapariciones forzadas (2006); los convenios de Ginebra y sus 
protocolos (1949); el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional (1998); el Convenio No. 87 
de la Organización Internacional del Trabajo sobre libertad sindical y la protección del derecho de 
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instrumentos, como su interpretación evolutiva, son al tiempo causa y consecuencia del 

consenso, que a su turno se constituye en condición de posibilidad para lograr mayores 

niveles de reconocimiento, garantía eficaz y homogénea de los derechos humanos, tanto 

en la esfera universal, como en los ámbitos regional y estatal.  

 

Para identificar el consensus generalis, el TEDH y la CIDH recurren no solo a la 

posición que mantienen los Estados respecto a los tratados regionales de derechos 

humanos, sino también a tratados internacionales de vocación universal donde 

aquellos sujetos participan y otros actos de carácter institucional desarrollados en 

el seno del respectivo subsistema regional. Esta labor de concreción del acuerdo 

alcanzado por los Estados sobre el contenido de una o más normas, por tanto, se 

desarrolla por referencia o reenvío a otros ámbitos o sectores del ordenamiento 

internacional. De esta manera se potencian las interacciones tanto entre el 

ordenamiento general y los distintos subsistemas regionales, como entre estos 

últimos, superándose los riesgos de fragmentación asociados a la sectorialización 

y regionalización del ordenamiento internacional contemporáneo. (Pascual Vives, 

2014, p. 151) 

 

Entre los parámetros dimanantes de los sistemas de protección en su función contenciosa 

y consultiva, de un lado, y los consensos logrados en los foros políticos interestatales, de 

otro, no media necesariamente un orden secuencial o de prioridad. Podrían interpretarse, 

a la luz de la concepción consensualista, como procesos complementarios que se nutren 

de manera recíproca, y que deben abrevar en los avances obtenidos por los ordenamientos 

jurídicos nacionales mientras se hallen en consonancia con el principio pro persona. En 

último término, una perspectiva consensualista en el Derecho Internacional de los 

Derechos Humanos se perfila como vía resolutiva para contribuir al desarrollo expansivo 

de los derechos a la libertad de conciencia y la objeción de conciencia, arando un 

promisorio campo de armonización entre las perspectivas universal, regional y local. La 

actividad jurisdiccional de los sistemas regionales de protección, atenuando 

oportunamente el margen de apreciación nacional a través de la interpretación evolutiva 

                                                
 

sindicación (1948); y el Convenio sobre los aspectos civiles de la sustracción internacional de 
menores (1989). 
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de las normas convencionales, y los ordenamientos jurídicos internos aplicando el control 

de convencionalidad y estimulando nuevos desarrollos jurídicos para vigorizar el contenido 

y alcance de los derechos, pueden ser factores concurrentes y mancomunados en el 

empeño inclaudicable de reforzar los horizontes de protección, reconocimiento y eficacia 

en torno a ellos. 

 

 

 

 





 

 
 

5. Consideraciones finales y conclusiones 

A partir de los desarrollos históricos, doctrinales y jurisprudenciales, así como de los 

diferentes contextos normativos y de aplicación identificados, se van delineando unos 

contornos que sin ser unívocos ni lineales, contribuyen a la compresión de los derechos 

fundamentales a la libertad de conciencia y a la objeción de conciencia desde diversos 

aspectos mutuamente complementarios: su concepción teórica y relevancia histórica, su 

relación entre sí y con otros derechos fundamentales, los supuestos fácticos que son 

apreciables en su ejercicio práctico, su abordaje en sede constitucional y las posibilidades 

de extender su reconocimiento y eficacia desde el ámbito más amplio de los sistemas 

regionales de protección. 

 

La libertad de conciencia y la objeción de conciencia son tributarias de la herencia filosófica 

legada por los antiguos estoicos, que preconizaron la razón como atributo distintivo del ser 

humano y su sentido moral subyacente. Bajo este presupuesto, que en el trasiego de los 

años se cobijó de sombríos episodios bélicos y luminosos eventos emancipatorios, las 

ideas enarboladas en favor de la elección autónoma de las creencias y las convicciones 

propias fue tomando forma, desde la noción primigenia de tolerancia hasta la más acabada 

idea moderna de derecho, sedimentando en un ámbito específico dentro de la esfera 

jurídico-normativa. 

 

Los orígenes históricos y jurídicos de la libertad de conciencia están fuertemente ligados a 

las reivindicaciones y reconocimiento en favor de la libre adopción y manifestación de las 

creencias religiosas. En la órbita de la modernidad occidental, este vínculo se patenta en 

el hito fundante representado por la Reforma protestante, así como en proclamaciones 

emblemáticas de derechos (Westfalia, Estados Unidos, Francia), y traído a épocas más 

recientes, en diversos instrumentos normativos que han configurado denodadamente el 

nutrido campo del Derecho Internacional de los Derechos Humanos (Declaración Universal 
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de 1948, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, Convenciones Europea y 

Americana de Derechos Humanos, por mencionar algunos). 

 

Como se ha entendido en las percepciones más extendidas, la objeción de conciencia 

labró su camino bajo la égida de la libertad de conciencia, aunque sus manifestaciones 

remotas hayan sido ubicadas en tiempos precedentes con el cristianismo primitivo y su 

oposición a la incorporación en cuerpos armados o al culto imperial. En este caso, también 

las comunidades religiosas desempeñaron el sobresaliente papel de precursoras, cuya 

irrestricta convicción de negarse a la toma de las armas fue tendiendo la ruta que conllevó 

al reconocimiento político y normativo de la objeción de conciencia en la modalidad pionera 

del rehusamiento al servicio militar.  

 

Acorde con los planteamientos generales más extendidos de la doctrina, a la base de la 

libertad de conciencia se encuentran las convicciones y creencias personales como bienes 

de la mayor trascendencia jurídica, política y moral. La facultad de adoptar y practicar de 

manera libre y autónoma concepciones propias, que han de determinar el proyecto de vida 

individual según el criterio moral particularmente asumido, debe preservarse inmune a 

cualquier tipo de interferencia indebida que impida de forma ilegítima obrar conforme al 

dictamen interior de la conciencia subjetiva, o en otro caso obligue a actuar en contra de 

los principios y valores que la misma conciencia ha encumbrado a un nivel superior de 

primacía. En congruencia con este lugar prevalente, los mandatos jurídicos están llamados 

a ceder irrevocablemente cuando su cumplimiento implique un conflicto inconciliable e 

irresoluble con las convicciones y creencias morales propias, al punto de horadar la 

dignidad misma de la persona. Es en aquellos casos en que la objeción de conciencia 

emerge como instituto idóneo para interpelar el cumplimiento de normas o mandatos 

impartidos bajo un fundamento legal, en aras de resguardar la integridad moral que se ve 

seriamente amenazada o lesionada por el imperativo jurídico.  

 

En ambos casos, libertad y objeción de conciencia, se reconoce el eminente carácter moral 

del ser humano, comprendido en una subjetividad que no solo construye y acoge 

prescripciones legales para dar vida y contraerse a un orden social y político, sino que 

adopta y reivindica preceptos y directrices gestadas en el fuero más íntimo de su 

humanidad, cuyo desconocimiento llevaría a trastocar de modo grave el sustrato más 
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hondo y determinante de la condición existencial y el sentido vital de la persona, 

obstruyendo su autorrealización. 

 

La libertad de conciencia y la objeción de conciencia revisten una singularidad que no se 

advierte en otros derechos, gracias a dos factores confluyentes: i) su crucial importancia 

para la protección del fuero individual; y ii) su proyección política. Frente al primer aspecto, 

la Corte Constitucional colombiana ya habría advertido que el desconocimiento de la 

libertad de conciencia representa una de las formas más graves y lesivas de violentar a un 

ser humano (sentencias T-430 de 2013 y T-314 de 2014), pues las convicciones y 

creencias que anidan en el fuero interno de cada persona, con base en las cuales proyecta 

y conduce su modo de vida, componen un valor imprescindible de la dignidad humana. En 

segundo lugar, la libertad de conciencia y la objeción de conciencia están dotadas de una 

connotación política determinante al encontrarse en relación directa con la configuración y 

limitación del poder, irradiando directas repercusiones sobre la legitimación de un Estado 

democrático28.  

 

Su relevancia se amplifica dado el papel cardinal que desempeñan para la consolidación 

de una sociedad democrática y plural, que propugna por la convivencia armónica y la 

superación de la confrontación violenta con base en el respeto por la autonomía personal 

y la diferencia. Configuran, por tanto, un elemento esencial del Estado Social y 

Democrático de Derecho, inspirado en el respeto de la dignidad humana y la 

materialización del pluralismo que alientan el modelo constitucional colombiano. Dentro de 

su ámbito de protección, las minorías y su posibilidad de disenso encuentran salvaguarda 

frente al juicio predominante de las corrientes mayoritarias, pues la inmunidad de la que 

goza el reducto personal e íntimo de la conciencia no está sujeto al consentimiento o 

                                                
 

28 No es equiparable, por ejemplo, el derecho a la alimentación o a la educación, en los que se exige 
una prestación directa del Estado, en cierto modo vertical en la medida que procede de la autoridad 
y desciende al ciudadano, mientras que en la objeción de conciencia el ciudadano hace explícita 
una discrepancia con una parte del ordenamiento jurídico, fijando un límite directo al ejercicio de 
poder que subyace a dicho ordenamiento al rechazar (así sea de modo parcial) la exigencia de su 
cumplimiento, y reafirmando la potestad ciudadana de trazar los márgenes de legitimidad 
(reconocimiento y aceptación) dentro de los cuales le es dado a las autoridades estatales ejercer 
su poder coactivo regulatorio. Así, aquel sentido vertical explícito en el primer caso queda invertido, 
o cuando menos, nivelado.  
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reprobación de factores externos, por más peso que puedan ejercer en el entorno social 

del cual emanan. 

 

La libertad de conciencia adquiere el rango de un derecho fundamental, de raigambre 

constitucional y aplicación directa e inmediata en el ordenamiento jurídico interno. También 

se incluye dentro del catálogo de derechos humanos en diferentes instrumentos de 

derecho internacional de alcance universal y regional. Los desarrollos constitucionales y 

jurisprudenciales en el país permiten distinguir en su contenido esencial tres elementos 

característicos: la prerrogativa de no ser molestado, perturbado, hostilizado o perseguido 

por causa de las creencias o convicciones; la proscripción de toda exigencia que obligue 

a revelarlas; y la salvaguarda frente a imposiciones que conlleven a actuar contra la 

conciencia. De este último componente se deriva una prerrogativa de relevancia suma, 

como es la posibilidad de conducir autónomamente los propios actos y conductas conforme 

a los dictados del fuero personal, pues en su expresión más cabal y genuina, la realización 

efectiva de la libertad de conciencia trasciende el plano introspectivo hasta permear los 

actos, el sentido vital y la experiencia práctica de cada persona.  

 

La inmunidad de coacción y la autonomía jurídica también se integran como elementos 

primordiales de este contenido esencial, pues realzan la facultad personal e intransferible 

de elección, junto a la prohibición de fuerzas externas que de manera arbitraria subordinen 

la voluntad a designios opuestos a las creencias y convicciones germinadas en la 

conciencia.  

 

Además de los mencionados, la objeción de conciencia incorpora un elemento adicional 

como parte de su núcleo esencial: resguarda el más preciado e íntimo receptáculo de la 

esencia personal cuando se halla amenazado de manera inminente y severa por el 

cumplimiento de un deber al que se está obligado por una disposición o relación 

jurídicamente vinculante, mientras con ello no resulten afectados los intereses comunes 

de la seguridad, la salud, la moral y el orden públicos, así como los derechos y libertades 

de los demás. Se trata de una vocación disruptiva, que confronta el ordenamiento 

constitucional y legal configurando una forma emergente de desobediencia legítima, en 

ejercicio de la conciencia crítica enarbolada por el Estado Social de Derecho y las 

sociedades pluralistas y democráticas dentro de las cuales se erige. Sin embargo, ni su 

naturaleza ni su objeto se orientan a desatar cambios en las disposiciones legales 
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impugnadas, menos aún a derrocar las instituciones del orden político constituido o 

cuestionar su legitimidad y validez, pues el propósito que alienta la objeción de conciencia 

se limita al amparo de las creencias y convicciones particulares, de ahí su carácter 

netamente individual. 

 

Su condición de derecho fundamental subjetivo ha sido reconocida por la Corte 

Constitucional colombiana tras un sinuoso recorrido, que se mostró en principio reticente 

y negacionista sobre todo en casos referidos al supuesto del servicio militar. Aunque el 

Decreto 3380 de 1981 consagró la facultad de los médicos para rehusar la prestación de 

sus servicios cuando ello implique actos contrarios a la moral o al correcto y libre ejercicio 

su profesión (artículo 6), y la jurisprudencia aludía en ocasiones a la prerrogativa de no ser 

obligado a actuar contra la propia conciencia, solo en el año 2005 la Corte hace expresa 

mención de la objeción de conciencia como derecho, cuyo carácter constitucional 

fundamental se hace manifiesto hasta 2009 con la sentencia T-388 del mismo año. Sin 

embargo, habría que aguardar hasta 2019 para presenciar el reconocimiento de la objeción 

como derecho fundamental autónomo y nominado, con un claro deslinde respecto a la 

libertad de conciencia a partir del contenido plasmado en el artículo 18 de la Carta: de una 

parte, la libertad de conciencia se liga a la inmunidad de coacción de la cual gozan las 

creencias y convicciones subyacentes en el fuero íntimo de cada persona, mientras la 

objeción de conciencia alude a la protección de la autonomía para dirigir los propios actos 

y conductas conforme a dichas creencias y convicciones (sentencia T-370 de 2019).     

 

Los desarrollos jurisprudenciales en Colombia también han logrado una sustancial 

ampliación de supuestos y ámbitos de aplicación en ambos derechos fundamentales. Sin 

agotar en toda su extensión la compleja diversidad de situaciones en las que puede 

vincularse el ejercicio y la protección de la libertad de conciencia y la objeción de 

conciencia, una revisión jurisprudencial detallada permite entrever ocho contextos precisos 

de aplicación: i) escenarios públicos y privados; ii) fuerzas militares; iii) educativo; iv) 

administrativo, legal y jurisdiccional; v) salud; vi) laboral; vii) corporaciones públicas de 

elección popular; y viii) familiar. Entre todos ellos se perfila una amalgama de factores y 

circunstancias a partir de las cuales es posible bosquejar un ámbito de protección plural 

de la libertad de conciencia que incluye:  
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 La prerrogativa de no ser forzado a escuchar mensajes de contenido religioso 

difundidos en entornos residenciales destinados al descanso y la intimidad. 

 

 El desarrollo de actividades religiosas en cementerios públicos que se asumen 

como parte del espacio público. 

 

 El incumplimiento de órdenes superiores al interior de las fuerzas armadas, que 

implican transgredir el dictamen de conciencia de un subalterno por ser contrarias 

a los preceptos legales y constitucionales. 

 

 El rechazo a cursar la asignatura de educación religiosa escolar en razón de las 

creencias o convicciones del estudiante, sus padres o tutores. 

 

 La decisión libre y autónoma de optar por la procreación o el matrimonio, sin que 

por ello se obstruya el acceso a otro derecho fundamental como la educación.  

 

 La facultad de adoptar y poner en práctica convicciones de fe o un sistema moral 

determinado, así como distanciarse de los mismos. 

 

 La posibilidad de rehusar la exigencia de actividades académicas opuestas a las 

creencias religiosas de los educandos, o en otro caso, que obligan a revelar las 

convicciones personales desestimando otras opciones menos gravosas sin 

comprometer el alcance del propósito pedagógico propuesto. 

 

 La concertación de medidas alternativas para posibilitar el desarrollo de prácticas 

religiosas cuyo cumplimiento se interpone con las reglas prestablecidas en el 

entorno laboral. 

 

 La libertad que asiste a los miembros de la comunidad educativa para abstenerse 

de participar en actividades de carácter religioso organizadas en planteles 

educativos públicos, que al tenor del principio de laicidad y el deber de neutralidad 

inherentes al Estado colombiano, en ningún caso pueden imponerse como parte 

de la misionalidad estrictamente académica que cumplen dichos establecimientos. 
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 La proscripción de mandatos legales que obliguen la consagración a deidades en 

actos públicos oficiados por autoridades públicas. 

 

 La posibilidad de desistir en el desempeño de las labores como defensor de oficio, 

cuando la conciencia jurídica estima que las perspectivas de éxito son judicialmente 

escasas o nulas, siempre que tal decisión no afecte el derecho de defensa del 

poderdante. 

 

 No ser conminado por empresas prestadoras de servicios públicos a suscribir actas 

o certificaciones de las cuales derivan la imposición de sanciones, bajo el agravante 

de omitir cualquier posibilidad de impugnación en contravía de los derechos a la 

defensa y el debido proceso. 

 

 La facultad para rehusar tratamientos o intervenciones médicas contrarias a las 

creencias religiosas del paciente, mientras goce de plenas capacidades de decisión 

y no ponga en riesgo la vida o comprometa seriamente su integridad física o su 

salud. En el caso de los menores adultos (12 a 18 años de edad en las mujeres, 14 

a 18 en los hombres) tal facultad se limita a participar de la decisión, pues son los 

padres quienes tienen la potestad prevalente, sin sustraerse al carácter prioritario 

que cobran los derechos a la vida y la salud del menor en la circunstancia descrita. 

 

 La posibilidad del paciente para decidir sobre la disposición de órganos amputados 

basado en los preceptos del credo que profesa, bajo fórmulas concertadas que no 

pongan en riesgo el interés colectivo de la salud pública. 

 

 La excepción al régimen de bancadas por parte de los miembros de corporaciones 

públicas de elección popular, mientras no riña con las disposiciones reglamentarias 

de los partidos y movimientos políticos. 

 

 La decisión libre y autónoma sobre la terminación del vínculo matrimonial, sin que 

las causales de divorcio legalmente establecidas limiten tal facultad. 

 

 No ser obligado a declarar contra parientes cercanos independiente de su filiación 

consanguínea o civil. 
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 La práctica de ritos fúnebres destinados a familiares, de conformidad con las 

creencias propias o las del difunto.  

 

El ámbito de protección de la objeción de conciencia puede equipararse al de la libertad 

de conciencia, mientras el caso de referencia entrañe una contradicción irresoluble entre 

las convicciones del objetor y el cumplimiento de un deber que se deriva de una disposición 

legal o de una relación amparada jurídicamente. Para considerarlas de una entidad tal que 

su transgresión comporte un daño inadmisible sobre la conciencia, las convicciones 

invocadas deben ser profundas, fijas y sinceras, constatables en la conducta externa de 

quien las profesa. Con abordaje notoriamente mayoritario en la jurisprudencia 

constitucional vigente en la materia, son identificables otros supuestos que suman al 

ámbito de protección de la objeción de conciencia: 

 

 El rechazo al deber constitucional del servicio militar obligatorio cuando su 

cumplimiento atenta contra arraigados principios o dictámenes de orden moral 

defendidos por el obligado. En tal caso, la objeción de conciencia deviene causal 

válida de exención al servicio.  

 

 El rehusamiento del personal médico a la práctica de tratamientos o intervenciones 

que se contraponen a los parámetros éticos y técnicos que orientan su ejercicio 

profesional, en menoscabo de la integridad o la vida del paciente. 

 

 La facultad de los profesionales de enfermería para orientar las actuaciones propias 

de su oficio de acuerdo al sentido ético que dicta el fuero personal, sin interferencias 

indebidas procedentes de regulaciones institucionales o legales que atenten contra 

la integridad y el bienestar de los pacientes.  

 

Los casos abordados profusamente por la jurisprudencia constitucional han destacado la 

relación íntima que guardan la libertad de conciencia y la objeción de conciencia con otros 

derechos de naturaleza fundamental, que también resultan afectados en aquellos 

contextos de vulneración y amenaza identificados. Así ocurre con el derecho al debido 

proceso administrativo y el derecho de petición cuando las autoridades militares 

desconocen o desatienden la objeción de conciencia como eximente legítimo a la 
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obligación constitucional del servicio militar, o con el derecho a la libertad personal cuando 

la condición de objetor es irrespetada por procedimientos ilícitos de reclutamiento como 

las batidas. De igual modo con el derecho de acceso a la justicia y el debido proceso judicial 

cuando los jueces actúan de manera omisiva o negligente frente a la protección 

demandada mediante los recursos de amparo puestos en su conocimiento. Otro tanto es 

perceptible en los ámbitos educativo y laboral, donde las convicciones y creencias 

personales devienen criterios sospechosos de distinción hasta socavar derechos como el 

trabajo, la educación, la igualdad y la libertad religiosa, lacerados por disposiciones y 

directrices institucionales impuestas sobre trabajadores, docentes y estudiantes que 

encuentran gravemente comprometidos los dictámenes de su conciencia individual por el 

cumplimiento de los mandatos impartidos.  

 

La jurisprudencia constitucional también ha fijado claros límites al ejercicio de los derechos 

fundamentales a la libertad de conciencia y a la objeción de conciencia, entre los que se 

cuentan: 

 

 La prevalencia del derecho a la vida en el caso de pacientes menores adultos cuya 

decisión de oponerse a tratamientos o intervenciones médicas por razones de 

conciencia amenaza ostensiblemente su salud o su vida.  

 

 El principio de igualdad con base en el cual toda persona, sin distingo, está obligada 

a declarar juramento como medio que sustenta la responsabilidad penal cuando 

falta a la verdad en determinados trámites administrativos o judiciales. 

 

 La autonomía e integridad cultural de comunidades constitucionalmente protegidas 

como son los pueblos indígenas, eventualmente vulneradas por actividades 

foráneas de proselitismo religioso adelantadas sin el consentimiento de las 

autoridades territoriales respectivas. 

 

 La debida prestación de servicio públicos esenciales que traducen en derechos 

fundamentales de terceros, como la educación. De ahí que la libertad de conciencia 

no ampare el incumplimiento de las responsabilidades propias de la labor docente 

por la participación en huelgas con claros visos de ilegalidad.  
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 El deber de autocuidado establecido por el artículo 49 constitucional, con base en 

el cual las decisiones de los pacientes sobre el desistimiento de los tratamientos 

médicos prescritos no deben perder de vista las repercusiones sobre el deterioro 

de su salud o condiciones de vida digna, ante la ausencia comprobada de opciones 

médicas alternativas.   

 

 El derecho a la defensa de quienes obran como poderdantes, que no debe verse 

menoscabado por efecto de la actuación de los defensores de oficio en ejercicio 

abusivo de su libertad de conciencia jurídica, al punto de lesionar los intereses 

jurídicos del defendido. 

 

 Los derechos fundamentales de las mujeres, específicamente los derechos a la 

salud reproductiva, que deben ser garantizados aun en casos de médicos 

objetores, quienes estarían obligados a hacer la remisión correspondiente para que 

el servicio de salud en cuestión sea prestado en condiciones de oportunidad, 

seguridad y calidad.   

 

 El derecho a la vida de los pacientes, frente al cual el derecho a la objeción de 

conciencia que ampara al personal médico debe limitarse en casos de emergencia 

manifiesta que apremian una intervención inmediata para evitar un perjuicio 

irremediable. 

 

 Las disposiciones y estatutos reglamentarios de los partidos y movimientos 

políticos, en cumplimiento del régimen de bancadas establecido por el artículo 108 

de la Constitución Política. De esta forma, el ejercicio de la libertad de conciencia 

por parte de los integrantes de las corporaciones públicas de elección popular en 

el desempeño de sus funciones está supeditado a los asuntos de conciencia 

determinados por las agrupaciones políticas que integran.  

 

 El acceso a la justicia y la salvaguarda de los restantes derechos fundamentales, 

cuya responsabilidad recae en los operadores judiciales, quienes no podrán objetar 

conciencia para abstenerse de cumplir funciones propias de su oficio, directamente 

relacionadas con los fines y deberes a cargo del Estado colombiano en virtud del 

artículo 2 Constitucional. 
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 El principio de igualdad ante la ley y las necesidades de defensa y seguridad del 

Estado como bienes jurídicos de relevancia constitucional. De esta suerte, las 

razones que fundamentan las convicciones invocadas por los objetores de 

conciencia al servicio militar obligatorio, deben circunscribirse a aquellas 

delimitadas por la legislación que rige en materia de reclutamiento (Ley 1861 de 

2017), esto es, razones de naturaleza religiosa, ética o filosófica.  

 

 Finalmente, la libertad de conciencia y la objeción de conciencia, como el ejercicio 

de todo derecho, encuentran límites en las exigencias de orden, seguridad, moral 

y salud públicas, así como en los derechos de los demás, tal como prescriben el 

ordenamiento constitucional y diferentes instrumentos de derecho internacional de 

los derechos humanos.  

 

En esta red compleja y diversa de interdependencias, límites y alcances, la Corte 

Constitucional colombiana ha advertido un carácter relacional de los derechos, que 

demarca términos racionales y proporcionales al ejercicio y ámbito de protección de la 

libertad de conciencia y la objeción de conciencia. También destacan las dos herramientas 

que ha priorizado dicho tribunal como fórmulas para dirimir las tensiones y conflictos entre 

derechos, y de estos con los deberes: La primera, la ponderación a partir del contraste 

entre la relevancia y la condición sustituible de la obligación rehusada, de un lado, y el 

carácter fijo, sincero y profundo de las convicciones alegadas, dimensionando el impacto 

que su vulneración ocasiona sobre el objetor, por otro, con lo cual se determina la medida 

razonable y proporcionada en la que el derecho debe aplicarse o restringirse según el 

caso. La segunda, la armonización concreta, relativiza los alcances de la ponderación y se 

decanta por una solución dialógica mediada por la negociación y el consenso entre las 

partes afectadas, en búsqueda de la alternativa más próxima al objetivo de maximizar la 

satisfacción de los derechos fundamentales y demás valores jurídicos en disputa.   

 

De otro lado, cabe indicar la contextura abierta de estos dos derechos fundamentales, cuyo 

núcleo aglutina diversidad de razones desde las cuales se fundamentan las convicciones 

que conforman su bien jurídico protegido. Diferentes órganos de interpretación y monitoreo 

en materia de derecho internacional de los derechos humanos han referido razones de 

índole religiosa, ética, moral y otras de carácter similar, mientras sean determinantes de la 
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personalidad subjetiva. La postura de la Corte Constitucional colombiana se mostró algo 

más laxa al considerar una apertura flexible y renuente a un catálogo cerrado y taxativo, 

sin embargo, en su último pronunciamiento en la materia (sentencia C-370 de 2019) 

privilegió el principio de igualdad ante la ley y los intereses constitucionales de defensa y 

seguridad del Estado como motivos que justifican acotar las razones a las designadas por 

la ley de reclutamiento para invocar la objeción al servicio militar obligatorio. Aunque la 

decisión se estimó congruente con un necesario equilibrio entre derechos e imperativos 

constitucionalmente priorizados, la balanza parece inclinarse por un gesto regresivo que 

favorece el deber a costa de recortar los márgenes de protección prodigados por el 

derecho, menos conducente aún tratándose de un deber relativo cuyo fin puede alcanzarse 

por medios menos lesivos, como ya había precisado y reiterado la jurisprudencia con 

anterioridad.  

 

Finalmente, los desarrollos más visibles respecto a la libertad de conciencia en el derecho 

internacional de los derechos humanos pueden apreciarse en el campo jurisprudencial, 

como ocurre en el caso colombiano. Las decisiones de los tribunales regionales y los 

pronunciamientos de los órganos de monitoreo, seguimiento e interpretación normativa 

que integran el sistema universal de protección se han abocado mayoritariamente a la 

atención de casos referidos a la objeción de conciencia, como parte del contenido de la 

libertad de pensamiento, religión y conciencia que fusiona de manera indistinta los tres 

derechos según la consagración taxativa plasmada en los instrumentos internacionales 

más renombrados.  

 

La objeción al servicio militar también se manifiesta como la más reiterada y asidua de las 

modalidades, aunque otros supuestos han sido objeto de controversia jurisdiccional, 

especialmente al interior del Sistema Europeo, en casos de objeción médica, educativa, 

laboral, a la prohibición del porte de simbología religiosa y en medida muy inferior la 

objeción fiscal y la farmacéutica. El principio de interpretación evolutiva y el consenso 

interestatal reflejado en los órganos intergubernamentales de la escena europea han sido 

detonantes de una extensión, aun tímida, del marco de protección aplicado a la objeción 

de conciencia. 

 

El Sistema Interamericano de protección devela avances menos notorios, pues el 

reconocimiento del derecho a la objeción de conciencia, si bien explícito en informes de la 
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Comisión, se ha supeditado al margen de apreciación nacional conferido a los Estados 

parte, como ocurre con el supuesto de objeción al servicio militar. Entre tanto, el supuesto 

de objeción médica también es expresamente referido por la misma Comisión 

Interamericana como manifestación legítima de la libertad de conciencia, pero con límites 

irrestrictos en el derecho a la salud de los pacientes. A su turno, la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos ha aludido de manera tangencial y excepcional a la libertad de 

conciencia como garantía y baluarte de los sistemas democráticos que ampara las 

creencias y convicciones basadas en la fe, denotando una aproximación apenas formal e 

ínfima respecto al contenido, alcances y límites del derecho. 

 

Bajo el lente de una concepción consensualista, los múltiples instrumentos de Derecho 

Internacional reflejan acuerdos interpretativos de carácter general –que no unánime- entre 

los Estados, bien en la órbita regional o universal. Similar apreciación puede emitirse sobre 

las decisiones tomadas en foros políticos institucionales como la Unión Europea y la 

Organización de Estados Americanos, de modo que ambos (instrumentos y 

decisiones) terminan, por vía de referencia, constituyendo una fuente para la interpretación 

sobre el contenido y alcance de los derechos, luego plasmada en la jurisprudencia de los 

tribunales regionales.  

 

Maximizar el reconocimiento y la eficacia de los derechos a la libertad de conciencia y la 

objeción de conciencia demanda procesos mutuamente complementarios y simultáneos 

que vinculan diferentes sujetos del derecho internacional: de un lado, el impulso de una 

conjunción armónica y cooperativa que habilite consensos en torno al contenido, alcances 

y límites de los derechos, procurando su desarrollo expansivo desde los ámbitos universal, 

regional y local. La interpretación evolutiva constituye una herramienta jurídica y lógica 

para comprender y recomponer progresivamente los marcos normativos, doctrinales y 

contextuales al interior de los cuales la libertad de conciencia y la objeción de conciencia 

alcanzan estructura conceptual, reconocimiento y ejercicio efectivo a partir de estándares, 

parámetros y referentes comunes que conjuren las tentaciones de derivar en enfoques 

restrictivos y regresivos atizados por un margen de apreciación nacional sin contenciones.  

 

En segundo lugar, lo anterior no supone excluir ni desestimar las amplias posibilidades y 

el papel determinante de los ordenamientos jurídicos nacionales, que como en el caso 

colombiano pueden ofrecer al Sistema Interamericano marcos de referencia para concebir, 
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incorporar y promover nuevos horizontes compartidos de aplicación y protección de los 

derechos examinados. No se trata de fijar un modelo único, absoluto o definitivo, sino de 

apelar a experiencias normativas singulares que contribuyan a renovar los consensos 

hemisféricos y permitan avizorar un campo plausible y fecundo de protección, con un 

espectro robusto, creciente e inacabado de supuestos o modalidades acompasadas con 

el principio pro persona, acorde a las realidades jurídicas y fácticas que presionan 

paulatinamente una reinterpretación continua y expansiva de los derechos, no anacrónica 

y voluntarista.  

 

De esta forma, la idea de la persona humana como eje y fin del Derecho Internacional de 

los Derechos Humanos seguirá allanando un camino que, expuesto aún a los desafueros 

del poder, pugna por preservar y enaltecer el valor supremo de la conciencia como 

resguardo irreductible de las más entrañables convicciones propias, a partir de las cuales 

la autonomía y la voluntad moral dotan de sentido la experiencia vital. 
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